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INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  HACIENDA  RECAÍDO  EN  EL
PROYECTO DE LEY QUE PERFECCIONA EL SISTEMA PREVISIONAL.

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Hacienda  informa  el
proyecto  de  ley  mencionado  en  el  epígrafe,  en  cumplimiento  del  inciso
segundo del  artículo 17 de la  ley N° 18.918,  Orgánica Constitucional  del
Congreso  Nacional  y  conforme  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  220  y
siguientes del Reglamento de la Corporación.

I .CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de
Diputados por un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, calificada
de “simple y suma urgencia” para su tramitación legislativa, según el caso.

2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas

- Indicación del Diputado señor Dittborn para
suprimir el numeral 7 del artículo 53.

-  Inciso  segundo  del  artículo  20  F  que
incorpora el numeral 11 del artículo 79.

3.-  Disposiciones que no fueron aprobadas
por unanimidad

Los  artículos  2°,  11,  12,  13,  22,  23
(indicación del Ejecutivo), 29, 30, 41, 41 bis, 41 ter, 50, letra g) del artículo
57, numeral 47 del artículo 79, 81, 11 transitorio y 12 transitorio.

4.-  Disposiciones  nuevas  con  quórum
especial 

No hay.

5.- Se designó Diputado Informante al señor
DITTBORN, don JULIO.

*                     *                   *

Asistieron a la Comisión durante el  estudio
del  proyecto los señores Andrés Velasco,  Ministro  de Hacienda;  Osvaldo
Andrade, Ministro del Trabajo y Previsión Social; la señora Solange Berstein,
Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones; los señores
Alberto Arenas, Director de Presupuestos; Alejandro Charme, Fiscal de la
Superintendencia  de  A.F.P.;  Carlos  Pardo,  Jefe  del  Departamento



Institucional  Laboral  de  la  DIPRES;  Alejandro  Micco  y  Patricio  Toro,
Asesores del  Ministerio  de Hacienda;  Fernando Dazarola,  Abogado de la
DIPRES;  Guillermo  Schultz,  Abogado  de  la  Subsecretaría  de  Previsión
Social; Fidel Miranda y Michael Jorratt, Asesores de la DIPRES; Francisco
del Río, Asesor del Ministerio del Trabajo, y las señoras Jacqueline Saintard,
Asesora del Ministerio de Hacienda; Jacqueline Corrales y Paula Benavides,
Jefa del Sector Social y Asesora, respectivamente, de la DIPRES; Mónica
Segura, Asesora Jurídica de la Subsecretaría de Previsión Social;  Matilde
Oliva,  Jefa de Gabinete de la  Superintendencia AFP;  Consuelo Gazmuri,
Asesora  del  Gabinete  de  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social;  Carolina
Espinosa, Abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, y
Marcia  Salinas,  Jefa  del  Departamento  de  Análisis  y  Desarrollo  de
Pensiones de la Superintendencia de AFP.

Concurrieron  asimismo,  los  señores
Guillermo Arthur y Roberto Fuentes, Presidente y Gerente de Estudios de la
Asociación de AFP; Mikel Uriarte, Francisco Mozó, Ignacio Montes y Jorge
Claude,  Presidente,  Vicepresidente,  Director  y  Gerente  General  de  la
Asociación de Aseguradores de Chile, respectivamente; los señores Jorge
Millán, Jorge Henríquez y Miguel Vega, Presidente y Consejeros de la Unión
Nacional  de  Trabajadores  de  Chile  (UNT),  respectivamente;  Guillermo
Rioseco, Gerente General,  Braulio Díaz, Director y César Rodríguez, asesor
de  temas  provisionales,  del  Colegio  de  Corredores  de Seguros  de  Chile
A.G.;  Manuel  Salazar,  Vicepresidente,  Esteban  Ensignia,  Director  de
Relaciones  Públicas,  Luis  Henríquez,  Director,  Miguel  Ibarra,  Tesorero  y
Eduardo Cancino, Corredor de Seguros, todos de la Asociación Gremial de
Corredores de Seguros de Rentas Vitalicias y  Asesores Previsionales de
Chile; la señora Rosanna Costa, Directora del Programa de Economía del
Instituto  Libertad  y  Desarrollo;  los  señores  Arturo  Martínez,  Presidente  y
Sergio Zúñiga, Dirigente de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT); Pablo
Wagner,  Vicepresidente de AFP CUPRUM; René Muga y Nicolás Starck,
Gerente  General  y  Director  General  de  la  Corporación  de  Investigación,
Estudio  y  Desarrollo  de  la  Seguridad  Social,  respectivamente,  de  la
Confederación  de  la  Producción  y  el  Comercio  (CPC);  Andrés  Tagle,
Gerente  de  Negocios  de  Seguros  del  Grupo  Security;  Juan  Ariztía,  ex
Superintendente  de  AFP;  Jorge  Tarzijan,  Director  de  la  Escuela  de
Administración de la Pontificia Universidad Católica de Chile; Sergio Mori, en
representación del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo
(CENDA) y Augusto Iglesias, Economista.

El  propósito  de  la  iniciativa  consiste  en
perfeccionar el sistema previsional vigente en el país y complementarlo con
un sistema de pensiones solidarias que cubra a quienes no logran ahorrar lo
suficiente para financiar una pensión digna.

Se han presentado durante la tramitación del
proyecto  6  informes  financieros elaborados  por  la  Dirección  de
Presupuestos, los cuales se adjuntan como Anexo I al presente informe.
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En el  debate  de  la  Comisión intervino  el
señor Andrés Velasco,  Ministro de Hacienda, quien hizo presente que la
reforma del Sistema de Pensiones, en actual trámite legislativo, ocupa un
lugar preferente en el Programa de Gobierno.  Por ello, la Presidenta, en su
discurso  de  mayo  de  2006,  dispuso  la  creación  del  Consejo  Asesor
Presidencial para la Reforma Previsional, entidad que se conformó por 15 de
los  más  destacados  expertos  en  la  materia.   Se  escuchó  a  un  amplio
espectro de actores relacionados con el sistema, especialistas nacionales e
internacionales,  y  también  a  la  ciudadanía.   Su  trabajo  finalizó  con  una
propuesta, la que se entregó a la Mandataria, quien encargó la elaboración
de las bases de un proyecto de ley a un Comité Interministerial.   Así,  la
iniciativa  legal,  finalmente,  fue  presentada  a  tramitación  en  el  mes  de
diciembre de 2006.

Recordó  que,  hasta  antes  de  1981,  el
sistema de pensiones chileno era de reparto, fecha a partir de la cual se
inicia el sistema de AFP y con él, el sistema contributivo de pensiones.  Es
en este marco en que el proyecto de ley se inserta; mejora el denominado
“pilar contributivo” y, al mismo tiempo, crea el “pilar solidario”, que contempla
garantías y derechos mínimos, y perfecciona el “pilar del ahorro voluntario”.

Sostuvo que,  si  bien  actualmente  existe  el
“pilar solidario”, presenta grandes brechas y una baja cobertura.  Al respecto,
señaló que los beneficiados de pensión asistencial de vejez ascienden a 210
mil personas.  La garantía de pensión mínima exige diversos requisitos que
acotan fuertemente el beneficio.  Por su parte, los beneficiarios de pensión
de invalidez son cerca de 400 mil personas.

Destacó  que,  según  datos  de  la
Superintendencia de AFP, en los próximos años,  el  10% de los afiliados
tendría derecho a pensión mínima; sin embargo, el 40% de ellos estarían por
debajo de ésta.

Expuso  que  el  Sistema  de  Pensiones
Solidarias (SPS)  considera  como  sus  principales  beneficios  la  Pensión
Básica Solidaria (PBS) y el  Aporte Previsional Solidario (APS), a los que
accederán hombres y mujeres a los 65 años.  El SPS entregará beneficios
de vejez e invalidez de manera integrada a los del sistema de capitalización
individual,  reemplazará  a  las  pensiones  asistenciales  (PASIS)  y,
gradualmente, al programa de pensión mínima garantizada. 

Acotó que también tendrán acceso a estas
prestaciones, los pensionados y trabajadores activos imponentes del INP.
La Pensión Básica Solidaria comenzará a regir el 1 de julio de 2008, con un
valor de $ 60.000.   El  1 de julio de 2009, la PBS alcanzará su valor en
régimen de $ 75.000.

Agregó  que,  por  su  parte,  la  Pensión
Máxima, que contará con un aporte solidario (PMAS), inicialmente será de $
60.000 hasta llegar a $ 200.000 en el año 2012.

Hizo presente que, en los primeros años, las
pensiones  solidarias  se  concentrarán  en  los  pensionados  de  menores
ingresos para ir, gradualmente, alcanzando a las personas que integren un
grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población.  En 2010, se
estima que existirán más de 800 mil beneficiarios de SPS.  En régimen, en
2017, los beneficiarios alcanzarán a 1,5 millones.

Se sostuvo en la Comisión que el gasto que
involucrará la puesta en marcha de este proyecto de ley ascendería a cerca
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del 1% del PIB y que dada la magnitud de los montos involucrados y de la
población que será beneficiada, debiera considerarse una administración del
pilar  solidario  que  contemple  tanto  integrantes  de  la  Oposición  como de
instituciones  privadas  relacionadas  con  la  pobreza,  por  ejemplo;  como
podrían ser el  Hogar de Cristo o Un techo para Chile.   Es decir,  la idea
planteada es que la administración tuviese un carácter más de Estado que
de Gobierno. El señor Velasco declaró estar disponible para discutir el tema.

El  señor  Velasco  planteó  que  la  iniciativa
crea una nueva institucionalidad.  Ésta reconocerá el carácter integral de
la  reforma  y  permitirá  otorgar  eficientemente  los  nuevos  beneficios  y
fortalecer sus distintos roles, que son:

- De formulación de políticas: Se refuerzan
las capacidades del  MINTRAB y de la  Subsecretaría  de Previsión Social
para la supervisión,  planificación y conducción del  sistema; así como, de
promoción, difusión y educación del sistema provisional.

- Normativo y de control. Se unifica en una
nueva institución  pública,  la  Superintendencia  de Pensiones (SUPEN),  la
regulación del sistema previsional civil,  incluyendo los regímenes solidario
contributivo  y  voluntario.   También,  se  crea  un  Consejo  Técnico  de
Inversiones, el que recomendará a la SUPEN la normativa específica sobre
inversiones de los fondos administrados por las AFP.

- De administración y entrega de beneficios.
Se  crea  el  Instituto  de  Previsión  Social  (IPS),  responsable  de  la
administración del SPS, de los regímenes previsionales que administra el
INP  y  de  los  Centros  de  Atención  Previsional  Integral  (CAPRI).   Estos
Centros  están  destinados  a  prestar  servicios  de  tramitación  en  materias
previsionales, así como, garantizar la prestación de servicios esenciales de
información para todos los usuarios, en forma imparcial y sin conflictos de
interés de por medio.

Por otra parte, en materia de  participación
ciudadana, se promoverá la participación en el sistema de pensiones, para
lo  cual  se  creará  una  Comisión  de  Usuarios.   Estará  integrada  por
pensionados,  trabajadores,  representantes  de  los  organismos
administradores del sistema y un académico quien la presidirá.  La Comisión
tendrá como función informar a la  Subsecretaría  de Previsión Social  y  a
otros organismos públicos del sector, respecto de las evaluaciones que sus
representados efectúen sobre el funcionamiento del sistema de pensiones y
proponer las estrategias de educación y difusión de dicho sistema. 

Precisó  que  la  Subsecretaría  de  Previsión
Social otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de esta
Comisión.

El señor Andrés Velasco puntualizó que es
importante  que  los  roles  en  el  sistema  estén  separados,  es  decir,  la
administración, la información y la fiscalización no deben confundirse en una
institución.  Así, destacó que al IPS le corresponderá el rol de administrador.

Señaló  que  el  fin  de  la  transparencia  es
compartido por todos los actores, y que el diseño institucional propuesto es
perfectible.

Hizo hincapié que, en materia de información
se contemplan tres dimensiones, que son: 1) la Comisión de Usuarios, 2) el
Fondo para la Educación Provisional, y 3) las CAPRI.
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Por  otra  parte,  expresó  el  señor  Andrés
Velasco que el  proyecto de ley aborda  la equidad de género.   Así,  las
mujeres  serán  las  principales  beneficiarias  del  Sistema  de  Pensiones
Solidarias.  Se estima que más del 60% de las PBS serán recibidas por
mujeres.

Planteó que se otorgará un bono por cada
hijo  nacido  vivo,  equivalente  a  12  meses  de  cotizaciones  previsionales
calculadas al 10% sobre un salario mínimo y capitalizadas de acuerdo con la
rentabilidad de los fondos de pensiones.  Sobre el particular, añadió que esta
medida se justifica porque es común que las mujeres dediquen tiempo a la
crianza de los hijos, especialmente de los pequeños, por lo que abandonan
el mercado laboral.

Señaló  que  se  aumentará  el  aporte  a  las
cuentas  de  capitalización  de  las  mujeres  producto  de  la  separación  por
género  del  seguro  de  invalidez  y  sobrevivencia.   Actualmente,  las  AFP
contratan los seguros en compañías de seguros y luego, cobran la misma
prima a hombres y a mujeres; sin embargo, las tasas de accidentabilidad de
las últimas es menor a la de los primeros.  Esta es la razón por la que se
estima que, separando las primas, y siendo licitados los seguros, debiesen
disminuir las que se cobran a las mujeres.

Afirmó que, se incluirá como beneficiario de
pensión de sobrevivencia generada por la mujer a su cónyuge hombre y se
autorizará la división del  saldo acumulado en las cuentas individuales de
cada cónyuge en caso de divorcio o nulidad.

El  señor  Andrés  Velasco  expuso  que  el
proyecto  de  ley  considera  una mayor  cobertura  para  trabajadores
independientes.   Esto implica que se iguala su situación de derechos y
obligaciones previsionales respecto de los trabajadores dependientes.

Puntualizó que en la actualidad cerca de un
millón de trabajadores tributan como independientes, de los cuales 500 mil
no  tendrían  relación  de  dependencia  alguna.   De  estas  personas,
aproximadamente  el  95% no  cotiza  regularmente,  si  bien  algunos  tienen
algunos ahorros esporádicos por otras vías.

Explicó  que  se  pretende  que  ingresen  al
sistema de pensiones una mayor cantidad de trabajadores independientes,
de manera tal  que coticen y ahorren en forma obligada;  sin embargo,  al
mismo tiempo, y por tratarse de esta clase de trabajadores, lo anterior debe
implementarse de tal modo que no fomente la informalidad, por cuanto al
cotizar,  obtendrán  un  menor  ingreso  líquido.   Teniendo  presente  esta
situación,  se  homologa  a  los  trabajadores  independientes  con  los
trabajadores dependientes, pasando a tener acceso a todos los beneficios
del Sistema de Pensiones Solidarias, a la Asignación Familiar y pudiendo
también afiliarse a las Cajas de Compensación, siempre que se encuentren
al día en el pago de sus cotizaciones previsionales.

Precisó  que  la  afiliación  obligatoria  se
alcanzará en forma gradual en cuatro períodos, que son:  a) En los años 1 a
3, habrá un activo proceso de educación previsional; b) en los años 4 a 6, se
establece la obligación de cotizar por defecto, es decir, si el trabajador no
dice nada, deberá cotizar, lo que, en todo caso, se hará por tramos, primero
por 40% de la renta imponible, luego por el 70% y, finalmente, por el 100%;
c) en los años 7 a 9, las cotizaciones pasan a ser obligatorias sobre el total
de  la  renta  imponible,  y  d)  en  el  año  10,  se  incorpora  la  obligación  de
cotización para salud.
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En  respuesta  a  consultas  de  los  señores
Diputados,  el  señor  Velasco  sostuvo  que  el  período  de  transición  es
necesario  para  dar  a  conocer  la  gran  cantidad  de  cambios  que  se
implementarán, para lo cual, entre otras medidas, se pondrá en marcha un
fondo de educación previsional.

Por  otra  parte,  argumentó  que  existe
abundante evidencia internacional que muestra que las personas no ahorran
para la vejez, por lo que en todos los países la cotización previsional  es
obligatoria.

Puntualizó que, para no causar distorsiones,
se anuncia que la cotización comenzará a ser obligatoria, y sólo por defecto,
a partir del 4° año de implementación de la reforma, por lo que el trabajador
tendrá tiempo para ir adaptándose respecto de sus ingresos.  A partir del
décimo año la cotización será siempre obligatoria.

Precisó  que  la  PBS será  para  quienes  no
cuentan con fondos previsionales.

Afirmó  que  la  no  cotización  podrá  ser
fiscalizada mediante diversa información que estará disponible en el sistema.

Explicó que el proyecto de ley establece una
mayor  cobertura  para  los  trabajadores  jóvenes.   Para  lo  anterior,  se
implementa un subsidio a las cotizaciones efectivas para las primeras 24
cotizaciones de los trabajadores jóvenes, entre 18 y 35 años, de ingresos
inferiores a 1,5 veces el salario mínimo (unos 215 mil pesos).

Manifestó que el subsidio estará constituido
por dos tipos de aportes: a) un subsidio a la contratación, equivalente a un
50% de la cotización de un salario mínimo, y b) un aporte directo a la cuenta
de capitalización individual por un monto similar.

Señaló que, de este modo, los trabajadores
jóvenes que perciban el salario mínimo alcanzarán una cotización total de
15% de su  remuneración  y  un  incentivo  a la  contratación  del  5% de su
salario.   Al  respecto, indicó que, para un joven que pasa a la formalidad
implica un aumento en su pensión mensual de $ 26.000.

Sostuvo  que  se  estima  que,  para  el  año
2009, existirán en torno a 300 mil beneficiarios de este subsidio.  Lo anterior
permitirá alcanzar los objetivos de: a) fomento del empleo juvenil, b) mayor
formalización y c) aumento de la cobertura y de los fondos previsionales de
los trabajadores jóvenes. 

En  respuesta  a  diversas  consultas
formuladas en la  Comisión  sobre  la  justificación  y  mecanismo propuesto
para el subsidio al empleo juvenil, el señor Velasco puntualizó que éste es
transitorio y que a contar del mes 25 se termina.  Añadió que, a contar del
segundo año de contratación, el límite de ingreso sube a 2 salarios mínimos.

Afirmó que no sería lógico que el empleador
despida a un trabajador luego del segundo año sólo porque ha concluido el
subsidio, ya que durante ese período lo ha capacitado.  Además, la pérdida
del subsidio le significará un mayor costo de sólo 5%.

Expresó que el  límite de edad de 35 años
obedece  a  que muchas  mujeres  ingresan  al  mundo  laborar  tardíamente,
luego de la crianza de sus hijos.
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Señaló  que  la  iniciativa  introduce  mayor
competencia y menores costos en el sistema de AFP.  Para lo anterior,
se  contempla  la  licitación  de  los  nuevos  afiliados.   Así,  los  nuevos
trabajadores serán asignados, por hasta 18 meses, a la AFP que ofrezca la
menor comisión en la licitación.  Agregó que, la menor comisión de la AFP
que resulte la ganadora de la licitación deberá hacerse extensiva al resto de
sus afiliados.

Por  otra  parte,  sostuvo  que  se  autoriza  la
creación de  AFP como filiales bancarias, manteniendo el giro exclusivo,
prohibiendo la realización de ventas atadas y el compartir sucursales.  Se
autoriza  subcontratación  de  funciones,  permitiendo  la  separación  de
funciones  ligadas  a  las  operaciones  de  gestión  de  inversiones  o  de
administración  de  fondos,  con  el  objetivo  de  mejorar  la  eficiencia  y  la
disminución de costos de administración.  Se eliminan las comisiones fijas
por  cotización,  retiros  y  por  transferencia  de  saldo.   Se  separa  la
administración del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS) y se dispone la
licitación del SIS para todos los afiliados, independiente de la AFP en la que
se encuentren, para  identificar con claridad y transparencia el costo de la
administración de las AFP, e informar el cobro por separado entre hombres y
mujeres. 

Precisó  que,  en  materia  de  conflictos  de
interés, se establece la incompatibilidad de la función comercial de la AFP
con  las  del  grupo  al  que  pertenezca.  Por  ejemplo,  se  prohíbe  realizar
descuentos en el pago de obligaciones con entidades del Grupo e invertir
Fondos de Pensiones en instrumentos emitidos por personas relacionadas
con la AFP.

Frente a diversas inquietudes planteadas en
la  Comisión,  el  señor  Velasco  justificó  la  licitación  de  cartera,  ya  que
incentivaría  el  ingreso de nuevos actores al  sistema con menores costos
fijos.  Si las grandes AFP no participan en ella será por una evaluación que
cada  una  hará,  y  que,  en  todo  caso,  habrán  de  tener  en  cuenta  sus
economías de escala, precisamente por ser más grandes, adujo.

Precisó  que  si  algunas  AFP  desean
constituir  nuevas sociedades para  postular  a  las  licitaciones tendrán que
cumplir con todos los requisitos de capital y demás que exige la ley.

Comentó  que  las  medidas  anunciadas
permitirán aumentar la competencia ya que, en la actualidad, sólo las dos
más grandes AFP representan el  55% de este mercado y, si  se suma la
tercera  AFP de mayor tamaño, se arriba al 77%.

Puntualizó que, si se suma el porcentaje del
mercado tanto bancario como de AFP de las instituciones de mayor tamaño
que  actúan  en  ambos  casos,  que  son  del  Grupo  Santander  y  BBVA,
representan, respectivamente, el 16,2% y el 15,3% del total.

Cree que el “statu quo” no impide que siga la
concentración en estas instituciones.

Señaló que la libertad de elección no se ve
limitada, ya que quien ingresa al sistema permanecerá por 18 meses en la
AFP que resultó la con menor comisión; sin embargo, si otra AFP le ofrece
mejores condiciones, el trabajador puede desafiliarse e ir a la otra  AFP.

Sostuvo que la licitación por costo obedece a
que el trabajador que inicia su vida laboral no cuenta con fondos ahorrados,
por lo que la mayor rentabilidad no es tan relevante. En el caso de esta
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última, cabe hacer notar que es un dato pasado y nadie puede garantizar
qué sucederá en el futuro.

La  señora  Solange  Berstein,
Superintendente de AFP, comentó que, en la actualidad, los trabajadores
dependientes  que  no  señalan  en  qué  AFP desean  afiliarse,  se  les  afilia
automáticamente en la que mayor cantidad de afiliados tiene la empresa.  En
otras ocasiones es el mismo jefe de personal el que les sugiere la AFP en
que se afilien.

Explicó que la licitación se hará una vez al
año, luego de lo cual, todos los trabajadores nuevos se irán afiliando a la
AFP  que  resultó  vencedora  durante  los  siguientes  6  meses,  debiendo
permanecer  en  ella  durante  18  meses,  salvo  que  otra  AFP  les  ofrezca
mejores condiciones.

Expuso  que  la  iniciativa  en  estudio
contempla normas destinadas a mejorar la rentabilidad de los fondos de
pensiones.  Así, se amplían las alternativas de inversión en Chile y en el
exterior, lo que permitirá alcanzar mejores pensiones para los afiliados a las
AFP. 

Destacó que  1% de rentabilidad a lo largo
de la vida activa aumenta en  20% el monto de la pensión.

Señaló  que,  en  materia  de  régimen  de
inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones,  se  establece  un  Régimen  de
Inversión que se emitirá por norma de la Superintendencia.  Precisó que sólo
se mantienen 5 límites por instrumentos en la ley, que son:

a) Estatales con límites vigentes.
b) Renta variable de multifondos, con límites

vigentes más un 5% para el Fondo E.
c)  Límite  extranjero.  Se  incluye  un  límite

global  (30% a 80%) o límites por  Fondo (A:  45%-100% B: 40%-90%, C:
30%-75%; D: 20%-45%, E: 15% -35%), cualquiera sea el mayor.

d)  Límite  para  la  inversión  en  moneda
extranjera no cubierta: se amplían límites actuales.

e) Límite global para instrumentos de mayor
riesgo: 10%-20%.

Explicó  que  el  proyecto  de  ley  considera
normas en materia de fomento al ahorro previsional voluntario.  De este
modo,  se  crea  un  mecanismo  en  el  cual  los  ahorros  realizados  por  los
trabajadores son complementados por sus respectivos empleadores, lo que
se  denominará  Ahorro  Previsional  Voluntario  Colectivo  (APVC).   Se
establece por acuerdos entre cada empresa y sus trabajadores y siempre
que concurra una proporción mínima de ellos.   Los planes acordados no
podrán discriminar entre trabajadores de una misma empresa, y establecen
derechos de propiedad del trabajador sobre sus propios aportes y sobre los
realizados,  en  su  beneficio,  por  el  empleador,  sujeto  a una permanencia
mínima en la empresa.

Hizo hincapié en que se crea la  figura del
afiliado  voluntario,  cuyo  objeto  es  ampliar  la  cobertura  del  sistema  de
pensiones a todos quienes realizan actividades no remuneradas.

En  materia  de  disciplina  fiscal,  el  señor
Alberto  Arenas,  Director  de Presupuestos,  señaló  que se  velará  por  la
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transparencia y sostenibilidad del sistema de pensiones, mediante el diseño
de un régimen presupuestario que dé cuenta de los compromisos fiscales,
transitorios y permanentes, con el sistema previsional.

Sostuvo que, producto de la disciplina fiscal
y a la aplicación rigurosa de la  regla de superávit  estructural,  es posible
financiar adecuadamente la Reforma Previsional. 

Precisó  que  las  fuentes  de  financiamiento
fundamentales para enfrentar los costos de la reforma en los próximos diez
años provendrán de: a) los recursos provenientes del Fondo de Reserva de
Pensiones,  b)  la  liberación  de  recursos  por  la  disminución  de  los
compromisos que mantiene el Estado con el sistema de pensiones antiguo, y
c) los recursos provenientes de reasignaciones, eficiencia del gasto y del
crecimiento económico.

Destacó que, en los años iniciales, también
habrá recursos provenientes de los mayores intereses por la acumulación de
activos financieros del Fisco.

El señor Guillermo Arthur,  Presidente de la
Asociación de AFP,  hizo presente que el sistema de AFP ha sufrido 41
modificaciones  legales  en  sus  26  años  de  existencia,  y  que  las  más
importantes han sido las introducidas en los últimos años, en materia de
multifondos, APV y límites de inversión en el extranjero. 

Manifestó  que  la  reforma  propuesta  en  el
proyecto  de  ley  en  estudio  tiene  aspectos  positivos,  entre  los  cuales
destacó: 

1.-  El  fortalecimiento  del  “Pilar  no
contributivo”  y  su  mayor  integración  con  el  “Pilar  contributivo”  (AFP).
Reconoció  que,  este  último,  si  bien  ha  operado  correctamente,  sólo  ha
funcionado para quienes han cotizado regularmente.

2.-  Los incentivos al ahorro para la vejez de
mujeres, jóvenes e independientes.

3.- El giro único.  Consideró que esto es una
cuestión fundamental del sistema, por cuanto es la mejor manera de evitar
las llamadas “ventas atadas”.  Añadió que, además, tiene el  beneficio de
dificultar  la  concentración  del  Mercado  de  Capitales,  por  cuanto  la
experiencia  indica  que  en  aquellas  actividades  en  que  la  banca  ha
ingresado,  a  poco  andar,  se  ha  eliminado  a  los  competidores;  cita  al
respecto, el caso de los Fondos Mutuos.  Eventualmente, se podría bajar de
las 6 AFP actuales, a sólo 4 relacionadas con la banca, afirmó.

Hizo  notar  que,  en  la  actualidad,  el  sector
bancario provee cerca del 50% del financiamiento del sector productivo, el
resto proviene de otras fuentes, entre las que destacan las AFP, por la vía
de adquisición de bonos y acciones.

4.- En materia de inversiones de las AFP, el
aumento  de  los  límites  de  inversión,  las  nuevas  alternativas,  la
subcontratación de mandatarios, la mayor flexibilidad, el concepto de riesgo
y la clasificación de los Fondos Mutuos por activos subyacentes, entre otras
materias.

Puso  énfasis  en  que,  en  esta  materia,
permanece pendiente el tema de la discriminación tributaria por dividendos
de las sociedades anónimas.  La normativa general permite a las personas
rebajar de sus impuestos el Impuesto de Primera Categoría pagado por las
empresas respectivas;  sin  embargo,  esta norma no es aplicable para las
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AFP,  Lo anterior, implica una pérdida para los Fondos que se estima, sólo
en capital,  en  cerca  de 800 millones de dólares,  la  que sube a  mil  500
millones de dólares si se le suman los intereses.

Recalcó  que,  de  las  conclusiones  de  la
Comisión  Marcel,  es  destacable  que  se  corrige  un  difundido  error  de
diagnóstico, aclarándose que el sistema de pensiones no está en crisis.  Así,
se ha comprobado que las AFP cumplen con sus obligaciones legales, los
afiliados tienen seguros sus fondos, que sólo en dos años las inversiones
han producido rentabilidades negativas y que en 25 años del sistema no se
han producido fraudes. 

Puntualizó  que,  para  trabajadores  con
empleos estables, que cotizan con regularidad a lo largo de toda su vida
laboral, los fondos acumulados permiten financiar pensiones cercanas a sus
ingresos en actividad.

Por  otra  parte,  el  sistema, según la  citada
Comisión, ha tenido “efectos positivos sobre el crecimiento y el desarrollo del
mercado de capitales del país”.

Hizo notar que se han producido cambios en
el mercado del trabajo, la demografía y la estructura social  de Chile.  La
esperanza  de  vida,  tanto  de  mujeres,  como de  hombres,  ha  aumentado
notablemente, por lo que los fondos de las cuentas tendrán que ser capaces
de financiar períodos mayores de pensión.

5.- El reajuste del monto máximo imponible.
6.-  El  fomento  del  pago  electrónico  de

cotizaciones previsionales.
7.- La flexibilidad tributaria para el APV, y el

APV  para  las  rentas  medias,  aspecto  que  fue  incorporado  durante  la
tramitación de la iniciativa en la Comisión Técnica.

8.- La separación en el costo del SIS, lo que
otorgará mayor transparencia.

Planteó  que,  existirían  factores  de
preocupación.  Entre éstos, está la licitación de afiliados.  A su juicio, este
mecanismo vulnera el principio de libertad de elección. 

Se estaría concentrando la decisión de los
afiliados  en  una  variable,  que  no  es  la  más  importante,  el  costo  de  la
comisión, en circunstancia que, por lejos, la más relevante es la rentabilidad.
Al respecto, señaló que el 0,1% de rentabilidad es equivalente a 21% de
reducción de comisiones. Explicó que el 1% de mayor rentabilidad real anual
a lo largo de la vida laboral de un trabajador Implica una mayor pensión de
30%.

Destacó  que  la  diferencia  de  rentabilidad
anual entre AFP y entre los distintos fondos muestra que no se trata de un
simple “commodity”.

Sostuvo  que  puede  darse  una  posible
pérdida  patrimonial  para  los  trabajadores  antiguos  que  participen  en  la
licitación inducidos por la autoridad.  Comentó que los trabajadores han ido
cambiando su  actitud  respecto  del  tema de la  rentabilidad a  partir  de  la
implementación de los multifondos.  Lo que se demuestra en que cerca de 2
millones y medio de afiliados ha elegido un fondo distinto que el asignado
por defecto.

Manifestó  que  es  necesario  eliminar  la
incertidumbre regulatoria, modificar el artículo 4° del Reglamento del decreto
ley N° 3.500, y permitir la subcontratación de “back office”.  Esta es una de
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las medidas propuestas por la Comisión Marcel que, sin embargo, no fue
recogida por el proyecto de ley en estudio.

Mencionó  que  las  AFP  realizan  muchas
funciones, tales como la recaudación de cotizaciones, la administración de
cuentas individuales, inversión de recursos, pago de pensiones, atención a
público, entre otras.

Señaló que, si  bien en la actualidad no se
impide la subcontratación de “back office”, la mayor limitante es que está
sujeta al pago de IVA.  

Afirmó que una de las mayores barreras de
entrada al sistema son sus costos, requiriéndose, al menos, unos 200 mil
afiliados  para  poder  subvenirlos.   Por  esta  razón,  si  se  permite  la
subcontratación  no  sujeta  a  IVA,  seguramente  ingresarán  otros  actores,
mejorando con ello la competencia.

Expresó  que,  respecto  del  seguro  de
invalidez y sobrevivencia (SIS), si bien están totalmente de acuerdo con la
separación del costo de éste de la comisión de las AFP, por cuanto implica
más transparencia, esta medida significará un alza en el costo, ya que se
incorporan mayores beneficios (21% de ellos), y por cambio de modalidad
(10% de ellos), lo que incluye el margen de seguridad y utilidades de las
compañías de seguro de vida,  y  se transfiere el  control  de siniestralidad
desde la AFP a las Compañías de Seguros.

Sugirió que la nueva modalidad de licitación
del citado seguro elimine la responsabilidad de las AFP.

Consideró que la creación de los Centros de
Atención  Previsional  Integral  (CAPRI)  tiene  por  finalidad  atender  las
necesidades de un Sistema Multipilar integrado; sin embargo, la forma en
que se establecen duplicará funciones con las agencias de AFP y podrá ser
fuente  de  posibles  irregularidades,  ya  que  habrá  funcionarios  públicos
expuestos,  y  pueden  presentarse  también  conflictos  de  interés  en  la
fiscalización.

Planteó que se requiere que las agencias de
AFP  puedan  iniciar  el  trámite  de  los  nuevos  beneficios,  tales  como
bonificación por hijo, subsidio de trabajadores jóvenes, asignación familiar a
trabajadores independientes, etcétera.

Argumentó también que el giro único es de
vital importancia.

Resaltó que la creación de una AFP filial del
BancoEstado podría generar un alto riesgo de romper el giro único; además,
de una posible competencia desleal.  Opinó que la participación del Estado
desincentivará el ingreso de nuevas AFP y podrían presentarse riesgos de
presiones sociales y políticas por mayores beneficios.

Señaló que el sistema de AFP cuenta con un
capital en ahorros por, aproximadamente, $ 100.598 millones de dólares.

Sostuvo  que,  el  sistema  se  puede
perfeccionar en materia de participación de directores, ejecutivos y asesores
de Bancos en el Comité de Inversiones de la AFP, en la regulación de la
participación  directores,  ejecutivos  y  asesores  de  Bancos  en  cargos
ejecutivos  de  la  AFP.   Asimismo,  debiera  revisarse  la  normativa  de
sociedades administradoras de carteras; establecer la incompatibilidad para
que agentes de venta puedan trabajar en AFP y el Banco o empresas de
éste, y establecer supervisión y sanciones, para honrar el cumplimiento de
giro único.
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Mencionó que, en materia de inversiones, no
resulta razonable que los afiliados a Fondos con más renta fija tengan un
límite en el extranjero inferior al límite global, por cuanto existe escasez de
títulos de renta fija de mediano y largo plazo; además, el Banco Central ha
reducido  la  emisión  de  títulos  y  se  ha  debido  canalizar  la  inversión  a
Depósitos a Plazo (18,2% FP).

Propuso  que  se  incorpore  en  la  ley  la
inversión en “Hedge Funds”.  Ésta es una industria consolidada, con 9 mil
Fondos el 2007, donde participan los principales administradores de fondos
mundiales.   En E.E.U.U.  administran  1,4  trillones  de dólares  (1/8  de  los
activos administrados por los Fondos Mutuos). En Europa se administran $
325 billones de dólares y en Asia $ 115 billones de dólares.

Afirmó que  esta  modificación  generaría  un
efecto  positivo  en  la  diversificación  de  los  Fondos,  ya  que  se  lograría
rentabilidad en momentos distintos al mercado de bonos y acciones.

Comentó  que  el  retorno  anual  promedio,
entre los años 1990 y 2006, para los “Hedge Funds” ha sido de 14%; para
las acciones de 10,9%, y para los bonos, de 7,2%.  A su turno, el Índice
Retorno sobre Riesgo para ese período ha sido, para los “Hedge Funds”, de
2,1; para las acciones, de 0,8, y para los bonos, de 1,9.

Señaló que la ley autoriza derivados como
inversión, pero luego restringe en forma no conveniente su uso.  Así,  no
permite derivados en instrumentos que no estén en el Fondo.

En  materia  de  inversiones  indirectas  en
acciones,  expresó que al impedirse la inversión en acciones de bancos,
podría impedirse la inversión en AFP, Compañías de Seguros de Vida, en
Administradoras  de  Fondos  Mutuos,  Administradoras  de  Fondos  de
Inversión,  en  Bolsas,  en  Corredoras  de  Bolsa,  en  Agentes  de  Valores,
etcétera,  ya que la banca participa en todos estos sectores.  La inversión
actual asciende a US$ 811 millones.

Por otra parte, planteó corregir el artículo 47
bis, que establece la prohibición de inversión directa o indirecta en títulos
emitidos o garantizados por personas relacionadas a las AFP, especialmente
internacional, lo que no es controlable por éstas.  Sugirió que se permita la
inversión indirecta en vehículos de inversión que no puedan invertir más de
10% de sus activos en personas relacionadas a las AFP.

En  cuanto  a  la  inversión  en  acciones
nacionales, el proyecto de ley señala que la Superintendencia establecerá
los  requisitos,  dejando  en  la  ley  ciertos  requisitos  que  considera
inconvenientes,  tales  como  los  resultados  históricos  negativos,  que
impedirían  invertir  en  esas  acciones.   Hizo  notar  que  muchas  acciones
castigadas  permiten,  en  forma  adecuada,  obtener  buenos  retornos
posteriores, ya que se adquieren a bajos precios.

Manifestó  que  la  transitoriedad  de  los
beneficios del primer pilar castiga el ahorro de las personas, ya que durante
los dos primeros años no reciben ningún beneficio y recién al quinto año
recibirán su beneficio completo.   A su turno,  las personas que tienen un
pequeño ahorro previsional no son necesariamente más ricas que las que no
lo tienen.

Propuso acortar el período transitorio de la
PMAS,  ajustando  el  porcentaje  de  los  más  pobres  cubiertos  con  el
mecanismo.
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El  señor  Mikel  Uriarte,  Presidente  de  la
Asociación de Aseguradores de Chile,  sostuvo que el proyecto es una
modificación global muy importante al Sistema Previsional cuyo objetivo es
que las personas tengan ingresos más seguros durante la vejez.

Destacó que el sector asegurador juega un
rol relevante.  Así, en el seguro de invalidez y sobrevivencia (SIS), APV, y
Seguro  de  Rentas  Vitalicias,  hoy  representan  2  de  cada  3  pensiones
otorgadas, es decir, casi 400.000 pensionados.

A su juicio, se requiere un  trato equitativo
para las Compañías de Seguros.

Señaló  que,  respecto  de  los  trabajadores
independientes,  el  objetivo  de  la  iniciativa  es  aumentar  su  cobertura
previsional.  En ese sentido, se cumple con otorgar alguna solución a estos
trabajadores, obligándolos a cotizar; sin embargo, llama la atención que esta
cotización sólo se puede realizar en una AFP.

Propuso  abrir  más  opciones  y  mejorar  la
competencia.  Las Compañías de Seguros de Vida pueden jugar un rol tan
relevante como el que han tenido en el APV, con 500 mil seguros de vida
con ahorros voluntarios vigentes.

Sugirió que los trabajadores independientes
tengan la oportunidad de elegir, tal como ocurre hoy, entre hacer su ahorro
previsional en una Compañía de Seguros de Vida o en una AFP.  Permitir
que la cotización obligatoria se destine a los seguros con ahorro fortalece la
competencia del sistema.

Consideró  que  debería  existir  una  póliza
previsional integral en una Compañía de Seguros de Vida, con las mismas
coberturas de seguros que ofrecen las AFP.

Hizo presente que existen problemas en el
sistema de retiro programado.  La discusión de este proyecto ofrece una
oportunidad única de corregirlo.  Su fórmula de cálculo es actuarialmente
incorrecta, no considera el beneficio de herencia, ni el costo de la garantía
estatal y la tasa de interés es inexplicablemente inadecuada.

Explicó que este mecanismo determina una
pensión como si existiera un seguro, en circunstancias de que no lo hay.
Esto  genera  problemas  para  el  afiliado  y  peligro  de  pérdidas  para  el
presupuesto público.

Manifestó que el afiliado al momento jubilar
enfrenta dos riesgos,  que son: el  financiero, dadas las  fluctuaciones del
mercado de capitales y el de longevidad, puesto que  podría vivir más que el
promedio y se le podrían terminar los fondos.  Ante esta situación, tiene dos
alternativas de jubilación: a) Retiro Programado, modalidad en que el afiliado
soporta ambos riesgos; y b) Seguro de Rentas Vitalicias, en que el afiliado
se libera de ambos.

Hizo notar que, en el retiro programado, si el
afiliado vive más de lo esperado, se le pueden terminar los fondos; además,
todos los años se le recalcula la pensión. En el seguro de rentas vitalicias, la
compañía  de  seguros  responde  con  su  patrimonio  y  reservas  y  el
pensionado recibe una pensión cierta en UF para toda la vida.  Por lo tanto,
el  seguro  de  rentas  vitalicias,  siendo  más  conveniente,  y  dando  mayor
certeza, requiere de una mayor explicación.

Planteó  que  muchas  personas  podrían
inclinarse por el retiro programado, pensando en revisar esa decisión más
adelante;  lamentablemente,  el  proyecto  de  ley  agrava  el  problema,  por
cuanto si el afiliado paga al denominado Asesor Previsional, pago que puede
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llegar hasta 2,5% del fondo, al contratar Retiro Programado, no tendrá saldo
disponible para posteriormente revisar su decisión de pensión.

En  conclusión,  señaló  que,  el  Retiro
Programado,  modalidad  esencialmente  transitoria,  se  transforma  en  una
decisión irrevocable en la práctica y el afiliado se quedaría para siempre en
esta  modalidad  de  pensión  que,  probablemente,  no  sea  la  que  más  le
convenga.  En razón de lo anterior, el fondo del afiliado no debe destinarse a
financiar  la  asesoría  previsional;  si  se  opta  por  Retiro  Programado,  la
asesoría debe ser pagada por la AFP con cargo a comisiones que cobra por
esa  modalidad,  y  si  elige  una  Renta  Vitalicia  debe  ser  pagada  por  la
compañía con cargo a sus ingresos futuros por el servicio que presta, sin
afectar la prima.

Planteó que se requieren precisiones en el
Aporte Previsional Solidario.  Debe aclararse y explicitarse que el monto
de la pensión autofinanciada de referencia se determina una sola vez a la
fecha de pensionarse y queda fija en UF; de igual modo que el complemento
solidario se calcula al mismo tiempo y también queda fijo, sólo se modifica
ante reajustes en Pensión Básica Solidaria de vejez y pensión máxima con
aporte solidario.

Estimó  necesario  especificar  si  el
complemento solidario se recalcula ante cambios en la pensión base por
modificaciones  de  pensiones  de  sobrevivencia.   También,  se  debe
esclarecer el sentido o propósito de la corrección del complemento solidario
“por un factor actuarialmente justo”, con el fin de evitar errores en futuras
interpretaciones y una posible carga fiscal.

Expresó que en el Tercer Pilar Voluntario, el
Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC), es largamente esperado por
todos los sectores.

Afirmó  que  el  efecto  del  aumento  de  la
expectativa de vida sobre la  pensión auto-financiable requiere incentivos,
que serán la clave para aumentar el ahorro previsional voluntario, ya que se
fortalece  la  disposición  de  las  personas  a  ahorrar  para  autofinanciar  su
pensión; al mismo tiempo, se reduce el riesgo del presupuesto público para
financiar aportes solidarios y así los concentra en los más pobres.

Sostuvo que se debe otorgar mayor liquidez
a los fondos ahorrados en el  APV y APVC, permitiendo al  afiliado hacer
retiros calificados y acotados para fines específicos como primera vivienda,
educación o salud.  De esta manera, los afiliados podrán concentrar todo su
esfuerzo de ahorro en un único instrumento, con menor costo.

Señaló que, en materia de APVC, si bien hay
incentivo tributario para los que pagan impuestos y hay un nuevo incentivo
tributario para las rentas que no pagan impuesto, falta un incentivo a los que
pagan poco impuesto y a los empleadores que acuerden esfuerzo tripartito
(trabajador,  empresa,  Estado),  tipo  SENCE.   En este  último caso habría
aporte efectivo de la empresa.

Opinó  que,  respecto  de  los  Asesores
Previsionales,  habría  deficiencias en el  texto propuesto,  toda vez que se
exige giro exclusivo de éste a los corredores de seguro.

Consideró que las CAPRI serían una figura
que parece innecesaria  y  que podría  generar  problemas de agencia.   El
mercado ha ganado mucho en transparencia y competitividad gracias a la
ley Nº 19.934 del 2004.  Las CAPRI pueden generar eventuales conflictos de
interés, y abrir paso a malas prácticas.  Al Estado se le puede demandar
responsabilidad,  incluso  financiera,  si  se  involucra  en  las  decisiones

14



previsionales  por  los  consejos  que  entregarían  los  funcionarios  de  las
CAPRI.  

Hizo notar que, actualmente, este servicio lo
prestan gratuitamente los actores previsionales existentes, sin burocracia.
Además, respecto de educar e informar, esta materia se debería incluir en
los contenidos mínimos obligatorios de los programas de educación.

Señaló que la  licitación del SIS,  debe ser
de toda la cartera de afiliados, evitando la separación por grupos arbitrarios.
Lo  anterior  es  independiente  de  que  se  pueda  licitar  un  precio  para  los
hombres  y  otro  para  las  mujeres,  pero  referido  a  toda  la  cartera.   Es
importante que la licitación asegure que el riesgo se encuentre distribuido
entre varias compañías, al menos 4, con el mecanismo de coaseguro.

Planteó que si se autoriza a otras entidades
financieras a constituir filiales de AFP, las compañías de seguros deben ser
incluidas, no se ve razón para discriminarlas, menos considerando que éstas
participan hace años en este campo.

El señor Arturo Martínez,  Presidente de la
Central Unitaria de Trabajadores (CUT)  señaló que la organización que
preside representa a 682.000 trabajadores y trabajadoras del país, de los
cuales  293.000 son empleados  públicos  y  389.000  trabajan  en  el  sector
privado. 

Respecto  del  actual  sistema  de  pensiones
expresó que éste se impuso a los chilenos y chilenas hace 26 años a través
de los decretos leyes  3.500 y 3.501, en un marco político sin garantías
constitucionales, sin Parlamento, donde la disidencia política y social estaba
proscrita y perseguida. 

A pesar de esas condiciones, el sindicalismo
aún  perseguido  se  manifestó  contrario  a  sus  fundamentos  y  aplicación
porque nunca han compartido que entidades privadas con fines de lucro
administren los fondos de los trabajadores. Manifestó que tal situación se
contrapone  abiertamente  con  los  principios  de  la  seguridad  social  de  la
Organización Internacional del Trabajo.

El negocio de la administración de los fondos
previsionales es uno de los más rentables. A modo de ejemplo, señaló que
las  utilidades  operacionales  del  sistema  de  AFP  ascendieron  a  136.242
millones de pesos el año 2006.

En cuanto al proyecto de reforma aclaró que
éste no aborda el tema de fondo de la seguridad social por carecer de los
principios de universalidad, suficiencia, solidaridad y transparencia.

Las  apreciaciones  generales  sobre  el
sistema actual son las siguientes: se trata de un sistema impuesto, falto de
legitimidad; de carácter  obligatorio para los trabajadores; que constituye un
negocio para la empresa privada; con un alto costo de administración que
afecta al fondo de los trabajadores y que es poco conocido por los usuarios.

En cuanto a los objetivos de la CUT respecto
a  la  reforma,  estos  incluyen:  mejorar  la  cobertura;  establecer  la  pensión
básica solidaria; mejorar la pensión por combinación de autofinanciamiento y
pilar solidario; lograr una  equidad de género; obtener aporte empresarial;
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avances en el tema de la declaración y pago de cotizaciones previsionales;
menores costos de administración y participación de los trabajadores en la
administración de sus fondos.

En  el  tema  de  la  cobertura,  explicó  que
según la SAFP a diciembre del 2006 sólo 53% de la fuerza de trabajo tenía
cobertura previsional, por lo que existe el 47% sin ningún tipo de cobertura
para su vejez.

A  su  juicio,  mejorar  la  cobertura  significa
generar  incentivos  para  que  puedan  cotizar  los  trabajadores  por  cuenta
propia  y  aquellos  trabajadores  del  sector  precario  de  la  economía,
incluyendo a los micro, pequeños y medianos empresarios.

El incentivo que plantean debe significar un
aporte fiscal, si el trabajador impone 10% el Estado debe aportar 3%. Esto
significaría evitar a futuro la indigencia en todos los aspectos sociales, un
ahorro para el Estado y entregar dignidad a las personas.

Es  por  ello,  que  no  comparten  la
obligatoriedad para cotizar sin incentivos reales.

Respecto  de  la  pensión básica solidaria,
reiteró que las cifras señalan que en el  año 2006, 47% de la  fuerza de
trabajo  no  tenía  ningún  tipo  de  cobertura  para  su  vejez,  por  lo  que  se
requiere establecer una pensión básica solidaria que permita a los chilenos y
chilenas una vejez con dignidad.

Tanto en la Comisión Marcel  como ante la
Comisión  de  Trabajo  de  la  Cámara  de  Diputados,  y  lo  ratifica  en  esta
ocasión ante la Comisión de Hacienda de la Cámara, la CUT ha planteado
que debe existir una pensión básica solidaria, de a lo menos $ 75.000, pero
dicha pensión debe entrar en vigencia a partir de junio del año 2008.

Razón por lo que no comparten, en primer
lugar, la gradualidad que el Gobierno ha planteado en el sentido de partir
con $60.000 en el año 2008, para llegar a $ 75.000 en el año 2009. 

Por otro lado, consideran que establecer la
pensión básica solidaria para los hombres y mujeres a los 65 años significa
una discriminación para las mujeres pobres del país, por cuanto, el sistema
previsional establece que el hombre jubila a los 65 años y la mujer a los 60
años.

 Manifestó que la pensión básica solidaria se
establece para el 60% de los chilenos y chilenas con menores ingresos, pero
no existe claridad en el proyecto respecto de cuáles serán los criterios con
que  se  decidirá  quiénes  tendrán  y  quiénes  no  tendrán  derecho  a  dicha
pensión.

En cuanto al mejoramiento de la pensión por
combinación de autofinanciamiento y pilar solidario, señaló que de acuerdo a
la SAFP  el promedio de las pensiones de vejez entregadas por las AFP, en
el año 2006, ascienden a $ 148.000. Un alto porcentaje de éstas se ubica en
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el rango de los $ 110.000, llegando incluso a los $ 70.000. Destacó que el
proyecto  presentado  por  el  Ejecutivo  establece  un  aporte  hasta  las
pensiones de $ 200.000, con una tabla decreciente de aportes. 

En primer lugar, consideró inadecuado hacer
un  corte  que  genera  cierta  odiosidad  y  discriminación,  por  cuanto  es  el
sistema el que no es capaz de generar una tasa de reemplazo adecuada. No
comparte que la reforma sea sólo para los trabajadores pobres, que al final
de su vida laboral tengan que conformarse con un pequeño aporte solidario.
Con  este  criterio,  al  parecer,  la  reforma  sólo  pretende  ayudar  a  los
trabajadores con bajos ingresos. Planteó establecer una tasa de reemplazo
no inferior al 70% del promedio de lo ganado en los últimos 24 meses antes
de jubilar.  Se trata de construir  un Fondo Solidario que pueda aportar la
diferencia,  cuando  la  cuenta  individual  del  trabajador  no  tenga  fondos
suficientes para asegurar dicha tasa de reemplazo.

Según  la  SAFP,  el  75%  de  la  mujeres
trabajadoras entre 45 y 50 años tiene menos de $ 5 millones en su cuenta
individual.  En  circunstancia  de  que  para  obtener  una  pensión  mínima,
requieren de $ 18 millones.  La  mujer  trabajadora es discriminada en los
salarios, en promedio percibe 30% menos que un hombre por realizar las
mismas tareas. En el caso de las mujeres con menores ingresos, la cesantía
es  mayor  y  accede  a  empleos  menores.  Además,  añadió,  durante  la
maternidad generalmente deja de cotizar y cuando se calcula su pensión, se
hace por una mayor expectativa de vida. Es por esa razón, que siempre
tendrá una pensión entre el 30 y 40% más baja que la del trabajador, la que
ya  es  baja.  Por  ello,  consideró  que  no  es  suficiente  lo  propuesto  en  el
sentido de establecer 12 cotizaciones por el ingreso mínimo por cada hijo
nacido vivo o adoptado. Su propuesta es de 12 cotizaciones por el ingreso
mínimo, por cada cinco años de vida laboral y por cada hijo nacido vivo o
adoptado.

En  el  ámbito  del  aporte  del  empleador,
señaló que Chile es el único país en que los empleadores no aportan para la
seguridad social.  Consideró justa la propuesta para que el  empleador  se
haga cargo del pago del Seguro de Vida e Invalidez. Aunque estimó que
éste lo cargará a costos para no pagar impuestos.

Pero lo importante, afirmó, es que constituye
un quiebre en la lógica de que la seguridad social debe ser responsabilidad
exclusiva  de  los  trabajadores.  Sin  embargo,  no  comparte  la  gradualidad
planteada en la indicación del  Ejecutivo en la Comisión de Trabajo de la
Cámara,  respecto  a  iniciar  este  pago  en las  empresas  con más de 100
trabajadores  en  el  año  2009  y  retrasarlo  hasta  el  año  2011  para  las
empresas con menos de 100 trabajadores, con el argumento de proteger el
empleo y la formalización de éste entre los jóvenes. Sostuvo que no se debe
discriminar entre los trabajadores a causa del lugar en que laboran. Además,
debido a la actual organización del trabajo, la gran mayoría de trabajadores
chilenos se emplea en empresas de menos de 100 trabajadores, ya que son
múltiples las razones sociales que las compañías crean para subdividir sus
empresas y existe un uso extendido de la externalización y del subcontrato.

Sostuvo  que  en  el  país  existen  ya
demasiadas discriminaciones que son necesarias de erradicar, por lo que su
posición es que este cargo se imponga a los empleadores, sin distinción, a
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partir de junio del 2009. Argumentó que esta indicación del Ejecutivo, dado
que discrimina entre trabajadores, tiene un carácter inconstitucional.

En el  tema de  la  declaración y no pago,
señaló que la deuda previsional por este concepto afecta a cerca de 780 mil
trabajadores y asciende a $ 715.448 millones, de acuerdo al Ministerio del
Trabajo y Previsión Social. Encontrándose entre las deudoras principalmente
empresas pequeñas y medianas, como también los municipios y otros. 

Planteó que éste es uno de los vicios más
perverso del  sistema, por lo que propuso poner fin a la declaración y no
pago,  porque este  es un incentivo para apropiarse de los  fondos de los
trabajadores;  establecer la exigencia a las empresas de estar al día en el
pago de las  cotizaciones  previsionales  al  momento  de  la  declaración  de
impuestos de cada año y, respecto a la deuda ya existente, la emisión de un
bono de reconocimiento por parte del Estado a cada deuda a nombre del
afectado y pagadera a algunos años plazo, por los acreedores.

De  esta  forma  se  sacará  una  carga
imposible de solucionar a la pequeña y mediana empresa, que es la que
entrega la mayoría del empleo en Chile. Este no es un tema nuevo, afirmó,
ya ocurrió en una oportunidad con la compra de las carteras vencidas de los
bancos.

Respecto  de  los  menores  costos  de
administración,  precisó  que  son  contrarios  a  que  entidades  privadas
administren los fondos de los trabajadores y además lucren con ellos. Se ha
generado un excesivo poder económico que influye fuertemente no sólo en
la economía del  país.  Los fondos de pensiones son actualmente 100 mil
millones de dólares, que equivalen a cerca del  75% del  Producto Interno
Bruto.  Estos  fondos  pertenecen  a  los  trabajadores  y  son  invertidos  en
empresas donde existe empleo precario, incluso sin cobertura social. Este
tema no ha sido abordado en el proyecto presentado por el Gobierno; sin
embargo, propuso separar las funciones de recaudación y administración de
la función de inversión financiera de los fondos. 

Postuló que la recaudación y administración
de la cuenta individual debe hacerla una entidad estatal.

En  el  ámbito  de  la  participación  de  los
trabajadores en la administración de sus fondos, es partidario de la creación
de  la  Comisión  de  Usuarios,  tanto  a  nivel  nacional  como  regional.  Sin
embargo, no comparte la composición de dicha comisión planteada en el
proyecto. Son los representantes de quienes cotizan los que deben integrar
esta  comisión:  los  trabajadores organizados,  los  empleadores,  en  cuanto
aportan,  y  representantes  del  Gobierno.  Comentó  que  no  se  trata  de
coadministrar, pero alguien en representación de los cotizantes debe tener
ciertas facultades para fiscalizar y conocer los criterios con los cuales se
determinan  y  concretizan  las  inversiones.  No  es  posible  aceptar  que  el
directorio de una AFP decida sin ningún control de los dueños de los fondos,
contratos  de  asesorías,  operaciones  de  marketing,  auspicios  y  otras
actividades, a veces con fines políticos, sin freno ni contrapeso.

Finalmente, sostuvo en cuanto al  costo de la
reforma que se ha dicho que ésta tendrá un valor equivalente a 10 Planes
AUGE, es decir 2.500 millones de dólares. La pregunta que surge es cómo
se financiará. Cree que se pagará con el erario fiscal, es decir los impuestos
de todos los chilenos, principalmente los sectores medios de la sociedad.
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En este punto sostiene que deberían solventarlo los que tienen abundancia
de  recursos,  como  el  quintil  más  rico  de  la  población  o  las  grandes
empresas, que pagan los mismos impuestos que las pequeñas y medianas.

El  señor  Jorge  Millán,  Presidente  de  la
Unión  Nacional  de  Trabajadores  de  Chile  (UNT) reconoció  que  el
Gobierno ha cumplido con el compromiso de enviar el proyecto de ley que
perfecciona el Sistema Previsional.  En tal sentido, valoró que se apunte a
muchos de los temas que por años han venido planteando, como la creación
del  pilar  solidario  para  apoyar  a  las  personas  con  menores  ingresos  y
trabajos  informales;  la  búsqueda  de  fórmulas  para  ampliar  la  cobertura,
incentivando  a  los  independientes  y  los  jóvenes;  la  participación  de  los
afiliados; la búsqueda de la equidad de género; mayor competencia en el
mercado de las AFP, la creación de condiciones que permitan aumentar la
rentabilidad de los Fondos; la eliminación de la comisión fija, y el término de
los 20 años de cotizaciones para acceder a la pensión mínima, entre otros.

Expresó  que,  no  obstante  lo  anterior,
muchos de los temas que son un avance se deben perfeccionar para que
cumplan  los  objetivos  esperados  en  materia  de  cobertura,  equidad  de
género y pilar solidario, comisión de usuarios, inversión de fondos, ingresos
de los bancos, instituciones de apoyo, cotización empresarial, licitación de
cartera de nuevos afiliados y temas pendientes en relación con los fondos de
rezago, declaración y no pago de cotizaciones, y daño tributario.

Comentó  que  la  Unión  Nacional  de
Trabajadores de Chile, a dos años de su fundación, tiene como afiliados,
aproximadamente,  noventa  mil  trabajadores,  siendo  el  80%  de  ellos
pertenecientes al sector privado y el 20% al sector público y  de servicios.

Señaló,  también,  que  los  temas  que
inquietan a la UNT son los siguientes: 

- La creación de medidas que incentiven el
ingreso de los independientes al sistema e igualar sus derechos y deberes
con los dependientes es un buen avance; no obstante, no comparten que,
en el caso de la cobertura a los trabajadores jóvenes, se cree un subsidio al
empleador hasta los 35 años durante 24 meses, con un ingreso no superior
a 1,5 del salario mínimo mensual.  Opinó que esto creará un desincentivo a
la contratación de mayores de 35 años y presionará a la baja los salarios.
En consecuencia, sugiere rebajar el límite de edad a los 24 años.

-  La  separación  por  género  del  seguro  de
invalidez y sobrevivencia debería derivar en bajar costos a los seguros de la
mujer, pero todo indica que subirían los costos de los hombres; se requiere,
por lo tanto, un mayor estudio para que ello no ocurra, de lo contrario se
vuelve a caer en la inequidad.

Señaló que, frente al pilar solidario y al bono
por cada hijo nacido vivo, le parece que entregar estos beneficios al cumplir
los 65 años la mujer, es una contradicción con el hecho de que éstas jubilen
a  los  60  años.   Propuso  una  solución  intermedia  para  que  las  mujeres
puedan acceder a los 60 años al pilar solidario y que existan incentivos para
posponer la edad de jubilación.  De este modo, la PBS para la mujer, a los
60 años, debiese ser de $60.000, a los 61 años, de $65.000, a los 62 años,
de $70.000, a los 63 años, de $75.000, a los 64 años, de $80.000, y a los 65
años, de $85.000.

- La Comisión de Usuario debiera contar con
una fórmula lo más transparente respecto a la representación laboral; por lo
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tanto, las centrales sindicales deben tener la misma participación en esta
comisión y los informes que de ella emanen deben ser publicados a través
de las cartolas que entregan las AFP.

- Si bien comparte flexibilizar la inversión de
los  fondos,  tanto  en  Chile  como  en  el  extranjero,  estimó  que  la
reglamentación debe ser estricta y dar las facultades necesarias al Consejo
Técnico de Inversiones.

-  El  proyecto  dice  que  garantizará  el  “giro
único”; sin embargo, esta restricción debe ser muy clara, estableciendo que
directores,  ejecutivos  y  asesores  del  banco  no  pueden  participar  en  la
administración en la AFP del Banco, para así impedir conflictos de intereses.

-  Le  preocupa  que  muchas  instituciones
burocraticen  el  sistema y  sean  los  afiliados  los  que  deban  hacer  largos
trámites  al  no  tener  conocimiento  donde  acudir.   Asimismo,  consideró
posible que se den duplicaciones de tareas con las agencias de las AFP.

- Comparte el acuerdo parlamentario amplio
en  materia de cotización empresarial.

- El mecanismo de licitación para los jóvenes
que establece el proyecto, le entrega la licitación a la AFP que ofrezca la
menor comisión y los afiliados deberán permanecer 18 meses en la AFP
adjudicada.   Al  respecto,  afirmó que  se  corre  el  riesgo  de  concentrar  el
mercado de las AFP y, al mismo tiempo, se restrinja la libertad individual.
No  se  considera  a  quienes  ofrecen  mejor  atención,  entregan  un  mejor
servicio  y  mayor  rentabilidad.   Para  conseguir  el  objetivo  que  busca  la
licitación se debería establecer que, en el caso de los nuevos afiliados que
no  seleccionen  una  AFP,  el  empleador  enterare  las  cotizaciones  en  la
administradora que tenga vigente la menor comisión, y no como hoy, en que
los trabajadores que no eligen son asignados por el empleador a la AFP en
que está la mayoría de su personal.

Planteó  que,  al  mismo  tiempo,  el  nuevo
afiliado debería contar siempre con la libertad de cambiarse a la AFP que él
estime conveniente, con todas las consideraciones que deba tomar y así no
ser un afiliado cautivo durante el período de 18 meses que establece la ley.

El señor René Muga, Gerente General de la
Confederación de la Producción y el Comercio expresó que, para la CPC,
la  reforma  del  sistema  previsional  constituye  uno  de  los  pilares
fundamentales del proceso de modernización de nuestro país y que le ha
permitido avanzar en todas las áreas de desarrollo.  No obstante lo anterior,
es innegable que existen muchos elementos que deben ser perfeccionados.
Cambios  en  el  mercado  laboral,  como  una  mayor  rotación  de  los
trabajadores y el aumento de los trabajadores independientes, entre otros,
deben ser abordados de manera eficiente. En referencia a este último caso,
muchas de las falencias que se le atribuyen al sistema previsional, no se
deben  a  éste  en  particular,  sino  a  condiciones  manifestadas  en  otros
mercados,  como  el  laboral,  y  que  repercuten  en  el  sistema  previsional.
También,  temas  como  la  discriminación  por  edad  y  género  pueden
mejorarse en el sistema previsional, pero la solución de fondo debe darse en
el mercado laboral. 

Señaló que el Gremio que representa apoya
que  existan  más  actores  en  la  industria,  respetando  el  giro  único  y
ateniéndose a las condiciones impuestas en el decreto ley N° 3.500, y en el
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proyecto de ley.  Es saludable para esta industria, como para cualquier otro
sector, fomentar la competencia. 

Complementando la  exposición  anterior,
el señor Nicolás Starck explicó que abordará aquellas materias del proyecto
de ley que, a su juicio, deben ser perfeccionadas, que son:

1)  Licitación de los nuevos afiliados.   El
nuevo Título XV, introduce la licitación obligatoria de los nuevos afiliados al
sistema;  sostuvo que  esto  no  es  conveniente.   La  administración  de  los
fondos  previsionales  es  un  servicio  que  el  trabajador  debe  contratar  de
manera obligada, por ser ahorro forzoso. El trabajador tiene la libertad de
escoger la institución que le parezca más apropiada para administrar sus
fondos  previsionales  y,  si  no  está  conforme,  puede  cambiarse  a  otra
institución. Si se obliga a los nuevos trabajadores a incorporarse al sistema a
través  de  una  licitación,  se  estaría  vulnerando  uno  de  los  principios
fundamentales sobre los cuales se sustenta el sistema, cual es el de libertad
de elección.

También, señaló que la licitación de cartera
busca promover la entrada de nuevos actores a la industria, de modo de
aumentar la competencia en el sector, asegurando un número mínimo de
afiliados a la nueva AFP, de manera que pueda alcanzar la escala mínima
eficiente.  Sin embargo, esta medida puede terminar provocando el efecto
contrario,  ya  que  es  muy  probable  que,  por  economías  de  escala  y
experiencia en el mercado, terminen siendo las AFP ya existentes las que se
adjudiquen  la  licitación,  en  desmedro  de  aquellas  que  quieran  entrar,  o
incluso de las ya existentes, pero de menor tamaño.

La  variable  que  más  incide  en  la  pensión
final que recibirá el trabajador es la rentabilidad que perciben los fondos de
pensiones. Al concentrarse la licitación sobre la variable precio, en desmedro
de la rentabilidad, puede terminar afectando el nivel final de las pensiones.
Baste recordar que una disminución del 20% de los costos de comisión a lo
largo de la vida laboral equivale al 0,1% de rentabilidad en la cuenta.

2)   Pago por  parte  del  empleador  de  la
prima  del  seguro  de  invalidez  y  sobrevivencia (SIS).   Esta  prima,
actualmente, es de cargo de cada cotizante, y representa una tarifa igual por
AFP, independiente del género y edad.  Introducir una cotización -aunque
sea gradual-, de cargo de los empleadores equivale a un impuesto al trabajo,
que  influirá  en  los  niveles  de  evasión  y  de  informalidad  en  el  mercado
laboral,  trayendo  consecuencias  negativas  sobre  el  nivel  de  empleo,
especialmente en el sector PYMES, aunque éstas se hagan cargo del costo
recién en el año 2011.

Si  a  ésto  se  le  agrega  lo  que  diversos
estudios afirman en el sentido que el cambio en la modalidad del SIS, es
decir,  a  través  de  una  licitación,  conlleva  que  la  prima  de  este  seguro
aumente, se debe evaluar cuidadosamente los efectos que esto puede tener
en  el  mercado  del  trabajo  y,  en  especial,  en  aquéllos  que  están
desempleados o tienen una menor calificación.

3) Externalización del “backoffice” de las
AFP.   La subcontratación de servicios por  parte  de las AFP, esto es,  la
posibilidad  de  externalizar  el  “backoffice”,  podría  permitir  ajustar  las
economías  de  escala,  dejando  que  el  mercado  determine  la  estructura
organizacional óptima.  De este modo, se favorece la entrada de nuevos
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actores a la industria.   Sin embargo, el  proyecto de ley no contempla la
exención del IVA para la subcontratación de estos servicios, beneficio que
las  comisiones  cobradas  hoy  por  las  AFP  sí  tienen,  por  lo  que  esta
propuesta  puede  quedar  sin  uso,  debido  al  aumento  en  el  costo  de
administración de las cuentas, no cumpliéndose el objetivo que la autoridad
busca,  que  es  la  rebaja  en  el  precio  de  las  comisiones  por  una
especialización en las funciones.

4)  Creación de los  Centros de Atención
Previsional  Integral (CAPRI).  La figura de las CAPRI busca atender las
necesidades de atención derivadas de la mayor integración que se espera
exista entre los distintos pilares del sistema previsional.  Sin embargo, en lo
referido  al  pilar  de  capitalización,  las  CAPRI  duplicarán  funciones  de
atención que hoy ejercen las AFP, especialmente en materia de atención al
público  y  la  orientación  y  solicitudes  del  afiliado  en  materia  como  los
multifondos y modalidades de pensión.

No resulta adecuado duplicar una función de
la  esencia  de  las  AFP  a  los  nuevos  centros,  tanto  por  razones  de
especialización como de costos, ya que su operación representará un costo
fiscal  innecesario,  creando  mayores  grados  de  burocracia  dentro  del
sistema.

En  cuanto  a  la  orientación  previsional  de
carácter general, que otorguen las CAPRI, el diseño de los instrumentos a
través de los cuales entreguen la información a los beneficiarios del sistema,
debe contemplar todas las opciones que existan en el mercado y no sólo
aquellas que puedan vincularse a intereses particulares, con el  objeto de
evitar  eventuales  irregularidades.  Al  mismo  tiempo,  es  necesaria  una
adecuada delimitación de las responsabilidades, debido a que en caso de
que  este  organismo  del  Estado  oriente  a  los  afiliados,  debe  asumir  su
responsabilidad en caso de equivocaciones.

También  deben  contemplarse  mecanismos
que  permitan  un  adecuado  control  y  fiscalización  por  parte  de  la
Superintendencia de Pensiones, evitando conflictos de interés.

Le pareció preocupante que el Estado tenga
cada vez más presencia en un negocio que es de privados y debidamente
fiscalizado por las autoridades.

5) Comité de Usuarios.  Al respecto, estimó
que, si  el  nuevo órgano se enfocará en la misma forma que su símil  del
Seguro de Cesantía, puede ser un aporte para el sistema previsional.  Una
organización  representativa  de  los  empleadores  -como la  Confederación-
debe integrar esta comisión, ya que en el proyecto inicial sólo se considera a
los trabajadores y a los pensionados, excluyendo a los empleadores.  Más
aún cuando el seguro de invalidez y sobrevivencia puede ser de cargo del
empleador.

6)  Gradualidad  de  los  beneficios
otorgados.  El fortalecimiento del primer pilar no contributivo es un avance
significativo  en  pos  de  la  igualdad  de  oportunidades.  Sin  embargo,  la
transitoriedad  propuesta  en  el  proyecto  de  ley  para  la  obtención  de
beneficios genera cierta injusticia entre las personas que no han ahorrado y
las que sí lo han hecho. 

En  concreto,  el  proyecto  propone,  en  su
artículo  transitorio  undécimo,  que  para  los  dos  primeros  años  del  nuevo
sistema  solidario,  sólo  se  entregue  el  beneficio  a  las  personas  que  no
participan  en  el  pilar  contributivo,  castigando  a  aquéllas  que  se  han
esforzado por ahorrar. Éstas sólo recibirán el beneficio completo, es decir,
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pensión  con  aporte  solidario  de  hasta  $200.000,  el  cuarto  año,
extendiéndose este período para aquéllos que pertenecen al tercer quintil en
cinco años más.   Por  este  motivo,  se  hace necesaria  una transitoriedad
distinta, donde los beneficios para los que no aportan y los que sí lo han
hecho,  caminen  al  mismo  tiempo.   Esto  podría  lograrse  ajustando  el
porcentaje de beneficiarios de la Pensión Básica Solidaria e incluyendo a los
beneficiarios del Aporte Previsional Solidario desde un comienzo.

Esto cobra especial relevancia debido a que
es imprescindible mantener los incentivos de manera correcta, ya que de lo
contrario  puede  producirse  un  desincentivo  al  ahorro  personal  ante  la
posibilidad  de  obtener  una  pensión  financiada  por  el  Estado.   El  ahorro
nacional  es  importante  para  evitar  los  efectos  de  la  entrada  y  salida  de
capitales externos de corto plazo, lo cual le da fortaleza económica a nuestro
país, haciéndonos menos vulnerables a los shocks externos.

En  la  misma  dirección,  el  proyecto  de  ley
señala en su artículo transitorio vigésimo segundo, que el subsidio entregado
para fomentar la contratación de los trabajadores jóvenes será entregado
sólo a partir del 1º de julio de 2009, es decir, un año después de la entrada
en funcionamiento del sistema; y aquél que subsidia el ahorro en su cuenta
individual,  a  partir  del  1º  de julio  de 2011.  Sin embargo,  estos subsidios
debieran entregarse, al menos parcialmente, en lo que dice relación con el
fomento a la contratación, de manera paralela a la Pensión Básica Solidaria,
debido a la importancia que reviste esta materia,  dado el alto desempleo
juvenil que exhibe nuestro país.

7)  APV  Colectivo.  Afirmó  que,  como
mencionara anteriormente,  la implementación de esta medida es un gran
avance en pos de la igualdad de oportunidades, a través de la participación
de todos los segmentos laborales y no sólo los de mayores ingresos, como
ocurre con el actual mecanismo de APV, que beneficia a aquellas personas
que pueden hacer uso de beneficios de carácter tributario.

Resulta, por tanto, altamente recomendable
una fuerte campaña comunicacional  y educacional,  de manera que todos
puedan entender de qué se trata, cómo se implementa y qué beneficios trae
tanto al empleado como al empleador. De este modo, las PYMES también
podrán utilizar esta herramienta, sin que la información o la comprensión de
este nuevo sistema los limite. 

8)  Mantención de los equilibrios fiscales.
Sobre  el  particular,  es  necesario  destacar  que  los  equilibrios  fiscales  no
deben verse afectados por el cumplimiento de los beneficios propuestos en
este proyecto de ley.  Esto queda de alguna manera expresado en dicho
proyecto, pero no de forma explícita. Es imprescindible no ceder a presiones
para el  alza de la Pensión Básica Solidaria, ya que podría pasar a llevar
dichos equilibrios o menoscabar sectores que no reciben este beneficio. Al
mismo  tiempo,  puede  generar  efectos  negativos  sobre  el  ahorro  de  las
personas, lo cual, como se expuso anteriormente es sumamente importante.

Además,  se  hace  necesario  una  mayor
claridad  en  el  Informe  Financiero  presentado  por  la  Dirección  de
Presupuestos, de manera de dimensionar claramente los impactos fiscales
que esta reforma conlleva.

Por último, señaló que una propuesta que no
fue acogida en el proyecto de ley, se refiere a que los afiliados al sistema de
AFP no pueden descontar del Impuesto a la Renta el  crédito de primera
categoría por los dividendos pagados por las sociedades anónimas a los
Fondos de Pensiones, constituyendo para los afiliados un impuesto definitivo
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y no provisorio.  Si se considera que estos ahorros y su rentabilidad serán
distribuidos  a  través  de  pensiones,  las  cuales  se  encuentran  afectas  al
Impuesto a la Renta, se configura una doble tributación.  Por lo tanto, se
debería  buscar  un  mecanismo  igual  o  similar  al  que  tienen  otros
inversionistas institucionales, como los fondos mutuos o fondos de inversión,
para evitar esta situación.

La Comisión de Trabajo y Seguridad Social
dispuso  en  su  informe  que  esta  Comisión  tomara  conocimiento  de  los
artículos 7°; 9° a 23; 27; 29; 32 a 36; 41 a 44; 50; 51; 57; 64 a 68; 72; 75 a
77; 79 en parte; 80; 84 y 85 permanentes, y los artículos 1° a 4°; 6° a 15; 17;
20; 22; 25 a 28; 31; 35; 40 y 43 transitorios del proyecto. Por su parte, la
Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento los artículos 1° a
5°, 8°, 24, 26, 28, 30, 41 bis, 41 ter; 49, 53, 58, 73, 74, 81, 81 ter y 81 quater
permanentes y 5°, 33, 38 bis, 41 y 42 transitorios, en conformidad al numeral
segundo  del  artículo  220  del  Reglamento;  algunos  de  los  cuales  fueron
objeto  de  indicaciones.  Asimismo,  se  excluyeron  de  su  conocimiento  los
artículos 17, 18, 36, 67, 75 y 76 que habían sido propuestos por la Comisión
Técnica. El artículo 79 tiene 75 numerales de los cuales son de competencia
de la Comisión, los siguientes: 5, 6, 8 bis, 11 en parte (20 F, 20 H inciso final,
20 J, 20 L y 20 O), 14, 22, 23, 27-35, 47, 57, 60-64, 66, 67, 72, 73 bis y 74
en parte (Título XVI).

En  relación  con  la  discusión  particular  del
articulado, cabe señalar que para no extender el informe innecesariamente,
se consigna a continuación la explicación en letra cursiva de su contenido
(del informe de la Comisión Técnica) y el texto de los artículos que son de
competencia de esta Comisión. El  debate y acuerdos de la Comisión de
Hacienda,  junto  con  las  modificaciones  de  texto  aprobadas  aparecen  en
negrita:

“TITULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones

ARTÍCULO 1°

Explicación:  Con la Reforma Previsional se establecerá un Sistema
de  Pensiones  Solidarias  (SPS),  con  beneficios  de  vejez  e  invalidez  integrados  a  los
beneficios  del  Sistema  Contributivo.  El  sistema  de  pensiones  solidarias  es  un  sistema
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complementario  al  sistema  de  pensiones  contributivo  que  permite  asegurar  un  grado
razonable  de  protección  y  autonomía  económica  para  el  pensionado.  Los  principales
beneficios de este sistema son la Pensión Básica Solidaria (PBS) de carácter no contributivo
y el Aporte Previsional Solidario (APS) que complementa a las pensiones contributivas que
el beneficiario perciba.

El sistema solidario representa un aumento sustancial de cobertura y
del  nivel  de  beneficios  actualmente  existentes  mediante  un  esquema  de  beneficios  e
incentivos coherentes e integrados con el sistema contributivo obligatorio y voluntario.

Consultados  los  representantes  del  Ejecutivo  por  el
Diputado Dittborn, don Julio,   si  las personas afiliadas al sistema de
previsión de Dipreca o Capredena podrían optar  a los beneficios del
sistema  solidario  de  pensiones  que  establece  el  proyecto,  el  señor
Alberto Arenas explicó que la cobertura de este sistema solidario es
sólo para el sistema civil  de pensiones, por lo que si esas personas
están recibiendo una jubilación o pensión de Dipreca o Capredena no
tienen  derecho  a  los  beneficios  que  establece  este  proyecto;  sin
perjuicio que, si la persona volvió a trabajar y está cotizando en una
AFP, tendrá derecho a recibir una jubilación por los fondos depositados
en su cuenta de capitalización individual. Si la persona cotiza en ambos
sistemas y aún no se ha pensionado por Dipreca o Capredena tiene la
opción de optar por uno u otro sistema de pensiones y, en ese caso, si
opta por el sistema civil y cumple con los requisitos que el proyecto
establece podría optar al sistema de pensiones solidarias.

Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de
vejez  e  invalidez,  en  adelante,  “sistema  solidario”,  complementario  del
sistema de pensiones a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, en la
forma y condiciones que el presente título establece, el que será financiado
con  recursos  del  Estado.  Este  sistema  solidario  otorgará  beneficios  de
pensiones básicas solidarias  de vejez  e  invalidez  y  aportes  previsionales
solidarios de vejez e invalidez.

Puesto  en  votación  el  artículo  1°  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 2°

Explicación:  En  este  artículo  se  presentan  las  definiciones  de  los
principales conceptos introducidos en este proyecto de ley.

Pensión básica solidaria de vejez (PBS de vejez): Es el beneficio al que podrán acceder las
personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los
requisitos de edad, focalización y residencia en el país establecidos en la ley. 

Pensión  básica  solidaria  de invalidez (PBS de invalidez):  Es  el  beneficio  al  que podrán
acceder  las  personas  declaradas  inválidas  y  que  cumplan  con  los  requisitos  de  edad,
focalización y residencia en el país.  Es de igual valor que la PBS de vejez. 
Pensión  Base  (PBase):  Es  aquella  que  resulta  de  sumar  la  Pensión  Autofinanciada  de
Referencia  (PAFE)  del  solicitante,  posteriormente  definida,  más  las  pensiones  de
sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo del DL.: N° 3.500, de 1980.
Pensión Máxima con Aporte Solidario (PMAS):  Corresponde al  valor de la pensión base
sobre el cual no se obtiene aporte previsional solidario de vejez. A medida que aumenta la
pensión base de una persona, se reduce el monto del aporte que se le entrega. La pensión
máxima con aporte solidario (PMAS) indica el máximo monto de pensión base que recibe
aporte solidario.
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Factor de Ajuste (FA): Corresponde al valor que se obtiene de dividir el monto de la pensión
básica  solidaria  de  vejez  por  el  valor  de  la  pensión  máxima  con  aporte  solidario.
Conceptualmente este corresponde a la reducción en el Complemento Solidario por cada
peso de aumento en la Pensión Base.

Complemento Solidario (CS): Es un cálculo matemático que se utiliza para posteriormente
calcular el Aporte Previsional Solidario (APS). Es la cantidad que resulta de restar de la PBS
de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base. El CS es
una función decreciente de la Pensión Base. 

 

Pensión Autofinanciada de Referencia  o  Estimada (PAFE):  Se utiliza  para determinar  la
pensión  base.  La  PAFE  se  calcula  como una  renta  vitalicia  inmediata,  sin  condiciones
especiales  de  cobertura,  considerando  la  edad,  el  grupo  familiar  y  el  total  del  saldo
acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de
pensionarse por vejez, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones por hijo nacido
vivo más el interés real que hayan devengado a dicha fecha. 
Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de
vejez, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se
haya pensionado por vejez. La utilización de esta tasa de interés tiene por objetivo el generar
un criterio uniforme de cálculo de la PAFE para todos los beneficiarios mediante la utilización
de  una  tasa  de  interés  de  largo  plazo  que  aísle  la  determinación  del  beneficio  de  las
fluctuaciones de corto plazo en la tasa de interés.  
En  el  saldo  señalado  anteriormente,  no  se  incluirán  las  cotizaciones  voluntarias,  los
depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los
depósitos  convenidos  a  que  se  refiere  el  decreto  ley  N°  3.500  de  manera  de  no crear
desincentivos al ahorro voluntario.
El  monto  de  la  PAFE será  expresado  en  UF al  valor  que  tenga  a  la  fecha  en  que  el
beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del CS y  de la PF, se realizará en
la misma oportunidad en que se reajuste la PBS de vejez o la PMAS.
Pensión Final (PF): Corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario. 

En el diseño del SPS se pueden destacar las siguientes características:
 Los beneficiarios del SPS tienen asegurado un nivel mínimo de ingresos en la vejez

equivalente a la PBS.
 El  SPS  no  desincentiva  el  ahorro  previsional.  Siempre  una  mayor  pensión

contributiva se traduce en una mayor pensión final.
 No existen requisitos de años de cotizaciones que dejen fuera de los beneficios a los

trabajadores  eventuales  y  de  temporada.  Esto  además  evita  una  discriminación
negativa en el acceso a los beneficios para las mujeres.

 El SPS entrega beneficios tanto a los sectores de menores ingresos como a los
sectores de ingresos medios de la población. 

Artículo  2°.-  Para  los  efectos  de  la  presente  ley,  los
conceptos que se indican a continuación tendrán los significados siguientes:

a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que
podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en
el artículo 3°.

b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la
que  podrán  acceder  las  personas  que  cumplan  con  los  requisitos
establecidos en el artículo 16.

c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión
autofinanciada  de  referencia  del  solicitante  más  las  pensiones  de
sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N°
3.500, de 1980. Todos los montos serán expresados en moneda de curso
legal.
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d)  Pensión máxima con aporte  solidario,  es aquel  valor
sobre el cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.

e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga
de dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la
pensión máxima con aporte solidario.

f)  Complemento  solidario  para  determinar  el  aporte
previsional  solidario  de  vejez,  es  la  cantidad  que  resulte  de  restar  de  la
pensión básica solidaria de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor
de ajuste por la pensión base.

g) Pensión autofinanciada de referencia o estimada para
determinar  la  pensión  base,  es  aquella  que se  calculará como una renta
vitalicia  inmediata  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  sin  condiciones
especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del
saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario
tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley,
incluida,  cuando  corresponda,  la  o  las  bonificaciones  establecidas  en  el
artículo 64 más el interés real  que haya devengado a dicha fecha . Para este
cálculo  se  utilizará  la  tasa  de  interés  promedio  implícita  en  las  rentas
vitalicias de vejez,  otorgadas de conformidad al  decreto ley N° 3.500,  de
1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el
beneficiario se haya pensionado por vejez.

En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán
las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, el
ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se
refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.

El  monto de la  pensión autofinanciada de referencia se
expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el
beneficiario se pensione por vejez. 

Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la
pensión final,  se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la
pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. 

h)  Pensión  final,  corresponde  a  la  suma  de  la  pensión
base y el complemento solidario, a que se refiere el artículo 10°.

i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a
que se refiere el Párrafo tercero del presente Título.

j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a
que se refiere el Párrafo quinto del presente Título.

El Ejecutivo formuló una indicación para modificar su
letra g), de la siguiente forma:

a) Intercálase  en  la  primera  oración  del  primer
párrafo entre la palabra “vejez” y la preposición “de”, la expresión “o
invalidez”.

b) Incorpórase en el párrafo final a continuación del
punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“De  igual  modo,  se  recalculará  el  complemento
solidario y la pensión base cuando el beneficiario comience a percibir
una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al decreto ley N°
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3.500,  de  1980,  y  cuando  procediere  otorgar  una  pensión  de
sobrevivencia a un beneficiario de aquellos establecidos en el artículo
5° del citado cuerpo legal, que hubiese adquirido dicha calidad en forma
posterior a la fecha del cálculo original.”.

Sometido a votación el artículo 2° del proyecto, con la
indicación  del  Ejecutivo,  se  aprobó  por  10  votos  a  favor  y  una
abstención.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez

ARTÍCULO 3°

Explicación:  Los  tres  puntos  señalados  en  este  artículo  son  los
requisitos que deben cumplir las personas para poder acceder al beneficio de la PBS de
vejez. Dichas personas no deben estar percibiendo ningún tipo de pensión al momento de
realizar la solicitud. La letra a) dice relación con el requisito de edad. La letra b) dice relación
con el requisito de focalización de integrar un grupo familiar perteneciente a los tres primeros
quintiles  de  ingreso  de  acuerdo  a  los  parámetros  y  definiciones  establecidos  en  el
instrumento técnico de focalización. Por su parte, la letra c) dice relación con el requisito de
residencia. La idea central detrás de este último requisito es que en el acceso al SPS se
requerirá el haber desarrollado una parte significativa de la vida laboral en Chile y tal como
se  puede  apreciar,  no  existirán  requisitos  en  términos  de  años de  cotizaciones  para  el
acceso a este beneficio.

En  relación  con  la  consulta  del  Diputado  señor
Delmastro  sobre  cuáles  son  los  criterios  que  se  utilizarán  para
determinar la población que compone el 60 % más pobre de Chile y el
porqué de ese porcentaje, el señor Andrés Velasco señaló que la cifra
del  60% corresponde a la  propuesta unánime de la Comisión Marcel
cuya finalidad es que haya, por un lado, un elemento de focalización
hacia  los  sectores  más  necesitados  del  país,  pero  que  también  su
cobertura  se extienda a un importante sector de la clase media que por
diversas razones no ha cotizado durante toda su vida laboral. El criterio
es  uniformar  sin  diferenciar  entre  personas  que  viven  en  sectores
rurales o urbanos o por la región en que residan. La elegibilidad de los
beneficiarios se hará tomando en cuenta numerosas fuentes, entre las
cuales  se  encontrará  la  ficha  de  protección  social  y  los  datos  que
entregue el SII.

Artículo  3°.- Serán  beneficiarias  de  la  pensión  básica
solidaria de vejez, las personas que no tengan derecho a pensión en algún
régimen previsional y que reúnan los requisitos siguientes:

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad;
b) Integrar un grupo familiar  perteneciente al  60 % más

pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 30, y
c) Acreditar residencia en el territorio de la República de

Chile  por  un  lapso  no  inferior  a  veinte  años  continuos  o  discontinuos,
contados desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y,
en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los
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últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de
la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.

Puesto  en  votación  el  artículo  3°  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 4°

Explicación:  En  este  artículo  se  establece  el  concepto  de  grupo
familiar utilizado para efectos de acreditar el requisito de focalización. El concepto de grupo
familiar utilizado busca resguardar la autonomía económica del adulto mayor en la vejez y la
operatividad del criterio para una mejor y más rápida entrega de los beneficios.

Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior,
se entenderá que componen el grupo familiar,  el  eventual  beneficiario,  su
cónyuge, los hijos menores de dieciocho años de edad y los hijos mayores
de  dicha  edad  pero  menores  de  veinticuatro  años  siempre  que  sean
estudiantes  de  cursos  regulares  de  enseñanza  básica,  media,  técnica  o
superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de
su grupo familiar en los casos que determine el reglamento.

Se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a
la época de presentación de la solicitud para acceder a los beneficios de este
título. 

Puesto  en  votación  el  artículo  4°  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 5°

Explicación:  Se considerará como lapso de residencia  en  el  país,
para efectos del cumplimiento del requisito de residencia, el tiempo en que se desempeñe
fuera del país las funciones oficiales señaladas en el artículo.

Artículo  5°.-  Se considerará  como lapso de residencia  en  el
país el tiempo en que los nacionales deban permanecer en el extranjero por
motivo  del  cumplimiento  de  misiones  diplomáticas,  representaciones
consulares y demás funciones oficiales de Chile.

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  al  artículo  5°,  para
agregar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

“Asimismo,  para  las  personas  comprendidas  en  la
definición de exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley
N°  18.994,  que  hubiesen  sido  registradas  como  tales  por  la  Oficina
Nacional  de Retorno, se considerará como lapso de residencia en el
país el tiempo en que permanecieron por esa causa en el extranjero.
Para  tal  efecto,  el  Ministerio  de  Justicia  extenderá  la  certificación
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correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la
forma que determine el Reglamento.

Las excepciones establecidas en los incisos precedentes
serán aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a
los beneficios de este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres
establecida en el Título III de esta ley.

No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, para
el  acceso a pensión básica solidaria  de vejez,  el  lapso no inferior  a
veinte  años  continuos  o  discontinuos  de  residencia,  establecido  en
dicha  norma,  se  computará  desde  la  fecha  de  nacimiento  del
peticionario, en el caso de chilenos que carezcan de recursos conforme
lo establezca el Reglamento.”.

El  Diputado  señor  Ortiz,  don  José  Miguel  (Presidente),
explicó  que  esta  indicación  fue  planteada  por  los  Diputados  de  la
Concertación  al  Ejecutivo,  quien  la  recogió  y  busca  lograr  el
reconocimiento de los años de exilio para el cumplimiento del requisito
de residencia en el sistema de pensiones.

Puesto  en  votación  el  artículo  5°   del  proyecto  con  la
indicación  del  Ejecutivo  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

ARTÍCULO 6°

Explicación: Para acceder a la PBS de vejez, las personas deberán
presentar la correspondiente solicitud en el IPS a partir del cumplimiento del requisito de
edad.

Artículo  6°.-  Para  acceder  a  la  pensión  básica  solidaria  de
vejez,  las  personas  deberán  presentar  la  correspondiente  solicitud  en  el
Instituto de Previsión Social, a partir del cumplimiento de la edad señalada en
la letra a) del artículo 3°.

ARTÍCULO 7°

Explicación: En este artículo se señala que una vez en régimen, el
valor de la PBS de vejez será de $75.000 mensuales y que el beneficio se devengará a
contar de la fecha de presentación de la solicitud. Asimismo se señala que este beneficio es
incompatible con cualquier otro tipo de pensión por tratarse de una pensión de carácter no
contributivo.

Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez
será, a contar del 1° de julio de 2009, de $75.000, se devengará a contar de
la fecha de la presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y
será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Puesto en votación el artículo 7° del proyecto fue aprobado
por la unanimidad de los Diputados presentes.

30



ARTÍCULO 8°

Explicación: Se establece la fórmula de reajustabilidad del valor de la
PBS en el tiempo según la variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el
Instituto Nacional de Estadísticas.

Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará
automáticamente en el  cien por ciento de la variación que experimente el
Índice de Precios al  Consumidor determinado por el  Instituto  Nacional  de
Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en
que dicha variación alcance o supere el quince por ciento.

Con  todo,  si  transcurren  doce  meses  desde  el  último
reajuste sin que la variación del referido índice alcance el quince por ciento,
ella  se  reajustará  en  el  porcentaje  de  variación  que  aquel  hubiere
experimentado en dicho período, en cuyo caso este último reajuste sustituirá
al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar, regirá
a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada
variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Puesto  en  votación  el  artículo  8°  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez

ARTÍCULO 9°

Explicación:  Los  beneficiarios  de  APS  de  vejez  serán  aquellas
personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el D.L. N° 3.500,
siempre  que  cumplan  con  los  requisitos  de  edad,  focalización  y  residencia  antes
mencionados para acceder a la PBS de vejez y cuyo monto de PBase sea inferior al valor de
la PMAS. En relación al  requisito  de residencia,  se entenderá cumplido respecto de las
personas que tengan 20 años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de
pensiones en Chile. 

Artículo  9°.- Serán  beneficiarias  del  aporte  previsional
solidario  de  vejez,  las  personas  que  sólo  tengan  derecho  a  una  o  más
pensiones  regidas  por  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  siempre  que
cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° y
que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima
con aporte solidario.

Se  entenderá  cumplido  el  requisito  de  la  letra  c)  del
artículo 3°,  respecto de las personas que registren veinte años o más de
cotizaciones en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile. 

Puesto  en  votación  el  artículo  9°  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 10
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Explicación:  En  este  artículo  se  establece  que  para  aquellas
personas que califiquen como beneficiarias de APS de vejez y cuya PBase sea inferior o
igual a la PBS de vejez el  monto del  APS de Vejez se ajustará para complementar las
pensiones percibidas de acuerdo al D.L. N° 3.500 hasta alcanzar el monto de su pensión
final. Asimismo se establece que cuando el saldo sea un monto pequeño tal que no alcance
a financiar 12 meses de pensión final el retiro programado se ajustará al monto de pensión
final.

Artículo 10.- Para los beneficiarios señalados en el artículo
anterior,  cuya pensión base sea de un valor  inferior  o  igual  a  la  pensión
básica solidaria de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez
ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o
suma de pensiones que perciba de conformidad al decreto ley N° 3.500, de
1980.

Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual
del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión final, la pensión
bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión
final.

Puesto  en  votación  el  artículo  10  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 11

Explicación: En este artículo se establece la forma de determinación
del APS de vejez para aquellas personas que califiquen como beneficiarias de APS de vejez
y cuya PBase sea de un valor superior a la PBS de vejez. 
En la letra a) de este artículo se establece que el monto del APS de vejez en el caso en que
un individuo percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia ascenderá al valor del
CS.
En la letra b) se establece que en el caso en que el individuo perciba una pensión bajo la
modalidad de retiro  programado,  el  valor  del  APS de vejez ascenderá al  monto del  CS
corregido por un factor actuarialmente justo. La corrección por dicho factor tiene por objeto
entregar un beneficio adicional,  consistente en la garantía de que la pensión final  nunca
caerá por debajo del valor de la PBS de vejez, en condiciones actuarialmente justas. 

Artículo 11.- Para los beneficiarios señalados en el artículo
9°, cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria
de vejez pero inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del
aporte previsional solidario de vejez  se determinará según se encuentre en
alguna de las situaciones siguientes:

a)  Si  percibe  una  pensión  bajo  la  modalidad  de  renta
vitalicia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido
aporte ascenderá al valor del complemento solidario.

b)  Si  percibe  una  pensión  bajo  la  modalidad  de  retiro
programado de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte
previsional solidario de vejez ascenderá al monto del complemento solidario
corregido por un factor actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo
que  establezca  la  Superintendencia  de  Pensiones  en  norma  de  carácter
general.  Con  todo,  el  aporte  previsional  solidario  de  vejez  no  podrá  ser
inferior al monto necesario para que sumado a la pensión o pensiones que el
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beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, financie el valor
de la pensión básica solidaria de vejez. 

Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del
afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de
vejez,  la  pensión  bajo  la  modalidad  de  retiro  programado  se  ajustará  al
monto de dicha pensión solidaria.

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para
reemplazar  la  segunda  oración  de  la  letra  b)  del  artículo  11,  por  la
siguiente: “El citado factor reducirá el monto del complemento solidario
de vejez en razón de que en esta modalidad de pensión, la suma del
aporte previsional solidario y de la o las pensiones que el beneficiario
perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, siempre deberá financiar
al menos el valor de la pensión básica solidaria de vejez.”.

Puesto  en  votación  el  artículo  11  del  proyecto  con  la
indicación  precedente  fue  aprobado  por  7  votos  a  favor  y  una
abstención.

ARTÍCULO 12

Explicación: Al igual que en el caso de la PBS de vejez, las personas
deberán presentar la correspondiente solicitud a partir del cumplimiento del requisito de edad
y el beneficio se devengará a contar de la fecha de presentación de la solicitud siempre que
el  peticionario  se  encuentre  pensionado  por  vejez  o  a  contar  de  la  obtención  de  dicha
pensión, si ésta la obtuvo con posterioridad a la presentación de la solicitud.

Artículo 12.- Las personas señaladas en el artículo 9° para
acceder  al  aporte  previsional  solidario  de  vejez,  deberán  presentar  la
correspondiente solicitud a partir del cumplimiento de la edad establecida en
la letra a) del artículo 3°. 

El  aporte  previsional  solidario  de  vejez,  se  devengará  a
contar  de  la  fecha  de  presentación  de  la  solicitud  señalada  en  el  inciso
anterior, siempre que el peticionario se encuentre pensionado por vejez de
acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar de la obtención de dicha
pensión, si ésta la hubiere obtenido con posterioridad a la presentación de la
referida solicitud.

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar al
final del inciso segundo, pasando el punto aparte a ser una coma (,) la
frase “y en ambos casos se pagará mensualmente”. 

Puesto en votación el artículo 12, con la indicación
precedente, fue aprobado por 7 votos a favor y una abstención.

ARTÍCULO 13

Explicación: Se señala que una vez en régimen, el valor de la PMAS
será de $200.000 y que se reajustará de la misma manera establecida para la PBS.

33



En relación al valor de $ 200.000 que tendrá la pensión
máxima con aporte solidario a contar del 1° de julio de 2012, el señor
Andrés Velasco explicó que se trata de montos nominales al año en que
el beneficio entra en vigencia y desde esa fecha se reajusta de acuerdo
a lo prescrito en el artículo 8° del proyecto.

Artículo  13.- El  valor  de  la  pensión  máxima  con  aporte
solidario será, a contar del 1° de julio de 2012, de doscientos mil pesos y se
reajustará en la forma dispuesta en el artículo 8°.

Puesto en votación el artículo 13 del proyecto fue aprobado
por 5 votos a favor y 3 abstenciones.

ARTÍCULO 14

Explicación:  En  este  artículo  se  señala  que  las  personas  que  se
pensionan de manera anticipada también podrán tener acceso al  SPS.  Sin  embargo,  el
cálculo de la PAFE para estas personas se ha normado de manera específica buscando no
generar  beneficios adicionales respecto de aquellos beneficiarios que se pensionan a la
edad legal o a una edad posterior a esta. Es decir, el diseño del SPS considera el no generar
incentivos adicionales a pensionarse de manera anticipada. 
El objetivo de considerar la edad legal y el grupo familiar a dicha edad es que el monto de la
renta vitalicia se determine en condiciones de igualdad con los demás pensionados. 
En términos concretos, si se considerara la edad y grupo familiar a la fecha de pensionarse
anticipadamente, al pensionado a la edad legal se le consideraría una mayor edad lo que
llevaría a un mayor monto de la PAFE por el menor tiempo de sobre vida que se debe
financiar y se le consideraría un menor grupo familiar si alguno de sus beneficiarios han
dejado de serlo lo que tiene el mismo efecto. Por lo tanto, por ambos efectos el pensionado a
la edad legal obtendría una mayor PAFE y un menor complemento solidario que aquel que
se pensionó anticipadamente. Estos efectos se corrigen al considerar la edad y el grupo
familiar a la edad legal de pensionarse.
Asimismo, al expresarse en cuotas el saldo con el cual se calculará la PAFE éste incluirá la
rentabilidad que hubiesen ganado en el fondo esos recursos de haberse mantenido en la
AFP hasta la edad legal de jubilación. De esta manera se busca igualar las condiciones con
los pensionados que se retiran a la edad legal.

Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del
artículo  2°,  respecto  de  las  personas  que  se  pensionen  en  virtud  de  lo
dispuesto  en el  artículo  68  del  decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  la  pensión
autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, será calculada
como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de cobertura,
considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento
de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el  total  del  saldo
acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga
a  la  fecha  de  pensionarse  conforme al  mencionado  artículo  68,  incluida,
cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el  artículo 64
más el interés real  que haya devengado a la fecha de dicha pensión. Para
este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas
vitalicias  de vejez,  otorgadas de conformidad a  dicho decreto  ley,  en  los
últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario
se haya pensionado por vejez.

El  saldo  señalado en  el  inciso  anterior,  se  expresará  en
cuotas al valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión de vejez y se
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le sumarán, si correspondiere, el monto de las cotizaciones previsionales que
hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha, expresadas también en
cuotas.  En  dicho  saldo,  no  se  incluirán  las  cotizaciones  voluntarias,  los
depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  los  depósitos  de  ahorro
previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N°
3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las
mujeres  o  65  años  en  el  de  los  hombres,  el  total  del  saldo  anterior  se
expresará  en  unidades  de  fomento  al  valor  que  tenga  a  la  fecha  de
cumplimiento de dicha edad.

Puesto  en  votación  el  artículo  14  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 15

Explicación: Se establece que los trabajadores que se pensionen en
virtud del  artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, es decir  los trabajadores que ejerzan
labores calificadas como pesadas, cumpliendo los requisitos de focalización y de residencia
para tener acceso al SPS de vejez y, cuando perciban una pensión o suma de pensiones del
sistema de capitalización individual, de un monto inferior a la PBS, tendrán derecho a un
complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho complemento lo
percibirán a la edad que resulte de restar de 65 el número de años de rebaja de edad legal
para pensionarse. Este beneficio reconoce el hecho de que la rebaja de la edad legal de
pensión,  en estos casos,  está vinculada a una sobrecotización realizada durante la vida
laboral lo que les permite a estos trabajadores jubilar anticipadamente por situaciones de
deterioro de las condiciones físicas.
Asimismo se establece que estos trabajadores podrán acceder al  SPS de vejez cuando
cumplan con los requisitos para ser beneficiarios del APS de vejez. 
Por último, se señala que la edad, el grupo familiar y el saldo en la cuenta de capitalización
individual utilizados para la determinación de la PAFE corresponderán a los registrados al
momento de obtener la pensión. Esto mantiene las condiciones de equidad en el cálculo de
los beneficios respecto de los demás pensionados.

Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del
artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o
suma de pensiones otorgadas conforme a dicho decreto ley, de un monto
inferior  a  la  pensión  básica  solidaria  de  vejez,  tendrán  derecho  a  un
complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho
complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de
años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68
bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en la letras b) y c) del
artículo 3°.

Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto
ley  N° 3.500,  de 1980,  cuando cumplan los  requisitos  establecidos en el
artículo 9°, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez.

Para  los  efectos  del  inciso  anterior,  la  pensión
autofinanciada de referencia para determinar el complemento solidario o la
pensión final, se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley
N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la
edad,  el  grupo  familiar  y  el  total  del  saldo  acumulado  en  la  cuenta  de
capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse
por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la
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o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que
haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la
tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas
de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses
inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado
por vejez.

En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán
las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario,
los  depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  ni  los  depósitos
convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.

El  monto de la  pensión autofinanciada de referencia se
expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el
beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del complemento
solidario y de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que
se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con
aporte solidario. 

El  Ejecutivo  formuló  la  siguiente  indicación  al
artículo 15: para agregar en su inciso primero a continuación del punto
aparte  (.),  que  pasa  a  ser  punto  seguido,  la  siguiente  oración:  “Las
personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta la
misma fecha establecida en el inciso primero del artículo 23 y les serán
aplicables los artículos 27 y 28.”.

Puesto en votación el artículo 15 del proyecto con la
indicación  del  Ejecutivo  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez

ARTÍCULO 16

Explicación:  En este artículo se establecen los requisitos para ser
beneficiario de la PBS de Invalidez. 

Artículo  16.- Serán  beneficiarias  de  la  pensión  básica
solidaria de invalidez, las personas que sean declaradas inválidas conforme
a lo dispuesto en el  artículo siguiente, siempre que no tengan derecho a
pensión  en  algún  régimen  previsional  y  cumplan  con  los  requisitos
siguientes:

a) Tener  entre  dieciocho  años  de  edad  y  menos  de
sesenta y cinco años;

b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del
artículo 3°, y
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c) Acreditar residencia en el territorio de la República de
Chile  por  un  lapso  no  inferior  a  cinco  años  continuos  inmediatamente
anteriores  a  la  fecha  de  presentación  de  la  solicitud  para  acceder  a  la
pensión básica solidaria de invalidez.

Puesto  en  votación  el  artículo  16  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 19

Nota: Se establece que el monto de la PBS de invalidez (sea total o
parcial) será de igual valor al de la PBS de vejez. El beneficio se devengará desde la fecha
de presentación de la  solicitud y  será incompatible  con cualquier  otra  pensión de algún
régimen previsional por ser de carácter no contributivo.

Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total
o parcial, será de igual valor al de la pensión básica solidaria de vejez, se
devengará desde la  fecha de presentación de la  solicitud señalada en el
artículo  anterior  y  será  incompatible  con  cualquier  otra  pensión  de algún
régimen previsional.

Puesto  en  votación  el  artículo  19  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez

ARTÍCULO 20

Explicación:  En este artículo  se establecen los beneficiarios de
APS de invalidez y los requisitos que deben cumplir. 

Artículo  20.- Serán  beneficiarias  del  aporte  previsional
solidario de invalidez, las personas inválidas señaladas en el artículo 17 que
se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley
N°  3.500,  de  1980,  que  no  perciban  pensiones  de  otros  regímenes
previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:

a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16, y

b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo
dispuesto en el  decreto ley N° 3.500,  de 1980,  siempre que la  suma del
monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de dicho sistema,
sea de un monto inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Puesto  en  votación  el  artículo  20  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 21
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Explicación: Se establece la forma de cálculo del APS de invalidez
y la fecha de presentación de la solicitud y de devengamiento de dicho beneficio.

Artículo  21.-  El  aporte  previsional  solidario  de  invalidez
señalado en el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de
descontar  el  monto  de  la  pensión  o  suma  de  pensiones  que  perciba  la
persona inválida del decreto ley N° 3.500, de 1980, del valor de la pensión
básica solidaria de invalidez.

La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso
anterior, podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión
de  invalidez  otorgada  conforme  al  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  y  se
devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.

Puesto  en  votación  el  artículo  21  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 22

Explicación: Con este proyecto se establece que el beneficiario de
PBS  de  invalidez  o  de  APS  de  invalidez,  que  inicie  o  reinicie  actividades  laborales,
mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez
según la fórmula establecida.  
En  efecto,  a  los  beneficiarios  del  SPS  de  invalidez  que  inicien  o  reinicien  actividades
laborales y cuyos ingresos laborales mensuales sean inferiores o iguales a medio ingreso
mínimo mensual no se les reducirá la PBS o APS de Invalidez. 
Para aquellos beneficiarios que perciban ingresos mensuales superiores a medio ingreso
mínimo mensual durante los dos primeros años contados desde que la persona comience a
percibir ingresos laborales no se les reducirá el beneficio, período en el que percibirán el
beneficio completo. 
Durante el tercer año desde que la persona comenzó a percibir dichos ingresos, se aplicará
el cincuenta por ciento de la reducción a la PBS o APS de invalidez que le corresponda
según fórmula y sólo a contar del cuarto año desde que la persona comience a percibir
ingresos laborales, se aplicará el 100% de la reducción que se establece de acuerdo al nivel
de sus ingresos.
Si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de su pensión o de
su aporte  previsional  solidario de invalidez dejará de sufrir  la  reducción antes señalada.
Asimismo, si el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario experimenta variaciones
éstas harán variar el monto de la PBS o de su APS de invalidez según sea el caso que
corresponda.
De este modo se mantiene el incentivo al trabajo formal de un pensionado por invalidez, ya
que los beneficios del SPS se hacen compatibles con obtener ingresos del mercado laboral
hasta un cierto monto, para luego reducirse gradualmente a medida que el ingreso laboral
aumenta. 

Artículo 22.- El beneficiario de la pensión básica solidaria
de  invalidez  o  del  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,  que  inicie  o
reinicie actividades laborales, mantendrá su derecho a dicha pensión básica
o  aporte  previsional  solidario  de  invalidez  en  la  forma  que  se  indica  a
continuación:

a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o
aporte  previsional  solidario  de  invalidez,  para  aquellos  beneficiarios  que
perciben un ingreso laboral mensual igual o inferior a medio ingreso mínimo
mensual. 
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b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de
la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de
invalidez, por la diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral
mensual que percibe el beneficiario menos la mitad de un ingreso mínimo
mensual  dividido por el  monto de dicho salario.  Lo anterior,  se aplicará a
aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral mensual  superior a
medio ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a 1, 5 veces el ingreso
mínimo mensual.

Lo dispuesto en la letra anterior, no regirá durante los dos
primeros años contados desde que la persona comience a percibir ingresos
laborales,  período  en  el  que  percibirá  el  cien  por  ciento  del  beneficio.
Durante  el  tercer  año  desde  que  la  persona  comenzó  a  percibir  dichos
ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción a la pensión
solidaria  de  invalidez  o  del  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,
establecida  en  el  inciso  anterior.  A  contar  del  cuarto  año  desde  que  la
persona comience a percibir esos ingresos laborales, se aplicará el cien por
ciento de la reducción dispuesta en el inciso anterior.

Las personas  inválidas  que  perciban un ingreso  laboral
mensual superior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir
la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de
invalidez,  conforme a lo establecido en el inciso anterior.

Con  todo,  si  el  beneficiario  deja  de  percibir  ingresos
laborales mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional
solidario de invalidez ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21, según
corresponda, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento.

Las  variaciones  que  experimente  el  ingreso  laboral
mensual  que  perciba  el  beneficiario  harán  variar  el  monto  de  la  pensión
básica solidaria de invalidez o de su aporte previsional solidario de invalidez
de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 

Para  los  efectos  de  este  artículo,  se  entenderá  por
ingresos laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del
trabajo que perciba el beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez
o del aporte previsional solidario de invalidez.

Puesto  en  votación  el  artículo  22  del  proyecto  fue
aprobado por 7 votos a favor y 3 abstenciones.

ARTÍCULO 23

Explicación: En este artículo se articulan los beneficios del SPS
de Invalidez con los del SPS de Vejez. El beneficiario de PBS o APS de invalidez percibirá
dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad y a partir de esa
fecha podrá acceder a la PBS o al APS de vejez de acuerdo a las normas establecidas al
efecto.
El cálculo de la PAFE para el pensionado de invalidez, se efectuará  según lo establecido en
la regla general y se realizará a la fecha de obtención de la pensión por invalidez e incluirá,
cuando corresponda, la o las bonificaciones por hijo nacido vivo más los intereses que haya
devengado hasta dicha fecha. 
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Artículo 23.- El beneficiario de pensión básica solidaria de
invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá
dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad.
A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o
al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a las normas establecidas
en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.

Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el
pensionado de invalidez  en virtud  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  se
calculará de acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2°. En este
caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la pensión de invalidez e
incluirá,  cuando  corresponda,  la  o  las  bonificaciones  establecidas  en  el
artículo 64 y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en
su  inciso  segundo,  a  continuación  de  la  expresión  “pensión  de
invalidez”, lo siguiente: “considerando la edad, grupo familiar y el saldo
acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha”.

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue
aprobada por 9 votos a favor y una abstención. El resto del artículo 23
del  proyecto  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los  Diputados
presentes.

ARTÍCULO 24

Explicación: Se establece que el Instituto de Previsión Social (IPS)
administrará el SPS y se especifican  algunas de sus funciones. Respecto de los afiliados al
sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, se establece que podrán presentar
sus solicitudes para acceder al sistema de pensiones solidarias ante la administradora de
fondos de pensiones a la cual se encuentren afiliados.

Artículo 24.- El Instituto de Previsión Social administrará el
sistema solidario. En especial, le corresponderá conceder los beneficios que
éste  contempla,  cesarlos  o  modificarlos,  cuando  proceda.  El  reglamento
regulará la forma de operación y pago de los beneficios del sistema solidario
y las normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Los afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°
3.500, de 1980, podrán presentar sus solicitudes para acceder al sistema de
pensiones solidarias ante la administradora de fondos de pensiones a la cual
se  encuentren  afiliados,  la  que  deberá  remitirlas  al  Instituto  de  Previsión
Social para que resuelva sobre la concesión y pago de los beneficios que
otorga dicho régimen.

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para  agregar  el
siguiente inciso tercero:

“Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las
Compañías de Seguros de Vida, según corresponda, podrán pagar los
beneficios  del  sistema solidario  a  sus  pensionados  de  acuerdo  a  la
forma establecida en el Reglamento.”.

40



Puesto en votación el artículo 24 del proyecto, con
la  indicación  del  Ejecutivo,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

ARTÍCULO 26

Explicación:  Se  establece  que  los  beneficiarios  de
PBS de vejez  e  invalidez  no son  causantes  de asignación  familiar,  pero  si  pueden ser
beneficiarios de ella.

Artículo 26.- Las personas que gocen de la pensión básica
solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante,
podrán  ser  beneficiarias  de  esta  prestación  en  relación  con  sus
descendientes que vivan a su  cargo en los  términos contemplados en el
Sistema Único de Prestaciones Familiares.

Puesto en votación el artículo 26 del proyecto fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 27

Explicación:  Se  establecen  las  causales  de  extinción  de  los
beneficios del sistema solidario, los deberes de informar de los beneficiarios y la facultad del
IPS de revisar el otorgamiento de los beneficios y el cumplimiento de los requisitos por parte
de los beneficiarios.

El  Diputado  Aedo,  don  René,  planteó  que  puede
ocurrir que personas enfermas o inválidas permanezcan, por ejemplo,
en el hospital, y no puedan concurrir a cobrar el beneficio de que se
trate.  En razón de lo anterior, estimó que el literal c) es muy estricto y
operaría “ipso iure”.

Artículo 27.- Los beneficios que otorga el sistema solidario
se extinguirán en los casos siguientes:

a)  Por  el  fallecimiento  del  beneficiario.  En  este  caso  el
beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;

b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de
los requisitos de otorgamiento; 

c) Por no cobro de ellos durante seis meses continuos; 

d) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes
relativos al beneficio que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de
los  tres  meses  calendario  siguientes  al  respectivo  requerimiento,  el  que
deberá efectuarse personalmente al beneficiario o en la forma que determine
el reglamento, o

e)  Por  obtención  de  residencia  del  beneficiario  en  país
extranjero.
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En  el  caso  de  los  inválidos  parciales  el  derecho  a  los
beneficios del sistema solidario de invalidez se  extinguirá ante la negativa
del  beneficiario  de  someterse  a  las  reevaluaciones  indicadas  por  las
Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17, para lograr su
recuperabilidad.

El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al
Instituto  de  Previsión  Social,  la  pérdida  de  alguno  de  los  requisitos
necesarios para el goce de los beneficios.

El  beneficiario  deberá  informar al  Instituto  de Previsión
Social cualquiera aumento considerable que experimenten sus ingresos de
acuerdo a  lo  que determine el  reglamento,  a  fin   que le  sea aplicado el
instrumento de focalización. En caso de incumplimiento de esta obligación, el
Director del Instituto de Previsión Social podrá, fundadamente, sancionar al
beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro de aquellos percibidos
indebidamente.

El  Instituto  de  Previsión  Social  podrá  en  cualquier
oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de
vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando deje de concurrir alguno
de  los  requisitos  legales  establecidos  para  su  otorgamiento  o  haya
concurrido alguna causal de cese del beneficio.

El Ejecutivo formuló una indicación para suprimir su
letra  c),  pasando  las  siguientes  a  numerarse  correlativamente  e
incorporar un inciso penúltimo del siguiente tenor:

“Si  el  beneficiario  no  cobrare  alguno  de  los
beneficios  del  sistema  solidario  durante  el  periodo  de  seis  meses
continuos,  el  Instituto  de  Previsión  Social  suspenderá  el  pago
correspondiente.”.

Puesto en votación el artículo 27, con la indicación del
Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 28

Explicación: En este artículo se establecen las sanciones en caso de
percibir indebidamente los beneficios del sistema solidario. 

El  Diputado  Dittborn,  don  Julio,  consideró  que  la
sanción  de  naturaleza  administrativa  que  aplicaría  el  Instituto  de
Previsión Social  debiese ser  concordante  con las  sanciones de este
carácter que se aplican en otros casos similares en que hay percepción
indebida de algún beneficio.

Artículo  28.- Todo  aquel  que  percibiere  indebidamente
cualquiera de los beneficios del sistema solidario, proporcionando datos o
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antecedentes falsos, será sancionado conforme al artículo 467 del Código
Penal.  Además deberá  restituir  al  Instituto  de  Previsión  Social  las  sumas
indebidamente  percibidas,  reajustadas  en  conformidad  a  la  variación  que
experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto
Nacional  de  Estadísticas  o  el  organismo que  lo  reemplace,  entre  el  mes
anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las
cantidades así reajustadas devengarán además un interés mensual de 1%. 

Al  Director  Nacional  del  Instituto  de  Previsión Social,  le
corresponderá  ejercer  las  facultades  establecidas  en  el  artículo  3°  del
decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante, la información señalada en el
inciso tercero del mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de
Pensiones.

Los Diputados señores Dittborn y Von Mühlenbrock
formularon una indicación al  inciso primero para reemplazar la frase
“además un interés mensual de 1 %” por “el interés penal mensual”.

El señor Andrés Velasco sostuvo que se analizará la
indicación parlamentaria a objeto de estudiar sus consecuencias en el
marco del proyecto para, posteriormente, presentar una indicación del
Ejecutivo que recoja el espíritu que se ha expuesto.

El  Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar
en la última oración de su inciso primero la frase “un interés mensual
de 1 %” por la siguiente: “el interés penal mensual establecido en el
artículo 53 del Código Tributario.”.

Puesto en votación el artículo 28, con la indicación
del  Ejecutivo,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los  Diputados
presentes.

ARTÍCULO 29

Explicación:  En este  artículo  se establece que la  PBS de vejez e
invalidez estará afecta a la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N° 3.500
excepto  para  los  beneficiarios  de  dichas  pensiones  que  sean  carentes  de  recursos.
Asimismo,  se establece la base de cálculo de dicha cotización para los beneficiarios de
pensiones de  vejez  o  de  invalidez  que  perciban  aporte  previsional  solidario  de  vejez  o
invalidez la que considera el referido aporte.

Artículo  29.-  La  pensión  básica  solidaria  de  vejez  e
invalidez estará afecta a la cotización que establece el artículo 85 del decreto
ley N° 3.500, de 1980, excepto para los beneficiarios de dichas pensiones
que  sean  carentes  de  recursos  de  acuerdo  al  Libro  II  del  DFL  N°1,  del
Ministerio  de  Salud,  de  2005,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N°
18.469.  No estarán obligados a  realizar  dicha cotización  los  pensionados
señalados en el  inciso segundo del  artículo  segundo transitorio  y  artículo
tercero transitorio de la presente ley.

Para  los  beneficiarios  de  pensiones  de  vejez  o  de
invalidez, que perciban aporte previsional solidario de vejez o invalidez, la
cotización establecida en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, se
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realizará sobre el monto que resulte de sumar dicha pensión y el  referido
aporte.

Puesto en votación el artículo 29 del proyecto fue
aprobado por 6 votos a favor y 4 votos en contra.

ARTÍCULO 30

Explicación:  Este  artículo  establece  que  un reglamento  dictado
por  el  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social  y  suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda
regulará la forma, instrumentos y procedimientos que el IPS utilizará para la acreditación de
requisitos y  las  demás normas necesarias para  la  aplicación  del  Sistema de Pensiones
Solidarias.

El  Diputado  Dittborn,  don  Julio,  planteó  que  es
necesario  establecer  una  institucionalidad  más  de  “Estado”  para  el
otorgamiento de los beneficios del sistema solidario.  A su parecer, es
riesgoso que un sistema que administrará tal magnitud de recursos y
beneficiará a tan alto porcentaje de la población sea administrado por
los gobiernos de turno, cualquiera sea éste.

Artículo 30.-  Un reglamento dictado por el  Ministerio del
Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá
la forma de acreditar los requisitos establecidos para el otorgamiento de los
beneficios del sistema solidario; determinará los casos en que el peticionario
podrá  solicitar  ante  el  Instituto  de  Previsión  Social  que  reconsidere  la
composición de su grupo familiar, para lo cual podrá requerir que se excluyan
o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4°, en función de
factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario,
residen o no en la misma vivienda; señalará el o los instrumentos técnicos de
focalización  y  procedimientos  que utilizará  el  Instituto  de  Previsión  Social
para determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo
menos,  el  ingreso per  cápita  del  grupo familiar.  El  o  los instrumentos  de
focalización que se apliquen deberán ser los mismos para toda la población.
Además,  fijará  los  criterios  para  definir  el  umbral  de  focalización  que
determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población en Chile;
la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de
los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que
utilizará el Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no
cumplan  los  requisitos  establecidos  en  este  título,  y  las  demás  normas
necesarias para la aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias.

Sometido a votación el artículo 30 del proyecto fue
aprobado por 7 votos a favor y 4 votos en contra.

ARTÍCULO 32

Explicación: Establece que las personas que carezcan de recursos y
gocen de PBS de vejez serán causantes de asignación por muerte y se refiere a los términos
en que este beneficio se hace efectivo. 
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Artículo  32.- Las  personas  que carezcan  de  recursos y
gocen de pensión básica solidaria de vejez  causarán asignación por muerte
en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral
fuere persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, sólo tendrá
derecho a tal beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto,
con el límite establecido en el inciso primero del artículo 6° del decreto con
fuerza de ley citado en el inciso anterior, quedando el saldo hasta completar
dicho límite a disposición del o la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de
los hijos o los padres del causante.

El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que
se refiere este artículo con cargo a los aportes fiscales que se contemplen
anualmente en su presupuesto.  

Sometido a votación el artículo 32 del proyecto fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 33

Explicación:  Se  establece  un  subsidio  para  las
personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de
18 años de edad. El mencionado subsidio se financiará con los recursos que anualmente le
asigne  la  Ley  de  Presupuestos.  Este  subsidio  reemplaza  a  las  actuales  PASIS  de
discapacidad mental para menores de 18 años de edad. La Superintendencia de Seguridad
Social será la entidad encargada de la tuición y fiscalización de las disposiciones sobre este
subsidio así como de la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo
presupuestario.

Artículo  33.- Establécese un subsidio  para las personas
con  discapacidad  mental  a  que  se  refiere  la  ley  N°  18.600  y  que  sean
menores  de  18  años  de  edad.  Este  subsidio  se  otorgará  conforme  a  lo
establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley
N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones
que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará
con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social
la  tuición  y  fiscalización  de  la  observancia  de  las  disposiciones  sobre  el
subsidio a que se refiere el presente artículo, la administración financiera del
mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se
aplicarán  las  disposiciones  orgánicas  de  la  Superintendencia  y  aquellas
establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 

Sometido  a  votación  el  artículo  33  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 34

Explicación:  En  este  artículo  se  señala  la  forma  de  acceso  al
Sistema de Pensiones Solidarias de los titulares de pensiones otorgadas conforme a las
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leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992. Por otro lado, se señala que los abonos
de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234 para los exonerados políticos, se
considerarán como tiempo cotizado para los efectos del requisito de residencia que aplica
para los que opten al APS de vejez.

Artículo  34.- Los  titulares  de  pensiones  otorgadas
conforme a las leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán
acceder  a  los  beneficios  del  sistema  solidario  siempre  que  cumplan  los
requisitos establecidos en el presente Título, en lo que corresponde.

Las  personas  que  sólo  perciban  pensiones  de  las
señaladas en el inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión
básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última fuere de un monto superior
al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte de restar de la
referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de las
leyes señaladas en el inciso anterior.

Las personas que perciban pensiones de las señaladas en
el  inciso  primero  podrán acceder  al  aporte  previsional solidario  de  vejez,
siempre que perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N°
3.500, de 1980. En estos casos al monto del complemento solidario se le
restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho inciso.

Las personas que perciban pensiones de las señaladas en
el inciso primero y se encuentren percibiendo pensiones de algún régimen
previsional administrado por el Instituto de Normalización Previsional, podrán
acceder al aporte previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto
que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio, deducidas las pensiones
del inciso primero.

Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la
ley N° 19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del
inciso segundo del artículo 9°.

Sometido  a  votación  el  artículo  34  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 35

Explicación:  Se establecen una serie de adecuaciones a la ley N°
19.949, que trata sobre el programa Chile Solidario,  con el fin de hacerla acorde con las
modificaciones del SPS.

Artículo  35.-  Introdúcense  a  la  ley  N°  19.949  las
modificaciones siguientes:

a)  Reemplázase  en  el  artículo  2°  la  oración:  “a  las
pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975” por la frase “a la
pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.

b) Sustitúyanse en el inciso primero del artículo 7° la frase
“en el decreto ley N° 869, de 1975,” por la siguiente: “de la pensión básica
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solidaria de vejez o invalidez”, y la oración “a la pensión asistencial” por la
siguiente: “a las pensiones antes mencionadas”.

c)  Elimínase  en  el  artículo  9°  la  oración  “del  Fondo
Nacional de Pensiones Asistenciales”.

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la
letra b) del artículo 35, por la siguiente:

“b) Suprímanse en el inciso primero del artículo 7° las
frases  “y  en  el  decreto  ley  N°  869,  de  1975”  y  “y  a  la  pensión
asistencial”; reemplázanse en el mismo inciso las frases “contemplan
dichos cuerpos legales” por “contempla dicho cuerpo legal” y ”dichos
cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el texto, por “dicho
cuerpo  legal”;  y  reemplázanse  en el  inciso  segundo la  frase  “Estos
beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.”.

Puesto en votación el artículo 35, con la indicación del
Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo séptimo

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, en materia de beneficios
garantizados por el Estado

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA EL SISTEMA DE
PREVISIÓN SOCIAL

Párrafo primero

De los Organismos Públicos del  Sistema de Previsión Social

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones

ARTÍCULO 41

Explicación: Este artículo crea la Comisión de Usuarios del Sistema
de Pensiones, determina sus funciones e integrantes y fija la dieta que éstos percibirán.

El  Diputado  Lorenzini,  don  Pablo,  consideró  que
debiese crearse una Comisión de Usuarios en cada una de las AFP.
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Artículo 41.- Créase la Comisión de Usuarios del Sistema
de Pensiones que estará integrada por un representante de los trabajadores,
uno  de  los  pensionados,  uno  de  las  instituciones  públicas,  uno  de  las
entidades privadas del sistema de pensiones y un académico universitario,
que la presidirá. 

La  Comisión  tendrá  como  función  informar  a  la
Subsecretaría de Previsión Social y a otros organismos públicos del sector,
sobre  las  evaluaciones  que  sus  representados  efectúen  sobre  el
funcionamiento  del  sistema  de  pensiones  y  proponer  las  estrategias  de
educación y difusión de dicho sistema. 

La Subsecretaría de Previsión Social otorgará la asistencia
administrativa para el funcionamiento de esta Comisión.

La Comisión de Usuarios podrá pedir asistencia técnica a
los órganos públicos pertinentes. 

Un  reglamento,  expedido  a  través  del  Ministerio  del
Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda,
regulará las funciones e integración de la Comisión de Usuarios y la forma de
designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades,
causales de cesación en sus cargos y  las demás normas necesarias para su
adecuado  funcionamiento.  Los  integrantes  de  la  Comisión  percibirán  una
dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión,
con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.

El Ejecutivo formuló una indicación al artículo 41, del
siguiente tenor:

1) Para reemplazar su inciso primero, por el siguiente:
“Artículo 41.-  Créase la Comisión de Usuarios del

Sistema de Pensiones que estará integrada por dos representantes de
los trabajadores, uno de los empleadores, uno de los pensionados y un
académico universitario que la presidirá.” 

ARTÍCULO 41 BIS

2) Para incorporar un artículo 41 bis, del siguiente
tenor:

“Artículo 41 bis.- La Comisión a que se refiere este
párrafo estará especialmente facultada para conocer y ser informada
por  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social,  la  Superintendencia  de
Pensiones, las Administradoras de Fondos de Pensiones y el Instituto
de Previsión Social, según corresponda, de las siguientes materias: 

a)  Medidas,  instrumentos  y  procedimientos
destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas
en  la  ley  para  las  instituciones  públicas  y  privadas  del  Sistema  de
Pensiones; 

b) Cumplimiento por parte de las Administradoras
de  Fondos  de  Pensiones  de  la  normativa  sobre  información  a  los
cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones;
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c) Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y
Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley N° 3.500,
de 1980;

d) Proceso de licitación para la Administración de
Cuentas  de  Capitalización  Individual,  regulado  en  el  Título  XV  del
decreto ley N° 3.500, de 1980; y

e)  Estrategias  de  educación  y  difusión  que  se
implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los
recursos del Fondo para la Educación Previsional.”.

A  su vez,  la  Superintendencia  de  Pensiones  deberá
remitir anualmente a la Comisión un informe por cada Administradora,
respecto  de  los  procesos  de  fiscalización  realizados  durante  el  año
calendario anterior.”.

ARTÍCULO 41 ter:

3)  Para  incorporar  un  artículo  41  ter  nuevo,  del
siguiente tenor:

“Artículo  41  ter.-  La  Comisión  deberá  emitir  un
informe  anual  que  contenga  los  resultados  y  conclusiones  de  sus
observaciones al sistema de pensiones y las propuestas que efectúe
sobre la  estrategia de educación y difusión de dicho sistema. Dicho
informe  deberá  ser  remitido  a  la  Cámara  de  Diputados  y  difundido
conforme  al  procedimiento  y  modalidades  que  establezca  el
reglamento.”.

En relación al nuevo inciso primero del artículo 41,
el Ministro señor Velasco señaló que se ha ampliado a dos el número de
representantes de los trabajadores en la composición de la Comisión de
Usuarios del  Sistema de Pensiones,  utilizando un criterio análogo al
que existe actualmente para el seguro de desempleo. Añadió que será
el reglamento expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social  y  suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda  el  que  determinará  la
forma de designación de los trabajadores y demás miembros de éste.

 En  relación  a  la  indicación  planteada  por  los
Diputados señores Insunza, Jaramillo, Jarpa, Lorenzini, Montes, Ortiz y
Sunico en orden a incorporar en cada AFP un Comité de Usuarios,  que
ha sido declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por ser
una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica, de
conformidad  al  artículo  65  N°  6  de  la  Constitución  Política  de  la
República,  la  señora Berstein explicó  que el  tema de la  fiscalización
directa en cada AFP se recogió de una manera distinta,  en el nuevo
artículo  41  bis,  que  dispone  que  la  futura  Superintendencia  de
Pensiones deberá remitir anualmente a la Comisión un informe por cada
Administradora,  respecto de los procesos de fiscalización realizados
durante el año calendario anterior. Agregó que es la Superintendencia
la que tiene mayor información sobre la situación de cada AFP, por lo
que esta fiscalización sería más eficiente que la que podría realizar un
Comité de Usuarios.

El Diputado señor Montes sostuvo que lo planteado
por la Superintendente no es alternativo, sino que complementario a la
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indicación parlamentaria.  Ésta busca que haya más transparencia en
cada AFP, conociendo el público la política de inversiones, ya que el
manejo de los fondos es lo determinante en esta materia.

Varios  señores  Diputados  concordaron  con  que
exista un Comité de Usuarios en cada AFP que vele por el manejo de
los ahorros de los cotizantes, por lo que solicitaron en forma unánime
al Ejecutivo que reconsidere este planteamiento.

El Ejecutivo formalizó la indicación que se consigna a
continuación y retiró la anterior sobre la misma materia.

AL ARTÍCULO 41

1) Para reemplazar el artículo 41 por el siguiente:
“Artículo 41.- Créase una Comisión de Usuarios por

cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que estará
integrada  por  dos  representantes  de  los  afiliados,  uno  de  los
empleadores, uno de los pensionados y un académico universitario que
la presidirá. Asimismo, créase una Comisión de Usuarios del Sistema
de Pensiones que estará integrada por los presidentes de cada una de
las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.

Las Comisiones tendrán como función informar a la
Superintendencia  de Pensiones  sobre las  evaluaciones  que efectúen
sobre el funcionamiento del Sistema de Pensiones.

La  Superintendencia  de  Pensiones  otorgará  la
asistencia administrativa para el funcionamiento de estas Comisiones.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio del
Trabajo  y  Previsión  Social  y  suscrito  también  por  el  Ministro  de
Hacienda, regulará las funciones e integración de las Comisiones a que
se refiere este artículo y la forma de designación de sus miembros, su
régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus
cargos  y  las  demás  normas  necesarias  para  su  adecuado
funcionamiento. Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las
Administradoras percibirán una dieta equivalente a un monto de seis
unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual
de doce unidades de fomento.”.

ARTÍCULO 41 BIS

2) Para incorporar un artículo 41 bis,  del siguiente
tenor:

“Artículo 41 bis.- Las Comisiones de Usuarios a que
se refiere este párrafo estarán especialmente facultadas para conocer y
ser  informadas  por  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social,  la
Superintendencia  de  Pensiones,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  respectiva  y  el  Instituto  de  Previsión  Social,  según
corresponda, de las siguientes materias:

a)  Medidas,  instrumentos  y  procedimientos
destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas
en  la  ley  para  las  instituciones  públicas  y  privadas  del  Sistema  de
Pensiones;
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b) Cumplimiento por parte de las Administradoras
de  Fondos  de  Pensiones  de  la  normativa  sobre  información  a  los
cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones;

c) Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y
Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley Nº 3.500,
de 1980;

d) Proceso de licitación para la administración de
cuentas  de  capitalización  individual,  regulado  en  el  Título  XV  del
decreto ley Nº 3.500, de 1980, y

e)  Estrategias  de  educación  y  difusión  que  se
implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los
recursos del Fondo para la Educación Previsional.

A su vez, la Superintendencia de Pensiones deberá
remitir anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada
Administradora,  respecto de los procesos de fiscalización realizados
durante el año calendario anterior.”.

ARTÍCULO 41 TER

3) Para incorporar un artículo 41 ter, del siguiente
tenor:

“Artículo  41  ter.-  La  Comisión  de  Usuarios  del
Sistema de Pensiones deberá emitir un informe anual que contenga los
resultados  y  conclusiones  de  las  observaciones  al  Sistema  de
Pensiones y las propuestas sobre la estrategia de educación y difusión
de dicho sistema, que efectúen las Comisiones de Usuarios de cada
una de  las  Administradoras.  Dicho  informe deberá  ser  remitido  a  la
Cámara  de  Diputados  y  difundido  conforme  al  procedimiento  y
modalidades que establezca el reglamento.”.

Solicitada  votación  separada,  el  artículo  41  con  la
indicación al inciso primero y el artículo 41 bis, fueron aprobadas por 9
votos a favor y 4 votos en contra.

Sometido a votación el artículo 41 ter propuesto,  se
aprobó por 7 votos a favor y 6 votos en contra.

Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional

ARTÍCULO 42

Explicación: Esta modificación tuvo por objeto establecer que un
porcentaje mínimo de los fondos (60%) deberá destinarse a proyectos para beneficiarios que
no residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente de éstos
que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan.

El  señor  Alberto  Arenas  puntualizó  que  el  Fondo
contará  con  los  recursos  que  para  cada  año  se  determine  en  la
respectiva  Ley  de  Presupuestos.   Añadió  que,  para  el  año  2008,  se
contempla un monto de, aproximadamente, 689 millones de pesos.
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Artículo  42.- Créase  el  Fondo  para  la  Educación
Previsional,  administrado por  la  Subsecretaría  de Previsión Social,  con el
objeto  de  apoyar  financieramente  proyectos,  programas,  actividades  y
medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los
recursos  del  Fondo  serán  asignados  por  dicha  Subsecretaría  mediante
concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 

El Comité de Selección estará integrado por el presidente
de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, por un representante
de la Subsecretaría de Previsión Social y por un representante del Instituto
de Previsión Social.

Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá
las  normas  de  administración  y  operación  del  Fondo  para  la  Educación
Previsional,  criterios  de  adjudicación  de  los  recursos,  reglas  de
funcionamiento del comité de selección y todas las que sean pertinentes.

A lo menos el sesenta por ciento de los fondos que se
asignen anualmente deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y
medidas  de  promoción,  educación  y  difusión  para  beneficiarios  que  no
residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente
de estos proyectos, programas, actividades y medidas que cumplan con los
requisitos técnicos que se establezcan al efecto.

Puesto  en  votación  el  artículo  42  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 43
Explicación: Este artículo establece el financiamiento del Fondo para

la Educación Previsional.

Artículo 43.- El Fondo para la Educación Previsional estará
constituido por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de
Presupuestos;

b)  Las  donaciones  que  se  le  hagan,  y  las  herencias  y
legados que acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social, con
beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones  y  asignaciones  hereditarias
estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que
les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

c)  Los  aportes  que  se  reciban  por  vía  de  cooperación
internacional a cualquier título, y

d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.
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Puesto  en  votación  el  artículo  43  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones

ARTÍCULO 44
Explicación:  Este  artículo  crea  la  Superintendencia  de  Pensiones,

señala que estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública y que será considerada
para  todos  los  efectos,  sucesora  y  continuadora  legal  de  la  Superintendencia  de
Administradoras de Fondos de Pensiones.

El  Diputado  Aedo,  don  René,  consideró  que  la
fiscalización de la Contraloría General de la República será muy acotada
si sólo se refiere a las cuentas de entradas y gastos.

La  señora  Solange  Berstein  hizo  notar  que  las
facultades fiscalizadoras en cuestión son las mismas que se aplican
para los órganos de similar naturaleza, por lo que aquí no se restringen.

Artículo  44.- Créase  la  Superintendencia  de  Pensiones,
organismo público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y
patrimonio propio,  que se regirá  por  esta ley y su estatuto orgánico y se
relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social,  a través, de la Subsecretaría de Previsión
Social.

La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta
Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de
la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al
examen de las cuentas de entradas y gastos.

La Superintendencia de Pensiones será considerada para
todos los efectos, sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Pensiones creada por el decreto ley N°3.500,
de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las
referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la
Superintendencia  de  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  se
entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.

Puesto  en  votación  el  artículo  44  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 49

Explicación:  Señala  las  normas  que  regirán  al  personal  de  la
Superintendencia de Pensiones.

Artículo  49.- El  personal  de  la  Superintendencia  de
Pensiones se regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros
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beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de
la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.

Puesto  en  votación  el  artículo  49  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 50

Explicación: Este artículo señala la conformación del patrimonio de la
Superintendencia de Pensiones.

Artículo  50.- El  patrimonio  de  la  Superintendencia  de
Pensiones estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de
Presupuestos;

b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;

c)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles,  corporales  e
incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e)  Las  donaciones  que  se  le  hagan  y  las  herencias  y
legados  que  acepte  con  beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones  y
asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de
todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del
trámite de insinuación;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto
de cooperación internacional.

Puesto  en  votación  el  artículo  50  del  proyecto  fue
aprobado por 9 votos a favor y 1 voto en contra.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral

ARTÍCULO 51

Explicación: Este artículo crea el Instituto de Previsión Social (IPS) y
establece que será regido por el sistema de alta dirección pública.

Artículo  51.- Créase  el  Instituto  de  Previsión  Social,
servicio  público  descentralizado,  y  por  tanto con  personalidad  jurídica  y
patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a
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través del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social,  por  intermedio  de  la
Subsecretaría  de  Previsión  Social.   Tendrá  por  objeto  especialmente  la
administración  del  sistema  de  pensiones  solidarias  y  de  los  regímenes
previsionales  administrados  actualmente  por  el  Instituto  de  Normalización
Previsional.

El  Instituto  constituirá  un  servicio  público  de  aquéllos
regidos por el  Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N°
19.882.

Puesto  en  votación  el  artículo  51  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 53

Explicación:  En  este  artículo  se  establecen  las  funciones  y
atribuciones del Instituto de Previsión Social. 

Artículo  53.- El  Instituto  de  Previsión  Social  tendrá  las
siguientes funciones y atribuciones:

1.  Administrar  el  sistema  de  pensiones  solidarias,
conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;

2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres
establecidas en el Párrafo 1° del Título III; 

3.  Administrar  el  subsidio  previsional  a  los  trabajadores
jóvenes, establecido en el Párrafo 3° del Título III;

4.  Otorgar  y  pagar  las  asignaciones  familiares  a  los
trabajadores independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley
N° 3.500, de 1980;

5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos
relativos a temas propios de sus funciones;

6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de
previsión y del Servicio de Seguro Social como continuador legal del Instituto
de  Normalización  Previsional,  como  asimismo,  los  demás  beneficios  que
dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos contemplados en la Ley
N°16.744;

7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas,
de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren
prestaciones de seguridad social, con el objeto que los Centros de Atención
Previsional Integral puedan prestar a éstas servicios tales como recepción,
tramitación o participación en el proceso de tramitación de los beneficios que
concedan;  emisión  de  certificaciones;  pago  de  beneficios;  recepción  y
tramitación  de  solicitudes  y  recepción  de  reclamaciones.  Los  precios  y
modalidades  de  pago  de  los  servicios  que  se  presten  serán  fijados  por
Decreto  Supremo  conjunto  emanado  de  los  Ministerios  del  Trabajo  y
Previsión Social y de Hacienda, y
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8.  Efectuar  publicaciones informativas dentro del  ámbito
de su competencia.

El  Diputado  Dittborn,  don  Julio,  presentó  una
indicación para suprimir el numeral 7) del artículo 53.

Puesta  en  votación  la  indicación  parlamentaria
precedente, fue rechazada por 4 votos a favor y 6 votos en contra.

Sometido a votación el artículo 53 fue aprobado por
la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 57

Explicación:  En  este  artículo  se  establece  la  conformación  del
patrimonio del IPS.

Artículo 57.-  El patrimonio del Instituto de Previsión Social
estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de
Presupuestos;

b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;

c)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles,  corporales  e
incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e)  Las  donaciones  que  se  le  hagan  y  las  herencias  y
legados  que  acepte  con  beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones  y
asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de
todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del
trámite de insinuación;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación
internacional.

El Diputado Von Mühlenbrock, don Gastón, solicita
votación  separada  del  literal  g).  Puesto  en  votación  el  literal  g),  se
aprobó por 7 votos a favor y 3 votos en contra. En votación el resto del
artículo  57  del  proyecto  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral

ARTÍCULO 58
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Explicación: En este artículo se establece que existirá una Red de
Centros de Atención Previsional Integral en el IPS.

Artículo 58.- El Instituto de Previsión Social consultará una
red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, con el
objeto de otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en
materias previsionales a los usuarios del sistema previsional, facilitando el
ejercicio de los derechos que les correspondan. 

Puesto  en  votación  el  artículo  58  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres

ARTÍCULO 64

Explicación:  Este  artículo establece una bonificación por  cada hijo
nacido  vivo  para  las  mujeres  y  define  los  requisitos  para  ser  beneficiaria  de  dicha
bonificación.

Artículo  64.-  La  mujer  que  cumpla  con  el  requisito  de
permanencia establecido en el literal c) del artículo 3° de esta ley, y que sólo
se encuentre afiliada al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de
1980, o sea beneficiaria de una pensión básica solidaria de vejez o que, sin
ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de sobrevivencia
en los términos que se establece en los artículos siguientes, tendrá derecho,
por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas
del presente Párrafo. 

Puesto  en  votación  el  artículo  64  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 65

Explicación: Esta modificación tuvo por objeto modificar la tasa de
rentabilidad para la bonificación por hijo para las mujeres. El Mensaje contemplaba que al
monto de las bonificaciones se les iba a aplicar una tasa de rentabilidad de un 4% real por
año. 
Con esta indicación se modifica dicha tasa de rentabilidad, en la perspectiva de que sea más
alta, señalando que se aplicará una tasa equivalente a la rentabilidad real anual promedio de
todos los Fondos tipo C, descontado el  porcentaje que represente sobre los Fondos de
Pensiones  el  total  de  ingresos  de  las  administradoras  por  concepto  de  las  comisiones
señaladas en el artículo 28 del DL N° 3.500, con exclusión de la parte destinada al pago de
la prima del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia. 
Adicionalmente,  se  corrigió  la  definición  del  beneficio  que  en  el  texto  del  Mensaje  se
encontraba subvalorado.
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Artículo 65.- La bonificación consistirá en un aporte estatal
equivalente al 10% de 12 ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado
para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años,
vigente en el mes de nacimiento del hijo.

Al  monto  total  de  cada  una  de  las  bonificaciones
resultantes de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, se le
aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado desde el
mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla
los 65 años de edad.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se
aplicará  una  tasa  de  rentabilidad  equivalente  a  la  rentabilidad  real  anual
promedio  de  todos  los  Fondos  Tipo  C,  descontado  el  porcentaje  que
represente  sobre  los  Fondos  de  Pensiones  el  total  de  ingresos  de  las
Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de las comisiones a
que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de
1980, con exclusión de la parte destinada al pago de la prima del contrato de
seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.

Puesto  en  votación  el  artículo  65  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 66

Explicación:  En este artículo se establece la forma de pago de la
bonificación por hijo nacido vivo.

Artículo 66.-  A la mujer afiliada al sistema del decreto ley
N°  3.500,  de  1980,  se  le  enterará  la  bonificación  en  la  cuenta  de
capitalización individual en el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65
años de edad.

Respecto  de  la  mujer  que  sea  beneficiaria  de  pensión
básica solidaria  de vejez,  el  Instituto  de Previsión Social  le  calculará una
pensión  autofinanciada  de  referencia,  que  se  determinará  según  el
procedimiento establecido en la letra g) del artículo 2°, considerando como
su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le correspondan. El
resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.

En  el  caso  de  una  mujer  que  perciba  una  pensión  de
sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980,
o  que  sea  otorgada  por  el  Instituto  Normalización  Previsional,  sin  ser
adicionalmente  afiliada  a  cualquier  régimen  previsional,  se  procederá  a
incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada en el inciso
precedente.  En  este  caso,  el  monto  resultante  se  sumará  al  aporte
previsional solidario que le corresponda.

Puesto  en  votación  el  artículo  66  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.
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ARTÍCULO 68

Explicación: Este artículo extiende la bonificación por hijo nacido vivo
a madres adoptivas.

Artículo 68.- En el caso de adopción,  sea simple o plena,
tendrán derecho a  la  bonificación,  tanto   las madres biológicas como las
adoptivas.  Tratándose de adopción plena, cuando la solicitud es presentada
por  la  madre  biológica,  el  Instituto  de  Previsión  Social  requerirá
reservadamente  los  antecedentes  que  obren  en  poder  de  la  Dirección
Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos
nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.

Puesto  en  votación  el  artículo  68  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo segundo

Compensación económica en materia previsional en caso de nulidad o
divorcio.

 
Párrafo tercero

Subsidio Previsional a los Trabajadores Jóvenes

ARTÍCULO 72

Explicación: En este artículo se crea un subsidio previsional para los
trabajadores jóvenes de bajos ingresos. Se establece el monto del subsidio y que estará
constituido por dos tipos de aportes, un subsidio a la contratación y un aporte directo a la
cuenta de capitalización individual. Dicho subsidio se percibirá en relación a las primeras
veinticuatro cotizaciones del trabajador en el sistema previsional.

Se  estima  que  lo  anterior  permitirá  alcanzar  los  objetivos  de:  a)
fomento del empleo juvenil, b) mayor formalización y c) aumento de la cobertura y de los
fondos previsionales de los trabajadores jóvenes.

Artículo  72.- Los  empleadores  tendrán  derecho  a  un
subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35
años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización
previsional dispuesta en el inciso primero del artículo 17, del decreto ley N°
3.500,  de  1980,  calculado  sobre  un  ingreso  mínimo,  respecto  de  cada
trabajador  cuya remuneración  sea igual  o  inferior  a  1,5  veces  el  ingreso
mínimo  mensual.  Este  beneficio  se  percibirá  en  relación  a  las  primeras
veinticuatro  cotizaciones,  continuas  o  discontinuas  y  se  imputará  a  las
cotizaciones  que  el  empleador  deba  declarar  y  pagar  por  el  respectivo
trabajador.
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Los  trabajadores  que  se  encuentren  en  la  situación
prevista en el inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un
subsidio  estatal  del  mismo  monto,  que  se  integrará  directamente  en  su
cuenta de capitalización individual.

El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el
evento  que  la  remuneración  del  trabajador  se  incremente  en  hasta  dos
ingresos mínimos desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio.

Puesto  en  votación  el  artículo  72  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 73

Explicación: Esta  modificación  tuvo  por  objeto  aclarar  que  el
subsidio  previsional  para  los  trabajadores  jóvenes,  no  se   considerará  cotización  para
efectos  del  cobro  de comisiones  por  parte  de  las  AFP,  cuando ingrese  a  la  cuenta  de
capitalización individual del trabajador.

Artículo 73.- El beneficio establecido en el artículo anterior
se  dispondrá  a  requerimiento  del  empleador  o,  en  subsidio  del  propio
trabajador, ante el Instituto de Previsión Social, organismo que determinará
su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del trabajador
respectivo.

La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante
norma  de  carácter  general,  los  procedimientos  que  se  aplicarán  para  la
determinación, concesión y pago de este beneficio y de los demás aspectos
administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en
este Párrafo.

El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo
anterior, no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones
por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a
la cuenta de capitalización individual del trabajador.

Puesto  en  votación  el  artículo  73  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 74

Explicación: En este artículo se establecen sanciones para quienes
perciban indebidamente el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes.

Artículo 74.- La persona que percibiere indebidamente los
subsidios de que trata este Párrafo, proporcionando datos o antecedentes
falsos,  será  sancionada  conforme  al  artículo  467  del  Código  Penal.  Lo
anterior  es  sin  perjuicio  que  el  infractor  deberá  restituir  al  Instituto  de
Previsión  Social  las  sumas  indebidamente  percibidas,  reajustadas  en
conformidad  a  la  variación  que  experimente  el  índice  de  precios  al
consumidor  determinado  por  el  Instituto  Nacional  de  Estadísticas  o  el
organismo  que  lo  reemplace,  entre  el  mes  anterior  a  aquel  en  que  se
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percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas
devengarán además un interés mensual de 1%. 

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar
en  su  última  oración  la  frase  “un  interés  mensual  de  1  %”  por  la
siguiente:  “el interés penal  mensual establecido en el artículo 53 del
Código Tributario.”.

Puesto en votación el artículo 74 del proyecto, con la
indicación  del  Ejecutivo,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia del Decreto Ley 3.500, de
1980

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES
INDEPENDIENTES

ARTÍCULO 77

Explicación: En el presente artículo se establece que los trabajadores
independientes señalados en el  inciso primero del  artículo 89,  del  decreto ley N° 3.500,
serán  beneficiarios  del  Sistema  Único  de  Prestaciones  Familiares.  Se  regula  la
determinación del valor de los beneficios para estos trabajadores y su forma de pago.

Artículo  77.- Los trabajadores independientes  señalados
en el inciso primero del artículo 89, del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán
beneficiarios del Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con
fuerza de ley N°150, de 1982, en las mismas condiciones que establece este
último decreto con fuerza de ley y siempre que se encuentren al día en el
pago de sus cotizaciones previsionales. 

Para determinar el valor de los beneficios que concede el
sistema  de  prestaciones  familiares  señalado  en  el  inciso  anterior,  se
entenderá  por  ingreso  mensual  el  promedio  de  la  renta  del  trabajador
independiente,  devengada  por  el  beneficiario  en  el  año  calendario
inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el
evento  que  el  beneficiario  tuviera   más  de  una  fuente  de  ingreso,  se
considerarán todos ellos.

Ante  el  Instituto  de Previsión  Social   se  acreditarán las
cargas familiares y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para
los efectos del inciso siguiente.

Los beneficios del Sistema de Prestaciones Familiares se
pagarán  anualmente  y  se  descontarán  del  pago  de  las  cotizaciones
previsionales que le corresponda realizar al trabajador independiente.
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Puesto  en  votación  el  artículo  77  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL
VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y

SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.

ARTÍCULO 79

Artículo 79.- Introdúcense las siguientes modificaciones al
decreto ley Nº 3.500, de 1980:

NUMERAL 5

5.  Introdúcense las  siguientes  modificaciones  al  artículo
11:

Explicación:  Los  dictámenes  de  invalidez  son  reclamables  por  la
AFP, la Compañía de Seguros y el afiliado, no obstante este último se encuentra en una
situación desventajosa frente a las otras partes del proceso, ya que no tiene un acceso
igualitario a él. En efecto, el actual inciso tercero del artículo 11 de la Ley, establece que las
Compañías de Seguros podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones
Regionales, para que asista como observador a las sesiones de éstas. Lo anterior genera
una importante  asimetría en contra  del  afiliado.  Si  bien el  reglamento establece que las
Comisiones Medicas podrán citar al medico tratante, ésta es una medida que en la práctica
no se ejerce y además sólo puede hacerse a requerimiento de la Comisión Medica Regional.

Por ello, se propone establecer el derecho del afiliado a ser asesorado
en su trámite de evaluación y calificación de invalidez por un médico de su confianza o por
un médico asesor inscrito en el Registro Público que para tal efecto mantendrá la SAFP.
Este médico asesor tendrá iguales atribuciones que el médico observador de las Compañías
de Seguros.  

a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando
el actual inciso segundo a ser tercero:

“El afiliado podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano
de su confianza con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y
calificación  de  invalidez  y  asista  como observador  a  las  sesiones  de  las
Comisiones  Médicas  Regionales,  en  que  se  analice  su  solicitud.  Si  no
ejerciere dicha opción, la respectiva Comisión Médica Regional designará,
sin costo para el afiliado, para los fines antes indicados, a un médico cirujano
de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores que administrará y
mantendrá la Superintendencia. Asimismo, las compañías de seguros a que
se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada una de
las  Comisiones  Regionales,  para  que  asistan  como  observadores  a  las
sesiones de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un
afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el
observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del
respectivo acuerdo.”.

62



Explicación: El financiamiento del médico asesor de confianza será
de cargo del afiliado, en tanto que el médico asesor inscrito en el Registro Público será
remunerado  a  honorarios,  de  la  misma  forma  en  que  lo  son  los  integrantes  de  las
Comisiones Médicas Regionales y de la Comisión Médica Central.

b)  Reemplázase  la  segunda  oración  del  actual  inciso
segundo que ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 

“El reglamento normará la organización, las funciones de
las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados incluidos en el
Registro  Público,  así  como el  régimen aplicable  a  éstos  y a los  médicos
integrantes  de las  Comisiones,  ninguno  de los  cuales  serán trabajadores
dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por ésta, a
honorarios. Dicho reglamento dispondrá también las exigencias que deberán
cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en
el Registro Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las
facultades que tendrán para el cumplimiento de su cometido.”.

Explicación: Este inciso se suprime debido a que lo dispuesto en él, en
relación al médico nombrado por las compañías, queda comprendido en el inciso segundo
nuevo.

c) Suprímese el actual inciso tercero.

Explicación: Esta modificación tiene por objeto que las reclamaciones
de los dictámenes de invalidez se presenten cuando realmente existe una causal para ello,
evitando que los interesados, principalmente las compañías de seguros, hagan uso de este
derecho permanentemente como un trámite más, activando el procedimiento de reclamación
sin razones fundadas.

d) Intercálese en el enunciado del inciso quinto entre las
palabra “reclamables” y la preposición “por” la expresión “mediante solicitud
fundada de acuerdo a lo que disponga el reglamento,”.

Explicación:  Con  esta  propuesta  se  busca  subsanar  la  asimetría
actualmente existente, por lo que se  autoriza la presencia de un abogado de la SAFP en las
sesiones ampliadas de la Comisión Médica Central, esto es, aquéllas a las que se integra la
Superintendencia de Seguridad Social, con la asistencia de un médico y un abogado, y en
las que se analiza si el origen de la invalidez de un afiliado es o no de carácter profesional.

e)  Intercálese  al  final  de  la  tercera  oración  del  inciso
noveno, entre la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración:
“, pudiendo asistir también a esta sesión, con derecho a voz, un abogado
designado por la Superintendencia de Pensiones cuando ésta lo requiera”.

Explicación:  Se efectúa una adecuación en el  texto de este inciso
que presentaba un error de referencia.

f)  Reemplazase  en  la  primera  oración  del  inciso
duodécimo la expresión “octavo” por “noveno”.
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El Ejecutivo formuló una indicación para modificar
el numeral 5, de la siguiente forma:

1) Intercálase en la primera oración del nuevo inciso
segundo,  agregado  por  la  letra  a),  entre  las  palabras  “afiliado”  y
“podrá”  la  siguiente  frase:  “que  se  encuentre  en  alguna  de  las
situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54,”. Asimismo,
agrégase al final de dicho inciso, a continuación del punto aparte (.) que
pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “La Superintendencia de
Pensiones  establecerá,  mediante  norma  de  carácter  general,  las
inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.”.

2) Agrégase al  inicio del  párrafo propuesto por la
letra b), las siguientes dos oraciones nuevas: “El Instituto de Previsión
Social contribuirá al financiamiento de las Comisiones Médicas en la
misma forma que las Administradoras respecto de los solicitantes de
pensión  básica  solidaria  de  invalidez.  Para  estos  efectos,  la
Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en
lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.”.

3) Incorpórase a continuación de la actual letra c),
una letra d), del siguiente tenor, pasando las demás letras a numerarse
correlativamente:

“d)  Reemplázase  la  segunda  oración  del  inciso
cuarto  por  la  siguiente:  “Los  exámenes  serán  decretados  por  dicha
Comisión  y  financiados  por  las  Administradoras,  en  el  caso  de  los
afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; por
las  compañías  de  seguros  que  se  adjudiquen  la  licitación  a  que  se
refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho
seguro;  por  el  Instituto  de  Previsión  Social,  en  el  caso  de  los
solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez; y por los propios
interesados,  exclusivamente.”.  A  su  vez,  reemplázase  en  la  cuarta
oración,  la expresión “las Administradoras de Fondos de Pensiones”
por “las entidades antes señaladas”.

4) Agrégase en la actual letra d), que ha pasado a
ser e), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido,
lo siguiente: “A su vez, reemplázase la frase “afiliado afectado, por la
Administradora  a  la  cual  éste  se  encuentre  incorporado”  por  la
siguiente “solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y
reemplázase la palabra “tercero” por “cuarto”.”

5) Agréganse, a continuación de la actual letra d),
que ha pasado a ser e),  las siguientes letras f),  g) y h),  pasando las
demás a numerarse correlativamente:

“f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 
“Los exámenes de especialidad o los análisis e informes que demande
la  reclamación  de  un  dictamen  emitido  por  la  Comisión  Médica
Regional, deberán ser financiados por la Administradora, la Compañía
de Seguros, el Instituto de Previsión Social y el solicitante afectado, en
la forma que señala el inciso cuarto, si la reclamación proviene de este
último. Si la reclamación  proviene de la compañía de seguros o del
Instituto  de  Previsión  Social,  dichos  exámenes,  análisis  e  informes
serán  financiados  exclusivamente  por  estas  instituciones.  Si  se
originaren gastos de traslado, éstos serán íntegramente de cargo de
quien  reclame,  salvo  que  el  traslado  haya  sido  ordenado  por  la
Comisión Médica Central, en cuyo caso tales gastos serán de cargo de
la Administradora, la Compañía de Seguros o el Instituto de Previsión
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Social,  según  corresponda,  aun  cuando  el  reclamo  haya  sido
interpuesto por el solicitante afectado.”.

g)  Reemplázase  al  final  del  inciso  séptimo  la
expresión “en que se encuentra afiliado” por la siguiente “, en el caso
de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59;
y por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se
refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho
seguro.  Estos gastos serán financiados por  el  Instituto  de Previsión
Social,  en el  caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de
invalidez.”.”

h)  Reemplázase  en  el  inciso  octavo  la  palabra
“afiliado” por “solicitante afectado”.”

Puesto en votación el numeral 5) del artículo 79, con
la  indicación  del  Ejecutivo,  se  aprobó  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

NUMERAL 6

Explicación:  El  objetivo  de  esta  modificación  es  permitir  el
otorgamiento  de  licencias  médicas  y  por  consiguiente,  la  percepción  de  subsidios  por
incapacidad laboral, a aquellos afiliados que habiéndose pensionado por invalidez, continúen
trabajando  y  presenten  una  enfermedad  recuperable  distinta  a  la  que  dio  origen  a  la
declaración de invalidez.

6.  Agrégase  al  final  del  inciso  segundo  del  artículo  12
antes del punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las
mismas causas que produjeron la invalidez”.

Puesto en votación el numeral 6) del artículo 79,  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

NUMERAL 8 BIS

Explicación: Se modifica este artículo con el objeto de establecer que
la cotización del seguro de invalidez y sobrevivencia sea de cargo del empleador, en el caso
de los trabajadores dependientes. Esta medida contribuye a dar mayor legitimidad al sistema
de pensiones, permitiendo la participación del empleador como un aportante más de dicho
sistema. A su vez, al traspasar el cobro de la prima al empleador se otorga mayor poder
negociador  al  demandante  respecto  del  oferente  del  seguro,  ya  que  se  disminuye  la
atomización actual, dejando en un menor número de actores el pago de la prima del seguro.

Se  efectúa  una  excepción  a  la  cotización  del  SIS  por  parte  del
empleador,  cuando  el  trabajador  dependiente  se  encuentre  percibiendo  el  subsidio
previsional  a  los  trabajadores  jóvenes,  de  modo  que  dicha  bonificación  cumpla  con  el
objetivo de incrementar la formalización y la creación de empleos para jóvenes vulnerables. 

8  bis.  Modifícase  el  artículo  17  de  acuerdo  a  lo
siguiente:

a)  Reemplácese  en  su  inciso  segundo  la  expresión
“deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte (.)
que pasa a ser seguido, la siguiente oración:
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“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de
la cotización adicional  destinada al  financiamiento del  seguro a que se
refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los
trabajadores  jóvenes  que  perciban  subsidio  previsional,  mientras  se
encuentren percibiendo dicho subsidio.”.

b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y
agréguese  a  continuación  de  la  palabra  “afiliados”  la  expresión  “y
empleadores”.”.

NUMERAL 11

11.  Intercálense,  a  continuación  del  artículo  20  E,  los
siguientes artículos 20 F a 20 N:

ARTÍCULO 20 F

Explicación: Este inciso define la forma y las partes que intervendrán
en el  ahorro previsional  voluntario colectivo,  estableciendo que se realizará mediante un
contrato  entre  el  empleador  y  las  instituciones administradoras  de fondos y  que  podrán
administrar planes de APVC las mismas entidades que hoy están autorizadas a ofrecer APV.

Se define además el objetivo previsional para el mejoramiento de las
pensiones que tendrá este tipo de ahorro. 

Este  tipo  de  ahorro  tiene  como  característica  que  un  grupo  de
trabajadores de una misma empresa se obliga a ahorrar en virtud de un contrato de APVC,
diferenciándose así  de todos los otros tipos de ahorro  que ofrece el  Nuevo Sistema de
Pensiones, los que son de carácter individual. 

El inciso segundo especifica que los trabajadores que podrán efectuar
ahorro  previsional  voluntario  colectivo deben ser  dependientes regidos por  el  código del
Trabajo,  por  lo  que  no  se  incluyen  los  funcionarios  públicos  y  los  trabajadores
independientes. 

Además se define que otro de los requisitos para poder realizar este
tipo de ahorro, es estar afiliado a una AFP o ser imponente en el INP, en forma equivalente a
la legislación vigente para el APV.  

En consideración a que cada empleador puede ofrecer  más de un
contrato de ahorro en su empresa y con el   fin  de que no pueda discriminar  entre sus
trabajadores deberá ofrecer los contratos a todos ellos y al interior de cada contrato deberá
ofrecer  las  mismas  condiciones  de  ahorro  a  quienes  lo  suscriban   planes  de  ahorro
diferentes  entre  ellos,  se  establece  que  cada plan  debe permitir  la  participación  en  las
mismas condiciones a todos los trabajadores de la empresa que así lo  deseen.

Se establece una diferencia adicional del APVC con el resto de los
planes de ahorro en el Sistema de Pensiones, ya que el APVC se financiará también con
aportes del empleador, es decir por cada peso de aporte de un trabajador el empleador le
enterará una proporción de dinero adicional. Con el objeto de evitar discriminaciones en los
aportes que haga el empleador, éstos deberán ser proporcionalmente iguales para todos sus
trabajadores.

Además,  se  establece  que  el  empleador  podrá  fijar  un  monto  de
aporte máximo.   

Se establece que corresponderá al empleador fijar las condiciones de
los contratos de APVC y los trabajadores gozarán de total libertad para suscribirlos o no.
Adicionalmente, se dispone que los términos de la oferta no podrán ser modificados por los
trabajadores, no pudiendo ser objeto de negociación colectiva. 

Se  señalan  además  algunas  condiciones  mínimas  de  validez  que
deberán ofrecer los contratos con el objeto que tengan amplia cobertura y no discriminen
entre los trabajadores de una misma empresa.

Con  el  objeto  de  flexibilizar  aun  más  los  planes  de  APVC  y  de
aumentar el ahorro previsional, este inciso autoriza al empleador a efectuar aportes en la
cuenta del trabajador aunque este último no lo haga.
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Se establece, al igual que en el para el APV, que en caso de licencia
médica del trabajador deberán suspenderse, durante el mes en que ocurre la licencia, los
aportes de ahorro previsional voluntario colectivo.

Se prevé la existencia de contingencias en la vida del trabajador que
le  impidan  continuar  ahorrando,  estableciéndose  la  libertad  de  aquél  para  suspender  el
entero de sus aportes cuando lo estime conveniente, en cuyo caso el empleador también
suspenderá  sus  aportes.  No  obstante,  si  el  contrato  tuviese  establecido  un  período  de
mantención  de  los  recursos  ahorrados  en  la  entidad  de  ahorro,  el  trabajador  no  podrá
retirarlos  hasta  el  cumplimiento  de  dicho  plazo.  Esta  restricción  se  establece  en
consideración a que algunas entidades que ofrezcan estos planes podrán cobrar comisiones
sobre el saldo acumulado, por lo que se verían desincentivadas a ofrecerlos si los afiliados
tienen la posibilidad de retirar su saldo en un período breve de tiempo. 

Se establece el derecho del trabajador de reanudar su ahorro bajo las
condiciones del  mismo contrato,  restituyendo en tal  caso la obligación del  empleador de
realizar su aporte comprometido. De esta manera se otorgan facilidades e incentivos para
que el trabajador continúe ahorrando, propendiendo hacia el objetivo de acumular la mayor
cantidad de recursos para el mejoramiento de su futura pensión.

 Por ser temas de índole laboral se establece que la resolución de
conflictos estará a cargo de los Juzgados de Letras del Trabajo.

 “Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es
un contrato de ahorro suscrito entre un empleador, por sí y en representación
de sus trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se
refiere la letra l) del artículo 98, con el objeto de incrementar los recursos
previsionales de dichos trabajadores. 

Tendrán  derecho  a  adherir  a  este  tipo  de  contrato,  los
trabajadores  dependientes  regidos  por  el  Código  del  Trabajo  que  se
encuentren  afiliados  al  Sistema de  Pensiones  establecido  por  esta  ley  o
tengan la calidad de imponentes de alguno de los regímenes previsionales
administrados por el Instituto de Previsión Social. 

El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus
trabajadores  la  adhesión  a  uno  o  más  contratos  de  ahorro  previsional
voluntario colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido
serán  convenidos  entre  el  empleador  y  la  Administradora  o  Institución
Autorizada  y  deberán  ser  igualitarios  para  todos  y  cada  uno  de  sus
trabajadores,  no  pudiendo  establecerse,  bajo  ninguna  circunstancia,
beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 

Los aportes del  empleador  deberán mantener  la  misma
proporción en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No
obstante, el empleador podrá establecer en los contratos un monto máximo
de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus trabajadores. 

Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los
que  se  les  ofrezca  adherir,  no  pudiendo  proponer  modificaciones  a  los
mismos.

Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo
establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 

Una  vez  vigente  un  contrato,  el  empleador  quedará
obligado a efectuar los aportes que el respectivo contrato establezca y bajo
las condiciones del mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones
o Instituciones Autorizadas, con las cuales celebro dicho contrato. Con todo,
cesará la obligación del empleador si el trabajador manifiesta su voluntad de
no continuar realizando su aporte.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  el
empleador podrá, en virtud de dichos contratos obligarse a efectuar su aporte
aun  cuando  el  trabajador  no  se  obligue  a  ello.  En  tal  caso,  podrá
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establecerse en el contrato una diferenciación en las condiciones relativas al
monto  y  disponibilidad  de  los  aportes,  en  relación  a  las  condiciones
establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  

Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto
para el empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en
que proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de
subsidios,  cualquiera  sea  el  número  de  días  de  reposo  total  o  parcial
establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se
abstendrán  de  descontar  suma  alguna  destinada  a  la  cuenta  de  ahorro
voluntario colectivo del trabajador. 

El contrato podrá establecer un período de permanencia
mínima  en  la  Administradora  o  Institución  Autorizada  durante  el  cual  el
trabajador deberá mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador
podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar realizando aportes, de
acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se refiere el
artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por
escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o
Institución Autorizada correspondiente. 

El trabajador que se encuentre en la situación a que se
refiere  el  inciso  anterior,  podrá  manifestar  su  voluntad  de  reanudar  sus
aportes  de  acuerdo  al  contrato  de  ahorro,  siempre  y  cuando  éste  se
encontrare vigente, para lo cual deberá comunicarlo de la misma forma al
empleador y  a la  Administradora o Institución Autorizada correspondiente,
generando la respectiva obligación del empleador de reanudar sus aportes
en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 

Las  controversias  suscitadas  entre  el  trabajador  y  su
empleador con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la
competencia  de  los  Juzgados  de  Letras  del  Trabajo  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en el artículo 19.”.

Argumentó el Diputado Alberto Robles respecto a su
indicación al artículo 20 F (declarada inadmisible) que no parece lógico
establecer discriminaciones entre los trabajadores del sector público y
el sector privado.  Agregó que, además, debe tenerse en cuenta que
dentro del sector público también existen trabajadores regidos por el
Código del Trabajo, como el caso de las empresas del Estado, por lo
que,  de  aprobarse  el  proyecto  de  ley  en  los  mismos  términos  se
generarían distinciones odiosas.

Planteó  una  reserva  de  constitucionalidad  en  la
materia.

Hizo presente que su indicación no irroga gasto, por
cuanto sólo contempla un derecho, la obligación se dará una vez que se
negocie y ambas partes acuerden la implementación del APVC.

El  señor  Osvaldo  Andrade  sostuvo  que  los
trabajadores de las empresas del Estado no son funcionarios públicos y
que  existen  múltiples  diferencias  entre  los  trabajadores  del  sector
público y el privado.  Se rigen por normas jurídicas diferentes, tienen
tanto  derechos  como  obligaciones  distintas.   En  consecuencia,  el
proyecto de ley sólo da cuenta de esas diferencias.

ARTÍCULO 20 H

Artículo 20 H.- inciso final.
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Explicación:  Al hacer referencia al inciso cuarto del artículo 20, se
establece que los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo no serán considerados
en la determinación del derecho a garantía estatal de pensión mínima, ni para el cálculo del
aporte adicional que deben hacer las Compañías de Seguros para el pago del Seguro de
Invalidez y Sobrevivencia. Esta norma es equivalente a la que afecta al APV.

Por  su  parte,  con  la  referencia  que  se  hace  al  artículo  20  D,  se
establece que los recursos acumulados por concepto de  APVC:

Serán inembargables.

Podrán traspasarse total o parcialmente por los trabajadores titulares
a sus cuentas de capitalización individual,  con el  objeto de incrementar el  monto de las
pensiones.

Para efectos tributarios no se considerarán retiros y no estarán afectos
al Impuesto a la Renta los recursos que los afiliados traspasen desde los planes de APVC
hacia la cuenta de capitalización individual.

Constituirán herencia en caso de no quedar beneficiarios de pensión
de sobrevivencia. 

A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les
será aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20
D.

ARTÍCULO 20 J

Explicación: Con el fin de dar mayores posibilidades de elección a los
trabajadores dentro  los  contratos  de  ahorro  que les ofrezca su empleador,  se  otorga  la
posibilidad de que aquéllos consideren más de una entidad de ahorro. Además se establece
que los planes  de APV no podrán  ser  administrados por  una entidad que sea  persona
relacionada a la empresa, para evitar conflictos de interés que desvirtúen el objetivo de este
tipo de ahorro. 

Artículo 20 J.- Los contratos que el empleador ofrezca a
sus trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones
Autorizadas  que  podrán  desempeñar  la  función  de  administración  de  los
recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de sus trabajadores. Con
todo,  los  contratos  que  ofrezca  el  empleador  no  podrán  incluir  una
Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a
él, según lo dispuesto en el Título XV de la Ley N° 18.045 de Mercado de
Valores.

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el
siguiente inciso final, en el artículo 20 J:

“Las Administradoras de Fondos de Pensiones no
podrán condicionar, bajo ninguna circunstancia, la suscripción de un
contrato  de  Ahorro  Previsional  Voluntario  Colectivo  a  la  afiliación  o
traspaso  a  esa  Administradora  de  los  trabajadores  que  adhieran  al
contrato.  La  infracción  a  lo  dispuesto  en  el  presente  inciso,  será
sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto
con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.”.
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ARTÍCULO 20 L

Esta norma entrega alternativas de orden tributario para los ahorros
de  APVC  y  APV,  permitiendo  elegir  el  régimen  que  afectará  a  dichos  recursos,  en
consideración al pago o excepción de impuestos a la entrada o salida de los aportes.

Actualmente, quienes declaren rentas tributables por un monto inferior
a las 13,5 UTM están exentos del pago de impuestos a la renta. Por lo mismo, si realizan
APV,  no se  benefician  del  incentivo  tributario  dispuesto  para  esta  forma de  ahorro.  Sin
embargo, si retiran ese ahorro anticipadamente, deben pagar un impuesto que dependen de
la tasa marginal  al  momento del  retiro  más un recargo.  Este  régimen tributario penaliza
indebidamente a los trabajadores de menores ingresos y es inconsistente con el objetivo de
promover el ahorro previsional voluntario entre los éstos. Además, deja al APV en peores
condiciones que otras alternativas de ahorro voluntario para los afiliados no sujetos al pago
de impuesto a la renta. 

Al  igual  que  para  el  Ahorro  Previsional  Voluntario,  este  inciso
establece una exención tributaria para los contribuyentes que efectúen ahorro previsional
voluntario  colectivo,  permitiendo  rebajar,  de  la  base  imponible  del  impuesto  único  de
segunda  categoría,  el  monto  del  ahorro  efectuado  mediante  el  descuento  de  su
remuneración por  parte del  empleador,  con un tope.  De esta  forma,  los afiliados que al
momento del depósito se encuentren afectos a una tasa de impuestos elevada y tengan
perspectivas de una rebaja futura en su tasa impositiva o desean usar estos recursos como
un seguro de cesantía o para aumentar su pensión, podrán optar por gozar del beneficio
tributario a la entrada y eventualmente pagar impuestos a la salida.

Adicionalmente, se establece la posibilidad de elegir no hacer uso del
beneficio tributario al aportar recursos al plan y no pagar impuesto al momento del retiro de
dichos  aportes,  pagando  sólo  por  la  rentabilidad  de  éstos.  Este  cambio  beneficiaría  a
quienes no son sujetos de impuesto a la renta en el momento en que efectúan aportes a los
planes y tienen expectativas de un alza futura en su tasa impositiva. 

Se  permite  a  los  trabajadores  elegir  entre  los  distintos  regimenes
tributarios respecto de los distintos aportes de APV o APVC que realice, sujeto a lo que
establezca la Superintendencia de Pensiones. Cabe señalar que para un mismo aporte el
régimen  tributario  se  elige  al  momento  de  efectuar  el  aporte  no  pudiendo  cambiarse
posteriormente.

Para incentivar los aportes del empleador se establece una exención
tributaria al considerar como imputables a gastos los aportes que realice en la cuenta de
APVC  del  trabajador,  los  que  a  su  vez  serán  considerados  ingresos  no  renta  para  el
trabajador, por lo tanto no son imputables a impuesto para el trabajador a menos que los
retire.

Se establece que los aportes del empleador a los planes APVC que
tienen una exención tributaria al ingreso, deberán cancelar un impuesto equivalente al que
se aplica al APV en caso de retiro de los recursos de dichos planes por parte del trabajador.
Además, de los tributos correspondientes se considera un recargo que busca preservar el
carácter previsional de los ahorros.

Se  mantiene  la  lógica  imperante  en  relación  a  la  tributación  de  la
rentabilidad de los ahorros que se realizan en los Fondos de Pensiones. 

Con el objeto de no incrementar sobremanera el beneficio tributario,
se  establece  que  el  límite  de  50  UF mensuales  o  600  UF anuales  para  el  ahorro  con
exención tributaria debe aplicarse para la suma de lo ahorrado en  APV y en  APVC.

Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del
ahorro previsional voluntario colectivo y del ahorro previsional voluntario a
que se refiere el artículo 20, los trabajadores podrán optar por acogerse a
alguno de los siguientes regímenes tributarios:

a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador
no goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley
sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones
voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  o  ahorro  previsional
voluntario,  y  que al  momento  del  retiro  por  el  trabajador  de  los  recursos
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originados en sus aportes, la parte que corresponda a los aportes no sea
gravada con el impuesto único establecido en el número 3 de dicho artículo;
o 

b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador
goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley
sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones
voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  o  ahorro  previsional
voluntario,  y  que al  momento  del  retiro  por  el  trabajador  de  los  recursos
originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma prevista en el
número 3 de dicho artículo.

En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario
señalado  en  la  letra  a)  anterior,  la  rentabilidad  de  los  aportes  retirados
quedará  sujeta  al  régimen  tributario  aplicable  a  la  cuenta  de  ahorro
voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará en la
forma prevista en dicho artículo.  En este mismo caso, cuando dichos aportes
sean  destinados  a  anticipar  o  mejorar  las  pensiones,  estas  últimas  se
exceptuarán del pago de impuesto a la renta por la parte que no corresponda
a la rentabilidad de los aportes.

Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se
refiere el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen,
para  los  sucesivos  aportes  que  efectúe  por  concepto  de   cotizaciones
voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  o  ahorro  previsional  voluntario
colectivo,  de  acuerdo  a  lo  que  establezca  la  Superintendencia  mediante
norma de carácter general.

Por su parte, los aportes que los empleadores efectúen a
los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como
gasto  necesario  para  producir  la  renta  de  aquéllos.  Los  trabajadores  no
podrán acoger dichos aportes al beneficio establecido en el  número 1 del
artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero serán considerados
como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados de los
planes.

En  caso  que  los  recursos  originados  en  aportes  del
empleador  sean retirados por  el  trabajador,  se  gravarán con el  impuesto
único establecido en el número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto
a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador sean retirados por
éste,  de  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  20  H,
aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre
Impuesto a la Renta.  En este último caso,  la Administradora o Institución
Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 del artículo 42
bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Las rentas que generen los planes de ahorro previsional
voluntario colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no
sean retiradas. 

Las  cotizaciones  voluntarias,  los  depósitos  de  ahorro
previsional voluntario y los aportes del trabajador y del empleador para el
ahorro  previsional  voluntario  colectivo  que  se  realicen  de  acuerdo  a  la
alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario  a que se
refiere dicha letra,  por la parte que no exceda a seiscientas unidades de
fomento anuales por cada trabajador.
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El Ejecutivo formuló las indicaciones siguientes al
artículo 20 L: 

- Para reemplazar en su inciso segundo, la oración
final por la siguiente:

“En  este  mismo  caso,  cuando  dichos  aportes  se
destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser
rebajados de la  base imponible  del  impuesto correspondiente  por  la
parte que no corresponda a su rentabilidad.”.

-  Para  suprimir  la  oración final  de su inciso quinto.

- Para incorporar en el inciso tercero, a continuación
del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“En todo caso, el monto total de los aportes que se
realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá exceder
de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.”.

ARTÍCULO 20 O

Explicación:  Con  el  objeto  de  incentivar  el  ahorro  previsional
voluntario de los contribuyentes que reciben remuneraciones o rentas no afectas al impuesto
a la renta, se establece una bonificación estatal que compensa a aquellos trabajadores en
caso de realizar ahorro previsional voluntario respecto del beneficio tributario que tiene el
APV o el APVC para quienes sí están afectos al impuesto a la renta. Esta bonificación se
pagará siempre que el ahorro voluntario se destine a anticipar o incrementar el monto de la
pensión.

Artículo 20 O.- El trabajador que al momento de efectuar
cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional  voluntario  o  de
ahorro previsional voluntario colectivo, perciba remuneraciones o rentas no
afectas al impuesto a la renta y que, a su vez, destine todo o parte del saldo
de dichos ahorros a adelantar o incrementar su pensión, tendrá derecho, al
momento de pensionarse,  a  una bonificación que consistirá  en un aporte
estatal que se abonará a la cuenta  de capitalización individual del trabajador
al momento de pensionarse.

El monto de esta bonificación será el equivalente al diez
por  ciento  de lo  ahorrado por  el  trabajador  por  concepto  de cotizaciones
voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  o  ahorro  previsional  voluntario
colectivo,  que  aquél  destine  a  pensión.  En  cada  año  calendario,  la
bonificación no podrá ser superior a un ingreso mínimo mensual del año en
que se efectuó el ahorro.

Al monto total de la bonificación resultante se le aplicará
una tasa de rentabilidad de un cuatro por ciento real por cada año completo,
contado desde el mes de enero siguiente al año calendario en que se haya
efectuado la cotización o depósito y hasta el mes en que el trabajador se
pensione.  La  rentabilidad  real  por  los  meses  que  excedan  el  último  año
completo  previo  a  que  el  trabajador  se  pensione,  se  pagará
proporcionalmente al período anual.

Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y
Previsión  Social,  que  además será  suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda,
determinará los procedimientos que se aplicarán para el  otorgamiento del
beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago y toda otra
disposición necesaria para su adecuada aplicación.”.
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 El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar
el artículo 20 O, por el siguiente:

“Artículo  20  O.-  El  trabajador  que  se  hubiere
acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero
del artículo 20 L, que destine todo o parte del saldo de cotizaciones
voluntarias o depósitos de ahorro previsional  voluntario o de ahorro
previsional voluntario colectivo, a adelantar o incrementar su pensión,
tendrá derecho, al momento de pensionarse, a la bonificación que se
indica en este artículo. 

El monto de esta bonificación será el equivalente al
quince  por  ciento  de  lo  ahorrado  por  el  trabajador  por  concepto  de
cotizaciones  voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  o  ahorro
previsional  voluntario  colectivo,  que  aquél  destine  a  adelantar  o
incrementar  su  pensión.  En  todo  caso,  en  cada  año  calendario,  la
bonificación  no  podrá  ser  superior  a  seis  unidades  tributarias
mensuales correspondientes al  valor  de la  unidad tributaria  mensual
vigente el 31 de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.

Con  todo,  la  bonificación  establecida  en  este
artículo,  procederá  respecto  de  las  cotizaciones  voluntarias,  los
depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador
para el ahorro previsional  voluntario colectivo,  efectuados durante el
respectivo  año  calendario,  que  no  superen  en  su  conjunto  la  suma
equivalente  a  diez  veces  el  total  de  cotizaciones  efectuadas  por  el
trabajador,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  primero  del
artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.

El  Servicio  de  Impuestos  Internos  determinará
anualmente el  monto de la  bonificación,  informándolo  a la  Tesorería
General de la República para que ésta proceda a efectuar el depósito a
que se refiere el inciso siguiente. Para tal efecto, las Administradoras de
Fondos  de  Pensiones  remitirán  al  Servicio  el  monto  total  de  las
cotizaciones  efectuadas  por  el  trabajador,  a  que  se  refiere  el  inciso
precedente.

La  bonificación  a  que  se  refiere  este  artículo  se
depositará anualmente en una cuenta  individual  especial  y  exclusiva
para  tal  efecto,  que  se  abrirá  en  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones o Institución Autorizada en la que se hubiese efectuado la
correspondiente cotización voluntaria,  depósito de ahorro previsional
voluntario  o  de  ahorro  previsional  voluntario  colectivo.  El  monto
depositado por  concepto de bonificación estará sujeto a las mismas
condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito
en virtud del cual se originó.

Para  cada  retiro  que  afecte  a  los  montos
depositados  que  hayan  sido  objeto  de  la  presente  bonificación,  la
Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada de
que se trate, girará desde la cuenta referida en el inciso precedente a la
Tesorería General de la República un monto equivalente al 15% de aquel
retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a dicho monto. 

La bonificación establecida en el presente artículo y
la rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta
en tanto no sean retiradas.

Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y
Seguros  y  de  Bancos  e  Instituciones  Financieras,  dictarán
conjuntamente  una  norma  de  carácter  general  que  establecerá  los
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procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento de la bonificación
a que se refiere el presente artículo, la oportunidad de su solicitud, su
tramitación y pago, y toda otra disposición necesaria para su adecuada
aplicación.”.

Solicitada votación separada del inciso segundo del
artículo 20 F,  se  rechazó por 5 votos s favor,  4 votos en contra y 2
abstenciones. Sometido a votación el resto del numeral 11 del artículo
79, con las indicaciones del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad
de los Diputados presentes.

NUMERAL 14

Explicación:  Esta  modificación  tiene  por  objeto  eliminar  subsidios
cruzados, debido a que actualmente la administración de estas cuentas no se cobra, por lo
tanto todos los cotizantes que no poseen una cuenta de ahorro voluntario están subsidiando
a  todos  aquellos  afiliados  que  poseen  este  tipo  de  cuenta.  Este  modificación  podría,
eventualmente, incentivar una baja en la comisiones por cotizaciones obligatorias.

14. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Las comisiones por la administración de las cuentas de
ahorro voluntario sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo
mantenido en ellas.”.

b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez,
sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las
comisiones señaladas en este artículo”.

El  Diputado  Dittborn,  don  Julio,  presentó  una
indicación para suprimir los literales a) y b) del numeral 14. Explicó que
la  administración  tiene  un  costo  fijo,  por  lo  que,  al  ser  variable  la
comisión, es muy probable que las AFP prefieran a los afiliados con
mayores rentas, lo que irá en perjuicio de los trabajadores que no estén
en ese segmento de la población.

NUMERAL 22

22. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:

Explicación: Al flexibilizar los requisitos de rentabilidad mínima para
las AFP con menos de 36 meses de funcionamiento, disminuyen las barreras a la entrada
para el ingreso de nuevas Administradoras de Fondos de Pensiones. Por lo tanto, en esta
modificación se amplía en dos puntos la banda de rentabilidad mínima exigida para aquellos
Fondos que tengan menos de 36 meses de funcionamiento. Esto permitirá que los Fondos
puedan conformar sus carteras de inversión de acuerdo a sus propias políticas, debido a que
durante los primeros meses de operación los Fondos están recibiendo flujos importantes de
recursos que dificultan el logro de una diversificación eficiente.

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:
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“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el
caso  que  un  Fondo  cuente  con  menos  de  treinta  y  seis  meses  de
funcionamiento, la Administradora será responsable de que la rentabilidad
real anualizada del respectivo Fondo, para el período en que se encuentre
operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:

1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los
Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los
meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales,
y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los
Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los
meses  de  funcionamiento  del  nuevo  Fondo,  menos  el  valor  absoluto  del
cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.

2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los
Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los
meses  de  funcionamiento  del  nuevo  Fondo,  menos  cuatro  puntos
porcentuales, y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los
Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los
meses  de  funcionamiento  del  nuevo  Fondo,  menos  el  valor  absoluto  del
cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.

Explicación: Se elimina el inciso debido a que se está eliminando la
Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a través de la  modificación del  artículo  38 y  la
derogación del artículo 39, por las razones que se exponen más adelante. 

b) Elimínase el inciso final. 

NUMERAL 23

Explicación: Se elimina la obligatoriedad de las Administradoras de
constituir una Reserva de Fluctuación de Rentabilidad cuando la rentabilidad de los Fondos
de  Pensiones  supere  la  rentabilidad  promedio  del  sistema  para  los  períodos  y  en  las
proporciones establecidas actualmente en la Ley, con el objeto de garantizar el cumplimiento
de la  rentabilidad mínima exigida en el artículo 37. 

Esta eliminación se efectúa debido a que la constitución de la reserva
de fluctuación de rentabilidad disminuye los incentivos de las AFP a alcanzar rentabilidades
muy por  sobre el  promedio del  Sistema, ya que si  esto  ocurriera  se verían obligadas a
constituir reservas con los recursos de los Fondos de Pensiones, lo cual significa mostrar
una rentabilidad menor a la que efectivamente alcanzó el Fondo en un mes determinado. 

Por otra parte, se estima que la constitución del Encaje por parte de
las AFP es suficiente para garantizar la rentabilidad mínima.

23. Deróganse los artículos 38 y 39.

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el
numeral 23, por el siguiente:
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“23. Derógase el artículo 38 y reemplázase el artículo
39, por el siguiente:

“Artículo 39.- Las Administradoras serán responsables
por  los  perjuicios  causados  a  los  afiliados  en  sus  cuentas  de
capitalización individual con ocasión del no cumplimiento oportuno de
sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado a
aquéllas en el ejercicio de los derechos que le establece esta ley. Una
vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido una pérdida
de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado,  siempre que la
Administradora  no  realice  la  compensación  correspondiente,  la
Superintendencia  podrá  ordenar  la  restitución  de  dicha  pérdida  a  la
cuenta  de  capitalización  individual  respectiva,  de  acuerdo  al
procedimiento que establezca una norma de carácter general. En este
último  caso,  la  Administradora  podrá  reclamar  en  contra  de  tal
determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.”

Puesto en votación el numeral 23 del artículo 79 con la
indicación  del  Ejecutivo  fue  aprobado  por  7  votos  a  favor  y  2
abstenciones.

NUMERAL 27

27. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:

a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

Explicación:  Se  eliminan  como  instrumentos  elegibles  para  los
Fondos de Pensiones las acciones de sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se
refiere  la  letra  h)  de  este  inciso.  Estos  instrumentos  no  han  sido  de  interés  de  los
inversionistas, ya que los fondos de inversión que son sustitutos de éstos permiten invertir en
los mismos activos de estas sociedades y presentan el atractivo de la exención tributaria. En
todo caso de existir  este tipo de instrumentos en el  futuro,  estarían contemplados en la
actual letra g) del artículo 45, acciones de sociedades anónimas abiertas.

i. Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i) a la n)
a ser letras h) a la m), respectivamente.

Explicación:  El  D.L.  N°  3.500  se  encuentra  desactualizado  con
respecto a la ley de Mercado de Valores que en una última modificación amplió el plazo
máximo de emisión de los efectos de comercio desde 12 hasta 36 meses. Ello, debido a que,
actualmente el D.L. sólo permite a través de la letra j) del artículo 45 la inversión de los
Fondos de Pensiones en efectos de comercio no renovables con plazo de vencimiento no
superior a un año desde su inscripción en el Registro de Valores. Hoy en día, la inversión de
los Fondos de Pensiones en efectos de comercio con plazo mayor a un año se autoriza a
través de la actual letra l) del citado artículo, que hace referencia a otros instrumentos de
oferta pública. Sin embargo, esta solución no es óptima debido a que se están aplicando a
los efectos de comercio con plazo mayor a un año los límites por instrumento establecidos a
los títulos de la actual letra l), los cuales son menores a los aplicables a los títulos de la
actual letra j). 

Por lo tanto, la solución óptima es también permitir en la nueva letra i),
la inversión de los Fondos en efectos de comercio con plazo mayor a un año. Este cambio
permitirá que el D.L. 3.500 sea consistente con la ley de Mercado de Valores.
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ii.  Reemplázase la actual letra j)  por la siguiente letra i)

nueva:

“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y

privadas;”

Explicación: La actual letra k) del artículo 45 del D.L. N° 3.500 define
los instrumentos extranjeros y  las características que deben tener para que puedan ser
invertidos  los  recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones  en  ellos.  Al  respecto,  en  esta
modificación  se  elimina  la  restricción  que  establece  que  los  instrumentos  de  deuda
extranjeros deben encontrarse aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo (CCR)
para la inversión de los Fondos, debido a que se están modificando las atribuciones de ésta
con el fin de permitir que las Administradoras tengan una  mayor flexibilidad para efectuar el
proceso  de  inversión  de  los  Fondos,  de  acuerdo  a  las  actuales  características  de  los
mercados financieros y el desarrollo de los clasificadores privados.

Adicionalmente, se incorporan en esta letra los valores extranjeros del
título XXIV de la Ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal nacional.
Estos  instrumentos  actualmente  se  encuentran  incorporados  para  la  inversión  de  los
recursos  de  los  Fondos  en  la  actual  letra  l)  de  este  artículo,  que  se  refiere  a  otros
instrumentos de oferta pública cuyos emisores sean fiscalizados por la Superintendencia de
Valores y Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, que autorice
el Banco Central de Chile, y se incorporan en esta letra debido a que corresponden a títulos
representativos de inversión extranjera.

Por otra parte, se menciona por primera vez en esta letra el Régimen
de  Inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones,  el  cuál  regulará  materias  relativas  a  las
inversiones de los Fondos de Pensiones que no sean establecidas en la ley. El objeto de lo
anterior es permitir adecuar con mayor rapidez normas de inversión según los cambios de
los mercados financieros y el crecimiento de los Fondos de Pensiones, entre otros aspectos.
De este modo, esta modificación busca darle a la regulación de inversiones de los Fondos
de Pensiones una adecuada flexibilidad, lo que se dificulta actualmente debido a que ello
requiere de cambios legislativos al D.L. N° 3.500, el cual establece más de 90 límites por
cada Tipo de Fondo. Cabe hacer presente que el actual Reglamento de Inversión de los
Fondos de Pensiones en el Extranjero, que regula la inversión de los Fondos en el exterior,
estará contenido en el Régimen de Inversión que se está creando.

Finalmente, cabe hacer presente que no se incluyen en esta letra las
operaciones  con  instrumentos  derivados  que  tiene  por  objeto  la  cobertura  de  riesgo
financiero entre monedas y tasas extranjeras, las cuales si están incluidas en la actualidad.
Lo anterior, debido a que estas operaciones se incorporarán en la nueva letra l) (anterior
letra m) con el objeto que una misma letra abarque todas las operaciones con instrumentos
derivados independientemente de los mercados donde sean realizadas.

iii.  Sustitúyese la  actual  letra  k)  por  la  siguiente  letra  j)
nueva:

“j)  Títulos  de  crédito,  valores  o  efectos  de  comercio,
emitidos  o  garantizados  por  Estados  extranjeros,  bancos  centrales  o
entidades bancarias extranjeras o internacionales; acciones y bonos emitidos
por  empresas  extranjeras  y  cuotas  de  participación  emitidas  por  Fondos
Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en
los  mercados  internacionales  y  que  cumplan  a  lo  menos  con  las
características  que  señale  el  Régimen  de  Inversión  de  los  Fondos  de
Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos
de  la  inversión  extranjera,  las  Administradoras,  con  los  recursos  de  los
Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos de índices de
instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros
del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario
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formal nacional; y celebrar contratos de préstamos de activos; todo lo cual se
efectuará en conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen.
Asimismo, para los efectos antes señalados, podrán invertir en otros valores
e  instrumentos  financieros,  realizar  operaciones  y  celebrar  contratos  de
carácter  financiero,  que  autorice  la  Superintendencia,  previo  informe  del
Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que establezca el Régimen de
Inversión;”.

Explicación:  Actualmente la letra  l)  del  artículo 45 (nueva letra k),
autoriza la inversión de los Fondos de Pensiones en instrumentos de oferta pública cuyos
emisores  sean  fiscalizados  por  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  o  la
Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que autorice el Banco Central de
Chile. De esta forma, los Fondos de Pensiones pueden adquirir instrumentos no autorizados
expresamente en la ley pero que cumplan con ciertos requisitos, como son la fiscalización de
sus  emisores  por  parte  de las Superintendencias correspondientes  y  la  autorización del
Banco Central. 

Por  medio  de la  modificación propuesta,  los Fondos de Pensiones
podrían  adquirir  otros  instrumentos,  distintos  de  los  autorizados  explícitamente,  con  la
aprobación de la Superintendencia, previo informe de un organismo autónomo como es el
Banco Central. Lo anterior, permite dar una mayor flexibilidad a la inversión de los Fondos,
ya que se agiliza  el  procedimiento de autorización de nuevos títulos.  De esta forma,  se
incentiva la innovación financiera en títulos de libre disponibilidad. Cabe hacer presente que
mediante Régimen de Inversión se fijarían límites a estos instrumentos.

iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la
siguiente letra k) nueva:

“k) Otros instrumentos de oferta pública, cuyos emisores
sean  fiscalizados  por  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  o  la
Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda,
que autorice la  Superintendencia de Pensiones,  previo informe del  Banco
Central de Chile;”

Explicación:  Actualmente,  el  artículo  45 D.L.  N° 3.500 permite  las
operaciones con instrumentos derivados a través de la letra k) para los mercados extranjeros
y de la letra m) para los mercados nacionales. En esta modificación, se propone que todas
las operaciones con instrumentos derivados estén incluidas en una misma letra (nueva letra
l), independientemente de si son realizadas en mercados nacionales o extranjeros.

Por  otra  parte,  se  elimina  la  restricción,  tanto  para  los  mercados
nacionales como para los mercados extranjeros, de que las operaciones con instrumentos
derivados deben efectuarse con el único objetivo de realizar cobertura de riesgo financiero,
por  lo  que  se  reemplaza  el  término  “operaciones  que  tengan  como  único  objetivo  la
cobertura de riesgo financiero” por lo siguiente: “operaciones con instrumentos derivados”.
Lo anterior, tiene como fin otorgar nuevas posibilidades de inversión a los Fondos, las que
en todo caso deberán en todo momento encontrarse reguladas en el Régimen de Inversión
con el objeto que los Fondos no asuman riesgos innecesarios. 

v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l)
la frase: “que tengan como objetivo la cobertura del  riesgo financiero que
pueda afectar a las inversiones del Fondo de Pensiones, que se efectúen
habitualmente en los  mercados secundarios  formales,  y”  por  la  siguiente:
“con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por normas
de carácter general que dictará la Superintendencia.” por lo siguiente “en el
inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.

Explicación:  Actualmente,  los recursos de los Fondos Tipo E sólo
pueden ser invertidos en títulos de renta fija, con el objeto que exista una alternativa para
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aquellos afiliados que no quieran asumir los riesgos de las inversiones en títulos de renta
variable o bien que presenten un horizonte de inversión de corto plazo. 

Sin embargo, esta situación significa para los Fondos Tipo E contar
con menores oportunidades de inversión que los otros Tipos de Fondos, ya que sus recursos
no pueden ser invertidos en títulos de renta variable, los cuales si están permitidos para los
Fondos Tipo A, B, C y D. Lo anterior, afecta la diversificación las carteras de los Fondos Tipo
E, lo cual implica un mayor riesgo producto de la concentración de las inversiones en un
grupo limitado de instrumentos financieros.

A  través  del  inciso  que  se  está  incorporando,  se  autoriza  que  los
Fondos  Tipo  E  puedan  invertir  sus  recursos  en  instrumentos  de  renta  variable,  como
acciones, cuotas de fondos mutuos y cuotas de fondos de inversión, lo cual permitirá a estos
Fondos  mejorar  la  diversificación  de  sus  inversiones  y  por  lo  tanto  incrementar  su
rentabilidad o disminuir su riesgo en el corto plazo. Con todo, la máxima inversión permitida
en títulos de renta variable para estos Fondos será menor a la máxima inversión autorizada
para los otros Tipos de Fondos, como forma que los afiliados cuenten con 5 alternativas
distintas para la inversión de sus recursos previsionales.

b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve
incisos nuevos,  pasando los actuales incisos quinto y  sexto a ser  incisos
décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente: 

“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D
y E podrán invertirse en los instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar
los contratos señalados en las letras a) a la m) del inciso segundo de este
artículo. 

Explicación:  Estas  modificaciones  tienen  por  objeto  disminuir
rigideces  en  el  proceso  de  inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones,  entre  las  cuales  se
encuentra la participación de la CCR en la aprobación de algunos instrumentos financieros.

Al respecto se efectúan las siguientes modificaciones fundamentales:
Los  títulos  de  deuda  nacionales  y  extranjeros  no  requerirán  la

aprobación previa de la CCR para ser adquiridos por los Fondos, sujetando su aprobación a
la clasificación efectuada por entidades privadas. 

Las  acciones  de  sociedades  anónimas  abiertas  de  la  letra  g)  del
artículo 45 podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando cumplan con los
requisitos establecidos  en  la  ley,  eliminando la  atribución  de  la  CCR de  aprobar  dichos
títulos.

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir  títulos de las
letras b), c), d), e), f), i), y de la letra j) cuando se trate de instrumentos de
deuda, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o
superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105, elaboradas por
diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g) que cumplan con
los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir
cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos
a que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital de la letra j) que
estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo, e instrumentos de
la letra k), autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera
por la Comisión Clasificadora de Riesgo.

Explicación:  Se  establecen  los  requisitos  que  deben  cumplir  las
acciones de emisores nacionales para ser adquiridas por los Fondos de Pensiones, debido a
que  la  CCR  no  intervendrá  en  la  aprobación  de  estos  títulos.  Estos  requisitos  son
equivalentes a  los que actualmente debe evaluar  la  CCR para aprobar las acciones de
sociedades anónimas, de acuerdo a la ley.
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Las  acciones  a  que  se  refiere  la  letra  g)  podrán  ser
adquiridas  por  los  Fondos  de  Pensiones  cuando  el  emisor  disponga  de
estados  financieros  auditados  para  los  últimos  tres  años  con  resultados
positivos al menos en los últimos dos; un apropiado nivel de cobertura de
gastos financieros; una adecuada liquidez financiera y un determinado nivel
de  endeudamiento,  todo  ello  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso
siguiente. En el caso de acciones de bancos o de instituciones financieras o
de empresas de leasing no se considerarán para estos efectos el nivel de
cobertura de gastos financieros ni la liquidez financiera. Aquellas acciones
que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los
Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al
menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la Ley N°
18.045. 

Explicación: Se deja encargado al Régimen de Inversión el
establecimiento de la forma de cálculo y los valores mínimos que deben tener los requisitos
específicos de aprobación de las acciones nacionales. 

El Régimen de Inversión regulará la especificación
conceptual,  metodología  de  cálculo  y  el  valor  límite  de  los  indicadores y
requisitos,  según  corresponda,   a  que  se  refiere  el  inciso  anterior.  La
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  y  la  de  Bancos  e  Instituciones
Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se
establezcan en el  Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de
acciones de la letra g) de este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina
también  incluirá  aquellos  emisores  que  no  cumplan  los  requisitos  antes
señalados y será remitida a la Superintendencia a más tardar los días diez
de los meses de abril, junio, octubre y diciembre de cada año, pudiendo sin
embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.

Explicación: La clasificación exigida a los títulos de deuda nacionales
para efectos de la inversión de los Fondos deberá ser realizada por entidades clasificadoras
privadas nacionales, reguladas por la ley N° 18.045. En caso que estos títulos se transen en
mercados  internacionales  las  clasificaciones  podrán  ser  realizadas  por  entidades
clasificadoras internacionales. Lo anterior valida a través de la ley el procedimiento actual de
aprobación de títulos de deuda realizado por la CCR.

Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b),
c), d), e), f), i) y k), las clasificaciones de riesgo a que refiere el inciso quinto
deberán ser elaboradas en conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A
su vez, cuando estos instrumentos se transen en mercados internacionales,
las referidas clasificaciones también podrán ser efectuadas por las entidades
clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.

Explicación: La clasificación exigida a los títulos de deuda extranjeros
para efectos de la inversión de los Fondos deberá ser realizada por entidades clasificadoras
internacionales que el Banco Central de Chile considere para efectos de realizar sus propias
inversiones. En caso que estos instrumentos se transen en el mercado nacional podrán tener
clasificaciones realizadas por entidades clasificadoras nacionales.

Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda
de  la  letra  j)  deberán  ser  efectuadas  por  entidades  clasificadoras
internacionalmente reconocidas, siempre que el Banco Central de Chile las
considere para efectos de la inversión de sus propios recursos. En todo caso,
cuando  los  instrumentos  de  la  letra  antes  señalada  se  transen  en  un
mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá
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ser  efectuada por  las entidades clasificadoras a que se refiere la  Ley N°
18.045. 

Explicación: Se mantiene lo establecido actualmente, en el sentido
que siempre se deberá considerar para los instrumentos de deuda nacionales y extranjeros y
acciones nacionales, la menor clasificación (indicativa de mayor riesgo) de entre las que les
asignen las entidades clasificadoras privadas para efectos de la inversión de los Fondos de
Pensiones.  

Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones
en los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k)
y las acciones de la letra g), se deberá considerar la categoría o clasificación
de mayor riesgo de entre las que les hubieren otorgado los clasificadores
privados.

Explicación:  Se  establece  el  tipo  de   información  que  las
clasificadoras privadas deben entregar a la Superintendencia de Pensiones, para efectos de
la supervisión de las inversiones de los Fondos de Pensiones. 

Las  clasificadoras  a  que  se  refiere  la  ley  N°  18.045
presentarán a la Superintendencia dentro de los cinco primeros días de cada
mes, una lista de clasificación de riesgo de los instrumentos de deuda y de
las acciones que les hayan sido encomendadas, con los respectivos informes
públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de Valores y
Seguros.  Adicionalmente  a  la  lista  de  clasificación  de  riesgo,  se
acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a
la referida Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras,
según corresponda. 

Explicación: Se establecen los requisitos que se deben cumplir para
efectos  de  las  operaciones  con  instrumentos  derivados  que  realicen  los  Fondos  de
Pensiones,  con el  objeto  de resguardar la  seguridad de las inversiones en este  tipo de
instrumentos. A su vez, se establece el tipo de disposiciones que contendrá el Régimen de
Inversión para efectos de las operaciones con instrumentos derivados.

Las  operaciones  con  instrumentos  derivados  a  que  se
refiere la letra l), podrán tener como objeto la cobertura del riesgo financiero
que  pueda  afectar  a  los  Fondos  de  Pensiones  u  otros  fines  distintos.
Aquellas operaciones que tengan por objeto fines diversos de la cobertura
del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el Fondo posea
en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo
objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo,
producto de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen
de Inversión señalará los tipos de operaciones con instrumentos derivados y
los activos objeto involucrados en ellas,  que estarán autorizados para los
recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones.  Asimismo,  dicho  Régimen  podrá
condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados a la
adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean los
resguardos suficientes para su uso.”.

Explicación: Debido a que en el artículo 45 del D.L. N° 3.500 se están
eliminando las acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere
la actual letra h), se efectúan adecuaciones a las letras que en estos incisos señalan los
instrumentos en los que pueden ser invertidos los recursos de los Fondos. 
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c) Sustitúyase en el actual inciso quinto, que ha pasado a
ser décimo tercero, la expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez,
sustitúyase la actual letra “i)” por la letra “h)”.

d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser
décimo cuarto, la expresión “, k)”. A su vez, reemplázase la actual letra “l)”
por la letra “k)”.

Explicación: Se permite la adquisición de títulos de capital y deuda
tanto nacionales como extranjeros de libre disponibilidad, siempre que se ciñan a los límites
que fije  el  Régimen de Inversión,  los cuales serán menores a los establecidos para los
instrumentos que cumplan con las condiciones del inciso quinto y sexto de este artículo.
Para estos efectos, se entiende por títulos de libre disponibilidad a aquellos que no requieren
cumplir con requisitos de clasificación de riesgo. Cabe hacer presente, que en la actualidad
los  Fondos  de  Pensiones  sólo  pueden  invertir  como  títulos  de  libre  disponibilidad  en
acciones y cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos, nacionales y extranjeros.

Esta modificación permite incorporar nuevas alternativas de inversión
a los Fondos de Pensiones, lo cual permite una mayor diversificación de los recursos. 

e)  Agrégase  el  siguiente  inciso  décimo  quinto  nuevo,
pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y
décimo séptimo, respectivamente:

“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de
las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j) que cumplan con lo establecido en el
Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en
los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se ajuste a los límites
especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 

Explicación:  El  objetivo  principal  de  estas  modificaciones  es
simplificar la actual estructura de inversión y otorgar amplios espacios de flexibilidad a la
fijación  de  límites  de  inversión.  Asimismo,  se  busca  que  las  Administradoras  asuman
progresivamente una mayor responsabilidad en las decisiones de inversión de los Fondos, a
través del establecimiento de políticas de inversión reguladas en el nuevo artículo 50 de este
proyecto de ley.

Por lo tanto,  se definen por ley sólo cinco límites por instrumentos
para los Fondos de Pensiones, considerados como relevantes para acotar el riesgo de los
Fondos  y  estructurales  para  el  esquema  de  Multifondos.  El  Banco  Central  tendrá  la
atribución de fijar dichos límites dentro de los rangos que establece la ley para cuatro de
ellos, tal como ocurre actualmente. Además, se permite a los Fondos Tipo E invertir como
máximo un 5% del valor del Fondo en títulos de renta variable (acciones, cuotas de fondos
de  inversión,  cuotas  de  fondos  mutuos,  entre  otros)   y  se  establece,  con  el  objeto  de
mantener la diferenciación de los tipos de Fondos, que siempre que un Fondo tenga un
mayor límite  en instrumentos de renta variable deberá tener un mayor porcentaje  de su
cartera invertido en estos títulos. 

Con relación al límite para la inversión en renta variable que se fija por
ley, se establece que no se considerará dentro de este tipo de inversión, aquella que se
encuentre  en cuotas de fondos mutuos y de inversión cuyas carteras de inversiones se
encuentren constituidas por títulos de deuda. Lo anterior, con el objeto que no copen el límite
para  la  inversión  en  renta  variable  aquellos  vehículos  de  inversión  cuyos  subyacentes
correspondan a instrumentos de deuda. 

Adicionalmente,  se  eliminan  un  grupo  importante  de  límites  por
instrumentos  y  grupos  de  instrumento,  debido  a  que  se  considera  apropiado  que  las
Administradoras  sean  las  que  determinen  la  mejor  combinación  de  títulos  para  las
inversiones de los Fondos que maximicen la rentabilidad y minimicen el riesgo. 

Por otra parte, se crea un Régimen de Inversión que fijará, al menos,
los límites para los tipos de instrumentos que se indican debido a las características de
mayor riesgo de cada uno de ellos. Adicionalmente, contendrá otras materias relacionadas
con la inversión de los Fondos de Pensiones. Se establece que el Régimen de Inversión se
emitirá  mediante  resolución  de  la  Superintendencia  de  Pensiones,  previa  consulta  a  un
Consejo Técnico de Inversiones,  el  que se crea en este  proyecto de ley a través de la
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incorporación del Título XV al D.L. N° 3.500. Actualmente, los límites de inversión de los
Fondos de Pensiones por instrumentos y grupos de instrumentos son fijados por el Banco
Central de Chile dentro de los rangos estipulados en la ley, lo que resta dinamismo a las
inversiones de los Fondos.

En relación al  límite de inversión para instrumentos extranjeros,  se
establecen dos límites, uno global para la suma de los Fondos de Pensiones y uno para
cada tipo de Fondo, indicándose que siempre será aplicable el mayor valor que resulte de
ellos. El establecimiento de un límite por tipo de Fondo tiene por objeto evitar la existencia de
conflictos de interés para una AFP, los cuales pueden surgir al momento de gestionar la
inversión en el extranjero por Tipo de Fondo con la existencia de un límite global que se va
haciendo más restrictivo. Específicamente, puede darse que una AFP para responder a la
mayor demanda de afiliados por un determinado Tipo de Fondo aumente la inversión en
títulos extranjeros para ese Fondo en busca de una mayor rentabilidad, disminuyendo la
inversión en el exterior en aquellos Fondos menos demandados por los afiliados, lo cual
podría perjudicar a aquellos trabajadores que por asignación de edad u opción propia se
mantienen  en  dichos  Fondos.  Cabe  señalar,  que  se  mantiene  el  límite  global  para  las
inversiones  en  el  extranjero,  evitando  que  ésta  varíe  según  el  tipo  de  Fondo  que
preferentemente elijan los afiliados, ya que se están fijando límites menores para aquellos
Fondos menos intensivos en renta variable. Por otra parte, la fijación del límite en el exterior
dentro del rango establecido en la Ley será facultad del Banco Central de Chile. Cabe hacer
presente, que se aumenta el rango dentro del cual dicha entidad puede establecer el límite
en el exterior, con el objeto de permitir mayores oportunidades de inversión para los recursos
de los Fondos de Pensiones, lo cual implica una mayor diversificación de las carteras de
inversión. 

Finalmente,  con  el  objeto  de  normar  la  inversión  indirecta  en  un
instrumento, se establece que se regulará explícitamente en el Régimen cuales serán las
restricciones a este tipo de inversión.  

f)  Sustitúyense  los  actuales  incisos  noveno  al  vigésimo
cuarto inclusive por los siguientes siete incisos nuevos, que pasarán a ser
décimo octavo a vigésimo cuarto, respectivamente:

“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones
en los instrumentos que se indican en los números 1 al 4 siguientes, deberán
ceñirse a los límites máximos de inversión que establezca el Banco Central
de Chile dentro de los rangos que se señalan para cada uno de ellos: 

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los
instrumentos mencionados en la letra a) del  inciso segundo no podrá ser
inferior  ni  superior  a:  30%  y  40%  del  Fondo,  respectivamente,  para  los
Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo
Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el  Fondo Tipo D, y
50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.

2)  El  límite  máximo para la inversión de los Fondos de
Pensiones de una misma Administradora en el extranjero corresponderá al
mayor  valor  que  resulte  entre  el  límite  establecido  para  la  suma  de  los
Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites fijados para cada Tipo
de Fondo.

El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la
suma de las inversiones de los Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma
Administradora en el extranjero dentro de un rango que va desde un 30% a
un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los límites máximos para
la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un rango que
va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90%
del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo
Tipo C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a
35% del Fondo para el Fondo Tipo E. 
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Por inversión en el  extranjero se entenderá la  inversión
que se efectúe en títulos extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso
segundo, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los
instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5° de la ley Nº 18.815,
que se  efectúe a  través de los fondos de inversión,  más el  monto  de la
inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones  en  los  instrumentos  9.  y  11.  del
artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los
fondos  mutuos.  El  Régimen  de  Inversión  establecerá  en  qué  casos  se
entenderá que la inversión que se efectúe a través de los fondos a que se
refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los límites señalados.

3)  Los  límites  máximos  para  la  inversión  en  moneda
extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras
para cada tipo de Fondo no podrán ser inferiores ni superiores a: 30% y 50%
del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A; 25% y 40% del Fondo,
respectivamente,  para  el  Fondo  Tipo  B;  20%  y  35%  del  Fondo,
respectivamente,  para  el  Fondo  Tipo  C;  15%  y  25%  del  Fondo,
respectivamente,  para  el  Fondo  Tipo  D,  y  10%  y  15%  del  Fondo,
respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo caso, el límite máximo para
el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste, menor al del
Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 

4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los
instrumentos que se señalan en los números 1,  2,  3,  4,  6 y  7 del  inciso
vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo,
cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al
diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada
Tipo de Fondo A, B, C, y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir
de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en
este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 

El límite máximo para la suma de las inversiones en los
instrumentos señalados en las letras g) y h), más el monto de los aportes
comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del
artículo 48, como también para los de las letras j) y k), cuando se trate de
instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%, 20% y
5%  del  valor  de  los  Fondos  de  Pensiones  Tipos  A,  B,  C,  D  y  E,
respectivamente. Para efectos de este límite, no se considerarán las cuotas
de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo,
cuando la cartera de inversiones de dichos fondos se encuentre constituida
preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá
en qué casos se entenderá que la cartera de los fondos de inversión y fondos
mutuos se considerará constituida preferentemente por títulos de deuda. Con
todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un mayor
límite máximo en instrumentos representativos de capital,  deberá tener un
porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 

El  Régimen  de  Inversión  podrá  establecer  otros  límites
máximos  en  función  del  valor  del  o  los  Fondos  de  Pensiones,  según
corresponda,  para  los  instrumentos,  operaciones  y  contratos  del  inciso
segundo. Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo
para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.
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En todo caso, el Régimen de Inversión deberá establecer
límites respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los
números 1 al 9 siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f),
i),  j)  y  k),  estas  dos  últimas  cuando  se  trate  de  instrumentos  de  deuda,
clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a
que se  refiere el  artículo  105,  que cuenten con sólo una clasificación de
riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá
ser  igual  o  superior  a  las  categorías  antes  señaladas,  o  que  cuyas
clasificaciones  hayan  sido  rechazadas  por  la  Comisión  Clasificadora  de
Riesgo;

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f),
i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, que
tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos
que no cuenten con clasificación de riesgo;

3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan
con los requisitos establecidos en el inciso sexto de este artículo y cuotas de
fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h), no
aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja
liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) más el
monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere
el  inciso  sexto  del  artículo  48,  cuando  estos  instrumentos  sean  de  baja
liquidez;

5)  Aportes  comprometidos  mediante  los  contratos  de
promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión;

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de
fondos mutuos a que se refiere la letra j),  no aprobadas por la Comisión
Clasificadora de Riesgo;

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se
refiere la letra k);

8)  Operaciones  con  instrumentos  derivados  a  que  se
refiere la letra l). En este caso, los límites deberán ser fijados en función de
los  activos  objetos  involucrados,  del  valor  de  las  operaciones  y  de  la
inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer límites a la
entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere
el artículo 34, y 

9)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como objeto  el
préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de
Pensiones, a que se refieren las letras j) y m).

A su vez, el  Régimen de Inversión regulará la inversión
indirecta  que  los  Fondos  de  Pensiones  podrán  efectuar  a  través  de  los
instrumentos señalados en este artículo. 
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El Régimen de Inversión establecerá también los criterios
que definirán en qué casos los instrumentos de la letra g) y las cuotas de
fondos  de inversión  a  que  se  refiere  la  letra  h)  se  considerarán de baja
liquidez. La liquidez de estos instrumentos será calculada trimestralmente por
la Superintendencia de Valores y Seguros. 

Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de
Pensiones  se  establecerá  el  Régimen  de  Inversión,   previo  informe  del
Consejo Técnico que se refiere el Título XVI. La Superintendencia no podrá
establecer  en  el  Régimen  de  Inversión  contenidos  que  hayan  sido
rechazados  por  el  Consejo  Técnico  de  Inversiones  y  asimismo,   en  la
mencionada  resolución  deberá  señalar  las  razones  por  las  cuales  no
consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el
referido  Consejo.  Dicha  Resolución  será  dictada  previa  visación  del
Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda.”.

Explicación: Se efectúa una adecuación a este inciso debido a que
se está eliminando como instrumento susceptible de ser adquirido con los recursos de los
Fondos a las acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas a que se refiere la
actual letra h).

g) En la primera oración del último inciso, reemplázase la
letra “l)” por la letra “k)” y la expresión “en este artículo” por la siguiente: “por
la ley o el Régimen de Inversión”. A su vez, en la segunda oración de este
inciso reemplázase la frase “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la
Superintendencia”. 

NUMERAL 28

28. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:

Explicación:  Se  efectúa  esta  modificación  para  hacer  explicita  la
prohibición de la inversión indirecta de los recursos de los Fondos de Pensiones en las
acciones señaladas en este inciso, que corresponden a acciones de sociedades como AFP,
Compañías de Seguros, Administradoras de Fondos, entre otras.

a) Intercálase en el  inciso primero entre las expresiones
“invertidos” y “en acciones” la expresión “, directa o indirectamente,”.

Explicación:  Debido  a  que  se  están  eliminando  las  acciones  de
sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere la actual letra h) del artículo 45
del  D.L.  N°  3.500,  como  instrumento  susceptible  de  ser  adquirido  por  los  Fondos  de
Pensiones, se elimina este inciso en el que se establecían restricciones para la inversión en
tales instrumentos. 

b)  Elimínase  el  inciso  segundo,  pasando  los  actuales
incisos tercero y cuarto a ser los incisos segundo y tercero, respectivamente.

Explicación: Debido a que en el artículo 45 del D.L. N° 3.500 se están
eliminando las acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, se efectúa en
esta modificación una adecuación a las letras de dicho artículo. 
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c)  Reemplázase en la  primera  oración  del  actual  inciso
tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)”
por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez, sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.

Explicación: Actualmente, el D.L. N° 3.500 establece que la Comisión
Clasificadora de Riesgo tiene la facultad para rechazar acciones de sociedades en las que el
Estado tuviere el 50% o más de las acciones suscritas y que estén sometidas a fijación de
tarifas o de acceso a mercados, cuando se produzca alguna de las situaciones señaladas en
la ley, para efectos que la Administradora pueda ejercer el derecho a retiro de la sociedad. Al
respecto, considerando que se están modificando las atribuciones de la CCR y que ésta no
tendrá la función de aprobación y rechazo de acciones nacionales, se establece que cuando
las  clasificadoras  privadas  asignen  una  clasificación  de  riesgo  de  segunda  clase  al
producirse alguna de las situaciones que se indican, las Administradoras podrán ejercer el
mencionado derecho a retiro. Por lo tanto, se agregan estos dos incisos nuevos al artículo 45
bis, eliminándose el actual artículo 107 del DL Nº 3.500, referido a esta materia.

Adicionalmente, se amplia la facultad de ejercer el derecho a retiro de
las Administradoras no sólo en el caso en que el Estado posea más del 50% de las acciones
suscritas, sino cuando detente la calidad de controlador. Lo anterior considerando que se
puede controlar una sociedad con menos del 50% de las acciones suscritas. 

Cabe señalar que se faculta a las Administradoras para solicitar a las
entidades privadas la clasificación de estas acciones, estableciéndose que ellas financiarán
tales clasificaciones. 

d) Agrégase los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos,
pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Las Administradoras que hayan invertido recursos de los
Fondos  de  Pensiones  en  acciones  de  sociedades  en  que  el  Estado,
directamente  o  por  intermedio  de  sus  empresas,  instituciones
descentralizadas, autónomas, municipales o a través de cualquiera persona
jurídica, sea controlador en dichas sociedades, podrán ejercer el derecho a
retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley
Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que
alude el inciso sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen
que  su  clasificación  es  de  segunda  clase  o  sin  información  suficiente,
basándose  en  que  algunas  de  las  siguientes  causales  afecta  negativa  y
substancialmente su rentabilidad:

a. La modificación de las normas que las rijan en materia
tarifaria o de precios de los servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o
relativas al acceso a los mercados;

b.  La  determinación  de  sus  administradores  o  de  la
autoridad en el sentido de fijar el precio de esos bienes o servicios en forma
que los alteren negativa y substancialmente en relación a los que se hayan
tenido en consideración al aprobar las acciones;

c.  La  determinación  de  sus  administradores  o  de  la
autoridad de adquirir materias primas u otros bienes o servicios necesarios
para  su  giro  que  incidan  en  sus  costos,  en  términos  o  condiciones  más
onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se ofrecen
en  el  mercado,  sean  nacionales  o  extranjeros,  considerando  el  volumen,
calidad y especialidad que la sociedad requiera;

d.  La  realización  de acciones de fomento o  ayuda o el
otorgamiento directo o indirecto de subsidios de parte de la sociedad, que no
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existían en la época de adquisición de las acciones por parte de los Fondos
de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados directa o indirectamente,
por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y

e.  La  realización  de  cualquiera  otra  acción  similar,
dispuesta por la administración de la sociedad o por la autoridad, que afecte
negativamente la rentabilidad actual o futura de la sociedad.

Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán
ser elaboradas por entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045
y podrán ser solicitadas por alguna Administradora con cargo a ella.”.

Explicación: Se modifica este inciso con el objeto de incorporar otros
instrumentos con comisiones implícitas para efectos de la determinación de las comisiones
máximas que pueden ser pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones. Lo anterior, debido
a que en los últimos años se ha autorizado la  inversión de los Fondos en otros títulos
distintos a los fondos mutuos y fondos inversión que presentan comisiones implícitas. 

Por otra parte, con el objeto de limitar el cobro de comisiones a los
Fondos de Pensiones por las inversiones en vehículos de inversión, se establece que las
comisiones máximas que podrán ser cargadas al Fondo no podrán exceder las comisiones
promedio de mercado. 

e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)”
por la expresión  “h) y j)”. A su vez, intercálase a entre el número “45” y la
coma (,) lo siguiente: “y títulos representativos de índices de instrumentos
financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así como para otros
instrumentos definidos en el Régimen de Inversión, que incluyan comisiones
en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra
al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de
inversión y otros emisores”. 

ii)  Sustitúyase  en  la  cuarta  oración  la  expresión
“volúmenes  de  inversión,  zona  geográfica,  tipo  de  empresa  en  las  que
inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión y régimen tributario que les
sea  aplicable”,  por  la  siguiente:  “total  de  activos  administrados,  zona
geográfica  y  tipos  de empresas en las  que inviertan los  emisores de los
instrumentos antes señalados”. 

iii)  Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con
todo, las citadas comisiones máximas no podrán exceder al promedio de las
comisiones  cobradas  para  el  tipo  de  instrumento  que  se  trate  según  las
características antes mencionadas.”.

Explicación:  Actualmente,  el  D.L.  N°  3.500  establece  que  las
comisiones y gastos producto de la  inversión de los Fondos a través de sociedades de
administración de cartera son de cargo de la Administradora, mientras que las comisiones y
gastos por las inversiones que se realizan a través de fondos mutuos y fondos de inversión
son de cargo de los Fondos de Pensiones, en tanto éstos no superen los valores máximos
establecidos por la autoridad. Lo anterior, produce sesgos en la elección de mecanismos de
inversión, específicamente para las inversiones que se realizan en el extranjero, las cuales
son efectuadas por las Administradoras a través de fondos mutuos y fondos de inversión,
debido a que los gastos derivados de aquéllos son de cargo de los Fondos. Esto a pesar de
que los administradores de carteras (mandatarios) podrían resultar ser menos costosos y
más eficientes. 
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Con el objeto de eliminar los actuales sesgos en la elección de los
mecanismos de inversión por parte de las Administradoras, se establece que las comisiones
y gastos derivados de la inversión de los Fondos vía mandatarios sean con cargo a los
Fondos de  Pensiones,  siempre que no excedan los valores máximos que establezca la
autoridad,  lo  que resulta  similar  a  lo  dispuesto  actualmente  para  las  inversiones  de  los
Fondos que se realizan a través de fondos mutuos y fondos de inversión.  

Por otra parte, con el objeto de limitar el cobro de comisiones a los
Fondos de Pensiones por  las inversiones a través de mandatarios,  se establece que la
comisión  máxima  que  podrá  ser  cargada  al  Fondo  no  podrá  exceder  al  promedio  de
mercado.

Finalmente,  con  el  objeto  de  aumentar  la  transparencia  de  estas
comisiones cobradas a los Fondos de Pensiones,  se establece que la  Superintendencia
instruirá a las AFP a publicar estos cobros.

f) Agrégase a continuación del inciso final que ha pasado a
ser sexto los siguientes dos incisos nuevos: 

“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de
una  resolución  debidamente  fundada  y  que  procure  reflejar  valores  de
mercado, las comisiones máximas a ser pagadas con cargo a los Fondos de
Pensiones a las entidades extranjeras a la que la Administradora encargue la
administración de todo o parte de los recursos de los Fondos de Pensiones
invertidos en títulos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo
45. Al efecto, se oirá previamente a las Administradoras. Si las comisiones
pagadas  fueren  mayores  a  las  máximas  establecidas,  los  excesos  sobre
estas últimas serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación
de tales comisiones se considerarán, al menos, las clases de activos, total de
activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que se
inviertan los recursos de los Fondos a través de una entidad extranjera. La
referida resolución definirá también la forma y periodicidad de la devolución a
los Fondos de Pensiones de las comisiones que se hubieren pagado a la
entidad mandataria por sobre las máximas establecidas en conformidad a
este inciso. Con todo, las citadas comisiones no podrán exceder al promedio
de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior.

La  Superintendencia  informará  trimestralmente  las
comisiones  efectivamente  pagadas  por  los  Fondos  de  Pensiones  y  las
administradoras a los fondos de inversión, fondos mutuos y otros emisores
con comisiones implícitas, así como también las comisiones efectivamente
pagadas  a  las  entidades  mandatarias.  Asimismo,  las  Administradoras
deberán publicar  estas comisiones en la  forma y con la  periodicidad que
señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

NUMERAL 29

Explicación: Debido a que en el artículo 45 del D.L. N° 3.500 se están
eliminando las acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, se efectúa en
esta modificación una adecuación a las letras de dicho artículo. 

A la vez, mediante modificación a la segunda oración de este inciso,
se  amplia  la  facultad  de  las Administradoras de efectuar  giros  con  el  fin  de acceder  al
mercado cambiario formal para inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de
Pensiones  tanto  en  mercados  nacionales  como  extranjeros.  Esto  debido  a  que  en  el
mercado  nacional  se  han  emitido  instrumentos  cuyos  pagos  de  intereses  y  capital  se
efectúan en moneda extranjera, que si bien en la actualidad son transados en pesos, en el
futuro podrían transarse exclusivamente en dólares, lo que significaría que los Fondos de
Pensiones no podrían participar como inversionistas. 
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29. Sustitúyese en la primera oración del inciso tercero del
artículo 46, la frase “de cobertura de riesgo señaladas en la letra m)” por la
siguiente “con instrumentos derivados señaladas en la letra l)”.  Asimismo,
reemplázase en la segunda oración de este inciso, la expresión “señaladas
en  las  letras  k)  y  l)  cuando  corresponda  y  en  otras  inversiones  que  se
realicen en mercados internacionales” por la siguiente: “que se realicen en
mercados nacionales e internacionales”.”

NUMERAL 30

30. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:

Explicación: En la actualidad los límites por emisor establecidos en la
ley tienen los siguientes objetivos: por una parte acotar la concentración de las inversiones
de  los  Fondos  de  Pensiones  en  instrumentos  emitidos  o  garantizados  por  una  misma
entidad, y por otra, evitar que los Fondos de Pensiones adquieran un peso significativo en
las  decisiones  del  emisor,  es  decir,  que  participen  como  controlador  en  una  sociedad.
Adicionalmente,  existen límites en función de la serie del  título emitido, con el  objeto de
resguardar una adecuada formación de precios en el mercado.

Con el objeto de introducir una mayor flexibilidad a la regulación de las
inversiones de los Fondos y a la vez incentivar a las AFP a tomar un rol más activo en las
decisiones  de  inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones,  pero  siempre  resguardando  la
seguridad con que éstas se efectúen, se propone el establecimiento por ley de aquellos
límites que están en función del activo o patrimonio o del número de acciones o cuotas
suscritas del emisor y de los límites en función de la serie de un instrumento. Por su parte,
para el caso de los límites relacionados con la diversificación de los activos de los Fondos de
Pensiones,  es  decir,  aquellos  en  función  del  valor  de  los  Fondos,  se  propone  fijarlos
mediante Régimen de Inversión.

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45,
la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una
misma Administradora, en depósitos en cuentas corrientes y a plazo y en
títulos de deuda emitidos por un banco o institución financiera y sus filiales, o
garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un múltiplo único
para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile y
el  patrimonio del  banco o entidad financiera de que se trate.  El  valor del
múltiplo  único  aludido  variará  entre  0,5  y  1,5.  En  ningún  caso  el  Banco
Central  de Chile podrá fijar  un múltiplo único inferior al  valor vigente a la
fecha de modificación de éste.”.

Explicación: Se elimina este inciso debido a que establece un límite de
diversificación en función del valor de los Fondos de Pensiones, el cual será establecido
mediante Régimen de Inversión.

b) Elimínase el inciso segundo.
Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en

la ley los límites por emisor en función del patrimonio del emisor, dejando en el Régimen de
Inversión  la  fijación  de  los  límites  por  emisor  relacionados con  la  diversificación  de  los
Fondos de Pensiones, es decir, aquellos que están en función del valor de los Fondos.

c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a
ser  inciso  segundo,  por  el  siguiente:  “La  suma  de  las  inversiones  con
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recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones  de  una  misma Administradora,  en
títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro sea realizar
operaciones  de  leasing,  no  podrán  exceder  el  setenta  por  ciento  del
patrimonio de la empresa.”. 

Explicación: Se elimina este inciso que establece que los Fondos de
Pensiones no pueden invertir en títulos bajo grado de inversión, en consideración a que de
acuerdo a este proyecto de ley los recursos de los Fondos podrán ser invertidos en títulos de
este  tipo,  siempre  bajo  los  límites  restrictivos  que  se  establezcan  en  el  Régimen  de
Inversión. 

d) Elimínase el actual inciso sexto.
Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en

la ley los límites por emisor en función de las acciones suscritas del emisor, dejando en el
Régimen de Inversión la fijación de los límites por emisor relacionados con la diversificación
de los Fondos de Pensiones, es decir, aquellos que están en función del valor de éstos. 

e) Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a
ser inciso quinto, por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos
de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad de
las señaladas en la  letra  g)  del  inciso segundo del  artículo  45,  no podrá
exceder  el  siete  por  ciento  del  total  de  las  acciones  suscritas  de  dicha
sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el monto
máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 

Explicación: Se eliminan los incisos octavo y noveno en los que se
establecen  límites  especiales,  en  función  del  valor  del  Fondo  de  Pensiones,  para  las
acciones  y  cuotas  de  fondos  de  inversión  y  fondos  mutuos,  respectivamente,  que  no
requieran  la  aprobación  de  la  Comisión  Clasificadora  de  Riesgo.  Estos  límites  serán
incluidos en el Régimen de Inversión.

Por otra parte, se elimina el inciso décimo que establece límites por
emisor para la inversión en acciones de sociedades inmobiliarias, ya que este instrumento
específico se está eliminando del artículo 45.

f)  Elimínanse  los  actuales  incisos  octavo,  noveno  y

décimo.

Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en
la ley los límites por emisor en función del número de acciones suscritas del emisor, dejando
en  el  Régimen  de  Inversión  la  fijación  de  los  límites  por  emisor  relacionados  con  la
diversificación de los Fondos de Pensiones.

g)  Reemplázase  en  el  actual  inciso  undécimo  que  ha
pasado a ser inciso sexto por el siguiente: “La suma de las inversiones de los
Fondos de Pensiones de una misma Administradora  en acciones de una
sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio por ciento
del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.

Explicación:  Actualmente,  la  ley  establece  límites  por  emisor  en
función de parámetros como la concentración y liquidez bursátil de una sociedad. Luego, los
incisos a los que se refiere esta modificación establecen la forma de determinar los factores
asociados a la liquidez y concentración de un emisor para efectos de aplicarlos a los límites
de inversión. 

Considerando  que  los  límites  por  emisor  relacionados  con  la
diversificación de los Fondos y, por lo tanto, en función de parámetros como los descritos
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serán fijados mediante Régimen de Inversión, se eliminan estos incisos ya que la definición
de tales parámetros quedará contenida en dicho Régimen.

h)  Eliminánse  los  actuales  incisos  duodécimo,  décimo
tercero, décimo cuarto y décimo quinto.

Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en
la ley los límites por emisor para cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos en función
de las cuotas suscritas del emisor, dejando en el Régimen de Inversión la fijación de los
límites por emisor relacionados con la diversificación de los Fondos de Pensiones.

i)  Reemplázase  el  actual  inciso  décimo  sexto  que  ha
pasado a ser inciso séptimo por el siguiente: “La suma de las inversiones de
los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un
fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso segundo
del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los
contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que
corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las
cuotas suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir  y  pagar del
respectivo fondo de inversión. Cuando se suscriban cuotas de una nueva
emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por
ciento de la emisión. Con todo, la suma de las inversiones de los Fondos de
Pensiones  de  una  misma  Administradora  en  cuotas  de  un  fondo  mutuo
referidos  en  la  letra  h)  del  inciso  segundo  del  artículo  45,  no  podrá  ser
superior  al  treinta  y  cinco  por  ciento  de  las  cuotas  en  circulación  del
respectivo fondo mutuo.”.

Explicación:  Actualmente,  la  ley establece límites  por  emisor  para
cuotas de fondos de inversión en función de la diversificación de la cartera de instrumentos
del fondo. El inciso décimo séptimo establece la forma de determinar el factor asociado a la
diversificación de un fondo de inversión para efectos de aplicarlos a los límites de inversión.
Considerando que los límites por emisor relacionados con la diversificación de los Fondos de
Pensiones y por lo tanto en función de parámetros como el  antes descrito serán fijados
mediante  Régimen  de  Inversión,  se  elimina  este  inciso  ya  que  la  definición  de  dicho
parámetro quedará contenida en él.

Por otra parte,  se elimina el inciso décimo octavo con el objeto de
mantener en la ley los límites por emisor en función de los activos o patrimonio del emisor o
del número de acciones o cuotas suscritas del emisor, dejando en el Régimen de Inversión
la fijación de los límites por emisor relacionados con la diversificación de los Fondos de
Pensiones.

j)  Elimínanse  los  actuales  incisos  décimo  séptimo  y
décimo octavo.

Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en
la Ley los límites por emisor para acciones y cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos
extranjeros que se transen en el mercado nacional en función del patrimonio del emisor,
dejando en el Régimen de Inversión la fijación de los límites por emisor relacionados con la
diversificación de los Fondos de Pensiones, es decir, aquellos que están en función del valor
de éstos.

k)  Reemplázase el  actual  inciso décimo noveno que ha
pasado a ser inciso octavo por el siguiente: “La suma de las inversiones de
los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de la
letra  j)  del  inciso  segundo  del  artículo  45  de  un  mismo  emisor,  que  no
requieran de  la  aprobación  de la  Comisión  Clasificadora  de Riesgo  y  se
transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete
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por  ciento  de  las  acciones  suscritas  de  dicho  emisor.  La  suma  de  las
inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en
cuotas de participación emitidas por fondos mutuos y fondos de inversión de
la letra j)  del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no
requieran de  la  aprobación  de la  Comisión  Clasificadora  de Riesgo  y  se
transen  en  un  mercado  secundario  formal  nacional,  no  podrá  exceder  el
treinta  y  cinco  por  ciento  de  las  cuotas  en  circulación  o  suscritas  del
respectivo fondo mutuo o de inversión.”.

Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en
la ley los límites por emisor para bonos y efectos de comercio en función del activo del
emisor, dejando en el Régimen de Inversión la fijación de los límites por emisor relacionados
con la diversificación de los Fondos de Pensiones.

l) Reemplázase el actual inciso vigésimo, que ha pasado a
ser inciso noveno, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos
de  los  Fondos  de  Pensiones  de  una  misma Administradora,  en  bonos  y
efectos de comercio, emitidos o garantizados por una misma sociedad, no
podrá  exceder  el  doce  por  ciento  del  valor  del  activo  de  la  sociedad
emisora.”.

Explicación: Se reemplaza este inciso con el objeto de mantener en
la Ley los límites por emisor para bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad
matriz y sus filiales en función del activo del emisor, dejando en el Régimen de Inversión la
fijación  de  los  límites  por  emisor  relacionados  con  la  diversificación  de  los  Fondos  de
Pensiones.

m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha
pasado a ser inciso décimo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con
recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones  de  una  misma Administradora,  en
bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus filiales o
garantizados por ellas,  no podrá exceder el  doce por ciento del  valor del
activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 

Explicación:  Se  elimina  este  inciso  que  establece  que  el  Banco
Central no puede fijar un múltiplo único inferior al valor vigente, ya que la disposición se
incorporó en el inciso primero que es el único que contempla dicho múltiplo.

n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.

Explicación: Se modifica este inciso con el objeto de mantener en la
ley los límites por emisor para bonos y efectos de comercio emitidos por unas sociedades
securitizadoras en función de la  serie  del  título,  dejando en el  Régimen de Inversión la
fijación  de  los  límites  por  emisor  relacionados  con  la  diversificación  de  los  Fondos  de
Pensiones.

o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha
pasado a ser inciso undécimo por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido
en los incisos anteriores,  la suma de las inversiones con recursos de los
Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos de
comercio  emitidos por  sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la
emisión de bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos
transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva
serie.”. 
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Explicación:  Se  elimina  el  inciso  vigésimo  cuarto  que  establece
límites por emisor para bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades con menos de
tres años, ya que a estos títulos le serán aplicables los límites en función de la serie que se
establecen en los actuales incisos cuarto y quinto. Los límites por emisor en función del
Fondo para estos instrumentos serán fijados en el Régimen de Inversión. 

A su vez, se elimina el inciso vigésimo quinto que establece límites
para inversión en acciones, bonos y efectos de comercio de una misma sociedad, que están
fijados en función del valor del Fondo de Pensiones. Estos límites serán establecidos en el
Régimen de Inversión.

p)  Elimínanse  los  actuales  incisos  vigésimo  cuarto  y

vigésimo quinto.

Explicación:  Se efectúa una adecuación de letras a este inciso en
consideración a los cambios efectuados en el artículo 98, el que se señalan las definiciones
del D.L. N° 3.500. 

q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha
pasado a ser duodécimo la expresión “k)” por la siguiente “h)”.

Explicación: Con el objeto de otorgar un marco mayor de flexibilidad
a las inversiones de los Fondos de Pensiones, se establece que el Régimen de Inversión
podrá fijar otros límites por emisor para los instrumentos y en función de los parámetros que
se  establecen  en  la  ley.  Estos  límites  tendrán  como  objeto  el  logro  de  una  adecuada
diversificación de los Fondos. 

De esta forma, la modificación propuesta permitirá adecuar un grupo
importante de  límites con mayor flexibilidad en caso que éstos requieran modificaciones,
dadas las condiciones de mercado o las características de los Fondos, entre otros aspectos. 

Cabe  señalar  que  los  parámetros  considerados  para  el
establecimiento  de  límites  de  inversión  por  emisor  son  los  mismos  que  actualmente  se
señalan en el D.L. N° 3.500.  

Por otra parte, se deja la facultad para fijar por Régimen de Inversión
límites por emisor según las características de los títulos, como por ejemplo, cumplimiento o
incumplimiento  de  requisitos  mínimos,  aprobación  o  rechazo  por  parte  de  la  Comisión
Clasificadora de Riesgo, entre otros.

Finalmente,  con  el  objeto  de  normar  la  inversión  indirecta  en  un
emisor, que pueda efectuarse a través de la inversión en otro emisor, se establece que ésta
se  regulará  en  el  Régimen  de  Inversión  con  el  objeto  de  definir  en  él  qué  límites  son
aplicables, así como también las condiciones bajo las cuales deberá efectuarse.

r)  Intercálase a continuación del  inciso décimo segundo
nuevo, los siguientes cuatro incisos nuevos:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el
Régimen de Inversión  podrá  establecer  límites  máximos de inversión  por
emisor en función del valor de un Tipo de Fondo de Pensiones o de la suma
de los Fondos de una misma Administradora. 

Los límites  máximos a que se refiere el  inciso anterior,
podrán estar diferenciados de acuerdo a lo siguiente: 

1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos
de deuda a que se refieren las letras b), c), d), e), f),  i), j) y k) del inciso
segundo del artículo 45;
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2)  Concentración  de  la  propiedad  accionaria  y  liquidez
bursátil, para las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del
artículo 45;

3)  Diversificación  de  la  cartera  de  inversión,  para  las
cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del inciso segundo
del artículo 45 y para los montos de los aportes comprometidos mediante los
contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 

4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos
de comercio de las letras e), f) e i) del inciso segundo del artículo 45; 

5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que
se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, y

6)  Valor  de  los  Fondos  de  Pensiones  y  monto  del
instrumento  objeto  de  cobertura,  para  las  operaciones  con  instrumentos
derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45.

El citado régimen regulará además, la inversión indirecta
que  los  Fondos  de  Pensiones  efectúen  a  través  de  los  emisores  de  los
instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 45.

El  Régimen  de  Inversión  no  podrá  establecer  límites
mínimos para la inversión por emisor.”. 

Explicación: Se establece que la asimilación y la determinación de
los  límites  por  emisor  de  los  instrumentos  de  la  actual  letra  l),  que  se  refiere  a  otros
instrumentos de oferta pública, que autorice el Banco Central de Chile será determinada por
la Superintendencia de Pensiones  y no por el Banco Central de Chile. 

s)  Sustitúyese  en  la  primera  oración  del  actual  inciso
trigésimo, que ha pasado a ser inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”.
Asimismo, agrégase a continuación de la palabra “ley” y antes del punto (.),
la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A su vez, Sustitúyese en
la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de Chile” por lo
siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.

Explicación: Mediante el Régimen de Inversión se establecerán los
límites para las operaciones con instrumentos derivados efectuadas con los recursos de los
Fondos de Pensiones a que se refiere este inciso. Esto se determina en el número 6) de la
modificación señalada en la letra r. anterior, por lo cual se elimina este inciso.

t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.

Explicación: Esta modificación sustituye la referencia que se realiza
al artículo 45 de la ley, debido a que este proyecto establece que la fijación de los límites
indicados en este inciso será efectuada a través de la ley y en el Régimen de Inversión. Por
otra parte, producto que en el artículo 45 del D.L. N° 3.500 se están eliminando las acciones
de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere la actual letra h), como
título susceptible de ser adquirido con los recursos de los Fondos de Pensiones, se efectúa
en  esta  modificación  una  adecuación  a  las  letras  de  dicho  artículo  que  señalan  los
instrumentos en los que pueden ser invertidos los recursos de los Fondos. 

u) Sustitúyese en el actual inciso trigésimo segundo, que
ha pasado a ser inciso vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45
como en el presente artículo” por la frase “en esta ley y en el  Régimen de
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Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k) y n)” por la expresión “j) y
m)”.

Explicación: Se efectúa esta modificación con el objeto de especificar
que los límites de inversión estarán establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión. Por
otra parte, se realiza un ajuste por la nueva numeración de los incisos del artículo 45 y 47 del
D.L. N° 3.500.

v)  Sustitúyese  en  la  tercera  oración  del  actual  inciso
trigésimo tercero, que ha pasado a ser inciso vigésimo segundo la expresión
“vigesimoséptimo,  vigesimoctavo  y  vigesimonoveno”,  por  la  siguiente:
“decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.

Explicación: Se establece que el tratamiento de los excesos y déficits
de inversión que se puedan producir se regulará en el Régimen de Inversión considerando
que los límites de inversión serán fijados en la Ley y en el Régimen. 

w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha
pasado  a  ser  inciso  vigésimo  tercero,  por  el  siguiente:  “El  Régimen  de
Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación de los
excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para
cubrir  los  déficits  de  inversión,  en  relación  a  los  límites  de  inversión
establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.

Explicación: Los parámetros de los límites de inversión por emisor
para efectos de diversificación de los Fondos, se establecerán en el Régimen de Inversión,
por lo que se elimina este inciso en el que se señala que los límites por emisor se aplicarán
en función del valor del o los Fondos de Pensiones, según corresponda. 

x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.

Explicación: En este inciso se señala que la SVS y la SBIF deben
proporcionar a la  Superintendencia  de Pensiones información relevante para efectos del
control de los límites de inversión. Al respecto, con el objeto de dar flexibilidad a la norma, se
establece  que  los  antecedentes  que  deben  ser  facilitados  a  la  Superintendencia  se
establecerán en el Régimen de Inversión.

y)  Reemplázase  los  incisos  trigésimo  noveno  y
cuadragésimo por el siguiente inciso final: “Las Superintendencias de Bancos
e Instituciones Financieras  y  de  Valores  y  Seguros deberán proporcionar
trimestralmente a la Superintendencia de Pensiones, según corresponda, los
parámetros  necesarios  para  el  cálculo  de  los  límites  de  inversión  de  los
Fondos de Pensiones.”.

NUMERAL 31

31. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 

Explicación: Actualmente, los recursos de los Fondos de Pensiones
pueden ser  invertidos en títulos de emisores  relacionados a la  Administradora.  El  límite
conjunto para la inversión en títulos de emisores relacionados es de un 5% del valor de los
Fondos de Pensiones. Al respecto, con el objeto de eliminar el potencial de conflictos de
interés que se puede producir por este tipo de inversiones, se considera apropiado prohibir la
inversión directa e indirecta de los Fondos en emisores relacionados a la Administradora.
Esto permite evitar que las decisiones de inversión puedan sostenerse en aspectos distintos
a los objetivos establecidos en el D.L. N° 3.500. 
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Cabe señalar, que actualmente esta restricción se aplica para efecto
de la inversión de los Fondo de pensiones en el extranjero.

a)  Sustitúyense  los  incisos  primero  al  séptimo,  por  el
siguiente inciso primero nuevo: 

“Artículo 47 bis.- Los recursos de los Fondos de Pensiones
no  podrán  ser  invertidos  directa  o  indirectamente  en  títulos  emitidos  o
garantizados  por  la  Administradora  del  Fondo  respectivo,  ni  tampoco  en
instrumentos que sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a
esa Administradora.”.

Explicación: Actualmente, los recursos de los Fondos de Pensiones
pueden ser  invertidos en títulos de emisores  relacionados a la  Administradora.  El  límite
conjunto para la inversión en títulos de emisores relacionados es de un 5% del valor de los
Fondos de Pensiones. Al respecto, con el objeto de eliminar el potencial de conflictos de
interés que se puede producir por este tipo de inversiones, se considera apropiado prohibir la
inversión directa e indirecta de los Fondos en emisores relacionados a la Administradora.
Esto permite evitar que las decisiones de inversión puedan sostenerse en aspectos distintos
a los objetivos establecidos en el D.L. N° 3.500. 

Cabe señalar, que actualmente esta restricción se aplica para efecto
de la inversión de los Fondo de pensiones en el extranjero.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: “El Régimen
de Inversión regulará las inversiones que se realicen con recursos de los
Fondos de Pensiones en títulos emitidos o garantizados por la sociedad con
la que la Administradoras hubiera contratado la administración de cartera y
en  aquellos  instrumentos  emitidos  o  garantizados  por  una  persona
relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de
recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo
de Pensiones que administre, en títulos emitidos por la Administradora o por
sus personas relacionadas.”.

NUMERAL 32

32. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:
Explicación: En el artículo 45 D.L. N° 3.500 se están eliminando las

acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere la actual letra
h), como título susceptible de ser adquirido con los recursos de los Fondos de Pensiones, lo
que produce una nueva asignación de las letras que identifican a cada instrumento en este
inciso. 

a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y
l),” por lo siguiente “y k)”.

Explicación:  El  objetivo  de  este  nuevo  inciso  es  permitir  a  las
Administradoras enajenar bonos que forman parte de la cartera de los Fondos de Pensiones
mediante el mecanismo de rescate voluntario establecido en el artículo 130 de la Ley N°
18.045. Actualmente no está autorizado este tipo de operaciones, lo que ha significado que
los Fondos de Pensiones pierdan buenas oportunidades de negocios o las Administradoras
se vean obligadas a efectuar triangulaciones con el consiguiente aumento en los costos, los
cuales son pagados por los afiliados.

b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando
los  actuales  incisos  quinto  al  séptimo  a  ser  los  incisos  sexto  al  octavo,
respectivamente:
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“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en
el rescate voluntario de bonos a que se refiere el artículo 130 de la ley N°
18.045, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma
de carácter general.”.

Explicación:  Actualmente  el  D.L.  N°  3.500  establece  que,  para
efectos de la suscripción de promesas de cuotas de fondos de inversión, éstas deberán
encontrarse aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo. Con esta modificación se
elimina dicha restricción, lo cual permite que los fondos de inversión que no se encuentren
aprobados por la Comisión, cuenten con recursos de capital a través del tiempo necesarios
para su funcionamiento y objetivos de inversión que posean.

c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a
ser inciso octavo, la siguiente oración: “, sólo podrán tener como objeto la
adquisición  de cuotas  de fondos de inversión  aprobadas por  la  Comisión
Clasificadora de Riesgo y”. 

Explicación:  Debido a que el  nuevo artículo  45 del  D.L.  N° 3.500
establece que los límites para los aportes comprometidos mediante contratos de promesas y
suscripción  y  pago  de  cuotas  de  fondos  de  inversión  serán  fijados  en  el  Régimen  de
Inversión, se elimina este inciso. 

d) Elimínase el actual inciso octavo.

Explicación: Se modifica este artículo para hacerlo consistente con
las  modificaciones  a  que  se  refiere  el  inciso  séptimo,  que  permiten  a  los  Fondos  de
Pensiones suscribir   promesas de cuotas de fondos de inversión que no se encuentren
aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo.

e)  Reemplazáse  en  el  actual  inciso  noveno  la  primera
oración: por la siguiente: “Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un
fondo de inversión, cuyas cuotas se encontraban aprobadas por la Comisión
Clasificadora  de  Riesgo  al  momento  de  celebrar  los  contratos  a  que  se
refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al momento de
suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de
Pensiones respectivo.”.

Explicación: Debido a que en el artículo 45 del D.L. N° 3.500 se están
eliminando las acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere
la actual letra h), como título susceptible de ser adquirido con los recursos de los Fondos de
Pensiones, se efectúa en esta modificación una adecuación a las letras de dicho artículo que
señalan los instrumentos en los que pueden ser invertidos los recursos de los Fondos. 

Por  otra  parte,  se  elimina  la  restricción  que  las  operaciones  de
cobertura de riesgo financiero de la actual letra m) del artículo 45 deben ser realizadas con
bancos nacionales.  Al  respecto,  a  través  de estas  modificaciones  se  permite  que  éstas
puedan ser efectuadas con contrapartes que cumplan con los requisitos establecidos por la
CCR, lo que permitirá que los Fondos puedan suscribir contratos con, por ejemplo, bancos
internacionales que realizan estas operaciones. Lo anterior, posibilitará a los Fondos acceder
a una mayor oferta de contrapartes autorizadas obteniendo mejores condiciones de precio
en las operaciones que lleven a cabo.

f) Sustitúyese en la segunda oración del inciso décimo, la
expresión “i) y k)” por lo siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración
sustitúyese la letra “m)” por la letra “l) del inciso segundo” y reemplázase la
expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente: “contrapartes”. Por su parte,
elimínase la expresión: “para ser contrapartes en estas operaciones”.
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Explicación: Se efectúa en esta modificación una adecuación a las
letras del artículo 45 del D.L. N° 3.500 que señalan los instrumentos en los que pueden ser
invertidos los recursos de los Fondos, debido a que en este artículo se están eliminando las
acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas.

g)  Sustitúyese en el  segundo párrafo  de la  letra  b)  del
inciso undécimo, la letra “k)” por la letra “j) del inciso segundo”. 

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para agregar  la
siguiente letra h), nueva al número 32:

“h)  Intercálase entre la  segunda y tercera oraciones
del  inciso  duodécimo,  la  siguiente  frase:  “Asimismo,  la
Superintendencia  de  Pensiones  podrá  requerir,  para  efectos  de
fiscalización,  directamente  a  las  bolsas  de  valores,  a  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  o  la  Superintendencia  de
Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, información de
transacciones  efectuadas  dentro  y  fuera  de  bolsa,  de  instrumentos
susceptibles  de  ser  adquiridos  con  recursos  de  los  Fondos  de
Pensiones  u  operaciones  que  puedan  ser  realizadas  por  ellos,  aun
cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna
Administradora o cualquier persona con acceso a información a que se
refiere este inciso.”.

Sometido a votación el numeral 32) del artículo 79, con
la  indicación  del  Ejecutivo,  se  aprobó  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

NUMERAL 33

Explicación:  Debido a que los límites máximos de inversión serán
fijados en la ley o en el Régimen de Inversión que se dictará mediante decreto supremo se
modifica este artículo, estableciéndose que el Régimen de Inversión  fijará los límites sobre
el máximo permitido para Fondos de menos de un año, función que actualmente es realizada
por el Banco Central de Chile. 

33. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central
de  Chile  podrá  establecer,  mediante  norma  de  carácter  general,”  por  la
siguiente:  “En  el  Régimen  de  Inversión  se  podrá  establecer”.  A  su  vez,
reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas establecidas en
los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en dicho
Régimen”.

NUMERAL 34

Explicación:  El  nuevo  esquema  de  inversiones,  además  de  tener
como  objetivo  otorgar  una  mayor  flexibilidad  al  proceso  de  inversión,  procura  que  las
Administradoras de Fondos de Pensiones asuman un mayor compromiso en las decisiones
de administración de activos. De esta forma, se incorporan al D.L. N° 3.500 dos medidas,
que se complementan entre ellas, que permiten delegar en las AFP una mayor cuota de
responsabilidad en la gestión de los Fondos de Pensiones. 
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La primera de ellas, considera conveniente que las Administradoras
establezcan formalmente sus políticas de inversión e informen al ente regulador y al público
los lineamientos de éstas en temas relativos a la administración de los activos, tal como lo
realizan en la  actualidad fondos de pensiones de países desarrollados.  Por su parte,  la
obligatoriedad de las AFP de constituir comités de inversiones en sus directorios permite dar
una mayor formalidad a la gestión de las inversiones en las Administradoras, principalmente
en lo que respecta al establecimiento y cumplimiento de las políticas de inversión y riesgo de
las carteras de los Fondos. 

34. Incorpórase el siguiente artículo 50:

“Artículo  50.-  Las  Administradoras  deberán  contar  con
políticas de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos de Pensiones
que administran. Estas políticas deberán ser aprobadas por el directorio de la
Administradora.

La  Superintendencia  establecerá  mediante  norma  de
carácter general las materias mínimas que deberán contemplar las políticas
de inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones, la oportunidad y
periodicidad  con  la  que  deberán  ser  revisadas  y  la  forma  en  que  serán
comunicadas a la Superintendencia y público en general.

La Superintendencia podrá requerir a las Administradoras
información adicional, que fundamente las políticas de inversión.

El  incumplimiento  de  las  políticas  será  puesto  a
disposición del público en general por la Superintendencia y sancionado de
acuerdo a  lo  establecido  en el  Título  III  del  D.F.L.  N°  101,  de  1980,  del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  

Las Administradoras deberán constituir en sus directorios
un Comité de Inversión cuyas funciones serán:

a)  Diseñar  las políticas de inversión  de cada Fondo de
Pensiones y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;

b) Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión
aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de
Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  

c) Revisar los objetivos, las políticas y procedimientos para
la administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y

d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones
de los Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros,
y evacuar un informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.

El Comité de Inversión deberá estar integrado al menos
por tres Directores de la Administradora. 

El Comité de Inversión deberá dejar constancia en acta de
todas sus discusiones y acuerdos.”.

NUMERAL 35
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Explicación:  En  la  actualidad  la  regulación  del  riesgo  se  realiza
mediante los límites de inversión establecidos en la ley, sin utilizarse mediciones de riesgo
modernas basadas en parámetros estadísticos y financieros, las que podrían complementar
o  eventualmente  sustituir  la  regulación  basada  en  límites.  A  su  vez,  las  mediciones
modernas de riesgo permiten cuantificarlo, lo que posibilitaría a esta Superintendencia  y al
público  en  general  conocer  el  riesgo  que  asumen  las  distintas  Administradoras  en  la
administración de los activos de los Fondos. 

Mediante Régimen de Inversión se podrá normar las materias relativas
a la regulación de las inversiones de los Fondos de Pensiones, a través de la medición de
riesgo de cartera.

35. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis nuevo:

“Artículo  50  bis.-  El  Régimen  de  Inversión  podrá
contemplar  normas  para  la  regulación  de  la  inversión  de  los  Fondos  de
Pensiones en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión
de cada uno de ellos. 

La Superintendencia, mediante norma de carácter general,
podrá establecer los procedimientos para que las Administradoras efectúen
la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para cada uno de los
Tipos  de  Fondos  que  administran.  La  citada  norma  determinará  la
periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma
cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.

NUMERAL 47

Explicación:  Esta  propuesta  radica  en  un  decreto  supremo  el
mecanismo de cálculo de  la tasa de interés técnica del retiro programado. Esta modificación
busca flexibilizar el cálculo de dicha tasa con  el objeto que en cada momento sea la mejor
estimación de rentabilidad esperada de los Fondos de Pensiones.

47. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto
del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre
la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de
interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma
que  señale  la  Superintendencia  de   Administradoras  de  Fondos  de
Pensiones,”  por  “calculada”.  Asimismo,  reemplazase  la  última  oración  de
este  inciso  por  la  siguiente:  “Para  el  cálculo  de  esta  tasa  se  podrán
considerar parámetros tales como, la tasa implícita de las rentas vitalicias, el
promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pensiones y las tasas de
interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.

El  Diputado  señor  Cardemil  solicitó  votación  del
numeral 47) del artículo 79, que no es de competencia de la Comisión
de Hacienda, por cuanto el proyecto modifica el sistema de ponderación
de la tasa para el calculo de la renta temporal con renta vitalicia diferida,
en términos muy amplios que pueden llevar a situaciones peores que
las actuales. Por ello se ha presentado una indicación que establece un
mecanismo  alternativo,  la  que  ha  sido  declarada  inadmisible  por  el
Presidente de la Comisión, por ser materia de iniciativa exclusiva del
Presidente de la República.

Puesto en votación este numeral fue aprobado por 7
votos a favor y 4 votos en contra.
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NUMERAL 57

57. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:
Explicación: Se realiza una modificación a este artículo debido a que

se está eliminando la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad mediante la derogación del
artículo 39.

a)  Reemplázase  el  actual  número  4.  por  el  siguiente:
“Fiscalizar  la  constitución,  mantenimiento,  operación  y  aplicación  del
“Encaje”.”.  

Explicación: Se modifica el actual N° 10 de este artículo con el objeto
de  coordinar  las  funciones  de  intercambio  de  información  de  las  Superintendencias  de
Pensiones  y  de  Valores  y  Seguros  en  las  áreas  de  beneficios  comunes  a  ambas
Superintendencias. 

b) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 

“10.  Efectuar  los  estudios  técnicos  necesarios  para  el
desarrollo  y  fortalecimiento  del  Sistema  de  Pensiones  y  para  evaluar  la
calidad  de  las  pensiones  que  obtienen  los  afiliados  y  beneficiarios  del
Sistema. Para efectuar  los mencionados estudios,  la Superintendencia de
Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de Pensiones
la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus
beneficiarios, que ésta le solicite.”.

Explicación: Considerando que esta Superintendencia avanzará en la
implementación de un sistema de supervisión basada en riesgo es fundamental que tenga la
facultad  de  conocer  y  regular  los  procesos  operativos,  tanto  de  las  AFP  como de  sus
subcontratados en  servicios  relacionados con  su  giro,  con  el  objeto  de  dimensionar  los
riesgos involucrados en cada uno de ellos.  Para estos efectos,  se establece por Ley la
facultad de la Superintendencia de fiscalizar el funcionamiento de los servicios  que una AFP
subcontrate de acuerdo a lo establecido en el artículo 23. Cabe señalar que actualmente la
subcontratación de servicios está regulada por norma emitida por la Superintendencia.

c) Agrégase el siguiente N° 13 nuevo:

“13. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de
los  Fondos  de  Pensiones,  el  funcionamiento  de  los  servicios  que  una
Administradora hubiere subcontratado, cuando éstos sean relacionados con
su giro. Para efectos de lo anterior,  la Superintendencia podrá requerir  el
envío  de  información  y  documentación  sustentatoria  o  bien  tener  acceso
directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.

El Ejecutivo formuló una indicación para modificar el
número 57, de la siguiente forma:

a)  Intercálase  la  siguiente  letra  b),  pasando  las
actuales letras b) y c), a ser c) y d), respectivamente:

“b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del
párrafo  primero  del  N°  8  del  artículo  94,  lo  siguiente:  “Para  estos
efectos y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades
administradoras  antes  mencionadas  con  el  objeto  de  poner  en  su
conocimiento  los  hechos  que  se  le  imputan  como  constitutivos  de
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infracción,  a  fin  de que éstas,  dentro del  plazo de diez  días hábiles
contados desde la recepción del respectivo oficio, procedan a formular
sus descargos y acompañen las probanzas en que fundamentan sus
alegaciones.”.”

b) Agrégase la siguiente letra e):
“e) Agrégase el siguiente Nº 17, nuevo:
“17.  Supervisar  administrativamente  las  Comisiones

Médicas Regionales y Central e impartir las normas operativas que se
requieran  para  calificar  la  invalidez.  Asimismo,  controlar  que  las
Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les
correspondan, pudiendo siempre determinar el número de Comisiones
que debe funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su
equipamiento y requerir a dichas Comisiones la información necesaria
para su adecuada fiscalización.”.”

c) Agregase la siguiente letra f):
“f) Agregase el siguiente Nº 18:
“18.- Designar mediante resolución fundada a uno de

sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con
el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.

La designación del inspector delegado no podrá tener
una duración superior a seis meses, renovable por una sola vez por un
período máximo de seis  meses,  y  deberá fundarse en alguna de las
siguientes causales:

a) Infracciones o multas reiteradas.
b)  Rebeldía  para  cumplir  las  normas  y  órdenes

legalmente impartidas por la Superintendencia.
c)  Vacancia  de  la  mayoría  de  los  cargos  titulares  y

suplentes en el directorio.
d)  Deficiencias  graves  en  los  controles  internos

relativos a la gestión de los Fondos de Pensiones.
e) Presunciones fundadas de que se han violado las

normas  sobre  conflictos  de  interés,  operaciones  con  personas
relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora o de las entidades
de su grupo empresarial.

f)  Solicitud  de  quiebra  o  cesación  de  pagos  de
cualquiera de sus obligaciones significativas.

g)  Declaración  de  quiebra  o  liquidación  forzosa  de
cualquier  entidad  del  grupo  empresarial  al  que  pertenezca  la
Administradora.

h)  Existencia  de  antecedentes  fundados  de  que  los
Estados Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no
representan su real situación financiera.

i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos
de acuerdo a lo dispuesto en esta ley.

El  inspector  visará  todas  las  operaciones  de  la
Administradora y tendrá facultades para suspender cualquier acuerdo
del directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que
hagan temer por  la  seguridad de los Fondos de Pensiones o por  la
estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el
inspector  podrá  hacerse  acompañar  por  otros  funcionarios  de  la
Superintendencia,  así  como contratar  consultorías  privadas  externas
con cargo a la Administradora.

La Administradora afectada podrá reclamar contra la
designación del inspector a que se refiere este número,  conforme al
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procedimiento establecido en el Nº 8 de este artículo. La interposición
de dicho recurso no suspenderá los efectos de dicha designación.”.

El  Ministro  Andrés  Velasco  explicó  que  el
nombramiento  de  un  inspector  delegado  constituye  una  situación
excepcional, que procede sólo cuando se da alguna de las situaciones
que contempla la indicación, por lo que sus funciones transitorias no
obstan a que la Superintendencia de AFP desarrolle sus atribuciones
permanentes de fiscalización.

Sostuvo  que  esta  figura  legal  con  atribuciones
análogas existe en otras instituciones privadas del  sector  financiero,
como los bancos, compañías de seguro, entre otras, por lo que este
proyecto más que crear una nueva figura la está generalizando.

El Diputado señor Robles preguntó de quién es la
responsabilidad  legal  por  las  actuaciones  que  realiza  el  inspector
delegado. 

El señor Alejandro Charme señaló que en este caso
el funcionario que está ejerciendo el cargo de inspector delegado tiene
la  responsabilidad  directa  por  sus  actuaciones,  sin  perjuicio  de  la
responsabilidad  administrativa  del   Superintendente  por  ser  la
autoridad que designa a este funcionario.

El  Ministro  Osvaldo  Andrade  complementó  la
respuesta indicando que de acuerdo al principio general, en el sector
público  la  responsabilidad  nunca  se  delega,  por  lo  que  la
Superintendencia mantiene su responsabilidad por las decisiones que
adopte el inspector delegado, sin perjuicio de que el funcionario que es
objeto de delegación también tiene un grado de responsabilidad por las
decisiones que  tome, ya que éstas deben estar dentro del ámbito de las
facultades que se le entregan. En consecuencia, ante una decisión que
implique  algún  grado  de  perjuicio  siempre  existirá  la  posibilidad  de
recurrir  contra  la  responsabilidad  del  delegante,  en  este  caso  la
Superintendencia,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que  le
corresponda al delegado por actos impropios.

Sometido a votación el numeral 57 del artículo 79,
con la  indicación del  Ejecutivo,  se  aprobó por  la  unanimidad de los
Diputados presentes.

NUMERAL 60

Explicación: Con el objeto de otorgar mayor flexibilidad al proceso de
inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones  y  considerando  las  actuales  condiciones  de  los
mercados financieros y el desarrollo de la industria de clasificación de riesgo privada, se
modifican las funciones de la CCR establecidas en este artículo. Las modificaciones son las
siguientes:

Se  elimina  la  facultad  de la  CCR de  aprobar  o  rechazar  acciones
emitidas por sociedades anónimas nacionales. De esta manera, los Fondos de Pensiones
podrán adquirir estos instrumentos según el cumplimiento de los requisitos establecidos en
el artículo 45;

Se elimina la facultad de la CCR de aprobar o rechazar instrumentos
de deuda extranjeros.  De esta  manera,  los  Fondos de  Pensiones podrán adquirir  estos
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títulos considerando sólo la  clasificación de riesgo que informen clasificadoras de riesgo
internacionales de prestigio;

Se elimina la facultad de la CCR de aprobar instrumentos de deuda
nacionales.  En  todo  caso,  ésta  podrá  rechazar  la  clasificación  otorgada  por  privados  a
aquellos títulos que cuenten con dos o más clasificaciones de riesgo iguales o superiores a
BBB o N-3, según corresponda. Para lo anterior, se establece un procedimiento en el artículo
105,  que permite  a  la  CCR rechazar  un  título  de deuda nacional  ante  la  ocurrencia  de
situaciones relevantes, previa solicitud de una clasificación adicional. En caso que rechace
las clasificaciones asignadas por los privados se entenderá que el título tiene una categoría
de riesgo inferior a BBB o N-3.

60. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la
palabra “funciones” y los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra
parte, sustitúyase las letras a), b), c), d), e) y f) por las siguientes: 

“a)  Aprobar  o  rechazar  cuotas  emitidas  por  fondos  de
inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h);
instrumentos  representativos  de  capital  de  la  letra  j)  y,  a  solicitud  de  la
Superintendencia,  los títulos  de la  letra  k)  ,  todas del  inciso segundo del
artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de
las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;

b)  Rechazar,  de acuerdo a lo  establecido en el  artículo
105,  las  clasificaciones  practicadas  por  clasificadoras  de  riesgo  en
conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.045, a los instrumentos de deuda
señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del
artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones de mayor
riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 

c)  Establecer  los  procedimientos  específicos  de
aprobación de cuotas de fondos de inversión y de cuotas de fondos mutuos
de la letra h), de instrumentos representativos de capital  de la letra j),  de
instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades contrapartes de
operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas del
inciso segundo del artículo 45;

d) Establecer las equivalencias entre las clasificaciones de
los títulos de deuda señalados en la letra j) inciso segundo del artículo 45,
realizadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las
categorías de riesgo definidas en el artículo 105, y

e)  Establecer,  no  obstante  lo  señalado  en  la  letra  c)
anterior, los procedimientos específicos de aprobación de los instrumentos
representativos de capital incluidos en la letra j) inciso segundo del artículo
45, que se transen en los mercados formales nacionales.”. 

NUMERAL 61

61. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

Explicación: Se establece que podrán integrar la CCR las personas
designadas por las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras
y de Valores y Seguros. Lo anterior, con el objeto de otorgar un mayor grado de flexibilidad a
los titulares de las Superintendencias que integran la Comisión Clasificadora de Riesgo.
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a) Sustitúyese el inciso primero las letras a), b) y c) por las
siguientes:

“a) Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones
designado por el Superintendente de ésta;

b)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Bancos  e
Instituciones Financieras designado por el Superintendente de ésta;

c)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Valores  y
Seguros designado por el Superintendente de ésta, y”.

Explicación: Se elimina este inciso debido a que hace referencia a la
aprobación de la inversión de los Fondos en acciones de sociedades anónimas nacionales,
función que ya no ejercerá la CCR con el objeto de hacer más ágil el proceso de inversión de
los Fondos. 

b) Elimínase el inciso cuarto.

Explicación:  Se  efectúa  una  adecuación  a  este  inciso  en
consideración  a  que  se  establece  en  el  inciso  primero  que  el  representante  de  cada
Superintendencia  será  designado  libremente  por  cada  Jefe  de  Servicio,  por  lo  que  la
designación del suplente tendrá las mismas características.

c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a
ser inciso cuarto, por lo siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de
alguna de las personas señaladas en las letras a), b) o c) del inciso primero,
los respectivos Superintendentes designarán a su suplente.”.

NUMERAL 62

62. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:
Explicación:  Se eliminan estos incisos debido a que este proyecto

está modificando las atribuciones de la CCR, eliminando de sus funciones la aprobación de
la mayoría de los instrumentos de deuda y de las acciones nacionales.

a) Elimínase los incisos primero y segundo.

Explicación: Se efectúan modificaciones a este inciso debido a que
se eliminan como instrumento susceptible de ser adquiridos por los Fondos de Pensiones a
las acciones de sociedades anónimas inmobiliarias de la actual letra h) del artículo 45 del
D.L.  N°  3.500.  Por  otra  parte,  se  establece  que  la  Comisión  Clasificadora  analizará  las
cuotas de fondos mutuos o  de inversión nacionales cuando esto  sea solicitado por  una
Administradora y no por el emisor del título como ocurre actualmente. De esta forma se
pretende que sean las Administradoras quienes manifiesten el interés por invertir en este tipo
de títulos y que la CCR no apruebe títulos en los que las AFP no estén interesadas.

b)  Elimínase  en  la  primera  oración  del  actual  inciso
tercero, que ha pasado a ser inciso único, la frase: “acciones de sociedades
anónimas inmobiliarias, las” y reemplázase la letra “i)” por la letra “h)” y la
expresión:  “su  emisor”  por  la  siguiente:  “una  Administradora”.  A  su  vez,
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agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo
siguiente: “representativos de capital” y reemplázase la letra “k)” por la letra
“j)”. Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y
elimínase la expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el  inciso
cuarto de dicho artículo,”.

NUMERAL 63

63. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 

Explicación: Se elimina de este inciso la definición de los factores de
riesgo que se establecen de acuerdo a la categoría de riesgo asignada a los instrumentos de
deuda. Lo anterior, debido a que en este proyecto se elimina el factor de riesgo para efectos
de la determinación de los límites de inversión. 

a) Reemplázase los incisos primero y segundo por los dos
siguientes incisos nuevos: 

“Establécense las siguientes categorías de riesgo para los
instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k)
del inciso segundo del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de
largo plazo:

1. Categoría AAA;

2. Categoría AA;

3. Categoría A;

4. Categoría BBB;

5. Categoría BB;

6. Categoría B;

7. Categoría C;

8. Categoría D, y

9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.

Establécense  los  siguientes  niveles  de  riesgo  para  los
instrumentos financieros a que se refieren las letras b),  c),  i),  j)  y  k),  del
artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:

1. Nivel 1 (N 1);

2. Nivel 2 (N 2);

3. Nivel 3 (N 3);

4. Nivel 4 (N 4), y

5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.
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Explicación: Respecto de la nueva función para los títulos de deuda
nacionales que se está asignando a la CCR se modifican estos incisos. Para ello se señala
la forma ante la  cual la  CCR podrá rechazar las clasificaciones de los títulos de deuda
asignadas por las entidades privadas solicitando una nueva clasificación. En caso que la
CCR rechace las clasificaciones asignadas al instrumento para efectos de la inversión de los
Fondos de Pensiones se le asignará un límite más restrictivo.

b)  Sustitúyese  los  incisos  cuarto  y  quinto  por  los  dos
siguientes incisos nuevos: 

“Para ejercer la atribución a que se refiere la letra b) del
artículo 99, la Comisión Clasificadora deberá solicitar  al  emisor respectivo
una  clasificación  adicional,  que  deberá  ser  efectuada  por  un  clasificador
privado,  elegido por  aquél,  de aquellos a que alude la ley N° 18.045.  La
clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún hecho
que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda impactar
negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda
modificar la categoría de riesgo del título.

Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión
Clasificadora  podrá  rechazar  todas  las  clasificaciones  de  riesgo  del
instrumento con el voto favorable de la mayoría de los miembros asistentes a
la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del rechazo, salvo que
determine que éste requiere reserva.  Asimismo, podrá rechazar  la  menor
clasificación de riesgo,  en cuyo caso será necesario  el  voto conforme de
cinco miembros.”.

Explicación: Los títulos de deuda extranjeros podrán ser adquiridos
por  los  Fondos  de  Pensiones  de  acuerdo  a  su  clasificación  de  riesgo  otorgada  por
clasificadores privados, por lo que se elimina la primera oración de este inciso debido a que
la CCR ya no tendrá la función de aprobar estos instrumentos. Por otra parte, se especifica
que los instrumentos de capital extranjeros se aprobarán de acuerdo a lo que establezca la
CCR, tal como ocurre en la actualidad, mientras que las acciones nacionales ya no serán
aprobadas por esta entidad. 

c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez,
agrégase a continuación de la palabra “capital” la expresión “de la letra j) del
artículo 45”.

Explicación:  Se  modifica  este  inciso,  debido  a  que  los  títulos  de
deuda extranjeros  podrán  ser  adquiridos por  los Fondos de Pensiones de acuerdo  a la
clasificación  de riesgo  que  presenten  y  se  elimina  la  facultad  de  la  CCR de aprobar  o
rechazar  estos  instrumentos.  En  todo  caso,  se  mantiene  la  función  de  la  Comisión  de
establecer  las  equivalencias   para  los  instrumentos  de  deuda  extranjeros,  entre  las
categorías de clasificación internacional y las nacionales establecidas en la Ley.

Por otra parte, se efectúa una adecuación a la referencia de la letra
señalada  en  este  inciso,  ya  que  se  eliminan  como  instrumentos  susceptibles  de  ser
adquiridos por los Fondos de Pensiones las acciones de sociedades anónimas inmobiliarias
de la actual letra h) del artículo 45 del D.L. N° 3.500.

d)  Reemplázase  en  el  inciso  séptimo  la  siguiente
expresión:  “,  sin  perjuicio  de  que  podrá  establecer  factores  adicionales
adversos  que  pudieran  modificar  la  clasificación  final.  Estos  criterios  de

108



equivalencia”,  por  lo  siguiente:  “.  Estas  equivalencias”.  Por  otra  parte,
reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.  

Explicación: Se elimina el inciso octavo debido a que la CCR ya no
tendrá la función de aprobar los títulos de deuda extranjeros. Estos instrumentos podrán ser
adquiridos por los Fondos de Pensiones según la clasificación de riesgo que presenten.

e) Elimínase el inciso octavo.

NUMERAL 64

64. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:
Explicación: Se eliminan estos incisos ya que en ellos se señalan los

procedimientos de aprobación de acciones nacionales por parte de la CCR. Estos títulos
podrán ser adquiridos por los Fondos de Pensiones de acuerdo al cumplimiento de requisitos
establecidos en el artículo 45 del D.L. N° 3.500, no requiriendo la aprobación por parte de la
CCR.

a) Elimínase los incisos primero al séptimo inclusive.

Explicación: La función de aprobación de cuotas de fondos mutuos y
fondos de inversión nacionales por parte de la CCR se mantiene. Sin embargo, se efectúan
modificaciones al inciso en el que se define el proceso de aprobación.

Al respecto, se establece que será la Administradora y no el emisor de
los títulos quien solicite a la Comisión Clasificadora la aprobación de las cuotas de fondos
mutuos y de inversión nacionales. Por otra parte, se modifican los requisitos que deberán
cumplir los referidos instrumentos para su aprobación con el objeto de adecuar éstos a sus
características particulares. Se exige que el fondo respectivo posea inversiones por un valor
mínimo, al menos por un año, para efectos que la Comisión pueda efectuar un adecuado
análisis  del  instrumento  para  su  aprobación.  En  todo  caso,  los  Fondos siempre  podrán
adquirir los instrumentos no aprobados por la CCR, pero con límites más restrictivos debido
a las características del título. 

Por último, se eliminan de la aprobación de la Comisión las acciones
de sociedades anónimas inmobiliarias debido a que este título se está eliminando del listado
de instrumentos disponibles de ser adquiridos con los recursos de los Fondos a que se
refiere el artículo 45.

b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser
primero, por los siguientes tres incisos nuevos:

“Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que
se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con excepción de las
señaladas en el inciso décimo quinto de dicho artículo, serán sometidas a la
aprobación  de  la  Comisión,  previa  solicitud  de  una  Administradora,  en
consideración al  cumplimiento  de los requisitos a que se refiere el  inciso
siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica
que el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 

Los requisitos de aprobación considerarán una adecuada
diversificación  de  las  inversiones,  el  cumplimiento  de  los  objetivos  de
inversión  y  otros  aspectos  que  determine  la  Comisión  Clasificadora,
debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo publicado en el
Diario  Oficial.  Adicionalmente,  se  considerará  que  al  momento  de  la
aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de
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inversión.  La información necesaria  para la  evaluación de estos aspectos
deberá ser aportada por los respectivos emisores en la forma y oportunidad
que determine la Comisión Clasificadora.

La especificación conceptual, la metodología de cálculo y
el  valor  límite  de  los  indicadores  considerados  en  los  requisitos  de
aprobación,  los  determinará  la  Comisión  Clasificadora,  previo  informe
favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo publicarlos en el
Diario Oficial.”.

Explicación: Debido a que en el artículo 45 se están eliminando las
acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere la actual letra
h), como título susceptible de ser adquirido con los recursos de los Fondos de Pensiones, se
efectúa en esta modificación una adecuación a las letras de dicho artículo que señalan los
instrumentos en los que pueden ser invertidos los recursos de los Fondos. 

c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a
ser cuarto, la letra “k)” por la letra “j)”.

Explicación: Debido a que en el artículo 45 se están eliminando las
acciones de las sociedades anónimas inmobiliarias abiertas, a que se refiere la actual letra
h), como título susceptible de ser adquirido con los recursos de los Fondos de Pensiones, se
efectúa en esta modificación una adecuación a las letras de dicho artículo que señalan los
instrumentos en los que pueden ser invertidos los recursos de los Fondos. Asimismo, se
realiza una adecuación a la referencia que el artículo 106 efectúa al antiguo inciso quinto del
artículo 45 y que con la modificación pasa a ser inciso décimo cuarto. 

Por  otra  parte,  se  efectúan  cambios  al  inciso  producto  de  las
modificaciones efectuadas al artículo 99, en el que se establecen las funciones de la CCR.

d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra
“j)”.  A  su  vez,  reemplázase  la  palabra  “quinto”  por  “décimo  quinto”  y
sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.

NUMERAL 66

66. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:

Explicación: Con el fin de evitar duplicar una misma norma en dos
artículos, se modifica este inciso, debido a que el artículo 45 del DL N° 3.500 modificado por
este proyecto establece que la información de las clasificadoras de riesgo privadas referente
a los instrumentos de deuda también debe ser enviada a la Superintendencia.

a)  Elimínase  en  el  inciso  primero  la  expresión:  “y  a  la
Superintendencia,”.

Explicación:  Se elimina de este inciso lo referido a aprobación de
acciones ya que la CCR no tendrá la función de aprobarlas, pudiendo éstas ser adquiridas
por los Fondos de Pensiones de acuerdo al cumplimiento de requisitos establecidos en el
Artículo 45 del DL N° 3.500 modificado por este proyecto de ley.

b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones

o”.
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Explicación: Se modifica este inciso con el objeto que la CCR pueda
tener acceso a una mayor información de parte de las Clasificadoras de Riesgo, para efectos
del cumplimiento de sus funciones. 

c)  Reemplázase  el  inciso  tercero  por  el  siguiente:  “En
cumplimiento de sus funciones la Comisión Clasificadora podrá requerir de
las clasificadoras privadas la remisión, en los plazos que determine, de los
antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar una clasificación a
cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.” 

Explicación:  Se  sustituye  la  expresión  “la  aprobación”  por  “su
decisión respecto” debido a que se están modificando las funciones de la CCR. A su vez, se
eliminan de este inciso lo referido a aprobación de acciones ya que la CCR no tendrá la
función de aprobarlas, pudiendo ser adquiridas por los Fondos de Pensiones de acuerdo al
cumplimiento de requisitos establecidos en el Artículo 45 del DL N° 3.500 modificado por
este proyecto de ley. 

d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la
frase  “la  aprobación”,  por  la  expresión  “su  decisión  respecto”.  A  su  vez
elimínase la segunda y tercera oración de este inciso.

NUMERAL 67

Explicación:  Se modifica lo relativo a la información que debe ser
publicada en el Diario Oficial por la CCR debido a que se están modificando sus funciones.
En este sentido la CCR, en el caso de títulos de deuda nacional solo publicará el rechazo de
las clasificaciones privadas, mientras que para el caso de cuotas de fondos de inversión y
fondos mutuos nacionales y extranjeros y acciones extranjeras publicará tanto la aprobación
como el rechazo.

67. Reemplázase la segunda oración de inciso primero del
artículo 109 por la siguiente: 

“La  publicación  deberá  contener  el  rechazo  de  las
categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el artículo 105 respecto
de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del
inciso  segundo  del  artículo  45,  como  también  la  aprobación  de  los
instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45,
así  como  los  principales  fundamentos  del  acuerdo  adoptado  en  estas
materias.”

NUMERAL 72

Explicación: El objetivo de esta modificación es reforzar las normas
sobre conflictos de interés, con el objeto de evitar que las personas encargadas de la función
de comercialización e inversiones de una Administradora privilegien con sus decisiones a
una  sociedad  del  grupo  al  cual  ésta  pertenece,  por  sobre  los  intereses  del  Fondo  de
Pensiones, con el consecuente efecto negativo sobre los recursos de los afiliados.

72. Agrégase al artículo 153 a continuación del inciso final,
los siguientes incisos nuevos:
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“Asimismo, la función de comercialización de los servicios
prestados  por  la  Administradora  será  incompatible  con  la  función  de
comercialización  de  los  productos  o  servicios  ofrecidos  o  prestados  por
cualquiera  de  las  entidades  del  Grupo  Empresarial  al  que  pertenezca  la
Administradora.  

En  todo  caso,  los  gerentes  general,  comercial  y  de
inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes
de ventas de una Administradora, no podrán ejercer simultáneamente cargos
similares  en  ninguna  entidad  del  Grupo  Empresarial  al  que  aquélla
pertenezca.

Las  dependencias  de  atención  de  público  de  las
Administradoras  no  podrán  ser  compartidas  con  las  entidades  del  Grupo
Empresarial al que aquélla pertenezca.”

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el
numeral 72, a continuación de los incisos agregados al artículo 153 del
decreto ley Nº 3.500, el siguiente inciso final:

“Si  una  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones
entregare a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que
pertenece,  información  proveniente  de  la  base  de  datos  de  carácter
personal  de  sus  afiliados,  las  entidades  involucradas  serán
solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo
23 de la Ley N° 19.628.”

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para  agregar  a
continuación del número 73, el siguiente numeral 73 bis:

NUMERAL 73 BIS

“73 bis.- Elimínanse la segunda y tercera oraciones
de la letra b) del inciso primero del artículo 156.”.

Sometidos a votación el numeral 72) del artículo 79,
con la indicación del Ejecutivo y el 73 bis propuesto, se aprueban por la
unanimidad de los Diputados presentes.

NUMERAL 74

74. Agrégase los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos,
pasando el actual Título XV a ser Título XVIII:

“TITULO XV

De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización
Individual

Explicación: Este inciso establece la realización de una licitación
pública la que tiene como objetivo generar una mayor sensibilidad a la variable precio en los
afiliados, ya que el modo de adjudicar la licitación se basará exclusivamente en el precio
ofrecido, por las razones técnicas señaladas en los incisos siguientes. 
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Este  propósito  general  se  traduce  en  los  siguientes  objetivos
específicos: 

Incentivar la competencia en precios y lograr menores comisiones y
márgenes de utilidad.

Generar una mayor sensibilidad de la demanda al precio.
Favorecer  la  entrada  de  nuevos actores,  si  ésta  conlleva  menores

precios para los afiliados.
Resguardar el interés patrimonial de los afiliados.

Artículo 160.-  La Superintendencia efectuará, por sí  o a
través de la contratación de servicios de terceros, licitaciones públicas para
adjudicar  el  servicio  de  administración  de  las  cuentas  de  capitalización
individual de los afiliados a que se refieren los incisos cuarto y quinto de este
artículo,  en las cuales podrán participar  las entidades a que se refiere el
artículo 161. En cada licitación se adjudicará el  servicio a la entidad que,
cumpliendo  con  los  requisitos  de  este  Título,  ofrezca  cobrar  la  menor
comisión  por  depósito  de  cotizaciones  periódicas  al  momento  de  la
presentación de las ofertas. 

Explicación:  Se  propone  la  realización  anual  de  licitaciones,
especificándose  que  la  Superintendencia,  basada  en  consideraciones  técnicas,  podrá
suspender la realización  de ésta. Esto se establece así para evitar los costos al Estado de
seguir realizando nuevas licitaciones cuando, por ejemplo, no exista interés en participar en
la licitación tanto de parte de los nuevos como de los antiguos partícipes, debido a que se
alcanzó el nivel de equilibrio en precios.

Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo
anterior,  la  Superintendencia   podrá  abstenerse  de  licitar  en  un  periodo
determinado cuando existan antecedentes técnicos que lo  ameriten.   Los
antecedentes que fundamenten la abstención deberán estar contenidos en
una Resolución fundada de la Superintendencia. 

Explicación:  Se  establece  que  el  período  del  servicio  licitado  se
establecerá en las bases con un máximo de  18 meses, lo que implica que durante ese
tiempo la Administradora debe mantener la comisión que se ofrezca en la licitación y que los
afiliados nuevos deben permanecer en la AFP adjudicataria hasta el fin de ese período, de
acuerdo a lo que se señala en el artículo 163.

Además, se obliga a todos los afiliados nuevos a incorporarse a la
Administradora adjudicataria. Se ha considerado a este grupo de afiliados para asignarlos
obligatoriamente a dicha Administradora por su nulo o bajo saldo acumulado, lo que  para
ellos debiera implicar que la  variable más relevante del Sistema es la comisión cobrada. 

Se establece además que estos trabajadores, independientemente de
cuando ingresen, deberán permanecer en la Administradora adjudicataria hasta el término
del  período  licitado.  La  exigencia  de  un  período  de  permanencia  mínima,  junto  con  la
obligatoriedad señalada en el párrafo anterior, está orientada a hacer atractiva la licitación,
de tal manera que las Administradoras al asegurarse una masa crítica de afiliados por un
tiempo conocido puedan mejorar las condiciones de sus ofertas. 

Por otra parte, el asegurar la entrada de este grupo de trabajadores
constituye un incentivo a la entrada de nuevos oferentes, es decir, la posibilidad de tener un
flujo asegurado de afiliaciones durante un período de 12 meses, le daría a la potenciales
entrantes la posibilidad de acceder a una cartera de clientes significativa y de bajo costo de
incorporación, evitando el pago de vendedores. 

El grupo de trabajadores nuevos tiene, además, el tamaño suficiente
como para cubrir la escala mínima eficiente de operación de una nueva AFP. De acuerdo a
datos  de  la  Superintendencia  de  AFP,  se  incorporan  al  sistema  sobre  200  mil  nuevos
afiliados anualmente, quienes tienen una densidad de cotización superior a la media (58,3%
vs  45,2%),  un  menor  costo  del  Seguro  de  Invalidez  y  Sobrevivencia  y  un  menor
requerimiento de encaje, aunque un ingreso imponible inferior (233 mil pesos en el año 2005
vs. 358 mil en promedio). Esta cifra se compara con estimaciones que indican una escala
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mínima eficiente para la administración de fondos de entre 100.000 y 150.000 cotizantes. El
grupo  a licitar  será completado por  los afiliados que voluntariamente  se  inscriban en el
proceso.

El  período  de  permanencia   en  la  Administradora
adjudicataria se establecerá en las respectivas bases de licitación y no podrá
exceder los dieciocho  meses, contados desde la fecha de incorporación del
afiliado a la Administradora adjudicataria.

Transcurridos  seis  meses  desde  la  fecha  de  la
adjudicación, todas las personas que se afilien al Sistema durante el período
correspondiente  a  los  doce  meses  siguientes,  deberán  incorporarse  a  la
Administradora  adjudicataria  y  permanecer  en  ella  hasta  el  término  del
período  de  permanencia  señalado  en  el  inciso  anterior.  Lo  anterior,  sin
perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.

Explicación: Este inciso establece la posibilidad de que los afiliados
vigentes  en  alguna  Administradora  participen  voluntariamente  del  proceso  de  licitación,
inscribiéndose en un registro que se creará para estos efectos. Esta modificación tiene como
objetivo lograr reunir una cantidad adicional de afiliados que participe en la licitación, con el
objetivo de  reducir los costos de comercialización, dando de este modo la posibilidad a
aquéllos de pagar un menor precio y posibilitando la entrada de nuevos actores.

Asimismo, permite minimizar la inercia e insensibilidad al precio que
caracteriza  el  comportamiento  de  los  afiliados,  considerando  que  es  esperable  que  se
genere interés de los afiliados en participar en el proceso de licitación con el objetivo de
asignar sus fondos a aquella administradora que oferte el menor cobro de comisiones. 

Los trabajadores que estén afiliados al Sistema antes del
inicio de cada proceso de licitación y que deseen participar en él, deberán
inscribirse en una nómina creada para tal  efecto.  La mencionada nómina
será  administrada  por  la  Superintendencia  y  se  mantendrá  vigente  sólo
durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de inscripción
en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a
que  se  refiere  el  artículo  166.  La  inscripción  en  la  nómina  mencionada
constituye  la  manifestación  de  voluntad  del  afiliado  de  mantenerse  o
traspasarse a la Administradora adjudicataria, aceptando de esta forma la
comisión por  depósito  de cotizaciones periódicas ofrecida. No obstante lo
anterior,  estos  trabajadores  podrán  manifestar  su  voluntad  de  no  ser
traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya para
efectos  de  prestar  el  servicio  licitado,  dentro  del  plazo  de  seis  meses
establecido en el inciso anterior o, una vez afiliados a aquélla, traspasarse
libremente a otra Administradora. 

Explicación:  Este  inciso  establece  las  entidades  que  podrán
encargarse del registro de afiliados que deseen participar en un proceso de licitación, siendo
de importancia la presencia a nivel nacional de éstas para lograr masificar el proceso de
inscripción. Por otra parte,  y para facilitar dicho proceso, se permitirá además el uso de
medios electrónicos con todas las medidas de seguridad que correspondan. 

La  inscripción  en  la  nómina  deberá  efectuarse  en  las
oficinas de la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social o
en  los  Centros  de  Atención  Previsional  Integral  o  en  otra  entidad  que
mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar este servicio. La
inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de otros
medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la

114



norma  de  carácter  general  a  que  se  refiere  el  artículo  166.  La  nómina
constituirá instrumento público para todos los efectos legales.

Explicación: Este artículo establece que en el proceso de licitación
podrán participar en forma voluntaria las Administradoras que estén constituidas a la fecha
de licitación. 

Adicionalmente,  con  el  objeto  de  incentivar  la  competencia,
propendiendo a la entrada de nuevos actores al Sistema, podrán participar otras personas
jurídicas  que  cumplan  con  los  requisitos  que  se  exijan,  de  forma  que  constituyan  una
Administradora en caso de adjudicarse la licitación. La Superintendencia determinará si se
cumplen dichos requisitos.

La indicación incorporada tiene por objeto cautelar que las sociedades
no constituidas como AFP que participen en el procedo de licitación para la administración
de  cuentas  individuales,  hayan  presentado  un  prospecto  descriptivo  de  los  aspectos
esenciales de la sociedad y de la forma como desarrollará sus actividades, el cual haya sido
calificado por el Superintendente especialmente en cuanto a la conveniencia de establecer la
Administradora.

Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar
las Administradoras de Fondos de Pensiones existentes y aquéllas personas
jurídicas nacionales o extranjeras que aún no estén constituidas como tales.
Estas últimas deberán contar con el certificado provisional de autorización a
que se  refiere  el  artículo  130 de la  ley  N°  18.046 y  la  aprobación de la
Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir con los
requisitos  técnicos,  económicos,  financieros  y  jurídicos  que  le  permitan
constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos
requisitos se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el
artículo 166 y serán calificados previamente por la Superintendencia. 

Explicación:  Este  artículo  establece  la  información,  requisitos  y
procedimientos mínimos que deberán entregar las bases de la licitación a los partícipes una
vez  que  esté  constituido  el  grupo  de  afiliados  que  participarán  en  este  proceso.  El
establecimiento de estas bases tiene como objetivo garantizar la seriedad y transparencia
del proceso.

Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las
normas  establecidas  en  la  presente  ley  y  en  las  respectivas  Bases  de
Licitación, las que serán aprobadas por el Ministerio del Trabajo y Previsión
Social mediante Decreto Supremo. Dichas bases estarán a disposición de los
interesados,  previo  pago  de  su  valor,  el  que  será  determinado  por  la
Superintendencia y será de beneficio fiscal. Las bases deberán contener, a lo
menos, lo siguiente:

a)  Estadísticas  de  afiliaciones  anuales  al  Sistema  y  su
ingreso promedio;

b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;

c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;

d) Monto de la garantía de implementación;

e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;
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f)  Duración  del  período  de  permanencia  en  la
Administradora adjudicataria;

g)  Duración  del  período  de  mantención  de  la  comisión
licitada; 

h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;

i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la
licitación;

j)  Fecha  de  inicio  de  operaciones  de  las  entidades
adjudicatarias que no estén  constituidas como Administradoras al momento
de la licitación;

k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales;

l)  Estándar  mínimo  de  servicio  que  debe  ofrecer  la
Administradora.

Explicación:  Este  artículo  obliga  a  los  partícipes  de la  licitación  a
ofrecer  una  comisión  más  baja  que  la  menor  del  Sistema,  con  el  fin  que  aquélla
efectivamente presente una ventaja en precios para los afiliados que participan en ella.

Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los
afiliados  activos,  deberá  ser  inferior  a  la  comisión  por  depósito  de
cotizaciones más baja vigente en el Sistema al momento de la presentación
de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya comunicado una
modificación a aquella,  de  acuerdo a  lo  establecido  en el  inciso final  del
artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más
baja en el Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.

Explicación:  Este  inciso  establece  la  obligatoriedad  para  la
Administradora  adjudicataria  de  mantener  la  comisión  ofrecida  durante  el  período
comprometido, debiendo aplicar la comisión licitada a todos sus afiliados. Es decir,  en el
caso de una AFP ya existente, este precio se hará extensivo a los demás cotizantes que
estén afiliados a ella al momento de entrada en vigencia del período licitado. El objetivo de
esta estructura es conseguir rebajas de precios a todos los afiliados de una AFP existente.
Además, la comisión licitada se aplicará a  todos los nuevos entrantes a la AFP adjudicataria
durante el período licitado. Asimismo, se obliga a la Administradora a otorgar un nivel de
servicio que no discrimine entre afiliados.

En el caso de los trabajadores nuevos que están obligados a afiliarse
a la AFP adjudicataria, la mantención de la comisión licitada por 18 meses, asegura que los
trabajadores que inicien su participación a principios del período de adjudicación, se vean
beneficiados  por  los  menores  precios  durante  el  lapso  de  dieciocho  meses.  En  el  otro
extremo,  los  trabajadores  que  ingresen  al  sistema  al  final  de  los  doce  meses  de  la
asignación establecida en el Artículo 160 accederán al precio de licitación por seis meses. 

Por  su  parte,  una  vez  terminado  el  período  licitado  y  con  ello  la
obligación de la AFP de mantener la comisión licitada, se establece el término del período
obligatorio de permanencia en la Administradora adjudicataria,  para los trabajadores que
ingresaron al mercado laboral durante los 12 meses posteriores al inicio del período licitado y
la libertad para la Administradora adjudicataria de fijar las comisiones o de participar en una
nueva licitación, de acuerdo a lo establecido en la ley.
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La  adjudicación  del  servicio  se  efectuará  mediante
resolución fundada de la Superintendencia. 

La adjudicataria  de la  licitación no podrá incrementar  la
comisión por depósito de cotizaciones durante el período que se indique en
las  Bases  de  Licitación,  el  que  no  podrá  exceder  de  dieciocho  meses
contado  desde  el  primer  día  del  mes  siguiente  de  aquél  en  el  cual  se
cumplan seis meses desde la fecha de adjudicación de servicio licitado. Esta
comisión se hará extensiva a todos los afiliados de la Administradora durante
el  referido  período,  debiendo  aquélla  otorgarles  un  nivel  de  servicios
uniforme.  Una vez finalizado el  período de mantención de comisiones,  la
Administradora podrá fijar libremente el monto de su comisión por depósito
de cotizaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, sin perjuicio de
su  derecho  a  participar  en  una  nueva  licitación.  Asimismo,  concluido  el
período  de  permanencia  en  la  Administradora  adjudicataria,  aquellos
afiliados nuevos que se incorporaron a ésta en virtud de lo dispuesto en el
inciso  cuarto  del  artículo  160,  podrán  traspasarse  libremente  a  otra
Administradora.

Explicación: Para evitar cualquier tipo de conflictos de interés o de
discriminación, se establece la obligación para la administradora adjudicataria de la licitación
de aceptar a los afiliados que le serán asignados y aquellos que voluntariamente deseen
traspasarse a ella.

Artículo  164.-  La  adjudicataria  de  la  licitación  deberá
aceptar  a  todos  los  nuevos  afiliados  al  Sistema  y  a  aquellos  que  se
encuentren inscritos en la nómina correspondiente al respectivo proceso de
licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de la cual se
adjudicó la licitación. 

Explicación: Se establece el mecanismo a seguir en el caso que no
se presenten participes a la licitación o el adjudicatario sea una entidad no constituida aún
como Administradora y no cumpla en tiempo y forma con las condiciones comprometidas
para constituirse como tal.

La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos
a  la  Administradora  que  cobre  la  menor  comisión  por  depósito  de
cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema, en cualquiera de
los siguientes casos:

a)  La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para
constituirse como Administradora en el plazo establecido para tales efectos;

b)  No  se  efectuare  o  no  se  adjudicare  la  licitación  por
alguna de las causales establecidas en esta ley o en las bases de licitación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, para
evitar una concentración excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá
asignar,  aleatoria  y  equitativamente,  los  afiliados  nuevos  a  las
Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de cotizaciones
a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de
carácter  general  a  que se refiere  el  artículo  166.  Los afiliados asignados
siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora. Los afiliados
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que se hayan inscrito voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso
quinto del artículo 160, no podrán ser asignados por la Superintendencia.

Explicación:  No  obstante  la  obligatoriedad  de  afiliación  y
permanencia en la AFP adjudicataria,  para los trabajadores nuevos que se afilien durante el
período licitado, este artículo establece causales que permitirían la salida de estos afiliados
en  forma  previa  al  término  del  período  licitado.  Esto  tiene  como   objetivo  establecer
resguardos en caso que se produzcan situaciones que impliquen riesgos para los fondos
administrados o algún perjuicio, para dichos afiliados, en cuanto a precios o servicios que la
Administradora adjudicataria ofrece en relación al resto de las Administradoras del Sistema. 

Artículo 165.- Los trabajadores que se hayan incorporado
a la  Administradora  adjudicataria,  de  acuerdo a  lo  dispuesto  en el  inciso
cuarto del artículo 160, sólo podrán traspasarse a otra durante el período de
permanencia en la Administradora adjudicataria, cuando ésta se encuentre
en alguna de las siguientes situaciones:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso
tercero del artículo 24, sobre patrimonio mínimo exigido;

b)  Incumplimiento  de  la  obligación  establecida  en  el
artículo 37 respecto de  la rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;

c) Cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o
en estado de notoria insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 

d) En proceso de liquidación;

e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre
sea  mayor  a  la  cobrada  por  otra  Administradora,  durante  dos  meses
consecutivos.  En  este  caso,  los  afiliados  sólo  podrán  traspasarse  a  una
Administradora que cobre menor comisión por depósito de cotizaciones que
la adjudicataria de la licitación.

f)  Que  la  comisión  por  depósito  de  cotizaciones  sea
incrementada  al  término  del  período  establecido  en  el  inciso  tercero  del
artículo 163, o

g)  Que la  menor comisión por  depósito  de cotizaciones
que  cobre  no  compense  la  mayor  rentabilidad  que  hubiese  obtenido  el
afiliado en otra Administradora durante el período comprendido entre la fecha
de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación y la fecha en
que  solicite  el  traspaso.  En  este  caso,  los  trabajadores  sólo  podrán
traspasarse  a  esa  otra  Administradora.  El  procedimiento  de  cálculo  que
permita ejercer este derecho será determinado por la Superintendencia en la
norma de carácter general a que se refiere el artículo 166.

A su vez,  los trabajadores que deban incorporarse a la
Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto
del  artículo  160,  no  estarán  obligados  a  ello  en  caso  que  se  configuren
algunas  de  las  causales  señaladas  en  las  letras  a)  a  la  d)  del  inciso
precedente.
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Explicación: Este artículo establece los tópicos mínimos que deberá
considerar  la  norma  que  haga  operativo  y  transparente  el  proceso  de  licitación  de  la
administración de cuentas. 

Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una
norma  de  carácter  general,  las  materias  relacionadas  con  la  licitación
establecida  en  este  título.  Dicha  norma  establecerá,  a  lo  menos,  el
procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados,  los requisitos que
deberán  cumplir  las  personas  jurídicas  que  no  estén  constituidas  como
Administradoras  a  la  fecha  de  la  licitación  para  participar  en  ella  y  la
asignación de los afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se
materialice.

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones

Explicación:  El  nuevo  esquema  de  inversión  de  los  Fondos  de
Pensiones que se establece en este proyecto de ley busca el logro de una mayor flexibilidad
para el  establecimiento de regulaciones en materias de inversión de los Fondos,  con el
objeto de ajustar éstas de acuerdo a los cambios en los mercados financieros. Dentro de
este esquema se crea el Consejo Técnico de Inversiones en calidad de organismo asesor de
carácter permanente en materia de inversiones de los Fondos de Pensiones. Las principales
funciones de este Consejo serán emitir pronunciamientos respecto de las materias que se
incluirán en el Régimen de Inversión y realizar propuestas en materias de regulación de las
inversiones de los Fondos. 

Artículo 167.- Créase un Consejo Técnico de Inversiones,
en adelante “Consejo”, de carácter permanente, cuyo objetivo será efectuar
informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los
Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar el logro de una adecuada
rentabilidad y seguridad para los Fondos. Específicamente, el Consejo tendrá
las siguientes funciones y atribuciones:

1)  Pronunciarse  sobre  el  contenido  del  Régimen  de
Inversión a que se refiere el  artículo 45 y sobre las modificaciones que la
Superintendencia  de  Pensiones  proponga  efectuar  al  mismo.  Para  estos
efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica
en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o
modifique dicho régimen;

2)  Emitir  opinión  técnica  en  todas  aquellas  materias
relativas  a  inversiones  de  los  Fondos  de  Pensiones  contenidas  en  el
Régimen de Inversión, y en especial respecto de la estructura de límites de
inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de medición del
riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra
l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 

3)  Efectuar  propuestas  y  emitir  informes  en  materia  de
perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones
en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario o cuando así lo
solicite la Superintendencia;
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4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las
inversiones de los Fondos de Pensiones que le sean consultadas por los
Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;

5)  Entregar  una  memoria  anual  de  carácter  público  al
Presidente de la República, correspondiente al ejercicio del año anterior, a
más  tardar  dentro  del  primer  cuatrimestre  de  cada  año.  Copia  de  dicha
memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al Senado; y

6)  Encargar  la  realización  de  estudios  técnicos  con
relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 

Explicación: Se establece en este artículo quienes podrán formar el
Consejo Técnico de Inversiones y quienes designarán a tales personas. Al respecto, esta
conformación tiene por objeto que el Consejo sea integrado por personas con conocimientos
en  materias  financieras  y  de  mercado  de  capitales  y  experiencia  en  administración  de
carteras de inversión y que posea una representación de diversos sectores con intereses en
las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones.  Por  otra  parte,  se  fija  una  dieta  para  los
integrantes del Consejo y se establecen causales de cesación del cargo y restricciones para
los miembros titulares y suplentes del Consejo.

Artículo  168.-  El  Consejo  estará  integrado  por  las
siguientes personas:

a)  Dos  miembros  designados  por  el  Presidente  de  la
República.  El  primero  de  ellos   deberá  ser  un  académico  de  reconocido
prestigio  por  su  experiencia  y  conocimiento  en  materias  financieras  y  de
mercado de capitales. El segundo deberá haber desempeñado el cargo de
Ministro  de  Hacienda  o  de  Superintendente  o  directivo  de  las
Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de
Valores y Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;

b)  Un  miembro  designado  por  el  Consejo  del  Banco
Central de Chile; y 

c)  Dos  miembros  elegidos  por  las  Administradoras  de
Fondos  de  Pensiones.  El  primero  de  ellos  deberá  ser  un  académico  de
reconocido  prestigio  por  su  experiencia  y  conocimiento  en  materias
financieras y de mercado de capitales. El segundo deberá poseer una amplia
experiencia en la  administración de carteras de inversión y deberá haber
desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa
del sector financiero.

Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes,
administradores  o  directores  de  una  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones,  ni  de  alguna  de  las  entidades  del  Grupo  Empresarial  al  que
aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.

Los  Consejeros  durarán  cuatro  años  en  sus  cargos  y
podrá renovarse su designación o ser reelegido, según corresponda, por un
nuevo período consecutivo, por una sola vez. 

Junto con la designación de cada una de las personas a
que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá también designarse
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un  miembro  suplente,  quien  reemplazará  al  respectivo  titular  en  caso  de
ausencia o impedimento de éste.

En  caso  de  ausencia  o  impedimento  de  alguno  de  los
miembros señalados en las letras anteriores, integrará el Consejo, en calidad
de suplente, la persona que haya sido nombrada para tales efectos por quien
corresponda  efectuar  la  designación  de  los  miembros  titulares,  quienes
deberán cumplir con los mismos requisitos del miembro titular.  

Lo  dispuesto  en  el  inciso  segundo  será  aplicable  a  los
miembros del Consejo que tengan la calidad de suplente.

Serán causales de cesación de los miembros titulares y
suplentes del Consejo las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;

b) Renuncia aceptada por quien los designó;

c)  Incapacidad psíquica o física para el  desempeño del
cargo;

d)  Sobreviniencia  de  algunas  de  las  causales  de
inhabilidad señaladas en el inciso segundo de este artículo, caso en el cual
cesará automáticamente en el ejercicio del cargo, y

e)  Falta  grave  al  cumplimiento  de  las  obligaciones
establecidas en este Título. 

Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico
del Consejo deberán guardar reserva sobre los documentos y antecedentes
a que tengan acceso en el  ejercicio de su función, siempre que éstos no
tengan carácter público. La infracción a esta obligación será sancionada con
la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

Del  mismo modo, a las personas indicadas en el  inciso
precedente les está prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio
propio  o  de  terceros,  de  la  información  a  que  tengan  acceso  en  el
desempeño  de  esta  función,  en  tanto  no  sea  divulgada  al  público.  La
infracción  a  lo  dispuesto  en este  inciso  será  sancionada con la  pena de
reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios
públicos por el tiempo de la condena. 

Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos
equivalente  a  17  unidades  tributarias  mensuales  por  cada  sesión  a  que
asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes
calendario.

Explicación:  En  este  artículo  se  establecen  las  regulaciones
necesarias para el adecuado funcionamiento del Consejo, entre las que se encuentran la
forma de aprobación de sus acuerdos y el número de veces al año que deberá sesionar. La
Superintendencia  de  Pensiones  proporcionará  al  Consejo  el  apoyo  administrativo  y  los
recursos necesarios para el ejercicio de sus funciones.
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Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por
uno de los miembros designados  por el Presidente de la República según
éste lo  disponga,  sesionará con la  asistencia de a lo  menos tres de sus
integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a
la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la
sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del
Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.

El  Consejo  deberá  nombrar,  de  entre  sus  miembros
titulares, a un Vicepresidente,  el  que subrogará al  Presidente en caso de
ausencia de éste y permanecerá en el  cargo por el  tiempo que señale el
Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 

El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces
al año y, cada vez que lo convoque el Presidente o cuando así lo solicite la
mayoría de sus integrantes. Asimismo, el Consejo deberá sesionar cuando
así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 

Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Pensiones
actuará como Secretario Técnico del Consejo y tendrá la calidad de Ministro
de Fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.  

El  Consejo  acordará  las  normas  necesarias  para  su
funcionamiento y para la adecuada ejecución de las funciones que le son
encomendadas y las normas relativas a las obligaciones y deberes a que
estarán sujetos sus integrantes. 

La  Superintendencia  proporcionará  al  Consejo  el  apoyo
administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de
sus  funciones,  incluido  el  pago  de  las  dietas  que  corresponda  a  sus
integrantes.  

Explicación:  Se  incorpora  este  artículo  con  el  objeto  de  evitar  la
existencia de conflictos de interés en las decisiones que sean tomadas en el Consejo. 

Artículo 170.-  Los miembros del Consejo de Inversiones
deberán inhabilitarse cuando en la sesión respectiva se traten asuntos que
los involucren o cuando se traten o resuelvan materias en que puedan tener
interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada, el Consejo deberá
aplicar las normas y procedimientos que establezca sobre esta materia.

TITULO XVII
De la Asesoría Previsional

1. Del Objeto de la Asesoría Previsional

Explicación: El objetivo de la asesoría previsional que se establece
en este proyecto es apoyar a los afiliados tanto en las decisiones que deben tomar durante
su vida activa para incurrir en un menor costo previsional y maximizar el capital acumulado -
eligiendo  la  Administradora  más  conveniente,  aprovechando  entre  otros  los  incentivos
tributarios que este Sistema proporciona, planificando el nivel de pensión futura- como en las
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decisiones que conducen a la optimización del monto de su pensión, evaluando riesgos de
inversión y sobreviva.

Artículo  171.-  La  asesoría  previsional  tendrá  por  objeto
otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando
de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación
particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de
acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y
beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con total
independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 

Explicación:  Considerando  que  la  decisión  de  pensión  es
determinante para el  afiliado,  este artículo establece los lineamientos mínimos que debe
tener  la  asesoría  cuando  se  trate  de  afiliados  próximos  a  pensionarse,  beneficiarios  o
pensionados bajo  la  modalidad  de  retiro  programado.  Estos últimos,  a  diferencia  de los
pensionados en renta vitalicia, pueden cambiar de modalidad de pensión o de tipo de Fondo.

Adicionalmente,  se  establece  que  la  asesoría  para  la  elección  de
modalidad  de  pensión  de  renta  vitalicia,  puede  además  continuar  siendo  otorgada  por
corredores del ramo, por lo tanto, podrán prestar asesoría para pensión tanto los asesores
previsionales como los corredores de seguros.

Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los
requisitos para pensionarse y de los pensionados bajo la modalidad de retiro
programado, la asesoría deberá informar en especial sobre la forma de hacer
efectiva su pensión según las modalidades previstas en el artículo 61 de esta
ley, sus características y demás beneficios a que pudieren acceder según el
caso, con una estimación de sus montos. 

Explicación: En consideración a la importancia de que los afiliados
reciban  una  asesoría  de  calidad,  lo  que  deriva  en  la  necesidad  de  que  los  asesores
previsionales sean evaluados y fiscalizados por la Superintendencia de AFP, se establece la
creación  de  un  registro  de  asesores  previsionales.  Es  importante  tener  presente  que la
asesoría  previsional  incluye  diversos  aspectos  técnicos,  previsionales,  tributarios,
actuariales, financieros que deben ser adecuadamente informados a los afiliados. 

La creación del  registro  de asesores previsionales permite  también
formalizar la labor de asesoría que actualmente realizan personas o entidades a los afiliados
del  sistema  de  pensiones,  sin  una  adecuada  fiscalización  y,  muchas  veces,  sin  el
conocimiento especializado que este servicio requiere.

Cabe señalar que la Superintendencia de AFP ha tenido experiencia
en la regulación y fiscalización de los agentes de venta de las Administradoras, por lo cual,
no sería de gran complejidad para la Superintendencia crear y administrar un registro como
el mencionado. 

Artículo  172.-  Créase  el  Registro  de  Asesores
Previsionales,  que  mantendrá  la  Superintendencia,  en  el  cual  deberán
inscribirse las personas o entidades que desarrollen la actividad de asesoría
previsional  a  que  alude  el  artículo  anterior.  Para  tal  efecto,  deberán  dar
cumplimiento a las exigencias que se establecen en el presente Título y en lo
que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de
carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 

2. De las Entidades de Asesoría Previsional y de los Asesores Previsionales.
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Explicación: Considerando que el servicio que presten las entidades
de asesoría previsional debe ser personalizado, este inciso establece que dichas entidades
tendrán un objeto exclusivo y estarán formadas sólo por personas naturales, con el objetivo
de poder establecer responsabilidades personales en caso de reclamos presentados por los
afiliados. 

Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán
sociedades constituidas en Chile exclusivamente por personas naturales y
tendrán  por  objeto  único  otorgar  servicios  de  asesoría  previsional  a  los
afiliados y beneficiarios del Sistema.

Explicación: Se explicita quiénes serán responsables por el servicio
de  asesoría  que  prestará  la  entidad  jurídica.  Respecto  de  las  personas  naturales  se
establece  que  deberán  cumplir  los  requisitos  y  obligaciones  de  la  ley  y  acreditar
conocimientos en las materias previsionales y de seguros, que garanticen la calidad de la
asesoría entregada a los afiliados.

Sus socios, administradores, representantes legales y las
personas  que  tengan  a  su  cargo  realizar  las  funciones  de  asesoría
previsional, deberán reunir los requisitos y estarán sujetas a las obligaciones
que se establecen en este Título.

Explicación:  Debido  a  que  una  asesoría  errónea,  que  entregue
información equivocada o falsa, puede ocasionar perjuicios en los intereses económicos de
los afiliados, se exige a las entidades de asesoría y asesores la contratación de un seguro
que permita  resarcir  total  o  parcialmente  estos perjuicios.  Cabe señalar  que una  norma
similar se aplica actualmente a los corredores de seguros de rentas vitalicias.

Las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  y  los  Asesores
Previsionales deberán acreditar ante la Superintendencia la contratación de
una póliza de seguros para responder del correcto y cabal cumplimiento de
todas las obligaciones emanadas de su actividad y, especialmente, de los
perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que contraten
sus servicios de asesoría previsional. En el caso que el Asesor Previsional
esté constituido además como corredor de seguros de rentas vitalicias, se
deducirá  de  esta  garantía  aquella  que  haya  constituido  en  virtud  de  lo
establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.

La póliza de seguros a que se refiere el  inciso anterior
deberá constituirse por un monto no inferior a la suma más alta entre 500
unidades  de  fomento  y  el  30%  del  saldo  promedio  de  los  afiliados  que
asesoró  en  el  año  inmediatamente  anterior,  con  un  máximo  de  60.000
unidades de fomento.

Explicación:  Siempre con el  objeto  de resguardar la  calidad de la
asesoría, que oriente correctamente a los afiliados en la toma de decisiones previsionales,
este artículo establece los requisitos legales con los que debe cumplir  cualquier persona
natural  que  prestará  el  servicio  de  asesoría,  directamente  o  a  través  de  una  entidad
registrada en la SAFP.
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Artículo  174.-  Los  socios,  los  administradores,  los
representantes  legales  de  las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  y  sus
dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, así como
los Asesores Previsionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia
en Chile y cédula de identidad de extranjería al día;

b) Tener antecedentes comerciales intachables;

c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia de educación
media o estudios equivalentes;

d)  Acreditar  ante  la  Superintendencia  los  conocimientos
suficientes sobre materias previsionales.

Explicación:  En  consideración  a  que  los  requisitos  de  las  letras
señaladas se refieren a tópicos que, debido a circunstancias personales o reformas en las
normas  previsionales,  pueden  cambiar  se  establece  una  reevaluación  periódica  de  los
mismos.

El  cumplimiento  de  los  requisitos  de  las  letras  b)  y  d)
anteriores deberán ser acreditados mediante la presentación del certificado o
declaración respectiva, para el  caso de la letra b), y de la aprobación del
examen de conocimientos correspondiente, para el caso de la letra d), y con
una periodicidad que no podrá ser inferior a un año para ambos casos, según
se  establezca  en  la  norma  de  carácter  general,  que  al  efecto  dicte  la
Superintendencia.

Explicación:  Con  el  fin  de  evitar  que personas que  no posean la
probidad necesaria  o  que puedan tener  algún  tipo de conflicto  de interés que afecte  el
otorgamiento de una correcta asesoría presten este tipo de servicio, este artículo señala
algunas inhabilidades que se consideran necesarias para quienes ejercerán la actividad de
asesoría previsional.

Cabe  señalar,  que  los  corredores  de  rentas  vitalicias  podrán
inscribirse en el  registro que llevará la Superintendencia de AFP, debiendo en ese caso
ampliar sus conocimientos previsionales.

No podrán ser socios, administradores, dependientes que
desempeñen la función de asesoría previsional,  representantes legales de
una Entidad de Asesoría Previsional o Asesores Previsionales, las personas
que se encuentren en cualquiera de las situaciones siguientes:

a) Los procesados o condenados por delito que merezca
pena aflictiva;

b)  Los  fallidos  no  rehabilitados  y  quienes  tengan
prohibición de comerciar;

c)  Las  personas  sancionadas  con  la  cancelación  o
revocación de su inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen
las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, Valores
y  Seguros  y  Bancos  e  Instituciones  Financieras,  o  los  que  hayan  sido
administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica
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sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad
en la forma que prescribe la ley;

d)  Quienes  tengan  la  calidad  de  controlador,  a  que  se
refiere el artículo 97 de la Ley Nº 18.045, o de persona relacionada con éste,
los  directores,  los  gerentes,  los  apoderados  o  los  dependientes  de  una
Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros, o de las
entidades que conforman su grupo empresarial, y

e) Quienes tengan la calidad de corredores y liquidadores
de seguros, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del
Ministerio  de  Hacienda,  excepto  aquellos  corredores  habilitados  para  la
asesoría e intermediación de rentas vitalicias.

Explicación:  De  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  artículo  176,  la
Superintendencia de AFP será el organismo encargado de la fiscalización de la función de
asesoría que se preste a los afiliados y, por lo tanto, contará con la facultad de autorizar el
inicio  de  funcionamiento  de  una  entidad  de  asesoría  previsional  una  vez  verificado  el
cumplimiento de los requisitos para ser asesor. Asimismo, podrá autorizar la inscripción de
un asesor previsional en el registro respectivo.

Artículo 175.- Respecto de las personas o entidades que
hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad
de  asesoría  previsional  referidos  en  los  artículos  precedentes,  la
Superintendencia  dictará  una  resolución  que  ordene  su  inscripción  en  el
registro  respectivo,  conceda la  autorización para funcionar  y  fije  un plazo
para iniciar sus actividades.

Explicación: Con el fin de facilitar el control y fiscalización por parte
de  la  Superintendencia  de AFP de las  personas naturales  que prestan  los  servicios  de
asesoría previsional, las entidades asesoras inscritas en el registro de la SAFP deben llevar
a su vez un registro de sus dependientes. Además, con el objeto de  otorgar a los afiliados
un servicio de calidad, este artículo establece que es de responsabilidad de cada entidad
capacitar a sus dependientes que presten el servicio de asesoría. 

Será  responsabilidad  de  las  Entidades  de  Asesoría
Previsional llevar un registro de los dependientes que desempeñen la función
de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para el desarrollo de dichas
funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las facilidades que
se  requieran  para  efectuar  el  control  que  respecto  de  estas  materias
determine la Superintendencia.

Explicación:  Debido  a  que  una  asesoría  previsional  implica
decisiones que afectan patrimonialmente a los afiliados, este inciso establece las sanciones
a  que  estarán  sujetas  las  entidades  y  personas  que  presten  este  servicio  cuando  por
razones  atribuibles  a  errores,  omisiones  o  mal  manejo  de  la  información  se  ocasione
perjuicios a los afiliados que las contraten. Esta sanción es equivalente a la que se aplica a
las AFP cuando causen perjuicio a los Fondos por incumplimiento de sus obligaciones.

Artículo 176.- Las Entidades de Asesoría Previsional y los
Asesores  Previsionales  responderán  hasta  de  la  culpa  leve  en  el
cumplimiento de las funciones derivadas de las asesorías previsionales que
otorguen a los afiliados o sus beneficiarios y estarán obligadas a indemnizar
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los  perjuicios  por  el  daño  que  ocasionen.  Lo  anterior,  no  obsta  a  las
sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.

Explicación:  Se  establecen  además  sanciones  a  las  personas  de
mayor  responsabilidad en la  entidad de asesoría,  una vez que se determine si  tuvieron
alguna responsabilidad en el hecho sancionado. 

Por  las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  responderán
además, sus socios y administradores, civil, administrativa y penalmente, a
menos  que  constare  su  falta  de  participación  o  su  oposición  al  hecho
constitutivo de infracción o incumplimiento.

Explicación:  La  Superintendencia  de  AFP  será  el  organismo
encargado de la fiscalización de la asesoría previsional, por una parte debido a que  las
funciones del asesor quedan mayoritariamente dentro del ámbito de su competencia y por
otra, debido a que el pago a los asesores, en el caso de asesorías de pensión, se realizará
con fondos provenientes del saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado. Para
estos efectos, la Superintendencia de AFP, además de la fiscalización a las entidades, podrá
fiscalizar  a  las  personas  que  trabajen  en  ellas  y  que  presten  servicios  de  asesoría
previsional,  pudiendo sancionarlas o inhabilitarlas en el  desempeño de su cargo ante el
incumplimiento de las normas que este organismo fiscalizador establezca. 

Las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  y  los  Asesores
Previsionales estarán sometidos a la supervigilancia, control y fiscalización
de la Superintendencia, la que para ello estará investida de las facultades
establecidas en esta ley.

Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría
Previsional  encargados de la  prestación  del  servicio,  quedarán sujetos  al
control  y  fiscalización  de  la  Superintendencia,  la  que  tendrá  respecto  de
aquéllos las mismas facultades a que se refiere el inciso anterior.

Explicación: Este artículo establece la eliminación de las entidades o
personas naturales del registro de asesores previsionales, por la Superintendencia de AFP,
en casos graves y debidamente fundados, esto es, la infracción grave de ley,  la que se
define en función de los requisitos y condiciones que se exigen en este proyecto, y la no
mantención de la  póliza  de seguro para cubrir  a los afiliados de posibles perjuicios que
pudieran ocasionársele con motivo de la prestación de este servicio.

Artículo 177.- La cancelación en el Registro de Asesores
Previsionales  de  una  Entidad  de  Asesoría  Previsional  o  de  un  Asesor
Previsional, procederá:

a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave
de ley, y

b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido
en el artículo 173 de esta ley.

La declaración de infracción grave de ley corresponderá a
la Superintendencia y deberá estar fundada en alguna de las disposiciones
establecidas en esta ley.  
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Declarada  la  infracción  grave  o  constatado  el
incumplimiento señalado en la letra b) del inciso primero, la Superintendencia
dictará  una  resolución  fundada  que  ordene  cancelar  la  inscripción  de  la
Entidad de Asesoría  Previsional  o  del  Asesor  Previsional  del  Registro  de
Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.

3. De la contratación de la Asesoría Previsional.

Explicación:  Con el  objeto  de cautelar  la  adecuada prestación del
servicio de asesoría, el cumplimiento de la legislación vigente y prever la existencia de un
contrato formal que permita perseguir  responsabilidades cuando corresponda, este inciso
establece que las cláusulas mínimas del contrato que deben firmar las partes involucradas
en una asesoría previsional serán establecidas en una norma de la Superintendencia de
AFP.

Artículo  178.-  Para  los  efectos  de  prestar  la  asesoría
previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la
Entidad  o  el  Asesor  Previsional  y  el  afiliado  o  sus  beneficiarios,  cuyas
cláusulas mínimas serán establecidas mediante norma de carácter general
que dictará la Superintendencia.  

Explicación: Con el objeto de preservar la libertad de elección y de
decisión  de  los  afiliados,  se  especifica  que  la  asesoría  que  éste  reciba  y  las
recomendaciones que deriven de aquélla no tendrán carácter vinculante. Es decir el afiliado
puede optar por seguir o no el consejo recomendación que obtenga de la asesoría.

La contratación de una asesoría  previsional  no importa,
para el afiliado o beneficiario, la obligación de acoger la recomendación que
le fuere proporcionada.

Explicación:  Este  artículo  establece  que  no  obstante  que  el
financiamiento  de  esta  asesoría  debe  ser  de  cargo  del  afiliado,  en  consideración  a   la
importancia  de  la  decisión  de  selección  de  modalidad  de  pensión,  se  ha  estimado
conveniente otorgar para aquellos afiliados que cumplan los requisitos para pensionarse o se
encuentren pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la posibilidad de financiarla
con fondos de su cuenta de capitalización individual, de manera que los afiliados que deben
elegir modalidad de pensión y que tengan problemas de liquidez no queden al margen de
esta asesoría. 

En cuanto a la comisión que será descontada del saldo acumulado por
el  afiliado,  este  artículo  establece  que  ésta  deberá  tener  el  mismo  máximo  que  aquel
establecido para el pago a los corredores de rentas vitalicias. A la fecha este máximo es de
2,5% del  saldo  acumulado  por  el  afiliado  descontados los  recursos  susceptibles  de ser
retirados como excedente de libre disposición.  Además, se señala que el  cargo de este
monto puede efectuarse total o parcialmente al momento de pensionarse, especificándose
que  aquellos afiliados que se pensionen por retiro programado y que decidan cambiar de
modalidad de pensión podrán usar el porcentaje remanente, en caso que lo hubiere, para
pagar la asesoría que le brinde un asesor o un corredor de seguro. Lo anterior con el objeto
de evitar que los afiliados paguen doble comisión si se cambian de modalidad de pensión.
Finalmente, para evitar conflictos de interés, se establece que ni las Administradoras, ni las
Compañías de Seguros podrán efectuar, por este concepto, ningún otro pago a los asesores
previsionales o corredores, respectivamente.

Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no
podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional
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con cargo a la cuenta de capitalización individual, a excepción de lo indicado
en los incisos segundo y tercero de este artículo.

Los  afiliados  o  beneficiarios  de  pensión,  según
corresponda,  que  cumplan  los  requisitos  para  pensionarse  podrán,  al
momento  de  seleccionar  modalidad  de  pensión,  pagar  honorarios  por
concepto  de  servicios  de  asesoría  previsional,  con  cargo  a  la  cuenta  de
capitalización  individual,  hasta  el  monto que resulte  de multiplicar  la  tasa
máxima a que se refiere el  inciso decimocuarto del  artículo 61 bis por el
saldo de dicha cuenta  destinado a pensión. 

Si  efectuado el  pago a que se refiere el  inciso anterior,
quedare  un  porcentaje  remanente  respecto  de  la  tasa  máxima a  que  se
refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, los afiliados o beneficiarios
de pensión que se encuentren pensionados por retiro programado y cambien
de modalidad de pensión, podrán pagar honorarios por concepto de servicios
de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual,
hasta  el  monto  que resulte  de  multiplicar  el  porcentaje  remanente  por  el
saldo  de  dicha  cuenta  destinado  a  pensión  al  momento  del  cambio  de
modalidad. 

No obstante, lo señalado en el inciso final del artículo 61
bis, cuando se trate de un cambio de modalidad de pensión las Compañías
de  Seguros  de  Vida  no  podrán  pagar  a  sus  dependientes,  a  los
intermediarios,  agentes  de  venta  de  renta  vitalicia  u  otras  personas  que
intervengan en la comercialización de éstas, una comisión por intermediación
o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere el
inciso anterior.

Las Administradoras y las Compañías de Seguros de Vida
no podrán efectuar pago alguno a los asesores previsionales, sean ellos en
dinero o especies, como tampoco podrán financiar los gastos en que deban
incurrir para su cometido.

4. Otras Disposiciones.

Explicación: Para evitar confusiones a los afiliados y propender a la
formalización de la asesoría previsional, se permite el uso de los nombres que acreditan a
una persona o entidad como asesor previsional, sólo a las personas inscritas en el registro
que llevará la Superintendencia de AFP.

Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se
encontrare  inscrita  en  el  registro  a  que  se  refiere  el  artículo  172,  podrá
arrogarse  la  calidad  de  asesor  previsional,  siendo  aplicables  en  lo  que
corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25 de esta ley.

Se  reserva  el  uso  de  la  denominación  "Entidad  de
Asesoría Previsional" y de "Asesor Previsional" para las personas jurídicas y
naturales a que se refiere el número dos  de este Título.

Explicación: Con el fin de resguardar los intereses y la seguridad de
los recursos de los afiliados, se establecen prohibiciones y limitaciones en el desempeño de
la actividad de asesoría previsional.
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Artículo  181.-  Los  socios,  administradores  y
representantes  legales  de  una  Entidad  de  Asesoría  Previsional  y  sus
dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional, así como las
personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna
circunstancia a los afiliados o sus beneficiarios otras prestaciones diferentes
a las propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aún a título
gratuito o de cualquier otro modo.”.

El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las
siguientes modificaciones al artículo 168, incorporado por su numeral
74:

a) Reemplázase la letra a), por la siguiente:
“a)  Un  miembro  designado  por  el  Presidente  de  la

República.  La  designación  deberá  recaer  en  una  persona  que  haya
desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o
directivo  de  las  Superintendencias  de  Pensiones,  de  Bancos  e
Instituciones  Financieras  o  de Valores y  Seguros,  o  de  Consejero  o
gerente del Banco Central de Chile;”.

b) Reemplázase la letra b), por la siguiente:
“b) Un miembro designado por el Consejo del Banco

Central  de Chile.  La designación deberá recaer en un profesional  de
reconocido  prestigio  por  su experiencia  y  conocimiento  en materias
financieras y de mercado de capitales;”.

c) Reemplázase la letra c), por la siguiente:
“c) Un miembro designado por las Administradoras de

Fondos de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona
que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de
inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo
principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo
dispuesto en el Reglamento; y”.

d) Agrégase la siguiente letra d):
“d) Dos miembros designados por los Decanos de las

Facultades  de  Economía  o  de  Economía  y  Administración  de  las
Universidades  que  se  encuentren  acreditadas  de  conformidad  a  lo
dispuesto en la Ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá ser un académico de
reconocido  prestigio  por  su experiencia  y  conocimiento  en materias
financieras  y  de  mercado  de  capitales  y  el  otro  deberá  ser  un
académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento
de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.”.

2)  Para  reemplazar  en  la  primera  oración  del  inciso
primero del artículo 169, la expresión “uno de los miembros designados
por  el  Presidente  de  la  República  según  éste  lo  disponga”  por  “el
miembro designado por el Presidente de la República.”.

Sometido a votación el numeral 74) del artículo 79,
con la indicación del Ejecutivo, se aprueba por la unanimidad de los
Diputados presentes.

Sometidos a votación los numerales 8 bis; 14; 22; 27-
31; 33-35; 60-64; 66 y 67 del artículo 79 se aprueban por la unanimidad
de los Diputados presentes.
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Párrafo segundo

Modificaciones  a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo
1° del decreto ley N°824, 1974

ARTÍCULO 80

Explicación: Las modificaciones que se realizan en este párrafo a la
Ley de Impuesto a la Renta dicen relación con la introducción del mecanismo de ahorro
previsional  voluntario  colectivo,  asimilándose a dicho ahorro  el  tratamiento tributario  que
actualmente rige al APV. Asimismo, se establecen en la Ley de la Renta las dos alternativas
respecto  al  tratamiento tributario  del  APV y  APVC, esto  es,  el  beneficio  de la  exención
tributaria al aportar recursos a los planes voluntarios o al efectuar el retiro de los mismos, en
forma equivalente a lo que se señala en el DL Nº 3.500, de 1980.

En  el  número  3.  se  elimina  la  obligación  para  los  trabajadores
independientes (contribuyentes del Nº 2 del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta) de
efectuar  cotizaciones  obligatorias  a  sus  cuentas  de  capitalización  individual,  para  tener
derecho  a  la  exención  tributaria  producto  del  ahorro  previsional  voluntario.  Lo  anterior,
debido a que dichos trabajadores estarán obligados a cotizar de acuerdo a este proyecto de
ley.

El  Diputado  Robles,  don  Alberto,  preguntó,  ¿por
qué  razón  se  permite  que  el  empleador  pueda  retirar  los  aportes  al
ahorro previsional colectivo de los trabajadores?  A su parecer, ello no
resulta  procedente,  por  cuanto  debieran  ingresar  al  patrimonio  del
trabajador.

La señora Soledad Berstein explicó que se trata de
una normativa existente en otros países, como es el caso de Estados
Unidos de Norteamérica, ella no es nueva, afirmó.

Se  contempla  en  la  iniciativa  un  período
denominado  de  “devengamiento”,  que  no  podrá  ser  superior  a  tres
años, dentro del cual el empleador puede retirar los fondos, siempre
que no despida al trabajador por causa imputable a éste.  Lo anterior,
genera una mayor fidelización de los trabajadores y, al mismo tiempo,
que los empleadores tengan incentivos para capacitarlos.

Recalcó que, en todo caso, se trata de un beneficio
acordado previamente con los trabajadores.

Artículo 80.- Introdúcense las siguientes modificaciones a
la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N°824, de 1974:

1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:

a)  Reemplázase  en  el  encabezado  del  artículo  la
expresión “o cotizaciones voluntarias de conformidad a lo establecido en el
número 2”,  por  la  siguiente:  “cotizaciones voluntarias  y  ahorro  previsional
voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3”,
precedida por una coma (,);

b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización
voluntaria”,  por  la  siguiente:  “cotización  voluntaria  y  ahorro  previsional
voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,);
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c) Reemplázase en el número 2, la expresión “y cotización
voluntaria”,  por  “cotización  voluntaria  y  ahorro  previsional  voluntario
colectivo,”, precedida por una coma (,); y la expresión “y de las cotizaciones
voluntarias”,  por la siguiente: “de las cotizaciones voluntarias y del  ahorro
previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);

d)  Reemplázase  en  el  número  3,  la  expresión  “o  de
cotizaciones  voluntarias  a  que  se  refiere  el  número  2”,  por  “cotizaciones
voluntarias  o  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  a  que  se  refieren los
párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).

e)  Agréganse  los  siguientes  incisos  segundo  y  tercero
nuevos:

“Si  el  contribuyente  no  opta  por  acogerse  al  régimen
establecido en el inciso anterior, al momento de incorporarse al sistema de
ahorro  a  que se  refiere  este  artículo,  los  depósitos  de ahorro  previsional
voluntario,  las  cotizaciones  voluntarias  o  el  ahorro  previsional  voluntario
colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los
números  2.  y  3.  del  Título  III  del  decreto  ley  Nº  3.500,  de  1980,  no  se
rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no
estarán  sujetos  al  impuesto  único  que  establece  el  número  3.  del  inciso
primero de este artículo,  cuando dichos recursos sean retirados.  En todo
caso,  la  rentabilidad  de  dichos  aportes  estará  sujeta  a  las  normas
establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando
estos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación no
estarán gravados con impuesto a la renta en la parte que no corresponda a
rentabilidad

Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de
ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario
para  producir  la  renta  de  aquéllos.  A  su  vez,  cuando  los  aportes  del
empleador, más la rentabilidad que estos generen, sean retirados por éste,
aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre
Impuesto a la Renta.  En este último caso, la Administradora o Institución
Autorizada  deberá  efectuar  la  retención  establecida  en  el  N°3  de  este
artículo.”.

2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 42 ter la
expresión “o depósito de ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de
ahorro voluntario o depósito de ahorro previsional voluntario colectivo”.

3.  Elimínase  la  segunda  oración  del  inciso  tercero  del

artículo 50.

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar
en su numeral 1. letra e), la oración final por la siguiente:

“Asimismo,  cuando  estos  aportes  se  destinen  a
anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de
la base imponible  del  impuesto correspondiente  por la  parte que no
corresponda a su rentabilidad.”.
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Puesto en votación el artículo 80 del proyecto, con la
indicación  precedente,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los
Diputados presentes.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos

ARTÍCULO 81

Explicación: Estas modificaciones autorizan a los bancos a tener
Administradoras de Fondos de Pensiones como filiales bancarias, modificando el artículo 70
de la Ley General de Bancos, el que señala taxativamente el tipo de filiales que los bancos y
sociedades financieras pueden constituir en Chile, sin mencionar a las AFP. 

Esta  autorización  especifica  que  para  estas  filiales  regirá  lo
establecido por el DL N° 3.500, que regula el funcionamiento de las AFP, especialmente se
recalca el giro exclusivo de las estas entidades. Al respecto, este proyecto de ley realiza
modificaciones a dicho cuerpo legal para asegurar que a la entrada de los bancos como
administradores de Fondos de Pensiones a través de sus filiales AFP,  la regulación de la
industria de AFP sea suficiente para:
a. Evitar o minimizar la venta y distribución conjunta de los servicios previsionales con

otros  bienes  y  servicios  que  puedan  distorsionar  la  naturaleza  de  las  decisiones
provisionales que deben tomar los afiliados; y

b. Prevenir  y sancionar los potenciales conflictos de interés derivados de administrar
simultáneamente de fondos propios y de terceros.

Asimismo y no obstante las regulaciones que se establecerán en el DL N°
3.500, se ha considerado necesario establecer en esta modificación la prohibición expresa a
los bancos de realizar ventas atadas. 

Artículo 81.- Introdúcese la siguiente modificación a la Ley
General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en
el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:

Agréganse al  artículo  70,  los  siguientes  incisos  tercero,
cuarto y quinto:

“Asimismo,  podrán  también  los  bancos  constituir  filiales
como  sociedades  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones,  las  que  se
sujetarán en todo, a las normas establecidas en el decreto ley N° 3.500, de
1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales
a  las  que  se  refiere  el  Título  XIII  de  la  ley  N°  18.046,  de  Sociedades
Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de
Pensiones. 

Las filiales de bancos constituidas como Administradoras
de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al
cual se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 3.500 de 1980, quedándoles
prohibido  ofrecer  u  otorgar  bajo  circunstancia  alguna,  ya  sea  directa  o
indirectamente, ni aún a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que
resulte ajeno a su giro exclusivo.

El  banco  matriz  de  una  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos
propios  de  su  giro  a  la  afiliación,  incorporación  o  permanencia  de  una
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persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual
es matriz.  Igualmente,  no podrá supeditar el  otorgamiento de condiciones
más favorables en razón de tales circunstancias.”.

Puesto en votación el artículo 81 del  proyecto de
ley,  fue  aprobado  por  7  votos  a  favor,  5  votos  en  contra  y  una
abstención.

Párrafo cuarto

Modificaciones a la ley N° 17.322

Párrafo quinto

Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y
Servicios

ARTÍCULO 81 ter

Explicación:  Esta  norma tiene por objeto  hacer extensiva a  las
comisiones por administración del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, que se crea en
este  proyecto  de  ley,  la  exención  al  pago  del  IVA  que  aplica  a  las  comisiones  por
administración de APV.

Artículo 81 ter.- Modifícase el Decreto Ley N° 825, de
1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18
del artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que
aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de
ahorro previsional voluntario colectivo.”.

Puesto en votación el artículo 81 ter del proyecto fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

El Ejecutivo formuló una indicación para agregar un
Párrafo sexto, del siguiente tenor:

“Párrafo sexto

Modificaciones a la Ley de Seguros

Artículo 81 quater.- Agréganse al artículo 4° de la Ley
de Seguros, decreto con fuerza de ley Nº 251, de 22 de mayo de 1931,
los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:

“Las  entidades  aseguradoras  podrán  constituir
filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones,
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las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el decreto
ley  Nº  3.500,  de  1980.  En  este  sentido,  se  constituirán  como
sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de
la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán sujetas a la
fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 

Las  filiales  de  compañía  de  seguros  constituidas
como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar
estrictamente el  giro exclusivo al  cual  se refiere el  artículo 23 del
decreto  ley  Nº  3.500,  de  1980,  quedándoles  prohibido  ofrecer  u
otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni
aún a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte
ajeno a su giro exclusivo.

La  compañía  de  seguros  matriz  de  una
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  no  podrá  subordinar  el
otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la
afiliación,  incorporación  o  permanencia  de  una  persona  en  la
sociedad  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  de  la  cual  es
matriz.  Igualmente,  no  podrá  supeditar  el  otorgamiento  de
condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, fue
aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

TÍTULO VI

OTRAS NORMAS

Párrafo primero

De la Responsabilidad  de Alcaldes y Otras  Autoridades

Párrafo segundo

Fija Renta Mínima Imponible para Trabajadores de Casa Particular

TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL

ARTÍCULO 84

Explicación: Este artículo introduce modificaciones a
ley N° 20.128 sobre Responsabilidad Fiscal.  Se establece que el  Fondo de Reserva de
Pensiones estará destinado a las obligaciones fiscales derivadas de la PBS de vejez, PBS
de invalidez, el APS de vejez y el APS de invalidez.  

El Ministerio de Hacienda cada 3 años, debe encargar
realización de un estudio actuarial para evaluar la sustentabilidad del Fondo. Se establece
que dicho estudio deberá realizarse también cada vez que se proponga una modificación al
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monto correspondiente a la PBS de vejez, PBS de invalidez, APS de vejez y  al APS de
invalidez, exceptuando reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos.   

Asimismo este artículo realiza una adecuación a la ley
20.128  por  los  cambios  realizados  al  D.L.  3.500.  Con  ello  se  señala  que  el  Fondo  de
Reserva  se  mantendrá  en  una  o  más  cuentas  especiales  de  Tesorerías  y  en  qué
instrumentos pueden invertirse los recursos.  

Artículo 84.- Introdúcense las siguientes modificaciones a
la ley N° 20.128:

1)  Reemplázase,  en  el  artículo  5°,  la  frase “la  garantía
estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada
en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980  y  de  las  pensiones  asistenciales
reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la pensión
básica solidaria de vejez, la pensión básica solidaria de invalidez, el aporte
previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.

2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía
estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales”, por la siguiente:
“pensión  básica  solidaria  de  vejez,  pensión  básica  solidaria  de  invalidez,
aporte  previsional  solidario  de  vejez  y  aporte  previsional  solidario  de
invalidez”.

b) Reemplázase, en el  inciso quinto, la frase “mínima o
asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley
N° 2.448, de 1979, y el  artículo 10 de la ley N° 18.611”, por la siguiente:
“básica  solidaria  de  vejez,  pénsión  básica  solidaria  de  invalidez,  aporte
previsional  solidario  de  vejez  y  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,
exceptuando los reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos
de conformidad a las normas que los rigen”.

3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por
el guarismo “2008”.

4) Modifícase el artículo 9° de la siguiente manera:

Reemplázase, en el inciso primero, la frase “excluidos los
mencionados en las letras g) y h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones
de la letra g)”. A su vez, sustitúyese la letra “l)” por la letra “k) y la letra “m)”
por la letra “l)”.

Puesto  en  votación  el  artículo  84  del  proyecto  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 85

Explicación: Introduce modificaciones al DL 1.263, de 1975. Ley
de  Administración  Financiera  del  Estado.  La  Dirección  de  Presupuestos  debe  elaborar
anualmente  un  informe  que  debe  contener  estimación  de  compromisos  financieros  que
generen pasivos contingentes tales como la PBS de vejez, PBS de invalidez, APS de vejez y
APS de invalidez.
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Artículo 85.- Modifícase, en el inciso quinto del artículo 40
del  decreto  ley  N°  1.263,  de  1975,  la  frase  “garantía  estatal  de  pensión
mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente:
“pensión  básica  solidaria  de  vejez,  pensión  básica  solidaria  de  invalidez,
aporte  previsional  solidario  de  vejez  y  aporte  previsional  solidario  de
invalidez”. 

El  Ejecutivo  formuló  una  indicación  para  agregar  a
continuación del punto aparte (.)que pasa a ser seguido, el  siguiente
párrafo:  “Para  evaluar  el  financiamiento  de  los  beneficios  que  se
otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social
y la Superintendencia de Pensiones proporcionarán a la Dirección los
datos e informaciones necesarios para la realización de los estudios
técnicos y actuariales que sean necesarios para tal efecto.”.

Puesto  en  votación  el  artículo  85  con  la  indicación
precedente se aprobó por la unanimidad de los Diputados presentes.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones Transitorias Del Título I Sobre el Sistema de Pensiones
Solidarias

ARTÍCULO 1° TRANSITORIO

Explicación:  El  presente  artículo  regula  la  entrada  en  vigencia  del
Título I, el que entrará en vigencia a partir del 1° de julio de 2008.

No obstante, si la publicación de ley fuese posterior al 1° de enero de
2008, la entrada en vigencia del referido título será a contar del día primero del séptimo mes
siguiente a dicha publicación.

Por otra parte,  se establece que durante los dos primeros años de
vigencia del Título mencionado, se podrá utilizar como instrumento de focalización la Ficha
de Protección Social, para efectos de aplicar lo dispuesto en la letra b) del artículo 3° del
proyecto de ley.

Artículo  primero.-  Las  disposiciones  del  Título  I  de  la
presente  ley  entrarán  en  vigencia  a  contar  del  1°  de  julio  de  2008.  No
obstante, si la publicación de ésta, fuese posterior al 1° de enero de 2008,
regirá a contar del día primero del séptimo mes siguiente a dicha publicación.

Durante  los  dos  primeros  años  de  la  entrada  en  vigencia  del  Título
mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra
b) del artículo 3°, se podrá utilizar como instrumento de focalización la Ficha
de Protección Social.

Puesto  en  votación  el  artículo  1°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.
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ARTÍCULO 2° TRANSITORIO

Explicación: El presente artículo deroga el Decreto Ley N° 869, de
1975, sobre pensiones asistenciales, a contar de la entrada en vigencia del Título I, el que se
mantendrá vigente en lo pertinente para efectos de la aplicación del artículo 33 del proyecto
de ley. También deroga norma sobre reajustabilidad de estas pensiones (contenida en la ley
N° 18.611) y sobre efectos de la renuncia a pensiones incompatibles con las pensiones
asistenciales (contenida en la ley N° 18.681).

Adicionalmente,  señala  que  los  beneficiarios  de  pensiones
asistenciales  a  esa  fecha  de  entrada  en  vigencia,  tendrán  derecho  a  PBS  de  vejez  e
invalidez por el sólo ministerio de la ley, dejando de percibir la respectiva pensión asistencial.

Finalmente,  sostiene que las solicitudes de pensiones asistenciales
que se encuentren en trámite  a  la  entrada en vigencia  del  Título  I  serán calificadas de
acuerdo a lo establecido en el presente cuerpo legal.

Artículo  segundo.- Deróganse  desde  la  entrada  en
vigencia del Título I de la presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el
artículo 47 de la ley N° 18.681 y el decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de que éste último mantiene su
vigencia para el sólo efecto de lo dispuesto en el artículo 33.

Las personas que a la fecha señalada en el inciso anterior,
sean beneficiarias de pensiones asistenciales otorgadas de conformidad al
decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho,  a contar de dicha fecha y por
el  solo ministerio de la ley,  a las pensiones básicas solidarias de vejez e
invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las
referidas pensiones asistenciales. Lo anterior no se aplicará a las personas
con  discapacidad  mental  menores  de  dieciocho  años  de  edad  que  sean
beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.

Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley
señalado en el inciso anterior que se encuentren en trámite a la entrada en
vigencia  del  Título  I,  que  hayan  sido  presentadas  conforme  a  las
disposiciones  de  dicho  decreto  ley,  serán  calificadas  de  acuerdo  a  lo
establecido en el referido título.

Puesto  en  votación  el  artículo  2°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 3° TRANSITORIO

Explicación: Este artículo deroga, desde la entrada en vigencia del
Título  I,  la  facultad  para  que  personas  con  discapacidad  mental  puedan  postular  a  las
pensiones asistenciales.

Por su parte, desde la fecha señalada, los menores de 18 años con
discapacidad mental que estén percibiendo pensiones asistenciales tendrán derecho -por el
sólo ministerio de la ley- al subsidio establecido en el artículo 33 del proyecto.

Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia
del Título I de esta ley, el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 

A contar  de la  fecha señalada en el  inciso anterior,  las
personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600, menores
de dieciocho años de edad, que a esa data se encuentren percibiendo una
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pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho a partir
de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido en el
artículo 33, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada
pensión asistencial.

Puesto  en  votación  el  artículo  3°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 4° TRANSITORIO

Explicación: Este artículo establece que las obligaciones y derechos
del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, a contar de la entrada en vigencia del Título
I, corresponderán al IPS, cuestión que será fiscalizada por la SUPEN.

Adicionalmente, se deroga la norma que dispone el Fondo Nacional
de  Pensiones  Asistenciales  se  financiará  con  un  aporte  que  realizarán  las  instituciones
previsionales.

El señor Alberto Arenas señaló que el aporte a que se
refiere el artículo 2° de la ley N° 18.141, asciende, aproximadamente, a
13 mil millones de pesos.

Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el
Fondo Nacional  de Pensiones Asistenciales,  creado por  el  artículo  8°  del
decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I
de  esta  ley  corresponderán  al  Instituto  de  Previsión  Social,  ejerciendo  la
Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.

Derógase, a contar de la fecha señalada en el  inciso
anterior, el artículo 2° de la ley N° 18.141.

Puesto  en  votación  el  artículo  4°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 5° TRANSITORIO

Explicación:  Esta  disposición  deroga,  a  contar  de  la  entrada  en
vigencia  del  Título  I,  los  artículos  73  a  81  del  Decreto  Ley  N°  3.500,  sobre  beneficios
garantizados por el Estado. 

Artículo  quinto.- Deróganse  a  contar  de  la  fecha  de  la

entrada en vigencia del Título I de la presente ley, los artículos 73 al  81,

ambos  inclusive,  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  sin  perjuicio  de  lo

dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.

Puesto  en  votación  el  artículo  5°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 6° TRANSITORIO

Explicación: El presente artículo establece que las personas que a la
entrada en vigencia del Título I perciban una pensión mínima con garantía estatal de vejez o
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invalidez, continuarán percibiéndolas, pero podrán optar por el SPS. De la misma manera,
las personas que tengan 50 años o más y estén afiliadas al sistema del Decreto Ley N°
3.500, podrán acceder a las pensiones mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo
dispuesto en el Título VII del Decreto Ley N° 3.500 u optar por el SPS,  opción que podrá
ejercerse por una sola vez. 

Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en
vigencia del Título I de la presente ley perciban pensión mínima de vejez o
invalidez con garantía estatal del Título VII del decreto ley N°3.500, de 1980,
continuarán  percibiendo  dicha  pensión  garantizada.  Sin  embargo,  podrán
ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las mismas
condiciones.

Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del
Título  I  de  la  presente  ley,  tengan  cincuenta  años  de  edad  o  más  y  se
encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N°
3.500,  de  1980,  podrán  acceder  a  las  pensiones  mínimas  de  vejez  e
invalidez  garantizadas según lo  dispuesto  en el  Título  VII  de  ese cuerpo
legal, vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán
optar por el sistema de pensiones solidarias establecido en la presente ley,
de conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá
ejercerse por una sola vez. 

Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia
del Título I de la presente ley, sean beneficiarios de pensiones del decreto
ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el derecho de opción del inciso anterior
en  las  mismas  condiciones.  En  este  caso,  la  pensión  autofinanciada  de
referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión de acuerdo a
dicho  decreto  ley,  conforme  lo  que  establezca  la  Superintendencia  de
Pensiones, en una norma de carácter general.

Puesto  en  votación  el  artículo  6°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 7° TRANSITORIO

Explicación: El presente artículo establece que las personas afectas
a los regímenes previsionales del INP tendrán derecho a PBS de vejez o invalidez, cuando
no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y siempre que cumplan con los
requisitos establecidos en los artículos 3° y 16 del proyecto de ley. 

Artículo séptimo.- Las personas que se encuentren afectas
a alguno de los regímenes previsionales administrados por  el  Instituto de
Normalización Previsional, tendrán derecho a la pensión básica solidaria de
vejez o invalidez,  cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema
previsional, y siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras
a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.

El  aporte  solidario  de  vejez  a  que  puedan  acceder  las
personas  que  estén  afectas  a  alguno  de  los  regímenes  de  previsión
administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los pensionados
de los mismos, se regirá por las respectivas normas transitorias del presente
título,  siempre  que  tengan  derecho  a  alguna  pensión  del  decreto  ley  N°
3.500, de 1980.
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Puesto  en  votación  el  artículo  7°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 8° TRANSITORIO

Explicación: Esta disposición se refiere al caso de las personas que
perciban pensión de vejez o jubilación, a la fecha de entrada en vigencia del Título I, de
cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el INP, o que obtengan dicha
pensión  o  jubilación  en  el  futuro,  estableciendo  que  tendrán  derecho  al  APS de  vejez.
Adicionalmente, regula la fórmula de cálculo del referido APS.

Esta modificación tuvo por objeto aclarar  que la norma también es
aplicable a aquellas personas que se encuentren percibiendo o lleguen a percibir pensión de
viudez de cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el INP.

Artículo octavo.-  Las personas que perciban pensión de
vejez o jubilación o pensión de viudez, a la fecha de entrada en vigencia del
Título  I  de  la  presente  ley,  de  cualquiera  de los  regímenes previsionales
administrados por el Instituto de Normalización Previsional, o que obtengan
dicha pensión o jubilación en el futuro de alguno de ellos, tendrán derecho al
aporte  previsional  solidario  de vejez establecido en el  Párrafo tercero del
Título I de esta ley, cuando la pensión base sea de un monto inferior al valor
de la pensión máxima con aporte solidario que señala el artículo 13 de la
presente ley, y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las
letras a), b) y c) del artículo 3° de esta ley.

El  aporte  previsional  solidario  de  vejez  a  que  tengan
derecho  las  personas  señaladas  en  el  inciso  anterior,  se  calculará  de
acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 2°. Para ello, la pensión
base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de alguno
de los regímenes previsionales señalados en el inciso anterior, incluidas las
bonificaciones de las leyes N°s 19.403; 19.539 y 19.953, según corresponda.

Si las personas a que se refiere el inciso primero, además
perciben pensión o pensiones del sistema establecido en el decreto ley N°
3.500,  de  1980,  el  aporte  previsional  solidario  de  vejez  a  que  tengan
derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 u 11,
según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en el
inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el
de las pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad
a dicho decreto ley.  Respecto de aquellos que, a la fecha de entrada en
vigencia del Título I de la presente ley, se encuentren pensionados de vejez
de  acuerdo  al  mencionado  decreto  ley,  la  pensión  autofinanciada  de
referencia se determinará a la data de obtención de dicha pensión de vejez,
de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en una
norma de carácter general.

Puesto  en  votación  el  artículo  8°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 9° TRANSITORIO
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Explicación:  Esta  norma  establece  que  las  personas  inválidas
afectas  a  regímenes  del  INP  tendrán  derecho  al  APS  de  invalidez,  en  las  condiciones
establecidas por este artículo.

Artículo  noveno.-  Las  personas  inválidas  que  se
encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados
por  el  Instituto  de  Normalización  Previsional,  tendrán  derecho  al  aporte
previsional solidario de invalidez establecido en el Párrafo quinto del Título I,
cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y tengan
derecho  a  una  pensión  de  invalidez  otorgada  de  acuerdo  a  dichos
regímenes, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier
otra que perciba de cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión
básica solidaria de invalidez. 

Puesto  en  votación  el  artículo  9°  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 10 TRANSITORIO

Explicación: Esta  disposición señala que las personas que a la
fecha de entrada del Título I, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal
continuarán percibiéndola.  Adicionalmente,  accederán a esta garantía estatal  de pensión
mínima de sobrevivencia quienes cumplan con los requisitos para tener derecho a ella, hasta
el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley.

Además  se  señala  que  las  pensiones  mínimas  señaladas  son
incompatibles con el SPS. Sin embargo, las personas beneficiarias de dicha pensión mínima
que cumplan con los requisitos establecidos para acceder al SPS, podrán acogerse a él,
renunciando en la respectiva solicitud a la mencionada garantía estatal.

Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada
en  vigencia  del  Título  I  de  la  presente  ley,  perciban  pensión  mínima de
sobrevivencia con garantía estatal del título VII del decreto ley N° 3.500, de
1980,  continuarán  percibiendo  dicha  pensión  garantizada.  También
accederán a esta garantía estatal de pensión mínima de sobrevivencia, todas
aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a
la  publicación  de  la  presente  ley,  cumplan  con  los  requisitos  para  tener
derecho a ella.

Puesto  en  votación  el  artículo  10  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 11 TRANSITORIO

Explicación: Este artículo regula la gradualidad de la entrada en
vigencia de los parámetros del SPS que establece el articulado permanente: valor de la PBS
de vejez, valor de la PMAS y porcentaje de cobertura. A contar de la entrada en vigencia del
Título I y hasta el 30 junio de 2009, la PBS de vejez y la PMAS ascenderán a $60.000 y el
porcentaje de cobertura alcanzará a quienes integren un grupo familiar perteneciente al 40 %
más  pobre  de  la  población.  Luego,  sucesivamente,  se  señalan  los  distintos  valores  y
porcentajes de los parámetros hasta el año 2017, cuando entran en régimen.

Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta
el  30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión
máxima  con  aporte  solidario  ascenderán  a  $  60.000  y  el  porcentaje
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establecido  en  la  letra  b)  del  artículo  3°  será  de  40%,  para  este  mismo
período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de
julio  de  2008  la  data  inicial  antes  señalada  será  el  día  primero  del  mes
siguiente al de dicha publicación.

A contar del 1 de julio de 2009  la pensión básica solidaria
de vejez ascenderá a $75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio
de  2010,  la  pensión  máxima  con  aporte  solidario  será  de  $75.000  y  el
porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este
mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de
2011, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el
porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este
mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de
2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el
porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%, para este
mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con
aporte solidario ascenderá a $ 200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de
junio de 2013, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de
45%.

A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de
2015, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  50%.

A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de
2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  55%.

A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido
en la letra b) del artículo 3° será de  60%.

Puesto  en  votación  el  artículo  11  transitorio  del
proyecto fue aprobado por 7 votos a favor y 2 abstenciones.

ARTÍCULO 12 TRANSITORIO
Explicación: El artículo regula la fecha en que se realizará el primer

reajuste  de  la  PBS de  vejez  y  de  la  PMAS,  conforme  a  las  reglas  establecidas  en  el
articulado permanente.

Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda
por  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  8°  de  la  presente  ley,  se
concederá a los doce meses siguientes contados desde el 1 de julio de 2009.
El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo dispuesto en el
artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de 2012.

Puesto  en  votación  el  artículo  12  transitorio  del
proyecto fue aprobado por 7 votos a favor y 2 abstenciones.
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ARTÍCULO 13 TRANSITORIO

Explicación:  El  artículo  señala  la  entrada  en  vigencia  de  las
modificaciones introducidas a los artículos 62, 62 bis, 64 y 65 del Decreto Ley N° 3.500, las
que  entrarán en vigencia a contar del 1° de julio de 2012.

Artículo décimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el
artículo primero transitorio, las modificaciones introducidas en las letras a) y
b) del número 6., la letra b) del número 7., la letra b) del número 8., la letra b)
del  número  9.  y  la  letra  a)  del  número  11.,  todas  del  artículo  36  de  la
presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.

Puesto  en  votación  el  artículo  13  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo segundo

Disposiciones Transitorias del Título II sobre Institucionalidad

ARTÍCULO 14 TRANSITORIO

Explicación:  Este  artículo  regula  la  facultad  del  Presidente  de  la
República para establecer, mediante uno o más Decretos con Fuerza de Ley, las normas
que regulen materias como: la fijación de las plantas de personal de la Subsecretaría de
Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), el Instituto de Previsión Social
(IPS),  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  (SUSESO)  y  el  Instituto  de  Seguridad
Laboral  (ISL);  traspaso  de  personal  de  o  hacia  estas  instituciones;  estructuración  y
funcionamientos de las referidas plantas; fecha de entrada en vigencia de las plantas; el
inicio de actividades de la SUPEN y el IPS, y el traspaso de bienes desde el INP a IPS. 

Artículo  décimo  cuarto.-  Facúltase  al  Presidente  de  la
República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de
publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con
fuerza  de  ley,  expedidos  a  través  del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión
Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda,
las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1.  Fijar  la  planta  de  personal  de  la  Subsecretaría  de
Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de
la  Subsecretaría  de  Previsión  Social  y  proveniente  del  Instituto  de
Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse en primer lugar
a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Subsecretaría
de Previsión Social;

2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de
Pensiones.  El  encasillamiento  en esta  planta  podrá  incluir  personal  de  la
Superintendencia  de  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones,  de  la
Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  del  Instituto  de  Normalización
Previsional.  En  todo  caso  deberá  encasillarse  en  primer  lugar  a  los
funcionarios que son titulares de cargos de planta de la Superintendencia de
Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones.  La  planta  que  se  fije  podrá
consultar una o más Intendencias.
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3.  Fijar  la  planta  de  personal  del  Instituto  de  Previsión
Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto
de Normalización Previsional.  En todo caso deberá encasillarse en primer
lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Instituto de
Normalización Previsional.

4. Fijar la planta de personal de la Superintendencia de
Seguridad Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de
la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  proveniente  del  Instituto  de
Normalización Previsional. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar
a  los  funcionarios  que  sean  titulares  de  cargos  de  planta  de  la
Superintendencia de Seguridad Social.

5.  Fijar  la  planta de personal  del  Instituto  de Seguridad
Laboral, ex Instituto de Normalización Previsional. El encasillamiento en esta
planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional.

6.  Disponer,  sin  solución de continuidad,  el  traspaso de
funcionarios de planta y a contrata entre las instituciones mencionadas en las
letras anteriores, conforme a lo señalado en la letra siguiente. Del mismo
modo,  se  podrá  traspasar  personal  desde  el  Instituto  de  Normalización
Previsional  a  otras  instituciones  públicas,  transfiriéndose  asimismo  los
recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y
de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la
fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a
diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado
cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario
traspasado.  A contar  de esa misma fecha,  el  cargo del  que era titular  el
funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta
de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal
se disminuirá en el  número de funcionarios traspasados.  En el respectivo
decreto  con fuerza de ley  se  determinará  el  número de funcionarios que
serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además
el  plazo  en  que  deba  llevarse  a  efecto  este  proceso.  En  cambio,  la
individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos
expedidos bajo la fórmula “Por orden del  Presidente de la República” por
intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con
el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se
liberen por este hecho. 

8.  En  el  ejercicio  de  esta  facultad  el  Presidente  de  la
República dictará  las normas necesarias para la adecuada estructuración y
funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las
normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales
como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, del artículo 5°
de  la  ley  N°  19.528  y  del  artículo  17  de  la  ley  N°  18.091,  cuando
corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el
desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el
carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la
aplicación del título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del
artículo 8° del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2004, del Ministerio de
Hacienda,  sobre  Estatuto  Administrativo.  Además,  en  el  ejercicio  de  esta
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facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la ley N°
18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que
fije.

9. El Presidente de la República determinará la data de
entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se
practiquen.  Igualmente,  fijará  las  dotaciones máximas de personal  de  las
instituciones antedichas. 

10.  El  uso de las facultades señaladas en este artículo
quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que
afecte:

a)  No  podrá  tener  como  consecuencia  ni  podrá  ser
considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese
de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá
importar  cambio  de la  residencia  habitual  de  los  funcionarios  fuera  de la
región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar cesación de funciones, disminución
de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal.
Cualquier  diferencia  de  remuneraciones  deberá  ser  pagada  por  planilla
suplementaria,  la  que  se  absorberá  por  los  futuros  mejoramientos  de
remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados
de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.
Dicha  planilla  mantendrá  la  misma  imponibilidad  que  aquella  de  las
remuneraciones que compensa.

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación
de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable
para dicho reconocimiento.

d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones
máximas de personal, en su conjunto, fijadas en la ley de Presupuestos del
año en que se ejerza la facultad, respecto de  las instituciones afectas a
fijación de plantas y encasillamiento del personal, sin perjuicio de la creación
de hasta seis cargos adicionales.

11. El Presidente de la República determinará la fecha de
iniciación de actividades de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto
de Previsión Social,  contemplándose un período para su  implementación.
Además,  determinará   la  fecha  de  supresión  de  la  Superintendencia  de
Administradoras de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino de sus
recursos. 

12.  El  Presidente  de  la  República  podrá  disponer  el
traspaso  de  toda  clase  de  bienes  desde  el  Instituto  de  Normalización
Previsional  al Instituto de Previsión Social.

Puesto  en  votación  el  artículo  14  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 15 TRANSITORIO
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Explicación:  Regula  la  conformación del  primer  presupuesto de la
SUPEN y el IPS.

Artículo décimo quinto.- El Presidente de la República, por
decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el
primer presupuesto de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de
Previsión  Social,  y  transferirá  a  ellos  los  fondos  de  las  entidades  que
traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones,
pudiendo al  efecto crear,  suprimir  o modificar  los capítulos,  asignaciones,
ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Asimismo,  se  podrán  transferir  entre  las  instituciones  a
que se refiere la presente ley, los recursos correspondientes a la Garantía
Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la partida 50-01-03 del Tesoro
Público de la Ley de Presupuestos vigente.

Puesto  en  votación  el  artículo  15  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 17 TRANSITORIO

Explicación:  Señala  que  el  gasto  por  las  nuevas  plantas  y  los
encasillamientos correspondientes no podrá exceder de $ 9.400.000 miles.

Artículo décimo séptimo.-  El gasto que se derive de las
nuevas  plantas  que  se  fijen  y  del  encasillamiento  que  se  practique,
considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $
9.400.000 miles.

Puesto  en  votación  el  artículo  17  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo Tercero

Disposiciones Transitorias del Título III, sobre normas sobre equidad de
género y afiliados jóvenes

ARTÍCULO 20 TRANSITORIO

Explicación:  El  artículo  regula  la  entrada  en  vigencia  de  la
bonificación por  hijo  nacido  vivo,  estableciéndose que beneficiará  a  las  mujeres  que  se
pensionen a contar del 1° de julio de 2009.  Asimismo, señala sobre qué ingreso mínimo se
calculará la bonificación para las mujeres que obtengan su pensión con posterioridad a esa
fecha, respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad al 1° de julio de
2009, y desde cuando se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad correspondientes.

Finalmente,  regula  desde  cuándo  la  bonificación  será  considerada
para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia. 

Artículo  vigésimo.-  La  bonificación  por  hijo  para  las
madres, beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de
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2009, de acuerdo a las normas permanentes del Párrafo primero del Título
III, de la presente ley.

Toda  mujer  que,  cumpliendo  los  requisitos  que  se
establecen en el artículo 64°, obtenga su pensión con posterioridad al 1 de
julio de 2009, tendrá derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos
vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando
el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar de esa
misma  fecha,  se  comenzará  a  calcular  el  interés  y  reajustabilidad
establecidos en el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás
de acuerdo con los artículos permanentes del Párrafo primero del Título III.

A contar del 1° de julio de 2009, la bonificación por hijo
para  las  madres  será  considerada  para  el  cálculo  de  la  pensión
autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo señalado en el Título I de esta
ley. 

Puesto  en  votación  el  artículo  20  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 22 TRANSITORIO

Explicación:  Regula  la  entrada  en  vigencia  del  subsidio  a  la
contratación por los trabajadores jóvenes, la que se verificará a contar del 1° de julio de
2009. Por otra parte, establece la entrada en vigencia del subsidio estatal mensual para los
trabajadores jóvenes desde el 1° de julio de 2011.

Artículo  vigésimo  segundo.-  Lo  dispuesto  en  el  inciso
primero del artículo 72 entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el
inciso segundo de esta misma disposición,  lo hará a partir del 1 de julio de
2011.

Puesto  en  votación  el  artículo  22  transitorio  del
proyecto fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

Párrafo Cuarto

Disposiciones Transitorias del Título IV sobre la Obligación de Cotizar de los
Trabajadores Independientes

Párrafo Quinto

Disposiciones Transitorias del Título V  Reforma  Sobre Beneficios, Ahorro
Previsional Voluntario Colectivo, Inversiones, Seguro de Invalidez y

Sobrevivencia y Competencia

ARTÍCULO 25 TRANSITORIO

Explicación: Se establece en este artículo un plazo máximo de siete
meses para la entrada en vigencia de esta ley con el objeto de desarrollar toda la normativa
complementaria a esta Ley. 
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Se establece que el subsidio para el APV o APVC que realicen los
contribuyentes con rentas no afectas a impuesto a la  renta,  se aplicará respecto de los
depósitos que se efectúen a contar de la vigencia del Título V de este proyecto de ley.

Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título
V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, entrarán en vigencia
el  primer día del  séptimo mes siguiente al  de su publicación en el  Diario
Oficial.

Las modificaciones que el artículo 20 O, incorporado por el
número 11. del artículo 79 de esta ley, introduce al decreto ley N° 3.500, de
1980, serán aplicables a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro
previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo
que se efectúen a contar de la vigencia de las disposiciones señaladas en el
inciso precedente.

El Ejecutivo formuló una indicación a este artículo del
tenor siguiente:

1) Para incorporar en su inciso primero, antes del
punto aparte (.) la siguiente frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en los
incisos siguientes”.

2)  Para  reemplazar  su  inciso  segundo,  por  el
siguiente:

“La bonificación establecida en el artículo 20 O del
decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 11, del artículo
79 de esta ley, será aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos
de  ahorro  previsional  voluntario  y  depósitos  de  ahorro  previsional
voluntario  colectivo  que  se  efectúen  a  contar  de  la  vigencia  de  las
disposiciones señaladas en el inciso precedente.”.

3)  Para  incorporar  a  continuación  de  su  inciso
segundo, los siguientes incisos nuevos:

“Las normas que modifican el financiamiento de las
Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, a
que  se  refiere  la  letra  b)  del  numeral  5  del  artículo  79  de  esta  ley,
entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I
de esta ley, según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.

El  Título  XVI  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,
incorporado  por  el  número 74.  del  artículo  79,  comenzará  a  regir  el
primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley.".

Sometido  a  votación  el  artículo  vigésimo  quinto
transitorio  del  proyecto  de  ley,  con  la  indicación  precedente,  fue
aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 26 TRANSITORIO

Explicación: Esta disposición determina la normativa aplicable a las
solicitudes de pensión que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de
las modificaciones antes indicadas, estableciendo certeza respecto de la misma y de las
obligaciones de las entidades involucradas en su otorgamiento y  financiamiento.  Implica
además que aquellos afiliados declarados inválidos transitorios, parciales o totales a la fecha
de entrada en vigencia de la Ley, deberán reevaluarse.
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Artículo  vigésimo  sexto.-  Las  solicitudes  de  pensión  de
invalidez, las de reevaluación de la invalidez, de pensión de sobrevivencia y
de pensión de vejez que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada
en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  continuarán  rigiéndose  por  las  normas
vigentes  a  la  fecha  de  su  presentación.  Asimismo,  los  afiliados  que  se
encuentren  percibiendo  pensiones  de  invalidez  conforme  a  un  primer
dictamen, continuarán rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la
normativa vigente a la fecha de declaración de su invalidez.

ARTÍCULO 27 TRANSITORIO
Explicación: Esta norma pretende evitar la inclusión de los nuevos

beneficiarios de pensión de sobrevivencia (hijos hasta 24 años de edad, cónyuge varón y
padre  de  hijo  de  filiación  no  matrimonial)  que  no  fueron  considerados  al  momento  de
concederse las pensiones al afiliado causante.

Artículo  vigésimo  séptimo.-  Las  pensiones  de
sobrevivencia causadas por el  fallecimiento de un afiliado pensionado por
invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de las
modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500,
de  1980,  continuarán  rigiéndose  por  las  normas  vigentes  a  la  fecha  de
otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.

ARTÍCULO 28 TRANSITORIO
Explicación: Se permite a los afiliados pensionados con anterioridad

a la  vigencia  de la  ley,  con  saldo cero,  efectuar  cotizaciones para  el  financiamiento  de
prestaciones de salud.

Artículo  vigésimo  octavo.-  Quienes  se  encuentren
pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el
Título  V  de  esta  ley  introduce  al  decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  podrán
efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final del artículo 85
de dicho decreto ley, introducido por el número 53 del artículo 79 del Título V
de la presente ley.

ARTÍCULO 31 TRANSITORIO
Explicación: Se establece esta disposición con el objeto de otorgar

estabilidad a las regulaciones para las inversiones de los Fondos de Pensiones. Además,
esta restricción es congruente con el sentido de avanzar hacia la existencia de un mayor
espacio para la toma de decisiones de las Administradoras en materias de inversión.

Artículo  trigésimo  primero.-   La  primera  emisión  de  la
Resolución  que  establecerá  el  Régimen de  Inversión  a  que  se  refiere  el
artículo  45 del  decreto ley N°3.500,  de 1980,  modificado por  el  N°27 del
artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión
más restrictivos  que  los  que  se  establecen  en  los  artículos  45  y  47  del
referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el
Título V de esta ley introduce al mismo decreto ley. 

ARTÍCULO 33 TRANSITORIO
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Explicación: Se establece el plazo de permanencia en el Consejo de
Inversión de los primeros miembros que sean designados. 

Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el
artículo 168 del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el N°74 del
artículo 79 del Título V de esta ley, la primera designación de los integrantes
del Consejo de Inversiones se efectuará por los períodos que a continuación
se indica:

a) Dos años en el  caso del  miembro designado por las
Administradoras de Fondos de Pensiones entre quienes posean una amplia
experiencia  en  la  administración  de  carteras  de  inversión  y  hayan
desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa
del sector financiero.

b) Tres años en el caso de los miembros designados por
el Presidente de la República.

c) Cuatro años en el caso del miembro designado por las
Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  entre  los  académicos  de
reconocido  prestigio  por  su  experiencia  y  conocimiento  en  materias
financieras y de mercado de capitales.

d) Cinco años en el caso del miembro designado por el
Consejo del Banco Central de Chile.

El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las
siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:
“a) Dos años en el caso del miembro designado por

las Administradoras de Fondos de Pensiones,”.
b) Reemplázase la letra b) por la siguiente:
“b) Tres años en el caso de los miembros designados

por  los  Decanos  de  las  Facultades  de  Economía  o  de  Economía  y
Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de
conformidad a lo dispuesto en la Ley N° 20.129,”.

c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:
“c) Cuatro años en el caso del miembro designado por

el Consejo del Banco Central de Chile, y”.
d) Reemplázase la letra d) por la siguiente:
“d) Cinco años en el caso del miembro designado por

el Presidente de la República.”.

Sometido a  votación este artículo,  con la  indicación
precedente,  fue  aprobado  por  la  unanimidad  de  los  Diputados
presentes.

ARTÍCULO 35 TRANSITORIO
Explicación: Considerando que la modificación al límite a la inversión

en  el  extranjero  de  los  Fondos  de  Pensiones  tendrá  efectos  en  la  demanda  de  títulos
nacionales y la composición de la cartera de inversiones de los Fondos, se define un cambio
gradual para el aumento del límite para la inversión en el exterior. Así, es posible responder
de mejor forma a un conjunto de exigencias tales como seguridad, rentabilidad, crecimiento
del ahorro, tamaño de los mercados, oferta y liquidez de instrumentos, entre otras variables. 
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En este artículo se establece una transitoriedad tanto para el límite
global de la inversión en el exterior,  como para el límite por Tipo de Fondo que se está
creando.

Artículo  trigésimo  quinto.-  Durante  los  primeros  doce
meses contados desde la vigencia de las modificaciones que el Título V de
esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite global para la
inversión  de los Fondos de Pensiones en el  extranjero,  que corresponde
establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número
2)  del  inciso  noveno  del  artículo  45  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,
introducido por el N°27 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser
inferior al 30% ni superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo
tercero y vigésimo cuarto mes, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni
superior al 60%  del valor de los Fondos de Pensiones. A contar del vigésimo
quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley
introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser inferior al
30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.

Por  su  parte,  durante  los  primeros  doce  meses  de  la
vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto
ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de Fondo para la inversión de los
Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco
Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno
del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el N°27 del
artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%,
20% y 15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E,
respectivamente.  Entre  el  décimo  tercero  y  vigésimo  cuarto  mes,  dichos
límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 25% y 80% del Fondo, para
el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 15% y 60%
del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para el Fondo Tipo
D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo quinto
mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  dichos  límites  no  podrán  ser  inferiores  ni
superiores a: 45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del
Fondo, para el Fondo Tipo B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C;
20% y 45% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el
Fondo Tipo E.

ARTÍCULO 38 BIS TRANSITORIO
Explicación:  En esta  indicación establece  una gradualidad  para la

implementación del aporte patronal del seguro de invalidez y sobrevivencia. En primer lugar,
se establece como fecha de entrada en vigencia de la norma, el 1° de julio de 2009. A su
vez,  se  establece  una  transitoriedad  adicional  de  2  años,  para  que  los  empleadores
comiencen a pagar el SIS, en el caso de pequeñas y medianas empresas, esto es, aquellas
que declaren menos de 100 trabajadores, con el objeto que estos empleadores no se vean
afectados en el corto plazo por este mayor costo laboral.

Artículo trigésimo octavo bis.- La obligación del empleador
de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere
el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1° de julio
de 2009.
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En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el
mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores
que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos
de  100  trabajadores,  periodo  durante  el  cual  la  cotización  adicional  del
correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al
financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del Decreto Ley N°
3.500, de 1980.

Párrafo sexto
Disposición transitoria del Título VI Otras Normas

Párrafo séptimo
Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre Financiamiento Fiscal

ARTÍCULO 40 TRANSITORIO

Explicación:  Regula  la  entrada  en  vigencia  de  las  modificaciones
introducidas por los artículos 84 y 85 del proyecto de ley, sobre financiamiento fiscal, las que
regirán a contar de la publicación de la ley.

Artículo cuadragésimo.- Las modificaciones señaladas en
los artículos 84 y 85, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación
de la presente ley.

ARTÍCULO 41 TRANSITORIO

Explicación: Establece que el Fondo de Reserva de Pensiones estará
también destinado a financiar las obligaciones derivadas de pensiones mínimas de vejez,
invalidez y sobrevivencia.

Artículo cuadragésimo primero.- El Fondo de Reserva de
Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará
destinado  a  financiar  las  obligaciones  fiscales  derivadas  de  la  garantía
estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada
en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  los
artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.

ARTÍCULO 42 TRANSITORIO
Explicación: Establece el monto máximo anual de retiros del Fondo de

Reserva de Pensiones  que se podrán efectuar a contar de la fecha de entrada en vigencia
de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.

Artículo cuadragésimo segundo.- Podrán efectuarse retiros
al Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N°
20.128, hasta por un monto máximo anual equivalente al aporte realizado en
el año anterior, según lo dispone la letra b) del artículo 6° de dicha ley.
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Los retiros a que se refiere el  inciso precedente podrán
efectuarse a contar de la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones
del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.

ARTÍCULO 43 TRANSITORIO

Explicación:  Señala como se financiará, durante  el primer año de
vigencia, el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, y como se financiará en lo
sucesivo.

Artículo cuadragésimo tercero.- Durante el primer año de
vigencia  el  mayor  gasto  que  represente  la  aplicación  de  esta  ley,  se
financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los
años siguientes,  los recursos serán provistos en las respectivas leyes de
presupuestos. 

Sometidos a votación los artículos vigésimo sexto a
vigésimo octavo, trigésimo primero, trigésimo quinto, trigésimo octavo
bis,  cuadragésimo,  cuadragésimo primero,  cuadragésimo segundo,  y
cuadragésimo tercero transitorios, fueron aprobados por la unanimidad
de los Diputados presentes.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 4,
10, 11, 17, 18 y 31 de julio, 1, 7, 8, 13, 14 y 28 de agosto de 2007, con la
asistencia de los Diputados señores Ortiz,  don José Miguel  (Presidente);
Aedo, don René; Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo (Urrutia, don
Ignacio); Delmastro, don Roberto (Bertolino, don Mario); Dittborn, don Julio;
Insunza,  don  Jorge  (Muñoz,  doña  Adriana);  Jaramillo,  don  Enrique;
Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos (Bustos, don Juan); Robles, don
Alberto (Jarpa, don Carlos Abel); Sunico, don Raúl (Aguiló, don Sergio) y
Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.

También  asistió  el  Diputado  señor  Tuma,
don Eugenio.

SALA DE LA COMISIÓN, a 28 de agosto de
2007.
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JAVIER ROSSELOT JARAMILLO
Abogado Secretario de la Comisión
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ANEXO I

INFORME FINANCIERO (1)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS, MODIFICA
LA INSTITUCIONALIDAD PARA TAL EFECTO, INCORPORA CAMBIOS AL SISTEMA DE
PENSIONES DEL D.L. 3.500, DE 1980, Y MATERIAS RELACIONADAS.

(Mensaje N° 554-354)

El objetivo del presente proyecto de ley es reformar el sistema de pensiones de manera que
las personas tengan ingresos más seguros durante la vejez, para así vivir dignamente.  Esto
ha significado por un lado, perfeccionar el actual sistema de capitalización individual, y por
otro,  complementar  dicho sistema con un Sistema de Pensiones Solidarias que cubra a
quienes por  diversas razones no logran ahorrar  lo  suficiente  para financiar  una pensión
digna.

I.- Principales Componentes de la Reforma Previsional con Efectos Financieros

1.- Sistema de Pensiones Solidarias:

En  primer  lugar  se  crea  un  Sistema  de  Pensiones  Solidarias  (SPS),  que  cuando  esté
operando plenamente, beneficiará al 60% de la población de menores ingresos.  El  SPS
entregará beneficios de vejez e invalidez de manera integrada a los beneficios del sistema
de capitalización individual  y  reemplazará el  actual  programa de pensiones asistenciales
(PASIS) y, gradualmente, el programa de pensión mínima garantizada.

2.- Institucionalidad

El  proyecto  de  ley  establece  además  una  nueva  institucionalidad  que  permitirá  otorgar
eficientemente los nuevos beneficios del sistema.  Este proyecto contempla la creación del
Instituto de Previsión Social (IPS) y de los Centros de Atención Previsional Integral (CAPRI),
para atender adecuadamente las necesidades de las ciudadanas y ciudadanos.  También se
creará la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), cuyo objetivo será realizar el control y la
fiscalización tanto del sistema de pensiones solidarias como del sistema contributivo.

3.- Bono por Hijo para las Mujeres

Por otro lado, el proyecto de ley considera la aplicación de un conjunto de medidas para
garantizar la equidad entre mujeres y hombres en el sistema previsional.  Se otorgará un
bono por hijo para las mujeres.  La bonificación consistirá en un aporte estatal equivalente al
10% de 12 meses de cotizaciones previsionales sobre un ingreso mínimo.  En régimen al
monto  total  de  cada  una  de  las  bonificaciones  resultantes,  se  le  aplicará  una  tasa  de
rentabilidad de un 4% real  por cada año completo, contado desde el mes del nacimiento del
respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.

4.- Subsidio a las Cotizaciones para los Trabajadores Jóvenes de
bajos Ingresos

Se  creará  un  subsidio  a  las  cotizaciones  de  los  trabajadores  de  bajos  ingresos  y  se
entregará  un  aporte  similar  a  su  cuenta  de  capitalización  individual.   Los  empleadores
tendrán derecho a un subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18
años y 35 años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización
previsional,  calculado  sobre  un  ingreso  mínimo,  respecto  de  cada  trabajador  cuya
remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual.  Este beneficio se
percibirá en relación a las primeras veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas y se
imputará  a  las  cotizaciones  que  el  empleador  deba  declarar  y  pagar  por  el  respectivo
trabajador.



Los  trabajadores  que  se  encuentren  en  dicha  situación,  y  por  igual  período,  recibirán
mensualmente un subsidio estatal del mismo monto, que se integrará directamente en su
cuenta de capitalización individual.

5.- Asignación Familiar Trabajadores Independientes

Se  implementarán  un  conjunto  de  medidas  destinadas  a  aumentar  la  cobertura  de  los
trabajadores independiente, igualando su situación de derechos y obligaciones previsionales
en relación a los trabajadores dependiente.  Los trabajadores independientes tendrán acceso
a todos  los  beneficios  del  Sistema  de  Pensiones Solidarias,  a  la  Asignación  Familiar  y
podrán afiliarse a las Cajas de Compensación.

6.-  Beneficio   Tributario  APV  y  Ahorro  Previsional  Voluntario
Colectivo (APVC)

Se creará un marco legal que fomente el desarrollo de planes de pensiones basados en el
ahorro  previsional  voluntario  y  el  ahorro  previsional  voluntario  colectivo.   El  proyecto
contempla  además  que  los  aportes  realizados  a  planes  de  APV  o  APVC sin  beneficio
tributario puedan ser retirados exentos de impuestos.   Esto permitirá promover el  ahorro
previsional voluntario entre los trabajadores de menores ingresos.

7.- Fondo para la Educación Previsional

El  proyecto  de  ley  considera  la  creación  de  un  Fondo  para  la  Educación  Previsional,
administrado  por  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social,  con  el  objeto  de  apoyar
financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y
difusión del sistema de pensiones, considerando el insuficiente conocimiento que tiene la
población sobre el funcionamiento del sistema de pensiones.  Los recursos del Fondo serán
asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos.

II.-Efectos Financieros

Los componentes anteriores generan los siguientes impactos financieros a partir  del  año
2008:

Costos Reforma Previsional
(Millones de Pesos de 2007)

2008 2009 2010 2025
1.- Sistema de Pensiones Solidarias 37.864 140.674 224.885 1.336.250
2.- Nueva Institucionalidad 4.889 2.128 400 400
3.- Bono Por Hijo a las Mujeres 0 4.699 9.802 54.871
4.- Subsidio a la Contratación Jóvenes 0 13.926 28.979 75.592
5.- Asignación Familiar Independiente 0 0 0 36.141
6.- APV y Ahorro Previsional Voluntario 
Colectivo 106 149 197 353

7.- Fondo Para la Educación Previsional 689 1.378 1.432 2.072
Total 43.548 162.955 265.696 1.505.679

III.- Financiamiento

El financiamiento de la Reforma Previsional fue diseñado manteniendo la disciplina en 
materia de manejo fiscal, y una rigurosa aplicación de la política fiscal basada en  el 
superávit estructural.  Las fuentes de financiamiento fundamentales serán:

 Recursos provenientes del Fondo de Reserva de Pensiones;
 Liberación de recursos por la disminución de los compromisos que mantiene el 

Estado con el Sistema de pensiones antiguo.  Esto es, disminución del déficit del 
sistema previsional administrado por el INP y de los intereses devengados de los 
bonos de reconocimiento;

 Recursos provenientes de reasignaciones, eficiencia del gasto y del crecimiento 
económico, y

 En los años iniciales (la transición), una parte de los intereses por los activos 
financieros del fisco.
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Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se
financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que 
faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.  En los años siguientes, los recursos serán 
provistos en las respectivas leyes de presupuestos.

ALBERTO ARENAS DE MESA
Director de Presupuestos

INFORME FINANCIERO COMPLEMENTARIO (2)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES
SOLIDARIAS,  MODIFICA  LA  INSTITUCIONALIDAD  PARA  TAL  EFECTO,  INCORPORA
CAMBIOS  AL  SISTEMA  DE  PENSIONES  DEL  D.L.  3.500,  DE  1980,  Y  MATERIAS
RELACIONADAS.

(Mensaje N° 558-354)

Conforme  a  las  normas  pertinentes   del  proyecto  de  ley,  las  comisiones  médicas
establecidas  en  el  D.L.  3.500  deberán  calificar  a  los  solicitantes  de  PBS  de  Invalidez.
Actualmente las A.F.P.s administran y financian el proceso de calificación de invalidez en la
proporción que corresponde según el número de afiliados que soliciten pensión de invalidez
y la Superintendencia de AFP proporciona los profesionales médicos necesarios.

Mediante  la  presente  Indicación,  se  propone  que  el  Instituto  de  Previsión  Social  (IPS)
participe en el financiamiento de las referidas comisiones médicas en proporción al número
de personas que soliciten pensión básica solidaria de invalidez.

Asimismo, la Indicación incluye una modificación para incorporar la participación de IPS,
cuando corresponda,  en el  financiamiento de los  exámenes que sean requeridos por  la
comisión médica en primer dictamen, el financiamiento de exámenes e informes y gastos de
traslados producto de la reclamación de un dictamen y producto del proceso de reevaluación
(segundo dictamen).

La Indicación al proyecto de ley tendría el siguiente impacto financiero para el IPS: 

Para el año 2008, se estima un mayor gasto fiscal de $1.507.763 miles;
Para  los  años  2009  y  2010,  se  considera  un  mayor  gasto  fiscal  anual  de  $218.261  y
$205.359 miles, respectivamente, y
Para el año 2025, se estima un mayor gasto fiscal de $2.052.110 miles.

Tales mayores gastos serán de cargo fiscal.

ALBERTO ARENAS DE MESA
    Director de Presupuestos

INFORME FINANCIERO SUSTITUTIVO (3)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS, MODIFICA
LA INSTITUCIONALIDAD PARA TAL EFECTO, INCORPORA CAMBIOS AL SISTEMA DE
PENSIONES DEL D.L. 3.500, DE 1980, Y MATERIAS RELACIONADAS.

(Mensaje N° 558-354)
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Indicación Incentivo al Ahorro Previsional Voluntario de Sectores de Ingresos Medios

La presente indicación propone un perfeccionamiento al APV de la clase media introducido
en  la  Comisión  de  Trabajo  y  Seguridad  Social  generando  un  mayor  incentivo  para  la
realización de ahorro previsional voluntario (APV) en los sectores de ingresos medios.

Con este  beneficio  se permitirá  que quienes no se favorezcan en el  respectivo año del
beneficio tributario del APV y destinen todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o
depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario  o  de  ahorro  voluntario  colectivo  (APVC),  a
adelantar o incrementar su pensión, tengan derecho, al momento de pensionarse, a percibir
una bonificación equivalente al 15% del monto ahorrado por el trabajador.  La bonificación
será depositada anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto y
tendrá un tope anual de 6 UTM.

Se ha establecido adicionalmente que para tener derecho a la bonificación, las cotizaciones
voluntarias, los depósitos de APV y los aportes del trabajador para el APVC, efectuados
durante el respectivo año calendario, no podrán superar en su conjunto la suma equivalente
a diez veces el total de cotizaciones obligatorias para pensiones efectuadas por el trabajador
dentro de ese mismo año.

La indicación al proyecto de ley genera el siguiente impacto financiero estimado:

Para los años 2008, 2009 y 2010 se estima un efecto fiscal en torno a 6.344, 26.094, 26.807
millones de pesos de 2007, respectivamente y;
Hacia el año 2025 se estima un efecto fiscal en torno a 36.138 millones de pesos de 2007.

ALBERTO ARENAS DE MESA
   Director de Presupuestos

INFORME FINANCIERO COMPLEMENTARIO (19/06/07) (4)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS, MODIFICA
LA INSTITUCIONALIDAD PARA TAL EFECTO, INCORPORA CAMBIOS AL SISTEMA DE
PENSIONES DEL D.L. 3.500, DE 1980, Y MATERIAS RELACIONADAS.   (Mensaje N° 558-
354).

Indicación Bonificación por Hijo para las Mujeres

La  presente  indicación  tiene  por  objeto  modificar  la  tasa  de  interés  devengada  por  la
bonificación  por  hijo  para  las  mujeres  creada en  el  proyecto  de  ley  que  perfecciona  el
sistema previsional.  El proyecto de ley contempla que al monto de las bonificaciones se les
aplique una tasa de rentabilidad de un 4% real.  Con esta indicación se modifica dicha tasa
de rentabilidad señalando que se aplicará una tasa equivalente a la rentabilidad real mensual
del Fondo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el
total de ingresos de las administradoras por concepto de las comisiones excluida la parte
destinada al pago de la prima del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia.

El costo fiscal de esta indicación dependerá del mayor interés devengado que se le entregue
al bono por hijo.  Tanto el promedio móvil a 5 años como el promedio móvil a 10 años de la
tasa de rentabilidad a utilizar registran una tendencia a estabilizarse en torno al 5,5%.

Bajo  el  supuesto  anterior,  la  indicación  al  proyecto  de  ley  genera  un  potencial  impacto
financiero que evoluciona según la maduración de la trayectoria del beneficio.  Para el año
2010, se estima un efecto cercano a los 162 millones de pesos de 2007 y hacia el 2025 un
efecto en torno a los 18.360 millones de pesos de 2007.
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ALBERTO ARENAS DE MESA
Director de Presupuestos

INFORME FINANCIERO COMPLEMENTARIO (19/06/07) (5)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS, MODIFICA 
LA INSTITUCIONALIDAD PARA TAL EFECTO, INCORPORA CAMBIOS AL SISTEMA DE 
PENSIONES DEL D.L. 3.500, DE 1980, Y MATERIAS RELACIONADAS.(Mensaje N° 558-
354).

Indicación Incentivo al Ahorro Previsional Voluntarios en los Sectores de Ingresos Medios

La presente indicación crea un nuevo incentivo para la realización de ahorro previsional
voluntario (APV) en los sectores de ingresos medios.  Con este beneficio se permitirá que
quienes hayan efectuado cotizaciones voluntarias y no se favorezcan en el respectivo año
del  beneficio  tributario  del  APV,  tengan  derecho  a  una  bonificación  al  momento  de
pensionarse.

La bonificación consistirá en un aporte estatal que se abonará a la cuenta de capitalización
individual del trabajador al momento de pensionarse.  El monto de la bonificación será el
equivalente al 10% de lo ahorrado por el trabajador por concepto de cotizaciones voluntarias,
ahorro  previsional  voluntario  o  ahorro  previsional  voluntario  colectivo,  que  se  destine  a
pensión.  En cada año, la bonificación no podrá ser superior a un ingreso mínimo mensual
del año en que se efectuó el ahorro.

La indicación al proyecto de ley genera un impacto financiero con una trayectoria creciente
en el tiempo hasta alcanzar el régimen de beneficio.  Para los años 2009 y 2010, se estima
un efecto fiscal en torno a 540 y 1.620 millones de pesos de 2007, respectivamente, y hacia
el año 2025, se estima un efecto fiscal en torno a los 16.740 millones de pesos de 2007.

ALBERTO ARENAS DE MESA
Director de Presupuestos

INFORME FINANCIERO COMPLEMENTARIO (6)

PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA DE PENSIONES
SOLIDARIAS,  MODIFICA  LA  INSTITUCIONALIDAD  PARA  TAL  EFECTO,  INCORPORA
CAMBIOS  AL  SISTEMA  DE  PENSIONES  DEL  D.L  3.500  DE  1980,  Y  MATERIAS
RELACIONADAS. 

(Mensaje N°558 - 354)
  
Indicación Comisión de Usuarios por AFP 

La  presente  indicación  modifica  la  Comisión  de  Usuarios  creada  en  el  proyecto  de  ley
variando  su  composición,  facultándola  para  requerir  información  y  comprometiéndose  a
difundir sus conclusiones. 

Adicionalmente, se estableció una Comisión de Usuarios que funcionará en cada AFP la cual
estará  conformada  por  2  representantes  de  los  afiliados,  1  representante  de  los
pensionados, 1 representante de los empleadores y 1 académico que las preside.  

Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras percibirán una dieta
equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo
mensual de doce unidades de fomento.

Considerando que actualmente existen 6 Administradoras de Fondos de Pensiones y una
tasa de 2 sesiones mensuales, la indicación al proyecto de ley genera lo siguiente:
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Para los años 2008, 2009 y 2010 se estima un costo en torno a 51.099, 68.132, 68.132 miles
de pesos de 2007 respectivamente y;
Hacia el año 2025 se estima un costo en torno a 68.132 miles de pesos de 2007.

ALBERTO ARENAS DE MESA
    Director de Presupuestos
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ANEXO II

INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES POR EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN
DE HACIENDA, POR TRATARSE DE MATERIAS DE INICIATIVA DEL PRESIDENTE DE
LA REPÚBLICA.

Al Artículo 2°

Del Diputado señor Dittborn:
a) Agréguese a la letra f) el siguiente inciso segundo nuevo: “El complemento solidario

se calculará a la fecha en que el afiliado se pensione por vejez, quedando fijo, y sólo
podrá variar de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final de la letra siguiente.”

b) Sustitúyase  el  inciso  tercero  de  la  letra  g),  por  el  siguiente:  “La  pensión
autofinanciada de referencia se calculará al día en que el afiliado se pensione por
vejez.  El monto de la pensión se expresará en unidades de fomento, al valor que
tenga el día de pensionarse, y el guarismo que resulte quedará fijo por toda la vida
del afiliado”.

c) Agréguese a la letra h) los siguientes incisos segundo y tercero nuevos: “Con todo,
procederá un recálculo de la pensión final del solicitante, producto de cambio a la
pensión  base  que,  a  su  vez,  se  deriven  de  modificaciones  a  las  pensiones  de
sobrevivencia causadas, únicamente, por alguno de los siguientes eventos:

a) Que el solicitante comience a percibir una nueva pensión de  
sobrevivencia producto de la muerte de un cónyuge o padre o  
madre de  hijos.
b)  Que  el  solicitante  comience   incremente  el  monto  de  una

pensión de sobrevivencia producto del derecho a acrecer contemplado en el artículo 58
letra b) del DL N° 3.500, cuando los hijos dejan de tener derecho a pensión, y 

c)  Que  el  solicitante  disminuya  el  monto  de  su  pensión  de
sobrevivencia producto de recálculos de ésta,  generados por la aparición de nuevos
beneficiarios de pensión con derecho, de acuerdo a lo señalado en el artículo 70 del DL
N° 3.500.

No procederá el recálculo de la pensión final, cuando el solicitante
vea disminuido o aumentado el monto de una pensión de sobrevivencia que perciba en la
modalidad de retiro programado, producto del recálculo anual que se establece en el artículo
65 del DL N° 3.500”.

Al Artículo 3°

Del Diputado señor Lorenzini:
Para agregar en la letra a) la frase “en caso de las mujeres haber cumplido 60 años de
edad”.

Al Artículo 3°

De los Diputados señores Aguiló, Araya, Ascencio, Díaz del Río, Encina, Escobar, Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Robles,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y de las señoras Goic doña Carolina, Muñoz
doña Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.

Para reemplazar la letra a) por: “a) Haber cumplido sesenta años de edad en el caso de las
mujeres y sesenta y cinco de edad en el caso de los hombres;”

Al Artículo 6°

Del Diputado señor Lorenzini:
Para agregar a continuación del  punto aparte que pasa a ser seguido,  lo siguiente:  “No
obstante en caso de ser mujer se considerará  60 años”.



Al Artículo 11

Del Diputado señor Dittborn:
Suprímase, en la letra b) de su inciso primero, el texto que dice  “corregido por un factor
actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de
Pensiones en norma de carácter general”. 

Al Artículo 12

Del Diputado señor Dittborn:
Agréguese, al final del inciso segundo, pasando el punto a parte a ser una coma (“,”), la frase
“y en ambos casos se pagará mensualmente.” 

Al Artículo 12

Del Diputados señor Lorenzini:
Para agregar a continuación del punto aparte del inciso primero que pasa a ser seguido: “En
el caso de las mujeres será de 60 años”.

Al Artículo 16

Del Diputado señor Lorenzini:
Para agregar en la letra a) a continuación de la palabra años la siguiente oración: “En el caso
de las mujeres será de 60 años”.

Al Artículo 16

De los Diputados señores Aguiló, Araya, Ascencio, Díaz del Río, Encina, Escobar, Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Robles,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para reemplazar la letra a) por: “a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta
años si son mujeres o sesenta y cinco años si son hombres”.

Al Artículo 23

Del Diputado señor Dittborn
Para introducirle las siguientes modificaciones a su inciso segundo: 
a) Intercálese, en la primera parte del inciso, a continuación de la expresión “se calculará”, lo
siguiente:  “considerando  la  edad,  grupo  familiar  y  el  saldo  acumulado  en  la  cuenta  de
capitalización individual existentes a la fecha en que se pensionó por invalidez,”. 
b)  Agréguese al final del inciso, pasando el punto a parte a ser una coma (“,”), la frase “e
incluirá, además, el monto percibido por el seguro de invalidez.” 

Al Artículo 23

De los Diputados señores Aguiló, Araya, Ascencio, Díaz del Río, Encina, Escobar, Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Robles,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para agregar en el inciso primero, antes del punto seguido: “,si es hombre, y sesenta si es
mujer.”

Al Artículo 24

Del Diputado señor Dittborn
Para agregar el siguiente inciso tercero nuevo: 
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“Las administradoras de fondos de pensiones y las compañías de seguro de vida pagarán
los  beneficios  del  sistema  solidario  a  que  tengan  derecho  sus  respectivos  afiliados  o
pensionados, con los fondos que deberá transferirles el Estado para ese efecto”. 

Al Artículo 28

De los Diputados señores Dittborn y Von Mühlenbrock:
Para reemplazar la frase “además un interés mensual de 1 %” por “el interés penal mensual”.

Al Artículo 30

Del Diputado señor Dittborn:
Sustitúyase el artículo 30 por el siguiente:
“Artículo 30: Créase un Consejo Previsional, que funcionará en el Ministerio del Trabajo y
Previsión Social,  y que tendrá por misión dictar las normas para establecer  la forma de
acreditar  los  requisitos  establecidos  para  el  otorgamiento  de  los  beneficios  del  sistema
solidario;  para  determinar  quiénes  componen  un  hogar,  señalará  el  o  los  instrumentos
técnicos de focalización y procedimientos que utilizarán el Instituto de Previsión Social para
determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso
total de cada hogar.  El o los  instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los
mismos  para  toda  la  población.   Además,  fijará  los  criterios  para  definir  el  umbral  de
focalización  que  determinará  quienes  pertenecen  al  60%  de  menores  ingresos  de  la
población en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese
de los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que utilizarán  el
Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos
establecidos en este título, y las demás normas necesarias para la aplicación del Sistema de
Pensiones Solidarias.
El Consejo estará integrado por el Subsecretario de Previsión Social,  que lo presidirá, y
cuatro miembros designados por el Presidente de la República, con aprobación del Senado,
que prestará su asentimiento en una única votación al conjunto de los propuestos y adoptará
el acuerdo por las cuatro séptimas partes de sus integrantes.  Los miembros así designados
durarán tres años en su cometido y podrán se designados nuevamente para el cargo sólo en
una oportunidad.  En caso  de incapacidad o renuncia de un miembro, este será sustituido
por el  Presidente con acuerdo del Senado, en los términos señalados,  por el  lapso que
faltare al integrante que cesó en su puesto”.

Al Artículo 41

De los Diputados señores Lorenzini, Montes y Sunico:
Para agregar el siguiente inciso tercero: 
“La Comisión de Usuarios podrá conocer las Actas de las sesiones de los Directorios de
cada A.F.P.”

Al Artículo 41

De los Diputados señores Insunza, Jaramillo, Jarpa, Lorenzini, Montes, Ortiz, Sunico.
Para agregar en el inciso primero entre las palabras “pensiones” y “que” la frase “y por cada
A.F.P.”

Al Artículo 41 ter

Del Diputado señor Lorenzini:
Para agregar el siguiente inciso segundo:
“No  obstante  lo  anterior,  la  Comisión  de  Hacienda  de  la  Cámara  de  Diputados  será
informada en sesión de los resultados y conclusiones de dicho informe anual.”

Al Artículo 59  (CAPRIS)

De los Diputados señores Bertolino y Delmastro.
Para introducir las siguientes modificaciones al artículo 59:

a) Eliminar  el  número  1,  pasando  los  actuales  números  2  a  6  a  ser  1  a  5,
respectivamente.
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b) Agregar, en el número 2 que pasa a ser número 1 de acuerdo a lo dispuesto en la
letra  precedente,  la  siguiente  oración  a  continuación  de  las  expresiones
“modificación o cese”, pasando el punto y coma (;) que las sigue a ser punto seguido
(.):  “Para  estos  efectos,  el  Instituto  de  Previsión  Social  podrá  requerir  de  la
Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda la información relativa al
ahorro  previsional  de  una  persona  que  resulte  estrictamente  necesaria  para
determinar la procedencia y el monto de los referidos beneficios;”.

c) Reemplazar el número 3 que pasa a ser número 2 por el siguiente:
“2. Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones
Solidarias establecido en el Título I de esta ley”.

d) Eliminar en el número 6 que pasa a ser número 5 la expresión “o los reglamentos”.

Al Artículo 59

Del Diputado señor Dittborn:

Indicación N° 1 CAPRIS 
Para introducir las siguientes modificaciones al artículo 59: 
a) Eliminar el número 1, pasando los actuales N° 2 a 5 a ser 1 a 4, respectivamente. 
b)    Agregar, en el N° 2 que pasa a ser N° 1, la siguiente oración a continuación de las
expresiones  “modificación o cese”, pasando el punto y coma (;) que las sigue a ser punto
seguido (.): 

“Para  estos  efectos,  el  Instituto  de  Previsión  Social  podrá  requerir  de  la
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  que  corresponda  la  información
estrictamente necesaria para determinar la procedencia y el monto de los referidos
beneficios;”. 

c)  Reemplazar el N° 3 que pasa a ser N° 2 por el siguiente: 
“2.       Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de
Pensiones Solidarias establecido en el Título I de esta ley”. 

d)  Introducir el siguiente N° 5 nuevo: 
“5.       Prestar a los afiliados de una Administradora de Fondos de Pensiones, los
servicios que ésta convenga con el Instituto de Previsión Social de acuerdo a lo que
dispone el artículo 60”. 

Al Artículo 60  (CAPRIS)

De los Diputados señores Bertolino y Delmastro.
Para reemplazar su artículo 60 por el siguiente:
“Artículo  60:  Los  convenios  que  el  Instituto  de  Previsión  Social  celebre  con  una
Administradora de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo dispuesto en el  número 5 del
artículo 59 podrán tener por objeto una o más de las siguientes actividades:

a) Informar  y  atender  las  consultas  referidas  al  funcionamiento  del  Sistema  de
Pensiones establecido en el Decreto Ley N° 3.500, de 1980.

b) Recibir  las  solicitudes  de  pensión  de  vejez  y  remitirlas  a  la  Administradora  de
Fondos de Pensiones para su tramitación.

c) Transmitir las solicitudes y recibir las informaciones a que se refieren las letras a) y
c), respectivamente, del inciso 8° del artículo 61 bis del Decreto Ley N° 3.500 de
1980.
Ni el Instituto de Previsión Social,  ni los Centros de Atención Previsional Integral

podrán, en caso alguno, ser mandatarios en los términos a que se refiere el inciso 2° del
artículo 61 bis del Decreto Ley N° 3.500.

Las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  podrán  celebrar  convenios  de  la
misma naturaleza de aquellos a que hace referencia en este artículo con entidades privadas,
los que podrán abarcar todo o parte del territorio nacional”.

Al Artículo 60

Del Diputado señor Dittborn:
Indicación N° 2 CAPRIS 
Para reemplazar el artículo 60 por el siguiente: 

“Artículo 60.- Los convenios a que se refiere el número 5 del artículo 59 podrán tener
por objeto una o más de las siguientes actividades: 
a)        Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de
Pensiones establecido en el Decreto Ley Nº 3.500, de 1980. 
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b)        Recibir las solicitudes de pensión de vejez y remitirlas a la Administradora de
Fondos de Pensiones para su tramitación. 
c)         Transmitir  las solicitudes y recibir  las informaciones a que se refieren las
letras a) y c), respectivamente, del inciso 8º del artículo 61 bis del Decreto Ley Nº
3.500, de 1980. 
La utilización de los Centros de Atención Previsional Integral en el  marco de los
convenios a que hace referencia el inciso precedente, será siempre voluntaria para
los afiliados y sus representantes. Dichos centros no podrán, en caso alguno, ser
mandatarios en los términos a que se refiere el  inciso 2º del  artículo  61 bis del
Decreto Ley Nº 3.500. 
Las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  podrán  celebrar  convenios  de  la
misma  naturaleza  de  aquellos  a  que  hace  referencia  el  inciso  primero  de  este
artículo con entidades privadas, los que podrán abarcar todo o parte del territorio
nacional. 
La  Superintendencia  de  Pensiones  establecerá,  mediante  norma  de  carácter
general, las regulaciones a que deberán sujetarse los convenios a que se alude en
este artículo. En todo caso, dichas regulaciones deberán ser las mismas para los
convenios que se suscriban con el Instituto de Previsión Social y para los que se
suscriban con entidades privadas”. 

Al Artículo 64

Del Diputado señor Dittborn:
Indicación N° 1 Beneficio Previsional a la Maternidad 
a) Para agregar en el artículo 64, después de la expresión “, de 1980,” la siguiente frase “que
sea titular de una pensión por vejez de cargo del Instituto de Previsión Social, de la Caja de
la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros,”; y 

b) Para agregar en el artículo 66 el siguiente inciso final: 
“Tratándose de una mujer que sea titular de una pensión por vejez de cargo del
Instituto de Previsión Social, de la Caja de la Defensa Nacional o de la Dirección de
Previsión de Carabineros,  la bonificación se calculará e incorporará a la pensión
conforme el inciso segundo.”. 

Al Artículo 65

De los Diputados señores Aguiló, Araya, Ascencio, Díaz del Río, Encina, Escobar, Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Robles,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para reemplazar en el inciso segundo la siguiente frase “la mujer cumpla los 65 años de
edad.”, por “la mujer cumpla los 60 años de edad.”

Al Artículo 66

De los Diputados señores Aguiló, Araya, Ascencio, Díaz del Río, Encina, Escobar, Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Robles,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para cambiar en el inciso primero, la frase final “cumpla los 65 años de edad.”, por “cumpla
los 60 años de edad.”

Al Artículo 70

Del Diputado señor Dittborn:
Para agregar el siguiente inciso final:

“En este caso, el juez deberá siempre fijar como traspaso una proporción del total de
los fondos; esta proporción se aplicará por igual a las cotizaciones obligatorias, y a 
las cotizaciones voluntarias y los depósitos convenidos, cuyos montos se 
traspasarán en igual calidad a las respectivas cuentas del cónyuge beneficiario. 
Tales traspasos no se considerarán retiro para ningún efecto legal. Si el cónyuge 
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beneficiario después retirare los fondos, cuando fuere procedente, será el único 
responsable de los impuesto que pudieren afectarles.”. 

Al Artículo 76

Del Diputado señor Dittborn:
Indicación N° 1 Trabajadores independientes 
Para reemplazar en el N° 6 del artículo 76, el inciso tercero del artículo 90.- nuevo, por el
siguiente: 

“Las demás personas naturales residentes en Chile que perciban rentas tributables
de cualquier  especie,  podrán cotizar  voluntariamente conforme a las  normas del
presente párrafo y las cotizaciones serán deducibles conforme con la letra b) del
artículo 56 de la Ley de Impuesto a la Renta.”. 

Indicación N° 2 Trabajadores Independientes 
Para agregar, al final del N° 8 del artículo 76, un Artículo 92 (J) nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo  92  (J).-  Los  trabajadores  independientes  quedarán  liberados  de  la
obligación de afiliarse al Sistema señalada en el artículo 89, y de la de enterar las
cotizaciones establecidas en el  Título III,  según lo dispuesto en el  artículo 92, si
contratan un seguro de vida con alguna de las Compañías de Seguros autorizadas
para operar en Chile, que tenga por objeto cubrir las pensiones de sobrevivencia e
invalidez y acumular un ahorro para financiar pensiones durante la vejez, con una
prima igual o superior al monto de las cotizaciones del Título III. 
Este  seguro  de  vida  deberá  sujetarse  a  las  condiciones  generales  y  demás
disposiciones que para estos efectos dicte la Superintendencia de Valores y Seguros
en  una  norma  de  carácter  general.  En  todo  caso,  dichas  condiciones  deberán
contemplar que el seguro cubra las mismas contingencias del seguro señalado en el
artículo 59, todo ello con el objeto de otorgar pensiones de invalidez y sobrevivencia
en conformidad a lo señalado en los artículos 4 al 12.   Asimismo, el seguro deberá
acumular un ahorro que no podrá ser retirado por los asegurados hasta cumplir las
edades para tener derecho a pensión de vejez conforme al artículo 3, o cumplir los
requisitos del artículo 68.  El seguro deberá contemplar la opción de contratar un
seguro de renta vitalicia para el retiro de los fondos en los términos del artículo 62 u
otra de las modalidades de pensión de las que se señalan en el Título VI.   El seguro
deberá contemplar  la  posibilidad que el  asegurado traslade libremente,  antes de
contratar una renta vitalicia, los fondos ahorrados a otra Compañía de Seguros o a
una Administradora de Fondos de Pensiones. 
Las  Compañías  de  Seguros  deberán  efectuar  la  misma  certificación  de  las
Administradoras que se señala en el artículo 92 (A) respecto de las primas pagadas
por este seguro.  Asimismo, a las primas pagadas le serán aplicables las mismas
disposiciones  respecto  de  las  cotizaciones  obligatorias  que  se  señalan  en  los
artículos 92 (F), 92 (G) y 92 (H).” 

Al Artículo 78

De  los  Diputados  señores   Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Lorenzini,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para reemplazar el texto del inciso primero por el siguiente:
“Los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud de
acuerdo al artículo 92 (A), podrán afiliarse individualmente a una Caja de Compensación de
Asignación Familiar, en cuyos estatutos se les considere como beneficiarios de los aludidos
regímenes.”

Al Artículo 78

De  los  Diputados  señores   Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba,  Girardi,  Jiménez,  Lorenzini,  Mulet,  Ojeda,  Olivares,  Sabag,  Saffirio,  Sule,
Valenzuela, Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña
Adriana y Sepúlveda doña Alejandra.
Para reemplazar en el inciso segundo la frase: “a que se refiere el inciso precedente”, por:
“adicionales, complementarias y de crédito social”
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Al Epígrafe del TITULO V

De  los  Diputados  señores   Aguiló,  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Olivares, Sabag, Saffirio, Sule, Valenzuela,
Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y
Sepúlveda doña Alejandra.
Para agregar la palabra “RENTABILIDAD,”, luego de “INVERSIONES,”.

Al Artículo 79 Numeral 11

Del Diputado señor Dittborn:
Para eliminar las letras a) y b) del Artículo 22 bis del D.L. 3.500.

Al Artículo 79 Numeral 11

Del Diputado señor Robles:
Suprímase del inciso segundo del artículo 20 F, que se agrega en el D.L. N° 3.500, de 1980,
por  el  número  11  del  artículo  79  del  proyecto,  la  expresión  “regidos  por  el  Código  del
Trabajo”.

Al Artículo 79 Numeral 11
   
Del Diputado señor Lorenzini:
Para incorporar el siguiente artículo 20F, nuevo, al decreto ley 3.500, de 1981:
“Artículo 20F. El trabajador mayor de 35 años que haya efectuado cotizaciones voluntarias
en su cuenta de capitalización individual, en cualquier fondo de la administradora en la que
se  encuentra  afiliado  o  depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  en  los  términos
contemplados en el artículo 20, y que no se favorezca en el respectivo año del beneficio
tributario  establecido en  el  artículo 18,  por haber percibido una renta anual exenta de
impuesto en razón de su monto, tendrá derecho a una bonificación por dichos ahorros, en la
medida que no los retire y los destine a su cuenta de capitalización individual  con el objeto
de incrementar el monto de su pensión.
La bonificación, que se abonará al momento de pensionarse, consistirá en un aporte estatal
equivalente al  10% de lo ahorrado.  Esta bonificación no podrá ser, respecto de lo ahorrado
en cada año, superior a un ingreso mínimo mensual.
Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes, se le aplicará una tasa de
rentabilidad de un 4% real por cada año completo, contado desde el mes de enero siguiente
al año calendario en que se haya efectuado la cotización o depósito y hasta el mes en que el
trabajador cumpla la edad legal para pensionarse por vejez.  La rentabilidad real, por los
meses que excedan el  último año completo,  previo  a  que el  trabajador cumpla la  edad
señalada, se pagará proporcionalmente al periodo anual.
Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además
será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos que se aplicarán
para el otorgamiento del beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago y
toda otra norma necesaria para su adecuada aplicación.”.

Al Artículo 79 Numeral 14

Del Diputado señor Dittborn:
Para eliminar las letras a) y b) del numeral 14.

Al Artículo 79  Numeral 19

De  los  Diputados  señores   Aguiló,  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Olivares, Sabag, Saffirio, Sule, Valenzuela,
Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y
Sepúlveda doña Alejandra.
Para introducir  un nuevo número 19,  de forma que el actual  19 pasa a ser veinte y así
sucesivamente con los siguientes números.
El nuevo número 19, sería: “Agrégase un artículo 29 bis, por al D.L. 3.500 de 1980, por el
cual  se  establezca:  “Toda  rentabilidad  final  de  las  AFP  que  exceda  de  la  rentabilidad
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promedio ponderada de todos los fondos que cada una de ellas administra, más un punto, se
asignará en un  cincuenta por ciento para la Administradora y el resto se distribuirá entre las
cuentas individuales de sus afiliados a prorrata de las cotizaciones efectuadas durante el año
calendario respectivo”.

Al Artículo 79  Numeral 42

Del Diputado señor Dittborn:
Para eliminar en el numeral 42 del Artículo 79 la letra b) 

Al Artículo 79 Numeral 43

Del Diputado señor Dittborn:
Para eliminar el numeral 43 del Artículo 79

Al Artículo 79

Del Diputado señor Dittborn
Para introducirle las siguientes modificaciones: 
a) Sustitúyase el numeral 47 por el siguiente: 
“47. Reemplazase, en el inciso cuarto del artículo 64, el texto que comienza con la frase “que
resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del 
mismo Tipo (...)”, y que se extiende hasta el final del inciso, por una frase del siguiente tenor:
“utilizada para calcular las pensiones autofinanciadas de referencia o estimadas para 
determinar la pensión base.” 
b) Sustitúyase el numeral 48 por el siguiente: 
“48. Agréguese al final del inciso segundo, del artículo 65, después del punto aparte que 
pasa a ser seguido, el siguiente texto: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas 
de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las 
bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y rentas vitalicia, según 
corresponda.  Las bases técnicas para determinar el cálculo del capital necesario deberán 
utilizar una fórmula actuarial, que asegure que los fondos de las personas que opten por esta
modalidad de pensión, sean suficientes para cubrir el pago de las pensiones, aún en los 
casos en que la longevidad resulte superior a las expectativas de vida, como también el 
beneficio de herencia que contempla esta modalidad.  En consecuencia, la fórmula actuarial 
deberá prevenir que quienes se hubieren pensionado bajo esta modalidad sin haber 
requerido del aporte solidario al momento de seleccionarla, terminen, posteriormente, 
requiriéndolo o incrementándolo como consecuencia de su longevidad superior a las 
expectativas de vida.  Todo lo anterior, con el objeto de evitar la contingencia fiscal por 
aporte solidario en esta modalidad.” 

Al Artículo 79

Del Diputado señor Dittborn:
Para introducirle la siguiente modificación:
Sustitúyase el numeral 48 por el siguiente:
“48. Agréguese al final del inciso segundo, del artículo 65, después del punto a parte que
pasa a ser seguido, el siguiente texto: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas
de  mortalidad  vigentes,  ambas  Superintendencias  deberán  intercambiar  anualmente  las
bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y rentas vitalicia, según
corresponda.  Las bases técnicas para determinar el cálculo del capital necesario no podrán
utilizar la fórmula actuarial de una renta vitalicia inmediata por carecer de un seguro que
cubra la contingencia de la longevidad. Deberán, por tanto, utilizar una forma actuarial, que
asegure  que  los  fondos  de  a  lo  menos,  el  95%  de  las  personas  que  opten  por  esta
modalidad de pensión, sean suficientes para cubrir el pago de las pensiones, aún en los
casos en que la longevidad resulte superior a las expectativas de vida, en consecuencia, la
fórmula actuarial  deberá prevenir que quienes se hubieren pensionado bajo esta modalidad
sin  haber  requerido  del  aporte  solidario  al  momento  de  seleccionarla,  terminen,
posteriormente,  requiriéndolo  o  incrementándolo  como  consecuencia  de  su  longevidad
superior a las expectativas de vida.  Todo lo anterior, con el objeto de evitar la contingencia
fiscal por aporte solidario en esta modalidad.”

Al Artículo 79 Numeral 57
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El Diputado señor Lorenzini
Indicación al texto propuesto por el Ejecutivo que modifica el numeral 57) del artículo 79,
cuyo tenor es el siguiente:
Para eliminar en el segundo párrafo de la nueva letra  f) que agrega un nuevo N° 18, la
palabra “no”.

Al Artículo 79 Numeral 74  (Licitación Afiliados)

De los Diputados señores Bertolino y Delmastro.
Para introducir las siguientes modificaciones al N°74 de su artículo 79:

a) Reemplazar su encabezado por el siguiente: “Agréganse los siguientes Títulos XV y
XVI, pasando el actual Título XV a ser Título XVII”.

b) Eliminar el Título XV que se propone incorporar al DL 3.500, pasando los Títulos XVI
y XVII nuevos propuestos también por dicho número a ser Títulos XV y XVI.

c) Modificar  la  numeración  de  los  artículos  que  incluye  el  actual  Título  XVI  nuevo
propuesto que pasa a ser Título XV nuevo, de artículos 167 a 170, a artículos 160 a
163.

d) Modificar  la  numeración  de los artículos que incluye  el  actual  Título  XVII  nuevo
propuesto que pasa a ser Título XVI nuevo, de artículos 171 a 181, a artículos 164 a
174.

Al Artículo 79

De  los  Diputados  señores  Aguiló,  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Olivares, Sabag, Saffirio, Sule, Valenzuela,
Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y
Sepúlveda doña Alejandra.
Para introducir un nuevo numeral 74, de forma que el actual 74, pasa a ser 75.
“74. Modifícase el artículo 156, de la siguiente manera: 

a) Elimínase en la letra a) la palabra “y”.
b) Agrégase una nueva letra b), pasando la actual a ser letra c), del siguiente tenor:

“Las  personas  que  han  detentado  la  calidad  de  Ministros  y  Subsecretarios  de
Estado, Superintendentes de Pensiones y de Seguridad Social, por el plazo de 24
meses desde que dejan de ejercer el cargo, y“.

Al Párrafo Tercero

De  los  Diputados  señores  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Ojeda, Olivares, Sabag, Sule, Valenzuela, y
Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y Sepúlveda
doña Alejandra.
Reemplázase  el  título  del  Párrafo  tercero  por  el  siguiente:  “De  la  Empresa  del  Estado
Administradora de Fondos de Pensiones.”

Al Artículo 81

De  los  Diputados  señores  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Ojeda, Olivares, Sabag, Sule, Valenzuela, y
Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y Sepúlveda
doña Alejandra.
Reemplazase el texto del artículo 81 por el siguiente:
“El Estado constituirá una empresa autónoma cuyo objeto exclusivo sea administrar Fondos
de Pensiones y otorgar y administrar las prestaciones que establece esta ley.”

Artículo 81 Bis 

De  los  Diputados  señores  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Ojeda, Olivares, Sabag, Saffirio,  Valenzuela,
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Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y
Sepúlveda doña Alejandra.
Agréguese el artículo N° 81 bis nuevo del siguiente tenor: “Se autoriza a las Administradoras
de Fondos de Pensiones para crear sociedades de apoyo administrativo (back office).

 Artículo 81 Ter 

De  los  Diputados  señores  Araya,  Ascencio,  Díaz  del  Río,  Encina,  Escobar,  Farias,
Fuentealba, Girardi, Jiménez, Lorenzini, Mulet, Ojeda, Olivares, Sabag, Saffirio,  Valenzuela,
Vallespín, y Venegas, don Mario, y las señoras Goic doña Carolina, Muñoz doña Adriana y
Sepúlveda doña Alejandra.
Para agregar como un nuevo artículo 81 ter, del siguiente tenor: “El Estado proveerá los
recursos  crediticios  para  que  las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones,  actuales  y
nuevas, creen una empresa única y universal de procesamiento administrativo destinada a
servir  a todas las empresas previsionales,  de manera de abaratar los costos unitarios y
dando los espacios para que las A.F.P. se concentren en la inversión y el servicio a sus
afiliados”.

Al Artículo 81

De los Diputados señores Lorenzini y Robles:
Para adicionar a continuación de los incisos 3°,  4°  y  5°  que el  artículo  81 del  proyecto
propone agregar al artículo 70 de la Ley General de Bancos los siguientes incisos 6°, 7° y 8°:
“En todo caso, el cargo de director del banco matriz es incompatible con el de director de la
Administradora de Fondos de Pensiones filial”.
“De igual manera, los directores o gerentes del banco matriz no podrán integrar, en manera
alguna, el Comité de Inversiones a que se refiere el artículo 50 del Decreto Ley N° 3.500 en
la Administradora de Fondos de Pensiones filiar; ni quienes desempeñen funciones en el
banco matriz podrán desempeñar los cargos gerenciales o ejecutivos superiores en dicha
administradora”.
“Si se entregare al banco matriz información proveniente de la base de datos de carácter
personal  de  la  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  filial,  ambas  entidades  serán
solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley N°
19.628”.

Al Artículo 81

Del Diputado señor Robles:
Eliminar el artículo 81, pasando los artículos 82 a 86 a ser artículos 81 a 85.
Al Título VIII nuevo, pasando el actual a ser Título IX:

Del Diputado señor Robles:

“Título VIII.
AFP del Estado.
Artículo  86.-  Autorízase  al  Estado   para  desarrollar  actividades  empresariales  de
administración  de  Fondos  de  Pensiones  y  de  otorgamiento  y  administración  de  las
prestaciones y beneficios que establece el D.L. 3.500.

Al Artículo 87.- De conformidad a la autorización contenida en el artículo anterior, el Fisco y
la Corporación de Fomento de la Producción constituirán una sociedad anónima que se
denominará “AFP del Estado S.A.” y se regirá para todos los efectos por las normas de las
sociedades anónimas abiertas.
Al Fisco le corresponderá una participación del 10% y será representado, para todos los
efectos correspondientes a su calidad de socio, por el Tesorero General de la República.  A
la Corporación de Fomento de la Producción le corresponderá una participación del 90%.
El domicilio de esta sociedad será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las agencias o
sucursales que pueda establecer en otros lugares del país.

Artículo 88.- La sociedad AFP del Estado S.A., tendrá por objeto exclusivo la administración
de Fondos de Pensiones y el otorgamiento y administración de las prestaciones y beneficios
que establece el  D.L 3.500.   Estará sujeta  íntegramente y  para todos los efectos a las
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mismas normas que rigen a las administradoras de Fondos de Pensiones, sin perjuicio de lo
que se establece en el artículo 90.

Artículo 89.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expendido a través
del  Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión Social,  el  que deberá llevar,  además,  la  firma del
Ministro de Hacienda, determinará y asignará los derechos y obligaciones que constituirán el
patrimonio inicial de la sociedad AFP del Estado S.A.

Artículo 90.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 88, se aplicarán al Directorio de la
sociedad AFP del Estado S.A., las siguientes reglas:
1° Estará compuesto por 7 miembros.  Uno de ellos, que ejercerá como Presidente, será de
libre  designación del  Presidente  de la  República.   Los  otros 6  serán designados por  el
Presidente de la República con acuerdo del Senado.  La proposición se hará en un solo acto
y el  Senado se  pronunciará,  en sesión  convocada especialmente al  efecto,  sobre  los 6
candidatos como un todo.  La aprobación requerirá la mayoría absoluta de los senadores en
ejercicio.  En caso que la proposición no sea aprobada, el Presidente de la República deberá
formular una nueva, la que no podrá contemplar personas incluidas en la que no se aprobó.
2° Los directores durarán 3 años en sus cargos y podrán ser  designados  para nuevos
períodos. Las vacantes que se produjeren antes del cumplimiento del respectivo período
serán llenadas de conformidad al procedimiento señalado en el número precedente, según
corresponda.  La respectiva designación se hará por el período que reste.
3° Los directores deberán ser personas de relevantes méritos profesionales y técnicos que
aseguren un funcionamiento adecuado y eficiente de la sociedad.
4° Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en la Ley N° 18.046, serán inhábiles para
desempeñar el cargo de director de la sociedad AFP del Estado S.A.:
Las personas que tengan interés, en los términos señalados en el artículo 44 de la ley N°
18.046, u ocupen un cargo directivo en otra Administradora de fondos de Pensiones.
Las personas que desempeñen cargos directivos en partidos políticos.
5° La designación y remoción del Gerente General de la sociedad requerirá del voto de 5
directores en ejercicio”.

De los Diputados señores Robles y Venegas:

Numeral 1) Modifíquese el artículo 1° de la siguiente manera:

Intercálese en el enunciado del Título I, entre la preposición “de” y el vocablo “cesantía” la
siguiente frase: “Previsión y”.
Intercálese en el inciso primero, entre la preposición “de” y el vocablo “cesantía” la siguiente
frase: “Previsión y”. 
Intercálese en el inciso segundo, entre la preposición “de” y el vocablo “cesantía” la siguiente
frase: “Previsión y”.

Numeral 2) En el Párrafo 2°, Del financiamiento del Seguro, modifíquese el artículo 5° de la
siguiente forma:
Reemplácese en la letra a) la expresión “0,6%” que se encuentra entre la preposición inicial
“Un” y la preposición “de” por la expresión: “1,0%”.
Reemplácese en la letra b) la expresión “2,4%” que se encuentra entre la preposición inicial
“Un” y la preposición “de” por la expresión: “4,0%”.
Reemplácese la letra c) por la siguiente letra c) nueva:
“c) Un aporte solidario del Estado que se enterará mensualmente en la Cuenta Individual
Previsional y de Cesantía del trabajador conforme a la siguiente tabla:

Sueldos Brutos entre %
Mínimo y $  150.000 pesos 2,0%
$150.001 pesos  a $250.000 pesos 1,7%
$250.001 pesos a $350.000 pesos 1,4%
$350.001 pesos a $600.000 pesos 1,0%
$600.001 pesos a $750.000 pesos 0,7%
$750.001 pesos a $850.000 pesos 0,5%
$850.001 pesos a $900.000 pesos 0,3%
$900.001 pesos a $1.000.000 pesos 0,1%
$1.000.001 pesos y más 0%

En  el  inciso  final  reemplácese  el  vocablo:  “fiscal”  que  se  encuentra  entre  el  vocablo:
“beneficio” y el vocablo: “equivalente” por la expresión: “del trabajador afectado” 
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En el inciso final a continuación de la coma: (,) que sucede a la expresión: “unidades de
fomento”  y el  vocablo:  “cuya”  intercálese la  siguiente expresión:  “que se enterará en su
Cuenta Individual para Previsión y Cesantía”.

Numeral 3) En el artículo 7° intercálese entre el vocablo “Individual” y la preposición “por” la
siguiente expresión: “Previsional y”.

Numeral 4) Modifíquese el artículo 9° de la siguiente manera:

En el inciso primero intercálese entre el vocablo “Individual” y la preposición “por” la siguiente
expresión: “Previsional y”.
En el inciso final intercálese el vocablo: “mensualmente” entre la palabra: “enterarse” y la
preposición “en”.

Numeral 5) Modifíquese el artículo 10° de la siguiente forma:

En el  inciso tercero reemplácese el  vocablo:  “fiscal”  que se encuentra  entre  el  vocablo:
“beneficio” y la preposición: “de” la expresión: “del trabajador afectado”.
En el  inciso tercero entre el  punto seguido:  “(.)”  que sucede al  vocablo:  “erróneas”  y  la
expresión  inicial:  “Si  la  declaración…”  intercálese  la  siguiente  expresión:  “La  cual,  será
enterada en la Cuenta Individual de Previsión y Cesantía del Trabajador.”

Numeral 6) Modifíquese el artículo 11° de la siguiente forma:

En  el  inciso  octavo  agréguese  la  expresión:  “individual  previsional  y”  entre  el  vocablo:
“cuenta” y la preposición “por”.
En el inciso octavo elimínese la expresión: “o al Fondo solidario, según corresponda.”
En el inciso octavo cambiar la coma “(,)” que sigue al vocablo: “afiliado” por un punto que
pasa a ser punto aparte:”(.)”
Reemplácese  el  actual  inciso  noveno  por  el  siguiente  inciso  noveno  nuevo:  “Sobre  las
acciones para el cobro de estas cotizaciones, reajustes e intereses, no existirá prescripción
alguna.”.

Numeral 7) En el artículo 12°

a)  En la letra b) Intercálese entre la preposición “de” y el  vocablo
“cesantía” la siguiente frase: “Previsional  y”.
b) En la letra b) Entre el vocablo: ”último” y la preposición: “a” la siguiente expresión: “crédito
especial”.

Numeral 8) Modifíquese el artículo 13°  de la siguiente forma:

En  el  párrafo  tercero  a  continuación  del  actual  artículo  13°  propuesto  agréguense  los
siguientes artículos 13A, 13B, 13C, 13D, 13E y 13F, nuevos, del siguiente tenor: 

“Artículo 13A.- El saldo de la Cuenta Individual Previsional y por Cesantía constituida por: a)
las  cotizaciones  efectuadas  por  el  empleador;  b)  las  cotizaciones  efectuadas  por  el
trabajador;  c)  las cotizaciones efectuadas por  el  estado si  hubiere correspondido;  d)  las
eventuales multas de beneficio del trabajador que hayan sido depositadas en ella y e) más
su rentabilidad. Deducidos los costos de administración que correspondan se constituirá por
el  sólo  Ministerio  de la ley en un Fondo para Créditos Especiales,  con cargo al  cual  el
asegurado podrá hacer retiros en la forma que señala el artículo 15.

Tales retiros, para efectos de la presente ley, constituirán cada uno por sí mismo un crédito
especial. No obstante, sobre los montos de los créditos especiales no se aplicará ningún tipo
de comisión, interés o reajuste y para todos los efectos gozarán de los beneficios tributarios
que la presente ley dispone.

Cada  Crédito  especial,  deberá  ser  reintegrado  por  el  trabajador  a  su  Cuenta  Individual
Previsional y por Cesantía, en 16 cuotas iguales y sucesivas en pesos, una vez que reinicie
una relación laboral con contrato, sea éste de plazo fijo o de plazo indefinido.

Los montos, de tales cuotas, serán informados al trabajador cada vez que le sea otorgado un
Crédito especial.
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Tales cuotas, serán descontadas por planilla por el nuevo empleador y canceladas en la
Sociedad Administradora junto con las cotizaciones que corresponda enterar mensualmente
al Fondo Previsional y por Cesantía.

La primera cuota de cada crédito especial obtenido por el trabajador será descontada, según
corresponda de acuerdo a la siguiente tabla:

Concepto Mes de Descuento
Crédito Especial 1 Segundo Mes
Crédito Especial 2 Tercer Mes
Crédito Especial 3 Cuarto Mes
Crédito Especial 4 Quinto Mes
Crédito Especial 5 Sexto Mes

Artículo 13B.- La Sociedad Administradora deberá informar por escrito al nuevo empleador
acerca de la obligación de descontar las cuotas correspondientes a los créditos especiales
que hubiere obtenido el trabajador como, asimismo, de la fecha en que deberá practicar los
descuentos pertinentes y los plazos de que dispone para enterar tales fondos en la Cuenta
Individual Previsional y por Cesantía del Trabajador.

Artículo 13C.- La Sociedad Administradora, deberá incorporar en la comunicación señalada
en el artículo anterior toda la información que pueda ser necesaria para el fiel cumplimiento
de lo dispuesto en el presente artículo y, también, deberá verificar que el nuevo empleador
haya recibido dicha comunicación.

Artículo  13D.-  El  empleador  que  no  hubiere  recibido  de  la  Sociedad  Administradora  la
comunicación por escrito establecida en el artículo 13 b.-, quedará exento de las acciones y
efectos que el artículo 11 establece para quienes maliciosamente la incumplan. Tal exención
se aplicará sólo sobre los montos correspondientes a las cuotas de los créditos especiales y
que no le fueron informados debidamente. En tales casos, las multas serán aplicadas a la
Sociedad Administradora.

Con todo, será la Sociedad Administradora la que deberá velar por la normalización de los
créditos especiales como, asimismo, deberá velar para que en estos casos el trabajador no
se vea afectado o perjudicado económicamente.

Artículo 13E.- -    No habrá derecho al crédito especial previsto en este párrafo si el cesante
rechazare, sin causa justificada, la ocupación que le ofrezca la respectiva Oficina Municipal
de  Intermediación  Laboral,  y  siempre  y  cuando  ella  le  hubiere  permitido  ganar  una
remuneración igual o superior al 50% de la  última devengada en el empleo anterior. 

Tampoco habrá derecho a prestación  o cesará la concedida, en su caso, si el beneficiario
rechazare  una  beca  de  capacitación  ofrecida  y  financiada  por  el  Servicio  Nacional  de
Capacitación y Empleo, en los términos previstos en el reglamento. Siempre y cuando ésta
sea impartida en la misma ciudad en la que habita el beneficiario.

Artículo 13F.- El crédito especial se devengará y pagará por mensualidades vencidas y no
estará afecta a cotización previsional alguna, ni a impuestos. 

Su goce será incompatible con toda actividad remunerada.

Artículo 13G.- Quienes perciban una remuneración igual o menor a $250.000 pesos ó, bien,
deban  percibir  una  remuneración  que  sea  $100.000  pesos  o  más,  menor  a  la  última
remuneración  percibida  antes  del  beneficio.  Podrán  aumentar  el  número  de  cuotas
señaladas en el artículo 13A que le corresponda pagar mensualmente a 24 cuotas mientras
se mantenga en esa situación.

Con todo, los trabajadores que así lo estimen podrán reducir el plazo en el que quieren
cancelar  los  créditos  especiales  obtenidos.  Para  lo  cual,  deberán  informar  a  su  nuevo
empleador  el  número  de  cuotas  en  que  pretende  reintegrarlos  a  su  Cuenta  Individual
Previsional y de Cesantía.”.”

Numeral  9)  Reemplácese  el  actual  artículo  15°  por  el  siguiente  artículo  15°  nuevo,  del
siguiente tenor:”  Artículo 15.-  Tratándose de trabajadores despedidos por alguna de las
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causales señaladas en el Nº 6 del artículo 159 y en el artículo 161, ambos del Código del
Trabajo, éstos tendrán derecho a percibir tantos créditos especiales de su Cuenta Individual
Previsional y por Cesantía como años de cotizaciones, y fracción superior a seis meses,
registren desde su afiliación al Seguro o desde el último crédito especial por cesantía, en
ambos casos con el límite de cinco créditos especiales.

En el caso de los trabajadores que, conforme al inciso anterior, tengan derecho a un solo
Crédito especial, el monto de éste corresponderá al 50% de sus últimas remuneraciones con
el límite inferior establecido en la siguiente tabla:

Los

valores inferiores establecidos en el inciso anterior, se reajustarán el 1º de febrero de cada
año, en el 100% de la variación que haya experimentado en el año calendario anterior el
Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por
el organismo que lo reemplace.

En el caso de trabajadores que, durante los últimos doce meses, hubiesen percibido una o
más remuneraciones correspondientes a jornadas parciales, deberá efectuarse un ajuste de
los valores superiores e inferiores a que se refiere la tabla del inciso segundo de éste artículo
en forma proporcional a la jornada promedio mensual de los últimos doce meses.

Para el caso de trabajadores que tengan derecho a más de un crédito especial, el monto del
primero de éstos se determinará dividiendo el saldo acumulado en la Cuenta Individual por
Cesantía por el factor correspondiente, de aquellos que se indican en la segunda columna
de la siguiente tabla:

Derecho a Nº  de
Créditos
Especiales

Factor

2 1,9
3 2,7
4 3,4
5 4,0

El monto del segundo, tercero y cuarto crédito especial, corresponderá a un 90%, 80% y
70%, respectivamente, del monto del primer crédito especial indicado en el inciso anterior. El
monto del quinto crédito especial corresponderá al saldo pendiente de la Cuenta Individual
Previsional y por Cesantía. 

En el caso de los trabajadores que tuviesen derecho a menos de cinco créditos especiales,
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  primero,  el  último  crédito  especial  al  cual  tengan
derecho  corresponderá  al  saldo  pendiente  de  la  Cuenta  Individual  Previsional  y  por
Cesantía. Sin perjuicio, de los dispuesto en la tabla del inciso segundo de este artículo. 

La  prestación  o  crédito  especial  se  pagará  por  mensualidades
vencidas y se devengará a partir del día siguiente al del término del contrato.”

Numeral 10) Modifíquese el artículo 16° de la siguiente forma:

En el inciso primero reemplácese el vocablo:”giros” “por la expresión: “créditos especiales”.
En  la  letra  a)  agréguese  a  continuación  de  la  palabra  prestación  que  antecede  a  la
preposición: “a” la siguiente expresión: “o crédito especial”

MESES %  PROMEDIO
REMUNERACION
ÚLTIMOS 12 MESES

VALOR
INFERIOR

1° 50% $80.000
2° 45% $72.000
3° 40% $64.000
4° 35% $61.000
5° 30% $48.000
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En el inciso segundo reemplácese el vocablo:”giros” por la expresión: “créditos especiales”,
las dos veces que aparece.

En  el  inciso  segundo  a  continuación  de  la  palabra:”prestación”  que  precede  al  punto
aparte(.), agréguese la siguiente expresión: “y/o Crédito especial.”
En el  inciso final  reemplácese el  vocablo:”giro”  que se encuentra  entre  la  expresión:  “el
primer” y la preposición: “de” por la expresión: “crédito especial”.
En el inciso final intercálese, entre el vocablo: “individual” y la preposición: “por” la expresión:
“Previsional y”.”

Numeral  11)  En  el  inciso  primero  del  artículo  17°  entre  el  vocablo:  “irrenunciable”  y  la
preposición: “para”  intercálese la siguiente expresión: “y no prescriptible”.

Numeral  12)  En  el  inciso  primero  del  artículo  18°  entre  el  vocablo:  “Individual”  y  la
preposición: “por”, intercálese la siguiente expresión: “Previsional y”.

Numeral 13) Reemplácese el actual artículo 19° por el siguiente artículo 19° nuevo: “Artículo
19.-    Si un trabajador se pensionare, por cualquier causa, los fondos acumulados en su
Cuenta  Individual  Previsional  y  por  Cesantía  serán  depositados  por  la  Sociedad
Administradora en la Cuenta Individual Previsional del trabajador que se acoge a pensión. La
que es administrada por la AFP a la que se encuentra afiliado o al INP cuando corresponda.

No obstante, la AFP o el INP, según sea el caso, para efectos del cálculo de la pensión y los
beneficios del trabajador pensionado deberá solicitar a la Sociedad Administradora que le
indique el Monto del Fondo acumulado por el trabajador, en su Cuenta Individual Previsional
y por Cesantía a fin de que éste le sea considerado para establecer su Pensión.”

Numeral 14) Modifíquese el Artículo 20° de la siguiente manera:

En el inciso segundo reemplácese la expresión: “las prestaciones del Fondo de Cesantía
Solidario,  según lo  dispuesto  en  el  párrafo  quinto  de  este  Título”  por  la  expresión:  “los
créditos especiales”.
En el inciso segundo reemplácese el vocablo: “giros” por la expresión: “créditos especiales”
En el  inciso  segundo reemplácese  el  vocablo:  “prestaciones”  por  la  expresión:  “créditos
especiales”.

Numeral  15)  En  el  Párrafo  4°,  Normas  especiales  de  protección  para  los  trabajadores
contratados a plazo o para una obra, trabajo o servicio determinado, modifíquese el artículo
21° de la siguiente manera:

En el  inciso primero reemplácese el  porcentual:  “3%” que se encuentra entre el  artículo
indefinido: “el” y la preposición: “de” por el porcentual: “5,0%”.
En  el  inciso  primero  entre  el  vocablo:  “individual”  y  la  preposición:  “de”  intercálese  la
expresión: “Previsional y”.

Numeral 16) Modifíquese El Artículo 22° de la siguiente forma:
Reemplácese  el  vocablo:  “giro”  por  la  expresión:  “crédito  especial”  las  dos  veces  que
aparece en éste artículo.
intercálese la expresión: “Previsional y” entre el vocablo: “individual” y la preposición: “de”.
Intercálese la expresión: “crédito especial” entre el ordinal: “último” y la preposición: “a”

Numeral 17) Deróguese el Párrafo 5°, pasando los actuales párrafos 6°, 7° y 8° a ser 5°, 6° y
7° respectivamente.

21) Deróguese el artículo

Numeral 18) Deróguese el Artículo 24°

Numeral 19) Deróguese el artículo 25°

Numeral 20) Deróguese el artículo 26°

Numeral 21) Deróguese el artículo 27°

Numeral 22) Deróguese el artículo 28°
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Numeral 23) Deróguese el artículo 29°

Numeral 24) Modifíquese el artículo 30 de la siguiente manera:

En el inciso primero reemplácese el vocablo: “dos” por el vocablo: “un”.
En el inciso primero reemplácese la palabra “Fondos” por su singular.
En el inciso primero entre la palabra “fondo” y la preposición: “de” intercálese la expresión: “y
Previsional”.
En el inciso primero elimínese la expresión: “y Fondo de Cesantía Solidario”.
En el inciso segundo elimínese la expresión: “ del aporte establecido en la letra c) de dicho
artículo,”  y  la  expresión:  “en  el  Fondo  de  Cesantía  Solidario  y”  que  se  encuentran  a
continuación de la expresión:” del artículo 5° y” y la expresión: “su abono”, respectivamente.
Ambas que anteceden a la expresión “por cesantía”.
En  el  inciso  segundo  intercálese  entre  el  vocablo:  “individuales“Previsional  y”.”  y  la
preposición: “por” la expresión: 
En el inciso tercero reemplácese la expresión: “de los aportes o de los Fondos de Cesantía”
por la expresión: “la rentabilidad que la Sociedad Administradora obtenga para cada Cuenta
Individual”.
En  el  inciso  cuarto  entre  los  vocablos:  “fondos”  y  la  preposición:  “de”  la  expresión:
“Previsionales y”.
En  el  inciso  cuarto  entre  los  vocablos:  “fondos”  y  la  preposición:  “de”  la  expresión:
“Previsionales y”.

En el inciso quinto reemplácense los vocablos: “mínimo” y “medio” por los vocablos: “medio”
y “mayor” que preceden al punto seguido: ”.” que continua con la expresión: “En todo caso,”.

Numeral 25) En el artículo 31°, en su inciso primero, entre palabra “fondos” y la preposición:
“de” intercálese la expresión: “y Previsional”.

Numeral 26) Modifíquese el artículo 33°, de la siguiente forma:

En su inciso primero, entre palabra “fondos” y la preposición: “de” intercálese la expresión: “y
Previsional”.

Numeral 27) Modifíquese el artículo 34 de la siguiente forma:

En el  inciso primero entre  el  vocablo:  “individuales”  y  la  preposición:  “por”  la  expresión:
“previsional y”.

Numeral 28) En el artículo 35°, en su inciso primero intercálese la expresión: “Previsional y”
entre el vocablo: “Fondos” y la preposición: “de”

Numeral 29) Modifíquese el artículo 37° de la siguiente forma:

En el inciso tercero elimínese la expresión: “en especial del Fondo de Cesantía Solidario,”.
En el inciso tercero entre el vocablo: “seguro” y la preposición: “de”, intercálese la expresión:
“Previsional y”.

Numeral  30)  En  el  artículo  39°  entre  la  expresión:  “pertenecientes  a  los  Fondos”  y  la
expresión: “de Cesantía”, intercálese la expresión: “Previsional y”.

Numeral 31) Modifíquese el artículo 40 de la siguiente forma:

En el inciso primero intercálese la expresión: “previsional y”, entre el vocablo: “Fondos” y la
preposición: “de”.
En el inciso segundo intercálese la expresión: “previsional y”, entre el vocablo: “Fondos” y la
preposición: “de”.
En el inciso tercero intercálese la expresión: “previsional y”, entre el vocablo: “Fondos” y la
preposición: “de”.

Numeral 32) Modifíquese el artículo 41° de la siguiente manera:

Entre el vocablo: “Fondo” y la preposición: “de”, intercálese la expresión: “previsional y”
Elimínese la siguiente expresión: “y del Fondo de Cesantía Solidario”.
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Numeral 33) Reemplácese el actual  artículo 42° por un artículo 42° nuevo, del  siguiente
tenor:
“Artículo 42.-     En cada mes en que la rentabilidad nominal del Fondo Previsional y de
Cesantía de los últimos 36 meses supere en un 50% a la rentabilidad nominal promedio
ponderado de los tres Fondos tipo 2, de mayor rentabilidad, en el mismo período, la comisión
cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, incrementada en un veinte por
ciento.  En todo  caso,  el  incremento  no  podrá  ser  superior  al  cuarenta  por  ciento  de  la
diferencia de la rentabilidad 

A su  vez,  en  cada  mes en  que la  rentabilidad  nominal  promedio  ponderada  del  Fondo
Previsional y de Cesantía de los últimos treinta y seis meses, sea inferior a la rentabilidad
nominal ponderada de los tres Fondos Tipo 2 de menor rentabilidad, en el mismo período, la
comisión cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, reducida en un diez
por ciento. En todo caso, la disminución de la comisión no podrá ser superior al cuarenta por
ciento de la diferencia de rentabilidad.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, cuando el Fondo Previsional y de
Cesantía cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, el  cálculo de la
rentabilidad se realizará considerando el período de operación del Fondo, siempre que éste
sea superior a doce meses.

Los cálculos mencionados en los incisos anteriores se efectuarán en forma separada para
cada período de vigencia del contrato de administración respectivo.”

Numeral 34) En el artículo 44, en el inciso cuarto, entre el vocablo: “Fondos” y la preposición:
“de”, intercálese la expresión: “Previsional y”.

Numeral 35) Modifíquese el artículo 45° de la siguiente forma:

En  el  inciso  tercero,  entre  el  vocablo:  “Fondos”  y  la  preposición:  “de”,  intercálese  la
expresión: “Previsional y”.
En el inciso cuarto, entre el vocablo: “Fondos” y la preposición: “de”, intercálese la expresión:
“Previsional y”.

Numeral  36) En el artículo 47° elimínese la expresión: “con cargo al Fondo de Cesantía
Solidario” que se encuentra a continuación de la palabra: “beneficio”.

Numeral 37) Modifíquese el artículo 48° de la siguiente forma:

Elimínese entre el artículo definido: “el” y la expresión. “artículo 13, elimínese la expresión:
“inciso segundo del”.

Numeral 38) En el Artículo 49°   intercálese la expresión: “Previsional y”, entre el vocablo:
“Seguro” y la preposición: “de”, 

Numeral 39) modifíquese el artículo 50 de la siguiente forma:

En  el  inciso  primero  entre  el  vocablo:  “individual”  y  la  preposición:  “por”,  intercálese  la
expresión: “Previsional y”.
En el inciso segundo reemplácese la palabra: “giros” por la expresión: ”créditos especiales”.

Numeral 40) Modifíquese el artículo 51 de la siguiente forma:

En el inciso primero reemplácese la expresión: “Las Prestaciones” por la expresión: “Los
Créditos especiales”.
En el  inciso segundo reemplácese la expresión:  “las Prestaciones” por la expresión:  “los
créditos especiales”.
En  el  inciso  segundo  reemplácese  la  expresión:  “de  la  respectiva  prestación”  por  la
expresión: “del respectivo crédito especial”.
Suprímase o elimínese los actuales incisos tercero y cuarto. Pasando los actuales: quinto y
sexto, a ser: tercero y cuarto, respectivamente.
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En el actual inciso tercero que antes fue quinto, reemplácese la expresión: “experimente el
Fondo de Cesantía Solidario.” por la expresión: “ello pudiere ocasionar.”
En el actual inciso cuarto que antes fue sexto, intercálese la expresión: “previsional y” entre
el vocablo: “individual” y la preposición: “por”

Numeral 41) Modifíquese el artículo 52 de la siguiente forma:

En  el  inciso  primero  entre  el  vocablo:  “individual”  y  la  preposición:  “por”,  intercálese  la
expresión: “previsional y”.
En el  inciso tercero a continuación de la  coma:  “,”  que sigue a la  expresión:  “oficio  del
Tribunal”, reemplácese el texto: “el monto equivalente a lo cotizado por el empleador en la
Cuenta Individual Previsional y por Cesantía, más su rentabilidad” por el siguiente: “sobre la
existencia o no, de cotizaciones no pagadas por el empleador, como asimismo, su monto,
origen,  multas  e  intereses  que  se  adeudan,  la  rentabilidad  que  estos  pudieren  haber
generado de haber sido enterados en su oportunidad y todo cuanto pudiere servir al Tribunal
para mejor resolver.”.
En  el  inciso  cuarto  entre  el  vocablo:  “individual”  y  la  preposición:  “de”,  intercálese  la
expresión: “previsional y”.
En el inciso cuarto reemplácese el texto: “las sumas que éste habría obtenido del Fondo de
Cesantía Solidario.” por el siguiente: “en carácter de compensación, tres sumas equivalentes
a las que le hubieren correspondido percibir por concepto de créditos especiales si reuniere
los requisitos.”. Ello, a continuación de la coma: “,” que sigue a la palabra: “trabajador”.   

En el inciso final, reemplácese el numeral: “cinco” por el numeral:
“tres”.

Numeral 42) Modifíquese el artículo 53° de la siguiente manera:
En su inciso final  intercálese la expresión: “previsional y”,  entre el vocablo:  “Fondo” y la
preposición: “de”.

Numeral 43) Deróguese el artículo 54°.

Numeral 44) Modifíquese el artículo 55° de la siguiente forma:

En el inciso primero, entre el vocablo: “seguro” y la preposición: “de” intercálese la siguiente
expresión: “previsional y”.

}En  el  inciso  segundo  entre  el  vocablo:  “Fondos”  y  la  preposición:  “de”,  intercálese  la
expresión: “previsional y”.

Numeral 45) Modifíquese el artículo 56 como sigue:
En la letra c) reemplácese la expresión plural: “de los Fondos” por la expresión singular: “del
Fondo”.
En la letra c) entre la palabra: “administración” y la preposición: “de” intercálese la expresión:
“previsional y”.
En  la  letra  c)  elimínese  la  expresión:  “y  de  cesantía  solidario”  que  se  encuentra  a
continuación de la palabra: “cesantía” y antes del ilativo: “y” que precede a la expresión: “el
adecuado ejercicio”.
En el inciso final, entre el vocablo: “Fondos” y la preposición: “de”, intercálese la expresión:
“previsional y”.

Numeral 46) Modifíquese el artículo 60° de la siguiente forma:

Elimínese en el inciso primero la expresión: “del primer día del duodécimo mes siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial o a partir”, que se encuentra a continuación del infinitivo
verbal: “partir” y la expresión: “del primer día”.
Reemplácese el ordinal: “segundo” por el ordinal: “tercero”.

Numeral 47) En el artículo cuarto transitorio, intercálese la expresión: “previsional y”, entre el
vocablo: “Fondos” y la preposición: “de”.

Al Artículo trigésimo octavo bis transitorio

Del Diputado señor Dittborn:
Para agregar un artículo transitorio trigésimo octavo bis, del siguiente tenor:
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“Artículo trigésimo octavo Bis.- Las modificaciones introducidas por los numerales 47 y 48
del artículo 79 del Título V de esta ley, al artículo 64 y 65, respectivamente, del decreto ley
Nº 3.500, de 1980, regirán a contar de la fecha de publicación de esta Ley sólo para aquellos
afiliados que se pensionen con posterioridad a esa fecha.” 

ANEXO III

INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES POR EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN
DE HACIENDA, POR TRATARSE DE MATERIAS DE INICIATIVA DEL PRESIDENTE DE
LA REPÚBLICA.

Presentadas por el Diputado señor Dittborn

Indicación Nº 1 APVC

Para agregar en el artículo 20 F, agregado por el Nº 11. del artículo 79, el siguiente
inciso final nuevo:

“Sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el  inciso  quinto,  el  trabajador
voluntariamente  podrá  autorizar  la  incorporación  de  una  cláusula  en  el
contrato que permita al empleador efectuar un aporte no inferior al 4,11% de
la  remuneración  del  trabajador,  que  extinguirá  la  obligación  de  pagar
indemnización  por  años  de  servicio  que  pudiera  corresponder  a  éste
conforme a la ley o al contrato de trabajo por término del mismo, a razón de
un año por cada doce meses en que dicho aporte haya sido efectivamente
enterado  en  la  administradora  o  entidad  autorizada.  En  este  caso,  el
trabajador no estará obligado a realizar un aporte de su cargo.”.

Indicación Nª 2 APVC

Para  agregar  al  final  de  segundo  inciso  del  Artículo  20  I  en  el  Artículo  79,  lo
siguiente:

“Las comisiones a que se refiere este artículo estarán exentas del impuesto
al valor agregado, establecido en el Título II de decreto ley Nª 825 de 1974.

Indicación Nª 3 APVC

Para añadir a continuación del inciso 4 del Artículo 20 L del Artículo 79, lo siguiente:

Sin perjuicio de lo anterior, un trabajador podrá retirar anticipadamente y por
una sola vez hasta el 25% de los recursos acumulados en su Plan de Ahorro
Provisional Voluntario Colectivo sin recargo de impuestos, si el destino de
dichos recursos es adquirir una vivienda a su nombre o para el pago de la
educación superior de sus hijos. Un reglamento normará esta posibilidad de
retiro exenta de tributos.
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Indicación Nª 4 APVC

Para agregar al comienzo del inciso 6 del artículo 20 L del Artículo 79, lo
siguiente:

Por su parte,  los  aportes  que los  empleadores  efectúen a los  planes de
ahorro provisional voluntario colectivo podrán, hasta un tope del 1% de las
remuneraciones  de  los  trabajadores  de  la  empresa,  descontarse  del
impuesto a la  renta de dicha empresa.  Los aportes que los empleadores
efectúen  a  estos  planes  por  sobre  el  1%  de  las  remuneraciones,  se
considerarán como gasto necesario para producir la renta.

Indicación Nº 5 Licitación Cartera

Para introducir las siguientes modificaciones al artículo 160 del Decreto Ley 3.500,
de 1980, introducido por el N ° 74 del artículo 79:

a) Sustituir el inciso 3°, por el siguiente:

“Los trabajadores que formen parte de la licitación, deberán incorporarse a la
administradora que le hubiere sido adjudicada a contar del primer mes de
vigencia del contrato o en que comenzaren a efectuar cotizaciones,  salvo
que la Administradora en la que estuvieren actualmente afiliados cobrare una
comisión más baja; y deberán mantenerse en ellas por el plazo de duración
del contrato o lo que restare del mismo, que no podrá exceder de 18 meses,
sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.”;

b) Eliminar el inciso 4°; y

c) Agregar en el inciso 5° después de la frase “proceso de licitación” y antes de la
conjunción “y”,  la  siguiente  oración “,  sea que estén actualmente cotizando o lo
vayan a hacer por primera vez,”.

Indicación Nº 6 Licitación Cartera

Para introducir las siguientes modificaciones al artículo 164 del Nº 74 del artículo 79:

a) Sustituir el encabezamiento del inciso 2º por el siguiente: 

“Se entenderá, para todos los efectos y por el solo ministerio de la ley que no
se efectuó licitación para el respectivo año calendario en cualquiera de los
siguientes casos: 

b) Eliminar el inciso final.

Indicación Nº 7 Licitación Cartera

Para reemplazar la segunda oración del artículo 166 del Nº 74 del artículo 79, por la
siguiente: “Dicha norma establecerá los requisitos que deberán cumplir las personas
jurídicas que no estén constituidas como Administradoras a la fecha de la licitación
para participar en ella, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 161”.
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Indicación Nº 8 Retiro Programado

Para agregar un Artículo Transitorio trigésimo octavo Bis del siguiente tenor:

“Artículo  trigésimo  octavo  Bis.-  Las  modificaciones  introducidas  por  los
numerales 47 y 48 del artículo 79 del Título V de esta ley, al artículo 64 y 65,
respectivamente, del decreto ley Nº 3.500, de 1980, regirán a contar de la
fecha  de  publicación  de  esta  Ley  sólo  para  aquellos  afiliados  que  se
pensionen con posterioridad a esa fecha.”

Indicación Nº 9 Asesores Previsionales

Para introducir las siguientes modificaciones al Nº 74 del artículo 79:

1. Agréguese el siguiente inciso 3° al artículo 171: 

“El servicio de asesoría previsional  ofrecido por las personas y entidades
autorizadas para intermediar seguros, quedará sometido a lo dispuesto en el
DFL Nº 251, de 22 de Mayo de 1931, del Ministerio de Hacienda, y a las
normas  de  carácter  general,  órdenes  e  instrucciones  que  dicte  la
Superintendencia de Valores y Seguros.”

2. Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 179:

a) Para reemplazar el inciso 1° por el siguiente: 

“Los afiliados o beneficiarios no podrán pagar honorarios por concepto de
servicios  de asesoría  provisional  con cargo  a  la  cuenta  de capitalización
individual.”

b) Suprímanse los incisos 2°, 3° y 4°.

c) Agréguese al final del inciso 5°, que pasa a ser inciso 2°, a continuación del punto
aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Lo anterior  es sin perjuicio de lo  dispuesto en el  artículo 61 bis de este
Decreto Ley, y de lo establecido por el DFL Nº 251, de 22 de Mayo de 1931,
del Ministerio de Hacienda, en materia de intermediarios de seguros.”

3. Agréguese  al  final  del  inciso  2°  del  artículo  180,  a
continuación del punto aparte que se reemplaza por una coma, la siguiente frase: “y
para aquellas autorizadas a intermediar seguros, de acuerdo a lo dispuesto en el
DFL Nº 251, de 22 de Mayo de 1931, del Ministerio de Hacienda.”

Indicación Nº 10 Daño Previsional

Para agregar el siguiente artículo décimo tercero transitorio nuevo:

“Concédase  por  una  sola  vez,  un  bono  complementario  al  bono  de
reconocimiento, a aquellos funcionarios públicos que tenían tal calidad a la
fecha de entrada en vigencia del Decreto Ley Nº 3.500 y que se incorporaron
a las administradoras de fondos de pensiones.
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Este bono corresponderá al monto necesario para financiar una renta vitalicia
equivalente al 50% del promedio de remuneraciones que el beneficiado haya
obtenido en los doce meses anteriores a la fecha de su jubilación. 

El bono se pagará al momento en que el beneficiado de acoja a jubilación,
será  de  carácter  intransferible,  no  constituirá  remuneración  o  renta  para
ningún efecto legal  y  en consecuencia,  no será imponible  ni  tributable  ni
estará afecto a descuento alguno.  Cada beneficiado tendrá derecho a un
sólo bono, aún cuando goce de más de una pensión. 

Quien perciba maliciosamente este bono será sancionado con las pena que
corresponda en conformidad a lo dispuesto en el número 8 del artículo 470
del Código Penal.”
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ANEXO IV

 1) Intervención del señor Guillermo Rioseco, Gerente General del Colegio de Corredores de
Seguros de Chile A.G.        

El señor Rioseco señaló que las materias relevantes para la entidad que representa son las

siguientes:

1.- Seguro de Invalidez y Sobrevivencia 

En relación a este  tema sostuvo que con la  licitación de este  seguro por  fin  se

termina con la asimetría de que un beneficio se convierta en un negocio más para las AFP.

Concordó con la idea de que el seguro se separe por género, porque la mujer ha financiado

al hombre por todos estos años. Además, se termina con el retorno por baja siniestralidad

que afecta directamente a los afiliados.

Estimó que el costo del seguro puede subir, pero cree que no debería hacerlo por

siniestralidad, sino porque se establecen otros beneficios tales como que el cónyuge sea

beneficiario,  aumentar  la  edad de uso  del  seguro  para la  mujer  hasta  los  65  años.  Sin

embargo, existe la posibilidad que baje por lo que significa la licitación de más de 4 millones

de afiliados en conjunto y no a través de licitaciones separadas como ha ocurrido hasta hoy. 

2.- De la Asesoría Previsional 

Concordó con la idea central  de dotar al  sistema de una  figura como la que el

proyecto  propone.  La  idea  de  la  neutralidad  es  clave,  para  transparentar  su  función  y

fortalecer la confianza que implica requerir sus servicios.  Por otro lado, la creación de un

Registro  de Asesores  Previsionales,  y  el  establecimiento de exigencias en cuanto a su

capacitación y acreditación, lo consideró coherente con la idea  de garantizar una gestión

idónea en una materia de tanta relevancia en la vida  del trabajador.

Sin embargo, la coexistencia de dos registros, el de corredores de rentas vitalicias y

el de asesores previsionales lo consideró innecesario, pudiendo generar confusión en los

usuarios,  por  lo  que  propone  eliminar  esta  suerte  de  doble  militancia.  Actualmente  los

corredores de seguros de rentas vitalicias se rigen por la norma de carácter general 164 de

la  Superintendencia  de Valores  y  Seguros,  la  que establece  sus obligaciones,  entre  las

cuales está el deber de asesorar, orientar e informar, en materia de seguros previsionales y

de seguridad  social. Por lo tanto, la obligación de asesoría hoy día está establecida en el

sistema  y  la  cumple  el  corredor,  pero  el  proyecto  incorpora  este  asesor  previsional

prácticamente con las mismas funciones y si bien la ley no habla de incompatibilidad entre

una función y otra, cree que sería mucho más conveniente refundir en un solo rol de asesor

previsional estas dos figuras.

Sobre  los  requisitos,  la  acreditación  y  actualización  de  competencias,  es  una

exigencia consistente y positiva, que ya está en régimen.

Respecto del artículo 174 propuso  incorporar una disposición transitoria para que

gradualmente a partir del 1 de enero de 2011, se exiga para inscribirse en este registro, estar



en posesión de un titulo universitario de una carrera afín a la Seguridad Social de a lo menos

8 semestres.

En relación al pago de honorarios, con el objeto de fortalecer la neutralidad, y evitar

asimetrías entre  el  retiro  programado y la  renta  vitalicia,  el  porcentaje  a pagar por  este

concepto,  es  recomendable  que  sea  sobre  la  prima  única,  es  decir  la  cuenta  de

capitalización más el bono de reconocimiento.

3.- De los Centros de Atención Previsional, CAPRI

Señaló que estos centros dependerán del Instituto de Pensiones, que se conformará

con  una  parte  del  personal  que  salga  del  INP,  el  resto  se  quedará  en  el  Instituto  de

Seguridad del Trabajo. Esos 3.046 funcionarios que tenía el INP al 15 de mayo de 2006, con

13 direcciones regionales, 62 sucursales, 74 centros de atención y 56 plazas de pago ya

deben  cumplir  con  una  serie  de  funciones,  a  las  que  se  les  agregaría  la  de  asesoría

previsional y aquellas propias del Instituto de Pensiones como cautelar la asignación familiar

de los independientes, vigilar las nuevas pensiones asistenciales, por lo que el recargo de

obligaciones es evidente. Por otro lado, hay que tener presente que la asesoría previsional

hoy  en día  la  realiza  el  sector  privado,  a  través  de las  AFP,  que  tienen  cerca  de  500

personas que prestan ese servicio; de las compañías de seguros con aproximadamente 320

personas y 300 agentes de ventas y los 1085 corredores de rentas vitalicias. En conjunto

pagan sobre las 600 mil pensiones, 400 mil las aseguradoras y 236  mil las AFP. 

Para  realizar  esta  asesoría  previsional  hay  una  capacitación  de

más de 20 años para cerca de 2000 personas, con pólizas de responsabilidad civil, con más

de 400 lugares de atención en el caso de las AFP y Aseguradoras y sobre 500 centros de

atención de las Corredoras. Por lo tanto, esta necesidad está cubierta y para el Estado tiene

costo cero. No comprende porqué el Estado se está haciendo cargo de un tema que está

resuelto por los privados. Además, es probable que en estas  CAPRI, se vuelvan a recrear

prácticas que  se  han logrado  erradicar  como el  tráfico  de información  e  incentivos  al

margen lo normado.

4.- Fondo para la Educación Previsional 

Este  fondo  busca  apoyar  financieramente  proyectos,  programas,  actividades  y

medidas de promoción, difusión y educación del sistema  de pensiones, lo que considera

acertado porque ayudará a fortalecer el sistema y a generar  mayor confianza en el mismo.

5.- Sólo Bancos al giro AFP 

Sostuvo que si bien es cierto que hay que distinguir que las AFP actúan en la fase

de acumulación  y  las  Aseguradoras  lo  hacen   en  la  de  desacumulación,  hay  toda  una

experiencia de asesorar  y pagar 400 mil pensiones de renta vitalicia   a lo largo del país. No

encuentran razones, salvo una omisión, si de lo que se trata es de incentivar la competencia,

para  que  las   Compañías  de  Seguros  de  Vida,  no  puedan  participar  del  giro  de  AFP.

Considera que existe en esta materia una asimetría  que se debe corregir.

Estimó  fundamental  que  el  modelo  previsional  no  esté  caracterizado  por  los

conflictos  de  interés,  las  ventas  atadas,  el  abuso  de  posición  dominante,  el  uso  de
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información privilegiada, o lo que se podría llamar  el negocio de “los clientes cautivos“. En

relación a las ventas atadas éstas están expresamente prohibidas en la Ley General  de

Bancos,  pero  es  una  práctica  constante  en  las  instituciones  bancarias.  A  mayor

abundamiento, sobre el 27% de las utilidades de los bancos provienen de la intermediación

de seguros, y particularmente con la venta de seguros de desgravamen en los cuales no hay

competencia.

6.- Ahorro Previsional Voluntario  Colectivo 

El proyecto acoge  una iniciativa, que busca incorporar a este instrumento de ahorro,

a un gran sector  que no ha podido utilizar el actual APV, por sus bajos ingresos. De esta

manera colectivamente,  se  movilizarán esfuerzos para que trabajadores y  empleadores

puedan definir acuerdos que  facilitan el uso de esta nueva herramienta  de ahorro.

7.- Mayor rigor para conceptualizar el Retiro Programado y las Rentas Vitalicias:

Generalmente  se  entiende  que  hoy  en  el  sistema  de  pensiones  del  D.L.  3.500,

existen dos modalidades: el retiro programado y la  renta vitalicia. 

La pregunta que cabe hacerse es si una persona que pasa al sector pasivo, desde el punto

de  vista  laboral  previsional,  le  es  realmente  conveniente  seguir  asumiendo  los  riesgos

financieros, propios de los mercados de capitales y por consiguiente que sus fondos sigan

expuestos a dichos vaivenes cómo los de febrero pasado y además, quedarse con el riesgo

de su propia longevidad. Eso es lo que ocurre con el retiro programado. En cambio, en la

renta vitalicia el riesgo se traspasa a la compañía de seguros a través del pago de una

comisión, de una prima.

En este tema la  OIT, también lo considera así, una  pensión no puede quedar expuesta a

semejantes riesgos. Por lo que, técnicamente, la opción del retiro programado no es, a su

juicio, una pensión.

8.- Hipoteca Invertida

En el   Informe de la  Comisión Marcel,  se hace  una presentación por parte del

CIEDESS relacionada con lo que se conoce en Estados Unidos como  Hipoteca Invertida o

Revertida, pero esta materia no se recogió finalmente en el proyecto.

La  Hipoteca  Invertida  consiste  básicamente  en  un  crédito  no  amortizable,  que

permite hacer líquido un ahorro habitacional. Se le otorga al contratante  y a su cónyuge el

usufructo vitalicio.

A su juicio, este instrumento que puede ser destinado al complemento de pensiones

y que aparentemente requiere de normas  legales mínimas, como por ejemplo establecer un

mecanismo de período garantizado, similar al de las rentas vitalicias.

Pone a disposición un cuadro elaborado por  los economistas Alvaro  Bascuñán,

Alejandro Ruelas, Cristián Avila y otros sobre  el particular, que entre otras cosas destaca

que el 80 % de los adultos mayores posee bien raíz propio y que al crear un sistema de

hipoteca  invertida, que les permita  usar  este activo ilíquido, podrían mejorar sus ingresos

notablemente.  Sólo en la  Región Metropolitana existen 109 mil  casas que cumplen  las

condiciones para una Hipoteca Invertida.
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9.- Desfase en Beneficio del artículo 20 transitorio

En las disposiciones transitorias del Título III, en su artículo 20, se establece una

bonificación por cada hijo nacido vivo, que se hará efectiva al cumplir la madre los 65 años.

Esta situación es inconsistente con la edad actual de jubilación de la mujer que es a los 60

años.

Conclusiones

-El presente proyecto de ley de S.E. que busca perfeccionar el sistema de capitalización

individual  y  complementarlo  con  un  sistema  de  pensiones  solidarias,  es  de  la  mayor

importancia  para la vida de millones de chilenas y chilenos, compromete al Estado y al

sector privado en una tarea de suyo compleja y delicada.

-  Preocupación  por  la  forma  cómo los  bancos  van  a  entrar  al  sistema  previsional  y  la

conveniencia que esto ocurra.

-En el  ámbito de la  Comisión Marcel,  el  Colegio de Corredores propuso la  creación del

Instituto Chileno de la Seguridad Social, un organismo destinado  a la investigación, estudio

y promoción de los temas de la previsión y seguridad social, con una mirada de mediano y

largo plazo, neutro, lejos de la mirada de la Dirección de Presupuestos del gobierno que sea

y incorporando al sector privado.

 2.-  Intervención del Señor Manuel Salazar, Vicepresidente de la Asociación Gremial de
Corredores  de  Seguros  de  Rentas  Vitalicias  y  Asesores  Previsionales  de  Chile

El  señor  Salazar  sostuvo  que  los  expertos  en  previsión  que

reforzaron la iniciativa presidencial demuestran que su objetivo es favorecer a los grandes

negocios con la finalidad de beneficiar la macro economía, demostrando indiferencia hacia

quien provee la vitalidad del sistema, ya que el lucro que se ha movido durante estos 17

años ha privado y borrado definitivamente el aspecto social del afiliado tanto activo como

pasivo.

La mal llamada previsión social dista mucho de lo que sería óptimo

para el  trabajador y  su grupo familiar  comparada con las experiencias que se viven en

México, Argentina, Kosovo y otros países de hemisferios distintos, todos ellos con menos

antigüedad en el sistema que la que existe en Chile.

La propuesta  que la  Presidenta  de la  República presenta en el

proyecto  de  reforma  previsional  al  señalar  que  el  objetivo  de  esta  reforma  es  que  las

personas tengan ingresos más seguros durante la vejez, para así vivir dignamente al final de

su vida laboral, de manera que las chilenas y chilenos ya no tengan el temor de no saber con
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que ingresos contaran para cubrir sus gastos, es saludable para los oídos pero no para la

realidad que propone su reforma previsional.

En relación al cumplimiento de la documentación para pensionarse,

señaló  que  solamente  en  la  invalidez  se  crean  problemas,  ya  que  las  AFP tienen  una

comisión  interna  que  no  está  contemplada  en  la  legislación,  haciendo  un  sistema

seleccionador de voluntad patronal, para dar o rechazar la solicitud del afiliado pensionable.

Fuera de esto, la comisión regional actúa con criterios distintos  a

las  Compines,  ya  que  para  un  mismo  afiliado  que  se  gestiona  paralelamente,  aplican

criterios distintos, donde el Compin determina invalidez total y permanente, y la comisión

médica regional de las AFP, sostiene que las enfermedades no son causales de invalidez.

En el tema de las Rentas Vitalicias y su implementación  conforme

a  la  ley  19.934,  afirmó  que,  en  el  año  2000,  las  tasas  de  descuentos  de  las  rentas

programadas en el fondo “C” eran del 6,4%  y el costo de pensión para un hombre de 65

años,  sin carga, era de 133 UF por una pensión  y para la mujer de 60 años era de 142 UF

por una de pensión Por lo tanto, con 3000 UF de capital un hombre obtendría como pensión

22,56 UF y la mujer 21,13 UF. 

En  la  renta  vitalicia  con  tasas  del  5.6%  y  comisiones  de

intermediación de un 75% para el hombre, el costo de la pensión era de 152 UF y para la

mujer de 162 UF, por lo cual el hombre tenía una renta vitalicia de 19.74 UF y la mujer de

18.52 UF.

Al año 2007, ya hechas las modificaciones por el señor Ferreiro el

año 2004, con  la ley 19.934 se termina la competencia de la rentabilidad de las AFP. La ley

antes dicha los obligó a manejar el promedio, deteriorando a aquellas de mejor  rentabilidad

y  mejor  tasa,  desmejorando  desastrosamente  las  pensiones  de  los  afiliados.  Lo  dicho

anteriormente se refleja en las rentas programadas.

En cuanto a las rentas vitalicias, señaló que antes de la ley 19.934

las rentas vitalicias eran desconocidas por las compañías de seguros, ya que desconocían lo

que se manejaba en el mercado, y utilizaban tasas del  5.4% al 4.2%, siendo en un momento

la tasa de referencia del Banco Central de 1.75% y la comisión de intermediación de 7%.

Al crearse el Scomp, éste  proporciona a las compañías de seguros
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toda la intermediación de rentas vitalicias,  sean estas por vejez, invalidez, sobreviviencia o

vejez anticipada.

Se observa una baja de las tasas de 3.9% al 3.7% promedio al

2007, la pregunta que surge es  ¿dónde queda reflejada la baja del 4.5% de la comisión de

intermediación?

Importante es preguntarse e investigar que las tasas que maneja el

Banco Central son del 5.25% hoy en día, siendo que las tasas de renta vitalicia promedian

un 3.15%. De lo que se deduce, que si la tasa del Banco Central es del orden 5.25%; se

entiende que las colocaciones de las compañías de seguros, es sobre esta tasa referencial.

En relación al Scomp, señaló que el año 2004 se crearon fondos

donde los afiliados podrían mantener sus cotizaciones tanto obligatorias como voluntarios y

que, por la rentabilidad de cada fondo, se determinarían las tasas del retiro programado para

pensionarse; sin embargo, mediante circulares en junio del 2006 la Superintendencia de AFP

dictaminó  que podrán pensionarse solamente con la tasas correspondiente a los fondos C,

D y E, perjudicando a quienes tienen sus bienes  en los fondos A y B.

No están de acuerdo con los siguientes aspectos de la reforma:

CAPRI, sus funciones las puede asumir perfectamente las AFP, ya

que ellas están en condiciones de entregar todos los antecedentes relativos a las pensiones

a  sus  afiliados.  Su  creación  generará  gastos  para  el  Estado  y  burocracia  innecesaria.

Además,  puede existir un conflicto por el uso de información privilegiada.

Agentes que van a intervenir como asesores previsionales en el

área de las rentas vitalicias no tienen ninguna educación en el tema de la previsión social. 

Concentración del mercado.

Manifestó  su  aprobación  a  que  haya  educación  previsional,

especialmente para las personas que comienzan a cotizar.

3)  Intervención de la señora Rossana Costa, Directora del programa de Economía
del Instituto Libertad y Desarrollo

La señora Costa sostuvo que el proyecto que reforma el sistema
previsional establece, por un lado, un conjunto de iniciativas para perfeccionar el sistema de
capitalización individual, coordinando y complementando el pilar social y contributivo a través
de un pilar solidario al cual accede el 60% de los grupos familiares de menores ingresos. A
todos  ellos  les  entrega  beneficios  decrecientes  en  función  del  ahorro  individual,  lo  que
considera beneficioso, puesto que actualmente las personas que no alcanzan a cumplir 20
años de cotizaciones no tienen ningún incentivo para cotizar. Al hacerlo, además, corrige el
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requisito de los 20 años de cotizaciones  y coloca como variable relevante la cantidad de
recursos que se colocan en la cuenta, lo que es importante puesto que hay personas que
tienen  lagunas  previsionales  y  que  quieren  completarla  y  ahora  tendrán  el  incentivo  de
hacerlo.

El  riesgo  de  este  sistema  es  que  considera  para  entregar  el
beneficio del Estado solamente las pensiones autofinanciadas por las personas, es decir,
personas sin ahorro que pertenezcan al quintil 3 van a recibir tantos beneficios como una
persona  que  trabajó  toda  su  vida  por  el  salario  mínimo  realizando  cotizaciones.  Estas
inequidades se pueden corregir sin alterar la lógica del sistema, considerando no sólo el
ahorro sino que la totalidad de los ingresos que tiene la familia.

Se debe tener cuidado con los desincentivos a la cotización. Si a
priori  la  cotización  y  los  beneficios  que  vamos  a  tener  son  mayores  que  los  ingresos
trabajando, entonces existe un desequilibrio que pudiera desincentivar la cotización.

En el tema de la industria que participa en el ámbito previsional
señaló que ésta tiene peculiaridades tanto por el lado de la demanda como de la oferta.

Por el lado de la demanda, se trata de un producto obligatorio por
lo que se debe entender que si la ley no obliga a la gente a cotizar la gente no lo hace,
puesto que prefiere consumir bienes hoy y no guardar ese dinero para los 60 ó 65 años.
Además, es un producto con baja elasticidad precio de demanda, lo que significa que frente
a variaciones del precio la gente se moviliza poco de una AFP a otra. Es difícil para una
persona cambiarse de una AFP a otra puesto que se requieren claves, acceso a Internet o
disponer del  tiempo para realizar  el  trámite personalmente,  por lo que en este punto se
podrían reducir los costos asociados al cambio de AFP. 

Sin embargo la gente reacciona rápidamente cuando le informan
de diferencias en la rentabilidad, en este punto la probabilidad para una AFP de pasar de ser
sexta a primera en el ranking de rentabilidad en el sistema significa reducir su pérdida de
cotizantes en  40%. 

Si el  objetivo son mejores pensiones,  no se debe desestimar la
competencia por rentabilidad bajo un escenario de riesgo controlado.

Ejercicio numérico para cotizante medio del sistema (se usa sueldo
imponible medio en diciembre 2006).

comisión % sueldo      2,35%    2,45%

sueldo bruto *   363.030   363.030
10% cotización    -36.303   -36.303
comisión      -8.531      -8.894
7% salud    -25.412    -25.412
seguro cesantía    -23.960    -23.960

saldo líquido   268.824    268.461

En este ejercicio el aumento del salario líquido del trabajador medio
cotizante es de $ 363, lo que en un año equivale a $ 4.356

Por  otra  parte,  los  cotizantes  en  el  mes  de  diciembre  fueron
3.474.839 y,  por  lo  tanto,  cada mes los ingresos operacionales disminuirían en $ 1.265
millones  en  el  sistema  como  un  todo,  lo  que  anualizado  representa  una  caída  en  las
utilidades de 11%.
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En cambio aumentar  la  rentabilidad de los fondos de 5% a 6%
promedio en un horizonte de 40 años de cotizaciones, equivale a aumentar la pensión en
28%. 

Bajo  una  rentabilidad  promedio  del  5,7%,  una  pensión  se
compondrá en70% por la rentabilidad de las inversiones y en 30% por el valor actualizado de
las cotizaciones efectuadas.

Entonces  si  se  redujeran  en  un  25%  las  comisiones  de
administración cobradas por las AFP y esa rebaja se traspasara al fondo de pensiones, la
pensión aumentaría en un 2,4%. El mismo efecto se lograría simplemente al aumentar la
rentabilidad  promedio  de  los  fondos  en  torno  al  0,11%.  Por  supuesto  eso  no  justifica
renunciar a propuestas que incrementen la competencia e induzcan rebajas de costos y de
precios.

Por  el  lado  de  la  oferta,  tenemos  un  producto  por  ley
empaquetado, donde no todo se puede subcontratar, lo que tiene importantes efectos en los
costos totales. Las principales áreas del negocio que se podrían flexibilizar son: la atención
al público en sucursales, la administración de las cuentas individuales o back office, que hoy
día  se  pueden subcontratar  parcialmente,  la  gestión  de inversiones  o  administración  de
fondos. Estimó que cuando se avance en la subcontratación debe ponerse énfasis en la
fiscalización en el producto de las AFPs.

Respecto del IVA en la subcontratación, sostuvo que, a su juicio,
no es un argumento tan importante como se plantea, puesto que, en primer lugar, se está
generando una nueva distorsión que amerita un análisis  más cuidadoso de beneficios y
costos. El pago de IVA es por todo insumo y no solo servicios subcontratados, de modo que
debe analizarse en impacto neto.

Añadió que en este mercado existen subsidios cruzados porque la
estructura de costos difiere de la estructura de precios,  lo que no se considera en este
proyecto. La estructura de precios considera solo comisiones como porcentaje del salario. El
único  costo  de  la  AFP  que  es  porcentaje  del  salario  es  el  seguro  de  invalidez  y
sobrevivencia, todos los demás costos dependen de otras variables, o son fijos o dependen
del saldo que está en la cuenta. En este proyecto se elimina la comisión fija, que tiene un
fuerte componente en la estructura de costos, por lo tanto, la estructura de costos va a diferir
aún más de la estructura de precios.

La contraparte es que hay clientes que generan más ingresos y
menos costos. Por lo que a la AFP le van a interesar más algunos clientes y sus vendedores
saldrán a buscar a los jóvenes de mayores salarios, ajenos a la jubilación que se percibe
para el largo plazo.

Sostuvo que una de las alternativas para disminuir el efecto de los
subsidios  cruzados,  tal  como  lo  plantea  el  proyecto,  es  eliminar  una  de  las  fuentes  de
subsidio cruzado, sacando de la AFPs el SIS, con esto para las AFP desde el punto de vista
de  los  costos  todos  los  afiliados  son  iguales,  sin  importar  por  ejemplo  la  edad  ni  la
siniestralidad porque se va a licitar con un precio único para todos. Se perciben dos riesgos:
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por un lado un incremento de costos por un debilitamiento del control de siniestralidad y un
deterioro en la estructura competitiva del mercado de los seguros. 

Respecto del SIS señaló que este seguro se va a encarecer, pero a
la vez van a haber mayor prestación de servicios, por ejemplo: la división de cuentas en el
caso de divorcio; cobrar la misma prima a mujeres y hombres, y esto se debería compensar
con el aporte del empleador, pero hay que tener claridad en que eso finalmente se va a
traducir en un menor sueldo líquido del empleado.

Volviendo al tema del precio, señaló que las AFPs hoy día no son
tremendamente caras, así un trabajador que cotiza por $200.000 pesos mensuales durante
45 años, con una densidad media del 70% y un retorno del 5% a la inversión, con los precios
de hoy,  paga en comisiones el  equivalente  a  un  0,6% de su fondo.  Este  porcentaje  es
exactamente igual al precio que se obtuvo por la licitación del fondo del seguro de cesantía
en  una  licitación  internacional  y  es  menor  al  1,5  %  del  saldo  que  cobran  las  cuentas
previsionales 401K de Estados Unidos. Sí es mayor al  0,11 % del saldo de las cuentas Thrift
Savings Plan,  que son las  que administran las pensiones de los empleados federales en
Estados Unidos, con costos muy diferentes. Es también inferior a lo que cobran los fondos
mutuos en Chile.

Para solucionar, en parte, estos problemas y tratar de equilibrar las
materias señalados se ha optado por la licitación de la  cartera. Los objetivos planteados por
la Comisión Marcel fueron dos: incrementar la sensibilidad al precio, que ya vimos que no es
tarea  fácil  y  promover  la  entrada  de nuevas AFPs.  Respecto  de este  segundo objetivo
sostiene  que no es una medida  eficiente  porque  si  se  elige  el  paquete  de los afiliados
jóvenes, estos no tienen fondo acumulado, y por tanto la rentabilidad es un atributo de menor
relevancia y están lejos de la edad de jubilación y por tanto la atención al cliente es también
un factor secundario. Lo importante será dar una señal de precio potente, para que la gente
se remezca, mire su cartola  y se movilice. Pero para lograr este objetivo el precio debe ser
mucho más bajo y para garantizarlo la Comisión Marcel mantenía el SIS dentro de las AFP,
lo que no recogió finalmente el proyecto de ley. Esto no significa que los costos fuesen más
bajos o que el producto fuese más eficiente, simplemente se está aprovechando una ventaja
competitiva.

Los riesgos de esta medida es que después de la licitación van a
llegar todas las demás AFPs que están en el sistema a tratar de captar esos clientes que
antes no se podían mover, ante esto la AFP va a tener que reaccionar para defender sus
afiliados o va a tener que ganarse la próxima licitación, lo que podría producir un aumento de
costos.  La  otra  alternativa  es  que  las  AFPs  que  ya  están  en  el  mercado  reaccionen
fusionándose con la AFP que se ganó la licitación. 

Respecto de la creación de una AFP estatal, señaló que ésta no es
la solución porque si queremos que cobre precios más bajos, va a tener que ser eficiente y
tener un número importante de afiliados, por lo que va a tener que recurrir a vendedores que
van a aumentar los costos. No hay que olvidar que las personas reaccionan poco al precio.
Salvador Valdés,  en su estudio  “Para aumentar la competencia entre las AFPs” del  año
2004, señala que si  una AFP estatal baja sus comisiones no lograría "obligar a las AFP
privadas a bajar sus comisiones",  mientras la AFP estatal  no baje su comisión muy por
debajo de las privadas (que es 2,3% en promedio), quizá al menos hasta 1,3%. Pero si una
AFP estatal bajara la comisión a 1,3% del salario, no cubriría sus costos. 

No existe, en cambio, evidencia que sostenga que pueda ofrecer mayor rentabilidad.
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Existe en este punto, a su juicio, el riesgo asociado a gobiernos corporativos débiles
frente al  control  de otros entes públicos,  y expuestos a presiones políticas y los riesgos
cuasifiscales,  como  el  caso  del  Metro  que  sucumbió  a  presiones  para  socorrer
temporalmente al Transantiago. 

Además,  falta  analizar  las  incompatibilidades  en  la  adquisición  de  activos de
personas relacionadas, lo que en este caso incluye bonos del Banco Central, del Tesoro, y
de empresas públicas.

Esto  es  aún  más  complejo  si  esto  se  desarrollara  por  un  servicio  público,  con
subsidios cruzados y ninguna posibilidad de contar  con una contabilidad por  centros de
costos.

Finalmente, en  cuanto a la ampliación del límite en el exterior desde 30% a 70%, la
cartera va a cambiar disminuyendo los depósitos y aumentando el flujo de inversiones en el
extranjero. De acuerdo a un estudio realizado por ECONSULT:

 Efecto Retorno  : Premio por riesgo entre depósitos y renta fija:  30
puntos base.

 Cambio en composición de inversiones  : Disminuyen depósitos en
13% de la cartera total

 Efecto rentabilidad  : 13% x 30pb = + 0.39% en retorno anual

 Menor Riesgo  : diversificación internacional permite disminuir riesgo
de la cartera de inversiones

 Efecto Pensión  : Incremento de 0.39% en la rentabilidad anual de
los fondos permite alcanzar una pensión 15% mayor.

Por  lo  tanto,  el  impacto  de  estos cambios institucionales son  positivos;  hay una
flexibilización de la estructura de límites; un aumento de límites de inversión en el exterior;
mayor  formalidad en  gestión de  inversiones  de las AFP y fortalecimiento del  rol  de las
clasificadoras de riesgo privadas.

4) Intervención del señor Andrés Tagle, Gerente de Negocios de Seguros del Grupo
Security

El señor Andrés Tagle efectuó observaciones al sistema de aportes
solidarios relacionadas con las modalidades de pensión y a los problemas de la modalidad
de Retiro Programado.

Expuso que la Pensión Autofinanciada de Referencia representa la
pensión  que  financia  el  afiliado  con  sus  ahorros,  la  que,  sumada  a  las  pensiones  de
sobrevivencia, son la base para determinar el Aporte Previsional Solidario.  Al respecto, debe
aclararse que ella se determina una sola vez al pensionarse y queda fija para siempre en
UF.

Señaló  que  el  “Complemento  Solidario”  corresponde  al  aporte
previsional solidario para quienes tengan una pensión base entre la básica solidaria, de $
75.000, y la máxima con aporte solidario, de $ 200.000.  En esta materia, indicó que debe
aclararse que también se determina al pensionarse y queda fijo pero sujeto a recálculos:
cuando se reajusten la pensión básica y máxima solidaria.   Asimismo, pregunta, ¿qué pasa
con los cambios en las pensiones de sobrevivencia que modifiquen la pensión base del
afiliado? No hay claridad.  Esto podría cambiar la magnitud de los aportes solidarios.

Explicó que hay diversos cambios en la pensión de sobrevivencia
que requerirían reglas especiales.   Así,  pueden darse las siguientes situaciones:  que el
pensionado  reciba  una  nueva  pensión  de  sobrevivencia  producto  de  la  muerte  de  un
cónyuge o padre o madre de hijos; que el pensionado incremente el monto de una pensión
de sobrevivencia producto del derecho de acrecer cuando los hijos dejan de tener derecho a
pensión; que el pensionado disminuya el monto de su pensión de sobrevivencia producto de
recálculos,  generados  por  la  aparición  de  nuevos  beneficiarios  con  derecho;  que  el
pensionado disminuya, o aumenta, su pensión de sobrevivencia producto del recálculo anual
en  la  modalidad  de  retiro  programado,  que  produce  disminuciones  por  la  longevidad  y
cambios por la mejor o peor rentabilidad del fondo de pensiones.

Todos estos temas deben precisarse, afirmó.

194



Planteó además que el denominado factor actuarialmente justo en
modalidad  de  Retiro  Programado  corregiría  el  complemento  solidario  en  los  retiros
programados y será determinado por la Superintendencia de Pensiones.  Pregunta, ¿cuál es
el propósito de la corrección?, ¿qué se corrige y por qué?, ¿qué es un factor actuarialmente
justo? y si, en definitiva, la corrección va a aumentar o disminuir el complemento solidario
bajo la modalidad de retiro programado.

Afirmó que la Superintendencia de Pensiones quedaría facultada
para aumentar o disminuir el complemento solidario usando este factor.  A su parecer, si el
propósito es corregir la contingencia fiscal de la modalidad retiro programado, originada por
la caída de la pensión por debajo de la básica en los afiliados que resulten longevos, debe
hacerse corrigiendo la formula de retiro programado.

Manifestó que los problemas del Retiro Programado están en que
la fórmula de cálculo es actuarialmente incorrecta, por cuanto no considera el beneficio de
herencia ni el costo de la garantía estatal.  El mecanismo determina una pensión como si
existiera  un seguro,  en circunstancias de que no lo  hay y  la  tasa de interés técnico es
inadecuada.

Hizo hincapié en que el retiro programado genera una disminución
sistemática de la  pensión a  medida que el  afiliado envejece,  por  lo  que se genera una
contingencia para el Estado cuando la pensión cae por debajo de la mínima que se subsidia.

Planteó  que,  por  otra  parte,  las  asimetrías  que  genera  esta
modalidad causan competencia desleal con Rentas Vitalicias.

Expresó que, en consideración a lo anterior, las soluciones para el
retiro programado serían usar una tasa de interés igual a la utilizada para calcular pensión
autofinanciada de referencia, por ejemplo, el promedio de rentas vitalicias vendidas últimos 6
meses.  Debiese corregirse la fórmula de cálculo, incorporando el beneficio de la herencia y
calculándose anualmente en base a expectativa de vida incrementada en dos desviaciones
estándar.  Asimismo, cree que debe obligarse la contratación de una renta vitalicia por la
pensión básica solidaria y también uno que cubra al Estado para cuando la pensión sea
inferior a la básica solidaria.

Insistió  en  la  necesidad  de  abordar  el  problema  del  retiro
programado, ya que se están entregando pensiones más altas que lo aconsejable, a costa
de menores pensiones futuras y con las contingencias que de ello deriva para el Estado.
Acotó  que,  desgraciadamente,  en  el  pasado,  la  autoridad  ha  tomado  iniciativas  que
aumentan el problema, ya sea por la vía de la tasa de interés o de la tabla de mortalidad.

Sostuvo que las medidas propuestas debieran aplicarse, al menos,
para los nuevos pensionados y buscar transitoriedad para los actuales.

5) Intervención del señor Jorge Tarzijan, Director de la Escuela de Administración de
la Pontificia Universidad Católica de Chile.

El  señor  Tarzijan  señaló  que  se  referirá  a  algunos  temas
relacionados con competencia en el mercado de las AFP.

A  su  juicio,  la  solución  al  problema  de  competencia  debe  ser
buscada preservando los pilares básicos del sistema.  La búsqueda de la mejor combinación
rentabilidad-riesgo posible para los afiliados; de incentivos a que el  afiliado se informe y
cotice en el sistema; de pago de precios competitivos por el servicio prestado por las AFP e
incentivar la capitalización individual y evitar los conflictos de interés.  Todos los objetivos
anteriores tienen por finalidad incrementar la pensión con un bajo costo de administración.

Planteó  que  el  problema  de  la  competencia  en  AFP se  puede
explicar por medio del siguiente ejemplo:

Hoy se da un cobro de la misma tasa de cotización a todos en un
escenario donde los distintos clientes ofrecen diferente rentabilidad a la AFP.  Así, si se tiene
un cotizante 1, con un salario de $ 1.000.000 y un cotizante 2, con un salario de $ 200.000, y
una tasa de cotización 2,3%, el ingreso bruto para la AFP será, por el cotizante 1, de $
23.000 al mes, y por el cotizante 2, de $  4.600 al mes.

Expresó que, en este caso, se dan importantes subsidios cruzados.
Si  hubiese  competencia,  y  como no  se  puede  discriminar  entre  clientes  en  precios,  se
buscarán otros mecanismos de discriminación.

Manifestó que, de este modo, con una estructura de precios tan
rígida, mientras más competencia, más trabajarán esos otros mecanismos, como lo fue la
competencia en vendedores en los 90s.

Afirmó  que el objetivo de estructura de precios sería redistribuir
rentas entre afiliados, lo que le parece muy bien; sin embargo, no le parece que el sistema
de precios sea el mejor instrumento. Pueden terminar todos peor.
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Expresó que la posible eliminación del giro único parece peligroso.
Se supone que eliminación de giro  único implica ventas cruzadas y uso de los mismos
canales de distribución; de otra manera, es lo que se puede hacer hoy.

Señaló que cobrando la misma tasa a cada cotizante se generan
incentivos a cambiar el precio relativo de los productos.  En cambio, sin giro único, existe un
mayor número de mecanismos y productos para ello.  Agregó que, generalmente la venta
conjunta incrementa precio y calidad de bienes menos elásticos.  Si se ata ahorro previsional
a consumo presente, disminuiría aun más la elasticidad precio y la preocupación por ahorro
obligatorio.  Postuló que se debe ir en la otra dirección.

Argumentó que la  esencia  de la  estrategia  de los bancos es la
venta conjunta.  Le parece que en la práctica sería imposible controlar que eso no sea así.
Con  la  oferta  de  varios  productos  se  facilita  el  desvío  de  atención  de  afiliados  hacia
productos más requeridos por ellos, y se hace más complejo entender el sistema de precios.
Agregó que, al mismo tiempo, aumentan los costos del cambio.

Afirmó que existe una fuerte evidencia de lo anterior en el mercado
de rentas vitalicias y de AFP.

Opinó que el tema de la información es clave.  Si bien menores
barreras de entrada aumentarán la competencia, no necesariamente disminuirán los precios.
Por ello, es fundamental complementar la baja en barreras con una fuerte disminución en el
costo de la información para afiliados.

Hizo hincapié en que la insensibilidad en el precio no es porque el
producto sea obligatorio o de bajo monto.  Se requiere información muy masiva para que los
afiliados aumenten su cultura previsional. Si estos saben que el precio que cobran las AFP
afecta su sueldo líquido, tendrán mayores incentivos para comparar.

Manifestó  que,  dadas  las  características  y  obligatoriedad  del
producto,  se justifica  que tanto  el  Estado como los privados se asocien y  destinen una
cantidad importante de recursos para subsidiar la actividad de informar a los afiliados.

Expresó  que  la  necesidad  de  mayor  información  se  refuerza  al
considerar que los mercados laborales serán más flexibles. Si el sistema de capitalización
individual no está bien arraigado, habrá problemas de imprevisión y bajas pensiones.

Señaló  que  un  mayor  número  de  consumidores  informados
provoca una externalidad positiva sobre la competencia, y sobre los menos informados.  La
mayor información también ayuda a incrementar el aprendizaje individual de afiliados.

Planteó que se debe separar la comisión de la cotización en la
cartola respectiva, entre otras medidas.

Hizo énfasis en que, para disminuir barreras de entrada hay que
desatar.  Propuso separar la administración de cuentas (ACI) y de fondos (AFP) y también el
seguro.  Las ACI incluirían parte del manejo de sucursales, reclamos, recaudación y otros.
Allí existirían importantes economías.

Mencionó  que,  por  su  parte,  la  separación  del  seguro  también
disminuiría barreras.  Los afiliados más atractivos son aquellos con menor siniestralidad.

Sostuvo que, de acogerse estas propuestas, existirían dos tipos de
entidades: las AFP y las ACI.  Las AFP seguirían vendiendo y administrando fondos, de este
modo, un entrante podría ingresar ya sea a uno de ellos o a ambos.  En principio, no se
prohíbe la integración vertical.

Señaló que no se requiere que las ACI sean de giro único.  De esta
manera, las cajas de compensación, Transbank, Sonda, Servipag, Bancos y otros, podrían
entrar.

Manifestó que, en definitiva, debe preservarse la especialización y
facilitarse la aparición de especialistas en cada etapa.

6) Intervención del señor Sergio Mori, Ingeniero Matemático encargado del Equipo de
Previsión del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo (CENDA).

El señor Sergio Mori señaló que organizará las observaciones en
torno a la factibilidad y conveniencia de complementar el proyecto en cuestión en cuatro
aspectos principales: a) extender los beneficios de la nueva pensión básica a las mujeres a
partir  de los 60 años,  b) modificar el  actual  sistema de pensiones vitalicias,  c) reducir  la
riesgosa exposición actual  de las pensiones a los avatares de los mercados financieros
internacionales,   y d) establecer medidas adicionales para mejorar la competitividad de las
AFP. 

En cuanto a la factibilidad y conveniencia de mantener de modo
consistente los 60 años como edad de jubilación de las mujeres, sostuvo que tal como lo ha
señalado la Presidenta de la República, la reforma más importante que introduce el referido
proyecto de ley es la nueva pensión básica solidaria (PBS) y aporte solidario (AS). En este
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aspecto CENDA se considera uno de sus principales inspiradores. En efecto, un estudio
realizado por esta institución para el INP a principios del año 2004 fue uno de los primeros
en demostrar  que la  capacidad de ahorro  de la  mayor parte  de los afiliados al  sistema
privado de pensiones era insuficiente para financiar una pensión mínima.  

Un segundo estudio realizado por CENDA para el INP, en el año
2005,  demostró  la  factibilidad de  una  pensión  básica universal,  mostrando que el  Fisco
puede  financiar  perfectamente  una  pensión  no  contributiva  para  el  85% de  los  adultos
mayores,  con  montos  iniciales  de  $  100.000,  los  que  pueden  subir  hasta  $  251.000
mensuales a lo largo de cuatro décadas. Basta para ello simplemente con mantener hacia el
futuro el compromiso fiscal con la previsión que se ha venido efectuando desde 1981, como
proporción del PIB.  

Dicho estudio mostró las importantes dimensiones del sistema de
pensiones público,  que atiende actualmente a  tres de cada cuatro  adultos mayores con
pensiones  de  montos  definidos,  de  por  vida,  y  significativamente  superiores  a  las  que
entrega  el  sistema privado.  La  sola  disminución  gradual  de  estos  compromisos  permite
absorber los costos de la pensión universal antes referida, sin aumentar el nivel de gasto
público previsional como proporción del PIB.  

El mismo estudio mostró, asimismo, que la situación demográfica
de Chile, lejos de constituir un problema,  es muy favorable para efectos previsionales. De
hecho, el número de adultos mayores alcanza actualmente al 10% de la población - lo que
es una tasa muy reducida en comparación a la de países desarrollados que la duplican o
más,  y  sin  embargo  sus  sistemas  de  reparto  ofrecen  muy  buenas  pensiones   -  ,  y  se
incrementa  anualmente  a  una  tasa  inferior  al  3%  anual,  significativamente  inferior  al
crecimiento de la economía. En otras palabras, el país dispone cada año de más recursos
para mejorar las pensiones de sus mayores. Adicionalmente, se beneficia con lo que los
especialistas  de  CELADE  denominan  un  "bono  demográfico,"  puesto  que  la  tasa  de
dependencia - es decir, el número de personas pasivas que debe mantener en promedio
cada persona activa - lejos de aumentar, está actualmente disminuyendo y eso continuará
durante casi una década, a medida que los pasivos jóvenes - niños y adolescentes - van
disminuyendo más rápidamente de lo que se incrementa el número de adultos mayores. 

Como se puede apreciar de lo anterior,  el país se encuentra en
condiciones muy favorables para ofrecer  a  sus adultos mayores pensiones dignas.  A lo
menos, sin duda puede proponerse mantener hacia el futuro el nivel de compromiso fiscal
que  ha  mantenido  a  lo  largo  del  último  cuarto  de  siglo,  con  lo  cual  puede  financiar
holgadamente  una  pensión  no  contributiva  digna  a  todos  los  adultos  mayores  que  la
requieran,  sin  ningún  tipo  de restricción  especial.  si  se  quiere  poner  alguna,  no  parece
conveniente insistir en el criterio de obligar a los más necesitados a pasar por la indignidad
adicional de tener que demostrar su evidente pobreza. Parece mucho mejor establecer un
corte por arriba, es decir, excluir del beneficio a aquellas personas cuyo nivel de ingreso
supere un determinado monto, lo cual es muy sencillo de comprobar a partir de las bases de
datos de impuestos internos. Puesto que es posible otorgar el beneficio mencionado al 85%
de los adultos mayores, no se aprecia un motivo para insistir en establecer límites a sus
beneficiarios de menores ingresos. Todas las proyecciones anteriormente referidas se han
efectuado sobre la base de la actual  definición de los adultos mayores, la cual como se sabe
establece que la edad legal de jubilación de los hombres es a los 65 años y la de las mujeres
a los 60.  

Por  estos  motivos,  no  parece  en  ningún  modo  razonable  dejar
fuera del beneficio de la nueva PBS y AS a las mujeres que ya han cumplido la edad legal de
jubilación. Aquellas que tienen entre 60 y 64 años son actualmente poco más de 300.000 y
su número se duplicará aproximadamente al año 2045, según proyecciones de CELADE. El
beneficio de la PBS tal como está actualmente propuesto sólo alcanza al 60% de menores
ingresos de la población, por lo cual el número de potenciales beneficiarias se reduce a poco
más  de  180.000  en  la  actualidad.  Sin  embargo,  el  Estado  está  otorgando  actualmente
pensiones a algo más de 65.000 mujeres de ese tramo de edad, y el monto promedio de
dichos beneficios es de $122.142 mensuales, muy superior a la PBS. Por lo tanto, el otorgar
a todas ellas la PBS no representa un costo adicional significativo. Como cualquiera puede
comprobar con una simple calculadora a partir de los datos anteriores, el costo adicional de
hacer extensiva la PBS y AS a todas las mujeres que hayan cumplido la edad de jubilar
representa  actualmente  alrededor  de  68.000  millones  de  pesos  anuales,  que  equivalen
aproximadamente  a  130  millones  de  dólares,  lo  cual  representa  apenas  el  2,1%  del
presupuesto fiscal  destinado a pensiones el  año 2005, el  que alcanzó a 3,2 billones de
pesos.  Si  se  proyectan  estas  cifras  hasta  el  año  2045,  se  puede  apreciar  que  dicho
porcentaje sería entonces aún menor. Tales cifras desde luego son mucho menos abultadas
que las que se han manejado en el debate por parte de algunos funcionarios de Hacienda, y
en modo alguno parecen poner en riesgo la estabilidad macro económica del país. 
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En cambio, no parece una buena señal que por esta vía indirecta
se establezca el precedente que la edad de jubilación de las mujeres, al menos del 60% de
menores ingresos, se va a subir a 65 años. Especialmente, una  vez que la Presidenta de la
República ha rechazado tal alternativa en reiteradas oportunidades. 

En relación a la  conveniencia  de modificar  el  actual  sistema de
pensiones  vitalicias,  señaló  que,  como  es  sabido, los  afiliados  al  sistema  privado  que
desean asegurar  un monto definido  a  sus pensiones disponen actualmente de un único
mecanismo para ello, que consiste en contratar una pensión vitalicia con una compañía de
seguros.  Lamentablemente,  se  exige  para  ello  traspasar  la  propiedad  de  su  fondo  de
pensiones  completo  a  la  aseguradora  respectiva,  aparte  de  pagarle  comisiones  por  el
servicio, las cuales siguen siendo muy elevadas a pesar de los esfuerzos del gobierno y los
legisladores para reducirlas. El resultado es que si el afiliado quiere contratar de esta manera
un seguro contra la eventualidad de vivir más allá que el promedio, se ve obligado a pagar la
prima total al contado y por adelantado.  

Desde el punto de vista de la industria aseguradora, en cambio,
este mecanismo le asegura un flujo de efectivo enorme año tras año, el cual permite pagar
todas  las  pensiones  vitalicias  del  año  respectivo, con  creces.  Adicionalmente,  deja  un
enorme excedente de libre disposición de las aseguradoras, puesto que éstas pueden contar
con que al año siguiente otro grupo de pensionados, les traspasarán a su vez el monto total
de sus fondos de pensiones. Y así, año tras año, con la particularidad que el número de
pensionados  crecerá  de  modo  extraordinariamente  rápido  mientras  dure  la  transición  al
nuevo sistema, lo cual significa un par de décadas más. Se trata de un negocio a todas luces
anormal, puesto que la generalidad de los seguros funciona exactamente al revés. Es decir,
normalmente, una pequeña prima pagada por todos los asegurados año tras año entrega a
las compañías el flujo requerido para cubrir el costo de aquellos que son afectados por el
siniestro  asegurado.  Ambos  montos  coinciden  más  o  menos  exactamente,  dejando  un
excedente para las aseguradoras que usualmente alcanza márgenes razonables puesto que
se trata de una industria bastante competitiva en lo que respecta a su giro normal. 

Añadió que no existe tampoco una regulación efectiva que obligue
a las compañías de seguros a efectuar provisiones que permitan garantizar que los pagos de
pensiones vitalicias se van a efectuar en el futuro. Ello depende solamente de la solvencia
de estas empresas, la cual, como se sabe, no constituye garantía, esto quedó demostrado
cuando hace pocos años entró en falencia la aseguradora Le Mans, de propiedad del grupo
Inverlink, cuyos directivos fueron condenados por estafa y cuyo capital se esfumó. Quienes
habían  traspasado  la  totalidad  de  sus  fondos  de  pensiones  a  dicha  aseguradora  se
encontraron de un día para otro sin respaldo alguno, y el Estado tuvo que asumir el pago de
las mismas con un castigo de un 25% para los beneficiarios. 

En el  caso de los pensionados del  sistema privado, la situación
descrita se agrava por dos motivos, el primero de ellos es que existe un mercado cautivo,
puesto que todos los chilenos están obligados por ley a optar por este único método, en caso
que tengan la muy razonable aspiración a contar con una pensión de monto definido y de por
vida. Adicionalmente, las principales compañías de seguros que ofrecen esos servicios son
empresas relacionadas con las AFP, puesto que pertenecen a los mismos propietarios. 

Los fondos de pensiones que antes pertenecían a los afiliados y
que por esta vía fueron transferidos a compañías de seguro suman nada menos que 8,9
billones de pesos entre 1982 y 2006. Ello equivale a casi un tercio del total de cotizaciones
obligatorias efectuadas por los afiliados en el mismo período, las que suman un total de 27,8
billones en el mismo período. A cambio de ello, las aseguradoras han pagado un total de 4,7
billones en rentas vitalicias, lo cual les ha dejado un excedente de libre disposición de 4,1
billones.

A lo anterior  se suma el  negocio de los seguros de invalidez y
sobrevivencia, que las AFP usualmente contratan con aseguradoras relacionadas. Por este
concepto, han traspasado 1,8 billones adicionales a estas últimas, las cuales por su parte
han pagado pensiones de invalidez por un total de 0,6 billones entre 1982 y 2006. Es decir,
las primas triplican las pensiones pagadas, dejando un excedente adicional de 1,2 billones
en manos de las aseguradoras.  Si  se suman ambos conceptos,   se comprueba que las
compañías de seguros relacionadas con la previsión se han embolsado un excedente neto
de 5,3 billones de pesos entre 1982 y 2006. Ello significa que aproximadamente uno de cada
cinco pesos cotizados en forma obligatoria por los los afiliados al  sistema de AFP en el
mismo período han ido a parar a los bolsillos de las compañías de seguros como excedente
neto de libre disposición para estas últimas.

Sostuvo  que,  felizmente,  el  proyecto  de  ley  actualmente  en
discusión  abre  el  camino  para  terminar  con  el  abuso  señalado,  al  establecer  un  nuevo
sistema de seguros de invalidez y sobrevivencia, el que en lo sucesivo sería contratado por
el Estado de modo centralizado para el conjunto de los afiliados al sistema, y con cargo a
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una cotización patronal adicional.  Un sistema similar puede permitir asegurar asimismo a
todos los afiliados contra el riesgo de vivir más allá del promedio, es decir, asegurar a todos
una renta vitalicia  de monto definido.   En otras palabras,  en lugar  de dejar  al  afiliado a
merced  de  las  compañías  de  seguro  y  obligarle  a  traspasar  a  estas  la  totalidad  de
sus fondos  de  pensiones,  el  Estado  puede licitar  centralizadamente  un  seguro  de  renta
vitalicia para todos los afiliados, el cual sería cubierto por una prima moderada pagada por
los empleadores de todos los afiliados activos. Este flujo permitiría continuar pagando las
pensiones de aquellos que viviesen más allá del tiempo en que su fondo de pensiones pudo
cubrir una pensión calculada sobre la base del monto inicial del mismo y de la sobrevida
promedio.  

Ello permitiría adicionalmente declarar la inexpropiabilidad absoluta
de los fondos de pensiones,  es decir,  que los mismos solo pueden ser  retirados por el
afiliado  en  forma de pensiones mensuales,  o  por  sus  herederos  en  caso  de  fallecer  el
beneficiario. Ello no ocurre en la actualidad, puesto que el mecanismo de pensiones vitalicias
obliga a traspasar esta propiedad a las aseguradoras, como se ha reiterado. 

Respecto  de  la  conveniencia  de reducir  la  riesgosa  exposición  actual  de  las
pensiones a los avatares de los mercados financieros internacionales, señaló que el actual
esquema de pensiones hace depender el monto de las mismas a las fluctuaciones de los
mercados financieros. En efecto, al momento de pensionarse no importa tanto el que se
haya  trabajado  y  cotizado  con  responsabilidad  a  lo  largo  de  toda  una  vida.
Actualmente importa mucho más si el ciclo económico mundial se haya en un momento de
auge, o si se encuentra sumido en una de sus inevitables depresiones cíclicas. Con una
diferencia que puede ser de meses, el azar bien puede determinar que las pensiones caigan
a la mitad, o a la tercera parte, como ha ocurrido ya reiteradamente con los sistemas de
pensiones basados exclusivamente en la capitalización. 

Evidentemente, agregó, parece necesario asegurar a los afiliados
contra  esta  eventualidad,  y  garantizar  un monto definido para su pensión,  que dependa
exclusivamente de las cotizaciones efectuadas a lo largo de toda la vida. Un mecanismo de
seguro de renta vitalicia puede proporcionar tal seguridad, puesto que la eventualidad de los
crash bursátiles tiene una probabilidad que es mucho más conocida que otras catástrofes
naturales que, sin embargo están cubiertas por diversos seguros. Del mismo modo que el
proyecto  de  ley  resuelve  adecuadamente  el  aseguramiento  contra  la  eventualidad  de
invalidez, y tal como se ha propuesto más arriba para el caso de la sobrevida por encima del
promedio,  también  en  este  caso  se  puede  contratar  un  seguro  que  garantice  a  todos
pensiones definidas, más allá de los avatares del mercado financiero al momento de jubilar.
Al  igual  que  en  los  casos  anteriores,  el  Estado  puede contratar  centralizadamente  este
seguro con cargo a cotizaciones patronales que resultan moderadas. 

Es necesario, naturalmente, establecer una relación determinada
entre las cotizaciones efectuadas a lo largo de la vida y el monto de las pensiones vitalicias
garantizadas mediante este seguro, en el caso que los respectivos fondos de pensiones no
alcancen para ello, por cualquier eventualidad como las mencionadas sean estas por una
larga  vida  del  afiliado  o  porque  lo  afecte  la  fatalidad  de  una  crisis  al  momento  de
pensionarse.  En  el  caso  chileno,  felizmente,  existe  un  parámetro  muy  razonable  que
establece dicha relación entre cotizaciones y pensiones vitalicias y que no es otro que las
pensiones del antiguo sistema público de reparto. En efecto, se puede establecer que las
pensiones vitalicias aseguradas del modo indicado no podrán en ningún caso ser inferiores a
las  que  al  afiliado  hubiese  obtenido  en caso  de haber  cotizando en  el  antiguo  sistema
exactamente los mismos montos que cotizó en la AFP. Parece conveniente mejorar la forma
de  cálculo  actual  de  modo  de  tomar  en  consideración  la  totalidad  de  las  cotizaciones
efectuadas en lugar de solo aquellas de los últimos tres o cinco años. Una modificación de
esta naturaleza se implementó hace pocos años en Suecia con muy buenos resultados. 

La fórmula propuesta presenta una importante ventaja en lo que
respecta a la reforma de pensiones en curso. En efecto, al garantizar una suerte de piso
mínimo para las pensiones vitalicias, que al menos no sea inferior a las que actualmente
otorga  el  sistema antiguo  a  sus  afiliados,  ofrece  al  nuevo  sistema reformado una  base
mínima de legitimidad. Puesto que difícilmente puede ser legítimo un sistema que hacia el
futuro  no ofrezca al  menos a sus afiliados beneficios equivalentes a  los que el  sistema
público entrega hoy a la mayor parte de los adultos mayores. 

La pregunta relevante, por cierto, se refiere a la factibilidad de un
seguro  como  el  propuesto.  En  otras  palabras,  de  que  monto  tendrían  que  ser  las
cotizaciones  patronales  requeridas  para  contratar  un  seguro  que  ofreciera  a  todos  los
afiliados la garantía que sus pensiones van a ser vitalicias y al menos iguales a las que
hubiesen recibido de permanecer en el sistema antiguo.   Felizmente, la respuesta a dicha
pregunta es muy moderada. En efecto, contando con que el Estado mantenga el nivel de
gasto  previsional  actual  como  proporción  del  PIB  y  que  simultáneamente  se  hagan  las
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reformas requeridas para reducir el costo de administración del sistema, que se mencionan
más abajo,  entonces las cotizaciones patronales adicionales requeridas para contratar  el
seguro mencionado resultan muy moderadas. De hecho, las cotizaciones totales deben subir
a un 16,8,% hacia el año 2045, desde el 13,5% actual. Ello parece muy razonable, puesto
que actualmente en Suecia, por ejemplo, se paga un 16% en el sistema de reparto y un
2,5%  adicional  a  un  sistema  de  capitalización,  y  los  suecos  deben  mantener  hoy  una
proporción de adultos mayores similar a la que Chile tendrá a mediados de siglo.  

Los cálculos anteriores están disponibles en un estudio de CENDA
de 2006 que fue presentado a la Comisión Asesora Presidencial respectiva. Puede extrañar
a alguien que el título de dicho estudio es "Factibilidad Necesidad de Restablecer un Pilar
Previsional  de  Reparto  para  Garantizar  Pensiones  Vitalicias  y  Definidas  a  los  Sectores
Medios." Más arriba lo que se propone en cambio es contratar un seguro de renta vitalicia
con cargo a una cotización patronal. Sin embargo, ¿que es un seguro sino un sistema de
reparto?  O  más  bien,  ¿que  es  un  sistema  de  reparto  sino  un  seguro?   En  efecto,  los
sistemas de reparto operan exactamente igual que los seguros obligatorios. Es decir, una
pequeña  prima  pagada  por  los  trabajadores  activos  y  sus  empleadores  asegura  a  los
primeros contra el riesgo de una vejez sin ingresos. Al igual que en cualquier seguro, las
cotizaciones de un año permiten cubrir las pensiones del mismo año, usualmente dejando un
excedente que se utiliza en parte para mejorar gradualmente las prestaciones, así como
para atender el número creciente de los beneficiarios. Este mecanismo tan sencillo descansa
sobre la  variable  más establemente creciente  de la  economía,  que son las cotizaciones
previsionales. Las mismas, a su vez, descansan sobre dos variables extraordinariamente
estables y crecientes como son el número total de personas ocupadas - cuyos individuos
cambian  y  los  que  la  conforman  en  un  momento  determinado  rotan  de  empleo
constantemente, sin embargo, su número agregado es muy estable y crece año tras año -, y
el novel medio de salarios, que usualmente sube asimismo. Un estudio de la Universidad
Católica ha demostrado que en Chile, en 1981, las cotizaciones previsionales alcanzaban
para pagar las pensiones pagadas y sobraba un tercio de ella, desde entonces han venido
creciendo a una tasa de 6,5% promedio anual, mientras los adultos mayores crecen a menos
de un 3%. Es decir, ellas son suficientes para ofrecer buenas pensiones a todos los chilenos
adultos mayores. Lo eran entonces, ahora con mayor razón.  

Lo que ocurre es que desde ese momento fueron embargadas por
las AFP y en lugar de pagar pensiones, las destinaron a inversiones en acciones y bonos de
empresas, principalmente, y el grueso de ellas en un puñado de grandes conglomerados.
Más de la mitad del fondo de pensiones invertido en Chile está en manos de sólo 12 grandes
grupos económicos privados, entre los que se cuentan en primer lugar los dueños de las
propias AFP. Por su parte, la mitad de las inversiones en el exterior está en manos de sólo 8
grandes fondos de inversión Visto globalmente, y considerando las AFP y sus compañías de
seguro  en  conjunto,  el  balance  desde 1982 a.  2006  de  la  privatización  del  sistema de
pensiones en Chile es el  siguiente:  los asalariados han contribuido con 27,8 billones de
pesos en cotizaciones obligatorias y efectuados otros aportes por 2,9 billones, aparte del
fondo inicial de 0,2 billones, lo que arroja un total de 30,9 billones, equivalente a más al 40%
del PIB del 2006. Por su parte, han recibido beneficios por 4,4 billones de las AFP y otros 5,4
billones  de  las  compañías  de  seguros  -  principalmente  pensiones  de  diversos  tipos  y
especialmente en la modalidad anticipadas, que conforman la gran mayoría. Sin embargo, al
mismo tiempo, el Fisco ha aportado 5,7 billones en bonos de reconocimiento y otros 0,4
billones en subsidios de pensión mínima, lo que arroja un total de 6,1 billones, que equivalen
a dos tercios de los beneficios recibidos por los afiliados, es decir, el Fisco ha financiado con
subsidios la mayor parte de las pensiones del sistema privado. ¿Que ha pasado con los
depósitos? Las AFP se han embolsado 4 billones en comisiones de administración netas y
las compañías de seguros se han quedado con la parte del león, 5,3 billones.  En conjunto,
ambas industrias se han quedado con 9,3 billones que equivalen a uno de cada tres pesos
cotizados en forma obligatoria, como se ha mencionado.  

La  diferencia,  añadió,  además  de  los  intereses  y  ganancias
percibidos,  conforma  el  fondo  de  pensiones  final,  que  a  marzo  del  2006  sumaba  45,7
billones de pesos. Un quinto de éste fue prestado a empresas del Estado, incluido el Banco
del Estado, y al fisco que lo usó principalmente para financiar los bonos de reconocimiento,
en este sentido el sistema de reparto continuó operando parcialmente. El resto, más del 80%
del total, está en manos de un puñado de empresas privadas. En esa fecha un tercio del
fondo  se  encontraba  en  el  extranjero,  la  mitad  en  manos  de  ocho  grandes  fondos  de
inversión. El resto estaba invertido en Chile, la mitad en manos de 12 conglomerados, como
se ha mencionado.

De este modo, el balance global de la privatización del sistema de
pensiones ha significado un traspaso gigantesco de recursos hacia un puñado de grandes
conglomerados,  desde los  bolsillos  de  los  asalariados  que  equivale  al  40%  del  PIB.
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Especialmente  desde  aquellos  con  mejores  salarios  y  empleos  más  estables,  quienes
constituyen el corazón de los sectores medios asalariados que son responsables en buena
medida por el funcionamiento cotidiano de la economía del país.  

Una ventaja adicional de establecer un seguro de renta vitalicia de
las características referidas, que garantice las pensiones frente a los riesgos inherentes a la
exposición a los mercados financieros internacionales, consiste en que el costo del mismo
reflejaría de inmediato la irresponsable política de inversiones que se sigue en la actualidad.
Como es bien sabido, actualmente, más de la mitad del fondo de pensiones está invertido en
instrumentos de renta variable y se acaba de autorizar subir el límite de exposición en el
extranjero  a  un  40%.  El  proyecto  sugiere  subir  éste  aún  más.  Esa  política  es  del  todo
inconveniente y tiene expuesto los ahorros previsionales de los chilenos a un nivel de riesgo
inaceptable. Esto debe ser corregido con urgencia, puesto que los mercados internacionales
se encuentran actualmente en un estado tal que son pocos los analistas serios los que se
atreven a pronosticar otra cosa que un derrumbe significativo de los mismos en un plazo
más bien corto que largo. 

Finalmente,  sugirió  adoptar  medidas  que  signifiquen  una
reingeniería a fondo de las AFP. En su estado actual, ellas representan un oligopolio no bien
regulado a cargo de un servicio público de afiliación obligatoria. Aprovechando tal condición,
se han embolsado un total de 4 billones de pesos en comisiones de administración netas, es
decir, exceptuando el costo del seguro de invalidez que han traspasado a sus compañías de
seguros  relacionadas.  Dicho  monto  representa  un  14,4%  del  total  de  cotizaciones
obligatorias enteradas en el sistema a lo largo de toda su historia.  Incrementan dicho monto
año a año en una cifra que actualmente alcanza un cuarto de billón de pesos por año.  Parte
importante  de  dicho  inmenso  costo  para  los  afiliados  es  derrochado  en  gastos  de
administración y ventas muy dispendiosos y el resto es embolsado en utilidades que les han
asegurado una rentabilidad sobre activos superior al 50% año tras año, según cálculos de la
Universidad Católica. 

Agregó que las comisiones de administración netas cobradas por
las AFP equivalen a más de cuatro veces el costo total de operación del INP, institución que
atiende prácticamente a todos los adultos mayores a lo largo de todo el territorio, recauda
todas las contribuciones del FONASA, cuyo número equivale a más del 85% del total de
contribuciones previsionales recaudado por todas las AFP y por si eso fuera poco, administra
además un fondo de pensiones de miles de millones de pesos.  

Todo ello es inaceptable. Es necesario intervenir el problema en su
base, que no es otro que la obligatoriedad de pertenecer a una AFP determinada. Ello debe
reemplazarse por la afiliación al sistema nacional de previsión, cuya administración central
debe  ser  del  Estado,  el  que  debe  asimismo  centralizar  todas  las  funciones  que  tienen
economías de escala, tales como la recaudación y pago. Todo ello puede quedar en manos
del INP. Ello sin perjuicio que luego se contraten muchos servicios con el sector privado.
Entre ellos, la gestión de las inversiones, el que puede ser dispersado en muchísimas más
administradoras que las actuales, a costos muy inferiores y con un operador estatal además
- una AFP estatal. Un sistema de esta naturaleza opera muy eficientemente en otros países,
como Suecia, cuyo ejemplo puede ser imitado con gran ventaja. 

Finalmente señaló que la industria de AFP y sus compañías de
seguro  relacionadas  han  profitado  de  modo  inaceptable  de  la  privatización  del  sistema
previsional  a  lo  largo  de  un  cuarto  de  siglo.  Desde  1981  a  2006  se  han  embolsado
conjuntamente,  para ellas mismas un total  de 9,3 billones de pesos,  que representan el
33,6% de las cotizaciones obligatorias efectuadas por los afiliados en el mismo período. 

7) Intervención del señor Augusto Iglesias, Economista, ex miembro de la Comisión Marcel

En cuanto al Seguro de Invalidez y Sobrevivencia el señor Iglesias
señaló que las principales ventajas del proyecto son las siguientes: 

- Facilidad de operación de licitación única.

- Posibles economías de escala  de operación.  Se podría  evitar  duplicidad de algunos
gastos de AFP y aseguradoras.
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- Las AFP se ahorran los costos asociados al funcionamiento del Sistema de Comisiones
Médicas y Médicos Observadores, estimado en US $ 5 MM anuales. 

- Las aseguradoras podrían hacer mejor uso de la “Ley de Grandes Números” al tarificar
un gran seguro conjunto para todas las AFP. 

- Se  acaba  el  proceso  y  los  gastos  comerciales  asociados  a  él  de  “atracción”  de
afiliados/cotizantes de más bajo costo del SIS, tratando de evitar los de más alto costo. 

- Se hará explícito para reguladores y afiliados el costo del seguro y el impacto sobre el
mismo de cambios demográficos y de posibles cambios futuros en su cobertura.

En  relación  a  las  desventajas  de  un  Seguro  de  Invalidez  y
Sobrevivencia centralizado señaló que el costo de éste va a aumentar por los siguientes
aspectos:

1. Aumento en la siniestralidad:

• Las AFP pierden el incentivo para hacer control de siniestralidad en
la etapa previa a la presentación de solicitudes de invalidez y sobrevivencia, ya que los
ahorros de costos de siniestros las favorecerán en pequeña proporción y sólo en la medida
que se refleje en un menor precio futuro del seguro. Hoy en día, lamentablemente, no hay
cifras oficiales que midan la efectividad de la tarea de control de siniestralidad que hacen las
AFP, pero a modo de referencia, señaló que se están gastando aproximadamente 6 millones
de dólares al año en estas acciones. La estadística muestra que cualquiera sea el número
de solicitudes de invalidez que se presenten, el 60 % se aprueba. En otras cifras, el 15 % de
potenciales solicitudes de invalidez no llegan a las comisiones médicas por este control
previo de siniestralidad. 
• Las AFP pueden irse al extremo contrario de competir por dar un
“generoso” servicio de pensiones de invalidez y sobrevivencia a sus afiliados,  como una
ventaja diferenciadora respecto de su competencia, pero con un impacto negativo sobre el
costo del seguro para el sistema como un todo. 
• Las aseguradoras sólo podrán actuar en control de siniestralidad
una vez presentadas las solicitudes de invalidez y sobrevivencia, cuando ya puede ser tarde
para mantener los costos acotados. 
• Las aseguradoras sólo harán control de siniestralidad orientada al
corto plazo, sin inversiones de largo plazo, dada la corta duración del contrato de seguro.
•  En un estudio realizado pon un economista del Banco Mundial,
donde se compararon los distintos sistemas de invalidez en el  mundo con las tasas de
siniestralidad, se llegó a la conclusión que el sistema chileno tiene un bajo costo, pagando
sólo el 1% de la planilla salarial en costos de invalidez y sobrevivencia, en circunstancias
que en Checoslovaquia, por ejemplo, se está pagando el 18%. El promedio en Europa es
entre 6 al 10% de la planilla salarial con coberturas menores que las de Chile. Parte de las
razones del bajo costo de este seguro en Chile se debe al contrato de este seguro, donde
los incentivos están establecidos para que cada parte cumpla su objetivo y las pensiones de
invalidez, por lo tanto, no se concedan generosamente.

2. Envejecimiento de la población:

En un estudio realizado el año pasado para la Asociación Gremial de AFP, se estableció que
al año 2040 con el actual contrato de seguro el costo aumentaría en un 30%, llegando al 1,5
% del salario.

3. Mayores riesgos para las compañías aseguradores, en comparación a las AFP, porque no
tienen variables de ajuste posteriores, que hoy sí tienen las AFP que les permitan hacer
frente a eventuales mayores costos financieros y técnicos, como es aumentar la comisión. El
proyecto establece que la tasa del seguro es fija, sin herramientas de ajuste posteriores, por
ello las compañías van a tener que trabajar con supuestos relativamente conservadores al
momento de hacer la oferta de precios y eso va a subir la prima. Esto se podría mejorar
modificando  en  el  texto  del  proyecto  el  carácter  fijo  de  la  prima  por  variable,  pero  se
presentaría el problema de la licitación.
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4. Dificultad en la licitación inicial por falta de información homogénea sobre siniestros del
mercado de AFP hará subir precio inicial. Este efecto debiera desaparecer después de 2 ó 3
licitaciones.

5. Responsabilidad subsidiaria de AFP: 

Las administradoras seguirían siendo las responsables últimas del pago de siniestros a sus
afiliados, pero no tienen control alguno sobre el riesgo de insolvencia o morosidad de parte
del asegurador. Hay un costo implícito que se podría reflejar en sus comisiones.

6. Este proyecto es inconsistente con la finalidad de aumentar la competencia de precios de
las AFP e incentivar la entrada de nuevas AFP. El costo del seguro crece geométricamente
junto con la edad de la población afiliada y, además, es más barato para las mujeres, por lo
tanto una AFP nueva que trabaje con los afiliados nuevos debería tener costos del seguro
mucho más bajo que el promedio de las AFP y, por lo tanto, si el seguro fuera un costo
propio podría cobrar una comisión más baja que el promedio de las AFP, pero el proyecto no
lo autoriza porque todos los seguros tienen el mismo costo y como el costo del seguro es la
mitad  del  costo  de  las  AFP,  al  sacar  este  seguro  de  las  AFP  se  está  limitando
extraordinariamente el impacto que la licitación va a tener en los precios.   

En  resumen,  señaló  que  este  nuevo  contrato  del  seguro  de
invalidez y sobrevivencia no soluciona ninguno de los problemas que existen hoy en este
ámbito; va a tener como impacto un aumento en los costos del mismo sin que ayude a
potenciar la competencia en el mercado de las AFP.

En cuanto al  aumento  del  costo  del  SIS  por  las modificaciones que el  proyecto
propone en  su cobertura  señaló  que este  análisis  es  más difícil  de realizar  puesto  que
muchos de estos cambios se traducen en un beneficio  para determinados sectores.  Sin
embargo, hay ciertos aspectos en este punto que considera necesario precisar:

 La incorporación a este seguro del afiliado voluntario, que son personas que no
cotizan ni reciben remuneraciones, va a aumentar su costo porque su cobertura es muy
cara. Además, está el incentivo de hacer un mal uso de esta figura.

 En relación a los trabajadores independientes, sostuvo que haberles dado cobertura
en  el  SIS  sin  antes  haber  resuelto  su  cobertura  en  la  ley  de  accidentes  del  trabajo  y
enfermedades  profesionales  es  un  error  y  una  omisión  de  este  proyecto  de  reforma
previsional. Primero, se debería haber modificado la ley de accidentes del trabajo para que el
SIS no se convierta en un seguro que cubra invalidez y muerte por causa común y también
por accidentes del trabajo. 

En relación a la subcontratación de procesos, señaló que una de las finalidades que
busca este proyecto es fomentar la competencia en la industria de las AFP y unos de las
formas de lograr esto es incorporando nuevos actores al sistema. Una de las principales
razones por las cuales no se incorporan nuevas AFP es el tema de las economías de escala,
es decir, mientras más grande la AFP más bajos son sus costos medios. Para disminuir el
“tamaño eficiente de operación” de las AFP y aumentar así la probabilidad de entrada de
nuevas administradoras, se debe flexibilizar al máximo las posibilidades de subcontratación
de servicios.

El proyecto no avanza en esta materia, con la excepción de los
CAPRI.  Los  principales  obstáculos  parecen  estar  en:  i)  restricciones  para  subcontratar
atención de público; ii) estructura de comisiones (imposibilidad de cobrar comisiones sobre el
fondo de pensiones); y iii) IVA. El proyecto no soluciona ninguno de éstos problemas.
Actualmente  la  subcontratación de procesos operativos “internos”  es  posible.  Lo que  se
prohíbe subcontratar son, en general, los procesos que implican contacto con el público.
La Comisión Marcel hizo una propuesta concreta en este punto: autorizar subcontratación de
servicios  de atención  de público,  siempre que sea con  entidades del  giro  previsional,  y
siempre  que  en  los  locales  respectivos  no  se  ofrezcan  otros  productos  financieros  no
previsionales, sin embargo esto no se recogió en el proyecto de ley.

Es importante tener claro que estas materias no son de dominio
legal sino que reglamentario.
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No  es  de  opinión  de  que  un  Reglamento  prohíba  a  las  AFP
subcontratar servicios de atención al público y que este proyecto autorice a hacerlo sólo con
los CAPRI. Es una asimetría que no tiene justificación.

Finalmente  el  señor  Iglesias  emitió  su  opinión  sobre  diferentes
aspectos del proyecto:

Eliminación  comisión  fija:  Quita  incentivos  para  afiliar  a
trabajadores  de  menor  renta,  perjudicando  la  extensión  de  cobertura  del  sistema,  e
incentivando que el foco de esfuerzo comercial de las AFP de traspasos esté en afiliados de
mayores ingresos.

CAPRI:  Tal  como  lo  señaló,  el  proyecto autoriza  a  las  AFP  a
subcontratar servicios de atención de público sólo con CAPRI. No se entiende porqué las
AFP  no  podrían  también  hacerlo  con  otras  entidades,  sujeto  a  las  restricciones  que
corresponda. Por otro lado, los CAPRI no deberían participar en intermediación de rentas
vitalicias. 

Accidentes  del  Trabajo.  Futuro  ISL  (actual  INP)  competirá
directamente con Mutuales,  pero sujeto  a un marco legal  diferente.  La creación del  ISL
debería acompañarse con una reforma a la ley de accidentes del trabajo  que unifique el
marco  legal  del  ISP  con  el  de  las  Mutuales;  resuelva  el  problema  de  cobertura  de
independientes frente a riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales; y
revise el actual diseño de este seguro. 

Focalización de los beneficios del “pilar solidario”. Cobertura muy
extendida  dificultará  focalización  adecuada  del  gasto,  3/5  de  la  población  más  pobre.
Definición de grupo familiar no es suficientemente “inclusiva”.

Aumento del tope imponible.  No parece necesario. Solución para
ese segmento de afiliados es el  ahorro previsional  voluntario.  Se crea un incentivo para
renovar la lucha comercial por los afiliados de mayor renta.

Participación  de  CSV  en  propiedad  de  AFP.  Señaló  que  si se
autoriza a bancos, no habría motivos para excluir a las CSV.

Eliminar  aporte  de  los  cotizantes  del  sistema  antiguo  a
financiamiento PASIS. 

Composición de  “Comité de Selección” del Fondo de Educación
Previsional. Proyecto no considera participación de la “Intendencia de AFP” ni de las AFP en
el Comité.  Esto es un error, pues el FEP debería tener como objetivo principal mejorar la
educación  sobre   sistema  contributivo  (AFP),  pues  esto  permite  mejorar  planificación
previsional y las pensiones.

Nueva  Intendencia  de  Pensiones.  Se  debilita  la  “autonomía
política” que hoy tiene la SAFP pues baja a rango de “Intendencia”. Esto significa que la
responsabilidad superior de supervisión del sistema de AFP quedará en un Superintendente
“no  especializado”.  Además,  nueva  SP se  relacionará  con  el  Presidente  a  través  de  la
Subsecretaría de Previsión Social (actualmente la SAFP se relaciona con el Presidente a
través  del  Ministerio  del  Trabajo).  Por  otra  parte,  se  ha  postergado  la  discusión  sobre
eventual aplicación de modelo de “supervisión consolidada” al caso del sistema de AFP.

8) Intervención del señor Pablo Wagner, Vicepresidente de AFP CUPRUM

El  señor  Pablo  Wagner  expresó  que  abordaría  las  siguientes
materias: 1) “mitos” en los que se habría basado la reforma, 2) aspectos específicos de la
reforma, que son las licitaciones de cartera, la entrada de nuevos actores y la separación del
seguro, y 3) los cambios para aumentar competitividad.

Sostuvo  que,  el  primer  mito,  sería  que  las  AFP pagarían  bajas
pensiones.  Al respecto, señaló que el 83% de las personas obtendrá una pensión superior a
la mínima.  Los que no la obtengan, serán por grandes lagunas previsionales; en cambio, los
que  cotizan  habitualmente,  tendrán  una  pensión  muy  similar  o  superior  a  sus  últimos
sueldos.

Agregó que, un segundo mito, sería que las AFP son caras.  Sobre
el  particular,  hizo notar  que las AFP se han constituido en una de las alternativas más
económicas de administración de fondos en el mundo, por cuanto, medida como costo sobre
el  fondo,  forma  correcta  de  evaluar,  la  comisión  es  equivalente  al  0,6% de  los  fondos
administrados.
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Expresó que, un tercer mito, sería que no habría competencia en la
industria de AFP.  A este respecto, comentó que a esta industria han ingresado todo tipo de
grupos imaginables, llegando incluso a existir 23 AFP.

Hizo notar que, para crear una AFP, se necesitan 5.000 UF de
capital mínimo.

Argumentó que una medida útil para ver la rivalidad competitiva de
una industria es el nivel de precios.  Así, las comisiones netas de seguro han caído en 40%
desde 1997.

Menciona que,  un cuarto  mito,  sería  que las AFP tienen rentas
sobre normales.   En este tema, manifiesta que la utilidad de la industria de AFP no es
superior a muchas empresas nacionales y otras empresas del rubro financiero.  Añade que
incluso existen AFP que pierden plata.

Manifestó que, en la licitación de carteras de afiliados, lo malo es
que  se  compite  por  precio  y  no  por  rentabilidad.   En  el  tiempo,  esta  medida  lleva  a
estrategias pasivas de inversión, lo que genera menor rentabilidad de los fondos y menor
pensión.   Es muy dudosa la  posibilidad de reducir  tarifas y  muy alta  la  probabilidad de
disminuir las pensiones de los trabajadores.

Comentó  que  una  encuesta  de  opinión  entre  estudiantes  de
universidades y de institutos técnico profesionales a punto de egresar, señala que cerca del
85% considera que la licitación de carteras de AFP es algo muy maloi.

Planteó que la licitación de carteras de afiliados es un producto que
no es homogéneo, la  propia  Superintendencia de AFP elabora rankings de medición de
calidad de servicio, los afiliados no siempre privilegian lo más barato y en contados casos los
usuarios del SCOMP han solicitado remate por precio.

A su juicio, la rentabilidad hace la diferencia.  De este modo, los
cambios de AFP se explican más por rentabilidad que por costos.  Añadió que, además, los
efectos manada tenderán a disminuir por ampliación de límites.

Destacó que la evidencia muestra que las estrategias de inversión
de las AFP han “agregado valor”, y, por su parte, las menores comisiones pueden inducir la
adopción de estrategias de inversión más pasivas.

Señaló  que  en  México  los  afiliados  no  asignados  son  licitados
bimensualmente.  Agrega que, en 2003, se estableció que deberían ser asignados a las 3
AFORE de menor comisión.

Afirmó que los resultados en México han sido que la rentabilidad de
“AFORES de licitación” fue menor que las “AFORES establecidas”.  En razón de lo anterior,
las AFORES de licitación que no se han podido equilibrar deberán ser fusionadas.

Destacó  que  el  sistema  comenzó  a  competir  por  costo,
descuidando rentabilidad.  Por ello, en 2007 se cambió el sistema de asignación hacia la de
mayor rentabilidad neta de comisiones.

Expresó  que,  respecto  de  la  entrada  de  nuevos  actores,  en
particular, en la entrada de los bancos, se podría pensar que generaría más competencia,
pero eso no está comprobado; en cambio, sí genera una serie de conflictos de interés.

Sostuvo  que  existe  un  alto  riesgo  que  las  actuales  AFP  sean
controladas íntegramente por bancos, concentrando el mercado de capitales en muy pocas
manos.  Estimó que 5 principales bancos tendrían el 75% del mercado de capitales nacional,
es decir, unos US$ 200.000 millones.

Opinó que la incorporación de la banca genera el riesgo de cruce
de productos y beneficios.  Por ejemplo, en los llamados créditos atados, se otorgaría un
crédito, que es un beneficio inmediato, a cambio de la afiliación a la AFP, que es un costo a
largo plazo.   En los créditos a empresas,  se otorgaría el  crédito a cambio de inducir  la
afiliación de sus trabajadores a una AFP.

Afirmó  que  también  podrían  darse  conflictos  de  interés  en  las
inversiones, ya que las mejores inversiones serían para el Banco, destinando las inversiones
crediticias de mejor calidad al banco, que serían los fondos propios, y las peores, al Fondo
de Pensiones,  que  son  fondos de  terceros,  en  este  caso,  de los  trabajadores.   En  las
comisiones de “investment banking”, el banco se adjudicaría la colocación de un bono o de
acciones con las comisiones correspondientes,  al asegurar la participación del Fondo de
Pensiones de su propiedad.

Señaló que, en los “covenants”, en el caso de un bono mantenido
por el Fondo de Pensiones, podría no oponerse a un cambio de covenant o cobrar muy poco
por ello para no deteriorar la relación comercial del banco.

i Fuente Adimark, noviembre de 2006.
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Planteó que también pueden presentarse triangulaciones.  Incluso
si se prohíben las transacciones relacionadas, como sucede en el proyecto de ley, basta con
que dos bancos se pongan de acuerdo y se compren instrumentos en forma cruzada.

Mencionó  que,  en  la  experiencia  mexicana,  en  que  los  bancos
participan  en  el  sistema  desde  su  inicio,  los  cruces  de  productos  están  impedidos;  sin
embargo, es un “secreto a voces” que hay beneficios en créditos preferenciales, comisiones
de tarjetas de crédito,  etcétera.   Existen cruces de bases de datos,  bonos triangulados,
negocios de Banca de Inversión con bonos a través de financiamiento de AFORE, etcétera,
todo prohibido en la ley.

Comentó que, en este marco, el señor Mario Gabriel Budebo, ex –
Presidente de la Consar, equivalente al Superintendente de AFP en Chile, ha dicho: “creo
que, en Chile, el no haber permitido el ingreso de los bancos fue un acierto”.

Exhibió un cuadro estadístico en que se muestra el desempeño de
rentabilidad y comisiones en la administración de fondos por Bancos y AFP, siendo, en el
primero, más alto en las AFP y, en el segundo, más bajo el costo en éstas.

Señaló que en un trabajo denominado “The effect of cross-industry
ownership on princing: Evidence from Bank-Pension fund common ownership in Chile”, de
Luis Antonio Ahumada y Nicola Centorelli, obtenido en la página WEB del Banco Central de
Chile, sección documentos de trabajo, año 2003, se consigna que los bancos que tienen
relación con AFP tienen promedios de spread mayores a los otros bancos.   Esto incide
positivamente en las ganancias de esos bancos, lo que se comprueba que, cuando la tasa
de mercado baja, la velocidad de traspaso de dicha baja a los depósitos es más rápida que
el resto de mercado y más lenta a las colocaciones que los demás.

Acotó que basta que los spread de la banca aumenten en 0,26%
para que se obtengan todas las utilidades de la industria de AFP.

Expresó que el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia representa el
53% de los costos de las AFP, y en promedio, el 1% de la renta imponible del afiliado.  Al
separarse este seguro, dado que no existirían grandes escalas, llevaría a aumentar éste en
al menos 35%, producto de beneficios y sobreprima.

Propuso las siguientes modificaciones al proyecto de ley: 
1)  Disminuir  el  Encaje.   Afirmó  que  los  Fondos  están  bastante

asegurados y el encaje representa alrededor del 50% de la utilidad del sistema.  El rebajar el
encaje permitiría el ingreso de nuevos entrantes y bajar costo de flujo de caja.

2)  Cobro sobre Saldo.   Esta  medida alinea los  incentivos  entre
afiliados y administradora al ganar ambos por rentabilidad de los activos administrados y se
mejora la elasticidad precio y aumenta la competencia.  Acotó que, en México se acaba de
aprobar esta medida porque permitiría aumentar la rentabilidad de los fondos y la pensión de
los trabajadores.

3) Comparar  por  rentabilidad neta de comisiones.   Esto  permite
comparar por lo que realmente importa, aumentando la movilidad de los afiliados.  Sostuvo
que  la  elasticidad  ranking  rentabilidad  es  0,4,  de  acuerdo  a  estudio  de  la  Pontificia
Universidad Católica de 2006.

4) Liberar el tope.  Esto tendría por objeto que, para captar clientes
de mayores rentas, se pueda bajar la comisión de todos los afiliados, beneficiando a los más
pobres y menor saldo.  Afirmó que en Perú se liberalizó el tope y las comisiones cayeron en
20% 

5) Externalizar  Servicios.   Esta  medida permitiría  bajar  costos e
inversión  inicial  favoreciendo  a  los  nuevos  entrantes.   En  el  caso  de  México  se  creó
“Procesar”, compañía que administra cuentas compartidas y ha bajado costos.
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ANEXO V

Presentaciones de la Oficina de Asesoría de la Biblioteca del Congreso
Nacional

Aporte patronal en la cotización de los trabajadores

El Ejecutivo ha presentado  recientemente una serie de indicaciones al proyecto
de  ley  que  perfecciona  el  sistema  previsional  (Bol.  4742-13).  Entre  ellas  se
propone establecer un aporte patronal en las cotizaciones de los trabajadores,
por  la  vía  del  pago  del  seguro  de  sobrevivencia  e  invalidez.   Restablecer  la
contribución del empleador a las cotizaciones previsionales, eliminada a partir de
marzo de 1981ii, implicaría generar un costo adicional para la empresa y como
contraparte  un  incremento  en  la  remuneración  líquida  del  trabajador.  El
documento  revisa sintéticamente ambas perspectivas,  haciendo mención a la
realidad en otros países. 

La propuesta del Ejecutivo y sus implicancias

La cotización mensual de cada trabajador alcanza aproximadamente el 12,5%  de su renta
imponible: 10% se integra a la Cuenta de Capitalización Individual; aproximadamente 1% se
destina al financiamiento de un seguro de invalidez y sobrevivencia, y la diferencia va a la
empresa administradora para el   pago de costos administrativos y utilidades.  Estos dos
últimos componentes de la cotización conforman la comisión que cobra cada Administradora
de Fondos de Pensiones (en adelante AFP).   

La indicación del Ejecutivo propone que los empleadores se hagan parte del financiamiento
de las cotizaciones previsionales de los trabajadores, asumiendo el pago de la prima del
seguro de invalidez y sobrevivencia. Para las empresas con más de 100 trabajadores esta
obligación comenzaría a partir  de julio de 2009, y en el  caso de aquéllas que declaren
cotizaciones de cien trabajadores o menos, se aplicaría a partir de julio de 2011 iii.

El traspaso del pago de las pólizas desde el trabajador al empleador genera por una parte
un costo adicional para la planilla de la empresa, y como contraparte, un beneficio para los
trabajadores con contrato vigente, cuyas remuneraciones líquidas se incrementarán.  

Para los trabajadores, en el tramo exento del Impuesto de Segunda Categoría, el aumento
en la remuneración líquida sería equivalente al 1%, y algo menor para quienes perciben
rentas mayores. En cambio, en el caso de las empresas, diversas  razones hacen pensar
que el  impacto final   será menor al  equivalente del  1% de su planilla  actual.  En efecto,
considerando   que  para  el  empleador  lo  importante  es  el  costo  total  asociado  a  la
remuneración de cada trabajador y no su composición, probablemente se dará un ajuste en
el tiempo, al menos en algunos sectores, disminuyendo, total o parcialmente, el 1% “ganado”
repentinamente por el trabajador en su remuneración líquida.   

Un segundo aspecto a considerar es que este nuevo costo va a gasto, y como tal  afecta  el
margen  tributable  de  la  empresa,  pudiendo  reducir  el  total  de  los  impuestos  a  pagar.
Adicionalmente cabe recordar  que el  proyecto de reforma previsional incorpora algunas
medidas  tendientes  a  disminuir  el  costo  del  seguro  de  invalidez  y  sobrevivencia  -
fundamentalmente la licitación centralizada –, lo que beneficiaría  directamente a quién lo
paga, en este caso  las empresas. No existe consenso - técnico ni político - respecto a la
conveniencia de restablecer el aporte patronal a las cotizaciones de los trabajadores. Como

ii Desde ese momento el nuevo sistema previsional dejó el total de las cotizaciones de responsabilidad del trabajador, con 
excepción de aquella parte destinada a cubrir las prestaciones de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y las 
cotizaciones por trabajos pesados de la Ley N° 19.404. 
iii Se trata entonces de una medida que recién comenzaría a regir masivamente en cuatro años más, con la entrada de su 
aplicación a las pequeñas y medianas empresas.

207



se ha dicho, para algunos una medida de este tipo puede ir contra los propios trabajadores,
en el sentido que al final el mayor costo para el empresario terminará siendo traspasado al
trabajador, volviendo a la situación actual. Sin embargo los argumentos más recurrentes se
refieren al posible impacto negativo sobre el empleo y las Pymes. Frente a lo anterior se
contra  argumenta  que  en  el  país  existe  un  precedente  reciente  de  aporte  patronal,
específicamente para el seguro de cesantía donde el empleador aporta con el 2,4%, sin que
exista  evidencia  de  un  gran  impacto  en  el  empleo  ni  en  las  remuneraciones  de  los
trabajadoresiv. 

Otro aspecto a tener en consideración, y que  dependiendo del punto de vista se puede ver
como ventaja o desventaja,  se refiere a que a través de esta medida se abre el camino para
que,  además  del  seguro  de  invalidez,  hacia  futuro  pueda  gradualmente  aumentar  la
contribución previsional de los empleadores. 

Otros países

El aporte patronal a la seguridad social forma parte en la actualidad de las reglas del juego
en la mayoría de los países. Un estudio recién publicado  por la  Federación Internacional de
Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones sobre  países  que  han  adoptado  sistemas de
capitalización  individual  y  de  administración  privada  confirma  lo  anteriorv.  En  efecto,  la
realidad de sus países asociados señala que  sólo en tres de ellos (Bolivia, Chile y Perú)  la
cotización es de cargo completo del propio aportante. En cambio en el resto de los países
estudiados  (Argentina,  Bulgaria,  Colombia,  Costa  Rica,  El  Salvador,  México,  Polonia,
República Dominicana y Uruguay)vi,  parte de la cotización la paga el empleador, con aportes
que van desde un máximo de 16,26% en Polonia, a un mínimo de 6,42% en República
Dominicana,  incorporando en ambos casos el costo del seguro. Sin considerar este costo,
el aporte del empleador fluctúa entre  9,76% en Polonia y  5,15% en Méxicovii. (Ver Anexo)

 Renta Líquida versus Fondos Previsionales 

En la  propuesta del  Ejecutivo la liberación del  pago del seguro por  parte del  trabajador
dependiente  contratado  implica  para  efectos  prácticos  un  aumento  de  su  renta  líquida.
Podría pensarse en un destino diferente para estos recursos, como podría ser incrementar el
monto incorporado mensualmente a la cuenta individual de cada trabajador, lo cual permitiría
una mayor acumulación de fondos al finalizar su vida activa.  Si estimamos que el costo del
seguro de invalidez y sobrevivencia alcanza a un 1% de la remuneración, esto equivaldría a
aumentar en un 10% el aporte mensual al fondo previsional. 

En síntesis, la aceptación de la indicación del Ejecutivo reestablecería en el país el aporte
del empleador a la cotización de sus trabajadores,  práctica habitual en otros países con
sistema de capitalización individual. Destinar los recursos liberados por parte del trabajador a
su  cuenta  individual,  equivaldría  a  aumentar  en  un  10%  los  fondos  ingresados
mensualmente a ella.

iv Ministro del Trabajo Osvaldo Andrade. El Mercurio, 26 de abril de 2007. 
v “Tasas de Cotización y Topes Imponibles en los Países con Sistemas de Capitalización Individual”. FIAP.  Santiago, Marzo 
2007.
vi En el caso de Argentina, Uruguay y Polonia el aporte del empleador se destina completamente al programa público. En 
Colombia, El Salvador y República Dominicana se destina sólo al programa de capitalización. En Bulgaria, Costa Rica y México
el aporte del empleador se destina a los programas privado y público.
vii A junio de 2006, la tasa de cotización total a los nuevos sistemas de pensiones, incluyendo el seguro de invalidez y 
sobrevivencia, alcanzaba un máximo de 32,52% en Polonia y un mínimo de 9% en República Dominicana y México. Neto del 
costo del seguro, las tasas van desde un máximo de 26,48% en Uruguay a un mínimo de 6,5% en México. En varios de los  
países estudiados coexisten sistemas contributivos con sistemas no contributivos. 
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Fuente: Extracto del estudio “Tasas de Cotización y Topes Imponibles en los Países con
Sistemas  de  Capitalización  Individual”.  SERIE  REGULACIONES  COMPARADAS.
Federación  Internacional  de  Administradoras  de  Fondos de  Pensiones.  Santiago,  Marzo
2007. 

Conflictos de interés que amenazan con verificarse con el ingreso de los
bancos al mercado de las AFP

Se ha advertido, el ingreso de los bancos a la industria de AFP por medio de filiales de giro
único generaría conflictos de interés. Sin embargo, el problema no radica, necesariamente,
en  la  presencia  de  estos  conflictos,  sino  en  el  temor  que  estos  sean  mal  resueltos,
privilegiándose  intereses  incompatibles  con  los  de  los  afiliados.  Aunque  el  Proyectoviii

contiene normas destinadas a evitar situaciones de esta naturaleza, éstas no parecerían
ser  suficientes,  pues  no  abarcan  todas  las  hipótesis  que  facilitarían  la  generación  de
conflictos de interés.

Esta minuta busca servir de guía para entender cómo podrían producirse y cuales
serían los conflictos de interés que distintos sectores señalan se verificarían por el ingreso
de los bancos al mercado previsional.ix

viiiProyecto de Ley de Reforma Previsional. Boletín N°4742-13. 

Trabajador Empleador Estado Total Trabajador Empleador Estado Total Trabajador Empleador Total
América Latina
Argentina 7% (4) - - 7% (5) 16,00% 16,0% (1) - - - 7% (4) 16,00% - 23,00%
Bolivia 12,21% - - 12,21% (6) - - - - - - 12,21% - - 12,21%
Colombia 3,50% 10,50% - 14,00% (5) - - - 0,38% 1,13% 1,5% (2) 3,88% 11,63% - 15,50%
Costa Rica 1,00% 3,25% - 4,25% (7) 2,50% 4,75% 0,25% 7,5% (1) N.D N.D N.D 3,50% 8,00% 0,25% 11,75%
Chile 12,42% - - 12,42% (6) - - - - - - - 12,42% - - 12,42%
El Salvador 6,25% 6,75% - 13,00% (6) - - - - - - - 6,25% 6,75% - 13,00%
Mexico 1,13% 5,15% 0,23% 6,50% (5) 0,63% 1,75% 0,13% 2,50% - - - 1,75% 6,90% 0,35% 9,00%
Perú 12,74% - - 12,74% (6) - - - - - - - 12,74% - - 12,74%
R. Dominicana 2,58% 5,92% - 8,50% (5) - - - - - 0,50% 0,50% (3) 2,58% 6,42% - 9,00%
Uruguay 15,00% - - 15,00% (5) 15,00% 12,50% - 27,5% (1) - - - 15,00% 12,50% - 27,50%
Europa y Asia
Bulgaria 1,40% 2,60% - 4,00% (5) 6,65% 12,35% - 19,0% (1) - - - 8,05% 14,95% - 23,00%
Polonia 7,30% - - 7,30% (5) 8,96% 16,26% - 25,22% - - - 16,26% 16,26% - 32,52%
* Países socios de la Federación Internacional de Administradoras de Fondos de Pensiones FIAP, de los cuales se obtuvo información
(1) Aporte incluye prima del seguro de invalidez y sobrevivencia.
(2) Este porcentaje se destina al fondo de garantia de pensión mínima 
(3) De este porcentaje un 0,4% se destina al Fondo de Solidaridad Social, y un 0,1% para financiar las operaciones de la Superintendencia de Pensiones.
(4) Esta tasa debería cambiar el 31/ 12/ 2007, para quedar en un 9% apartir de 01/ 01/ 2008.
(5) Este porcentaje esta establecido por ley 
(6) Este porcentaje tiene una parte establecida por ley, (Bolivia 10%; Chile 10%; Perú 10% y El Salvador 10,3%) y una parte variable que depende del 
nivel de comisiones de comisiones de las administradoras y por el costo del seguro de invalidez y sobrevivencia.

Otros Conceptos Total 
Trabajador

Total 
Empleador

Total 
Estado

Cuadro Nº 3 
Estructura de Tasas de Cotización - Nuevos Sistemas de Pensiones*

(A Junio 2006)
Total Nuevo Sistema 

de PensionesPaís
Programa de Capitalización Programa Público
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1. Lógica de los conflictos de interés

En el contexto de los mercados financieros, se está frente a un conflicto de interés
cuando un agente – en este caso una AFP- que estando en una posición de confianza o
fiduciaria para con su cliente (afiliado),  presenta un interés individual opuesto al  de este
último.x

Ahora bien, el solo hecho de verificarse en los términos descritos
un conflicto de interés, no es en sí cuestionable u objetable. El reproche se produce cuando
dicho  conflicto  es  resuelto  en  forma  inadecuada,  es  decir,  cuando  el  agente  opta  por
favorecer su interés individual o el de una sociedad relacionada, por sobre el de los afiliados
a una AFP.

2. Factores  que  determinarían  la  presencia  de  conflictos  de
interés

Existe  un  sinnúmero  de  factores  que  pueden  determinar  la
existencia de conflictos de interés. Sin embargo, en el caso del ingreso de los bancos al
mercado previsional, los elementos que fomentan o potencian la presencia de eventuales
conflictos de interés son:  el  aumento de la concentración del  mercado de capitales y la
multiplicidad de roles que cumplen los bancos.

a) Concentración del mercado de capitales:

De  aprobarse  el  ingreso  de  los  bancos  al  mercado  previsional  (de  la  manera
propuesta  en el  Proyecto),  el  mercado de valores  podría  verse  concentrado  casi  en su
totalidad en la industria bancaria. Si los bancos absorbieran a las actuales AFP- como se
piensa sucederá- sumaría a su mayoritaria participación, la de estas últimas, concentrando el
83% del mercado de capitales.xi xii 

B) Multiplicidad de roles que cumplen los bancos:

Actualmente,  los  bancos cumplen,  sin  considerar  su eventual  participación en el
mercado previsional, de manera directa o por medio de filiales, una multiplicidad de roles,
tales como corredores de seguros, administradoras de fondos mutuos o intermediarios de
valores. 

El ingreso de los bancos a la industria previsional, por medio de filiales de giro único,
podría igualmente presentar dificultades de compatibilidad con otras actividades realizadas
por los bancos, pues éstos pasarían a cumplir una doble función: la de demandantes (AFP) y
la de oferentes de instrumentos financieros.xiii 

3. Manifestaciones prácticas de eventuales conflictos de interés

Los conflictos de interés que se podrían verificar con la entrada de los bancos a la
industria de las AFP, como filiales de giro único, podrían manifestarse de múltiples maneras,
siendo las más graves aquellas que tengan por objeto priorizar los intereses de los bancos
por sobre los de la AFP, afectando con ello los intereses de los afiliados. 

ix El Superintendente de Valores y Seguros Gullermo Larraín en distintos medios de comunicación ha
advertido que ve un potencial  choque de interés  entre los bancos y sus  posibles  filiales  de AFP.
Asimismo ha afirmado que “hay un conflicto de interés con la AFP estatal que hay que manejar".
(Economía y Negocios, El Mercurio, 28 de Junio de 2007)
x Superintendencia de Valores y Seguros, “Conflictos de Interés en Servicios Financieros: Taxonomia y
Mecanismos de Control Regulatorio”. Diciembre 2006. pag. 4.
xi El mercado de capitales chileno se encuentra concentrado, principalmente, en dos agentes que
suman en total una participación del 83%. En efecto, los bancos concentran el 49,3% del mercado y
las  AFP el  33,7%.  El  resto del  mercado de valores  se  encuentra  distribuido  entre  Compañías  de
Seguros y Fondos Mutuos.  
xii Los bancos, por su parte, también comparte rasgos de concentración, que se manifiesta en que el
67% de esta actividad está concentrada en sólo cuatro instituciones.
xiii Según la  Superintendencia de Valores  y  Seguros,  una real  separación legal  de actividades  se
presenta cuando las funciones son desarrolladas por medio de dos entidades diferentes y totalmente
independientes tanto desde un punto de vista legal como financiero.
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Como  ejemplos  prácticos  de  eventuales  conflictos  de  interés  mal  resueltos,
presentamos las siguientes situaciones hipotéticas:xiv

a) Conflictos de interés en productos y beneficios: 

o Ventas Atadas: Los Bancos controladores de AFP podrían condicionar el
otorgamiento de créditos hipotecarios, de consumo u otros, a la afiliación a
la filial AFP.

o Créditos a Empresas: Los bancos podrían otorgar un crédito a una empresa
bajo  condiciones  preferenciales  a  cambio  de  inducir  la  afiliación  de  sus
trabajadores a una AFP.

b) Conflicto de interés en inversiones: 

o Inversiones sesgadas: Atendido que los bancos velan por la administración
de su propia cartera y las AFP por las cuentas de terceros, los primeros
podrían destinar las mejores inversiones crediticias al banco y las peores a
los fondos de pensiones

o Los  bancos,  por  medio  de  la  filial  intermediaria  de  valores  podrían
adjudicarse la colocación de un bono o acciones en la bolsa, asegurando al
emisor la participación de la filial AFP en dicha colocación.

c) Triangulaciones: 

o Podrían  verificarse  acuerdos  interbancarios  para  la  adquisición   de
instrumentos financieros de forma cruzada.xv

4. Mecanismos de control de conflictos de interés contemplados en el Proyecto
de Ley

El Mensaje del Proyecto de Ley de Reforma Previsional anuncia un
reforzamiento de las normas ya vigentes y la creación de nuevas disposiciones destinadas a
prevenir conflictos de interés en la gestión de fondos y en la comercialización de los servicios
previsionales. A saber:  

 

a) Prohibición para el banco de subordinar la venta de productos o servicios propios
de su giro a la afiliación o permanencia en una AFP de la cual el banco es su matriz. xvi

Esta  prohibición  tiene  por  objeto  evitar  conflictos  de  interés
relacionados con ventas atadas. Sin embargo, el cumplimiento de esta disposición es de difícil
control, pues la relación banco cliente es esencialmente flexible, lo cual dificulta determinar, por
ejemplo, que una determinada tasa de interés o una determinada comisión, fue rebajada o
reducida en atención a la afiliación del cliente a la filial AFP de un banco.

xiv Todas  estas  situaciones  hipotéticas  han  sido  planteadas  reiteradamente  tanto  por  actores  del
Mercado Previsional como por académicos de distintas escuelas de economía.
xv Podría  repetirse  la  experiencia  mexicana  sobre  la  participación  de  los  bancos  en  el  mercado
previsional.  Según Pablo Wagner, economista y profesor PUC, en el mercado previsional de ese país
es un “secreto a voces” el cruce interbancario de productos, no obstante estos están prohibidos por la
legislación que regula la materia. Asimismo, afirma que producto de la participación de los bancos en
dicho mercado, suele ofrecerse a los afiliados créditos preferenciales, menores comisiones de tarjetas
de crédito, etc.
xvi El inciso 5° que se propone agregar en el Proyecto al artículo 81 de la Ley General de Bancos
dispone: “El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el
otorgamiento  de  los  servicios  o  productos  propios  de  su  giro  a  la  afiliación,  incorporación  o
permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es
matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de
tales circunstancias.”
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b) Prohíbición a las filiales AFP de los bancos de invertir los recursos de los Fondos
de Pensiones en instrumentos emitidos por personas relacionadas a la Administradora.xvii

Esta prohibición constituye, sin duda, la más importante disposición
destinada al control de los conflictos de interés. Con todo, sólo limita la inversión de recursos de
los fondos de pensiones de una AFP filial de un banco en instrumentos emitidos por personas
relacionadas a la AFP. 

Sin  embargo,  hay  incertidumbre  de  lo  que  pueda  ocurrir  con  la
inversión  sobre  valores  no  emitidos  pero  sí  colocados  al  mercado,  por  ejemplo,  por  un
intermediaros de valores filial del banco y, por ende, relacionado con la AFP. Lo mismo ocurre
con la posible inversión de recursos de lo fondos de pensiones en valores emitidos por el
principal cliente del banco.

Las situaciones descritas precedentemente son simples ejemplos de
posibles conflictos de interés que quedarían fuera del ámbito de control,  dejando abierta la
posibilidad que éstos se generen, y que, en definitiva, sean resueltos inadecuadamente por los
distintos agentes enfrentados a los mismos.

Conclusiones

Es indiscutible, que el sólo planteamiento del ingreso de las instituciones bancarias a
la  industria  previsional  debe  ir  acompañado  de  mecanismos  de  control  que  prevengan
situaciones basadas en un conflicto de interés mal resuelto que perjudiquen los intereses de
los afiliados a una AFP filial de un banco. 

Sin embargo, controlar una adecuada resolución de un conflicto de interés resulta en
los  hechos  imposible,  o  a  lo  menos  difícil,  por  ello,  cualquier  regulación  que  pretenda
controlar  los conflictos de interés que pudieran verificarse por el  ingreso de la  banca al
mercado  previsional,  debe  orientarse,  necesariamente,  a  crear  mecanismos  que  eviten
completamente la presencia de éstos en dicho mercado.xviii

INCENTIVO AL AHORRO PARA LA CLASE MEDIA: COMENTARIOS A LA
BONIFICACIÓN ESTATAL A LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN

xvii La modificación al artículo 47 bis del D.L. 3.500 propone la siguiente redacción: “Artículo 47 bis.-
Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos directa o indirectamente en títulos
emitidos o garantizados por la Administradora del Fondo respectivo, ni tampoco en instrumentos que
sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a esa Administradora.”.
xviii Para la Superintendencia de Valores y Seguros la mejor manera de controlar los conflictos de
interés es evitarlos por completo.
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El proyectoxix de Reforma Previsional busca incentivar el ahorro previsional de los
trabajadores con menores ingresos, bonificando en su cuenta de capitalización
individual el 10% de su ahorro  por concepto de Cotizaciones Voluntarias, Ahorro
Provisional Voluntario (APV) o Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC), con
tope de un Ingreso Mínimo Mensualxx por año, bono al que se fija una rentabilidad
legal de 4%. 

La actual  redacción de la norma, produce el fenómeno de subsidios cruzados,
pues  el  bono  será  percibido  por  personas  que  obtengan  cualquier  nivel  de
remuneración. Además la bonificación será tributable en sí misma, ignorándose si
tal hecho fue previsto.

I. Introducción

Este nuevo incentivo incorporado al proyectoxxi en la Comisión del Trabajo
y Seguridad Social de la Cámara de Diputados tiene como objeto fortalecer la
disposición  a  ahorrar  de  los  trabajadores  de  ingresos  bajos  y  medios  y  así
aumentar  el  monto  de  sus  futuras  pensionesxxii.  Con tal  fin,  se establece una
bonificación  estatal  a  la  cuenta  de  capitalización  individual  del  trabajador
dependiente  o  independiente,  de  un  10%  de  su  ahorro  en  Cotizaciones
Voluntarias  (CV),  Ahorro  Provisional  Voluntario  (APV)  o  Ahorro  Provisional
Voluntario Colectivo (APVC), con tope de 1 Ingreso Mínimo Mensual (IMM) del año
correspondiente al ahorro.xxiii

Para focalizar  la bonificación en los cotizantes  de menores ingresos,  la
norma  señala  que  tendrá  derecho  al  bono,  el  trabajador  que  perciba
“remuneraciones o rentas no afectas al impuesto a la renta”, y que destine total
o  parcialmente  sus  ahorros  en CV,  APV o APVC a  anticipar  o  incrementar  su
pensión. El bono se devenga al momento de cumplirse las condiciones señaladas,
pero  se  paga  al  pensionarse  el  trabajador,  abonándose  en  su  cuenta  de
capitalización individual.

A continuación se describen algunos problemas que podrían suscitarse en
torno  a  la  percepción  del  bono,  particularmente  en  la  forma  de  subsidios
cruzados, debido a la redacción de la norma.

II. AREAS DE DIFICULTAD 

Se  han  detectado  cuatro  áreas  de  dificultad  en  la
indicación  respecto  del  Incentivo  al  Ahorro  Previsional  para  la  clase  media,
concretamente, 1) en la determinación del tope bonificable, 2) los requisitos para
ser  acreedor  de  la  bonificación,  3)  la  tributación  de  la  bonificación,  y  4)  la
rentabilidad legal de la bonificación. 

1. En la determinación del tope de la bonificación: En
cada año calendario la bonificación no podrá ser superior a un IMM del año en
que efectuó el aporte. Entendiéndose que el Ingreso Mínimo Mensual es aquel
fijado por leyxxiv y que varía según el tramo de edad, para el año 2007 tenemos
los siguientes montos:

a) $144.000 para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de
65 años de edad.

xix Boletín N° 4742-13-1
xx $144.000 para trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.
xxi Artículo 79, N° 11, incorpora el nuevo artículo 20 O al Decreto Ley N° 3500
xxii Según la nota explicativa del artículo , Primer  Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad
Social, recaído en el Proyecto de Ley que perfecciona el Sistema Previsional, Pág. 246 
xxiii Actualmente, quienes declaren rentas tributables inferiores a 13,5 UTM están exentos del pago de
impuestos a la renta, por lo que si realizan APV o APVC, no se benefician del incentivo tributario
dispuesto para esta forma de ahorro.
xxiv Ley 20.204. Publicada el 6 de Julio de 2007
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b) $107.509 para los mayores de 65 años y menores de 18 años.
c) $92.827 para fines no remuneracionales.
d) $108.000 para las trabajadoras de casa particularxxv.

Por lo tanto, se presenta la dificultad de cual es el IMM a aplicar; las posibilidades
pueden implicar, por ejemplo, los siguientes casos dudosos:

i. Cesante de entre 18 y 65 años, que efectúa una cotización voluntaria:
¿se aplica el IMM para trabajadores mayores de 18 años y hasta 65
años, o el IMM para fines no remuneracionales?

ii. Trabajador  mayor  de  65 años  y  pensionado  a  la  vez  en  el  sistema
antiguo (INP): ¿se aplica el IMM para mayores de 65 años y menores de
18 años, o el IMM para trabajadores mayores de 18 años de edad y
hasta 65 años, considerando que aún trabaja?

iii. En cualquiera de los dos casos anteriores, ¿qué ocurre si una misma
persona,  además,  se  ha  desempeñado  en  cualquier  edad  como
trabajadora de casa particular?

2.     Requisitos para ser acreedor del bono

La condición necesaria para que opere la bonificación, consiste en que el
trabajador, al efectuar ahorros previsionales, “perciba remuneraciones o rentas
no afectas al impuesto a la renta”. Al respecto se puede comentar:

a) La norma confunde “renta exenta” con “ingreso no renta”

La norma habla de “remuneraciones” y de “rentas”, ambas “no afectas al
impuesto a la renta”. Ambos conceptos no son sinónimos, existiendo una relación
de  género  a  especie,  donde  el  género  es  la  “renta”  y  la  especie,  la
“remuneración”, dando la impresión de que la norma los trata como sinónimos, al
unirlos mediante la expresión disyuntiva “o”. 

El  concepto  de  “Renta”  es  un  término  genérico  que  se  refiere  a  los
“Ingresos que constituyan utilidades o beneficios que rinda una cosa o actividad y
todos los beneficios, utilidades e incrementos de patrimonio que se perciben o
devenguen, cualquiera sea su origen, naturaleza o denominación”xxvi. Entres las
rentas, se encuentran las  remuneraciones. Por otra parte, existen los “Ingresos
No Constitutivos  de  Renta”  (INR),  del  artículo  17  de  la  L.I.Rxxvii.  Ésta  es  otra
denominación genérica que se refiere a “un hecho no gravado y el monto de ese
ingreso no se encuentra afecto a ningún impuesto de la Ley de la Renta, ni forma
parte de ninguna base imponible de la misma ley, como tampoco se le considera
para efectos de la progresión del Impuesto Global Complementario”xxviii.

Luego, entre las rentas, se encuentran las rentas afectas al impuesto a la
renta y las rentas exentas de dicho impuesto. Ninguno de estos conceptos está
definido legalmente, pero se puede afirmar que las rentas afectas al impuesto a
la renta son aquéllas que pagan este impuesto, y que las rentas exentas de este
impuesto son aquéllas que no están afectas a su pago, pues la ley establece un
nivel  de  renta  bajo  el  cual  las  personas  no  tienen  obligaciones  tributarias,  o
determina que algunas rentas específicas no sean gravadas. Es decir, las rentas
exentas son rentas propiamente tales, pero no se paga impuesto a la renta por
ellas, siendo radicalmente distintas de un INR. Sin embargo, ambos conceptos
quedan comprendidos en el concepto, tampoco definido legalmente, de “rentas
no 

xxv Equivalente al 75% del ingreso mínimo mensual según el inc. 2º del artículo 151 del Código del
Trabajo.
xxvi Artículo 2, n° 1, del D.L. N° 824, sobre Ley Sobre Impuesto a la Renta. 
xxvii Ley de Impuesto a la Renta 
xxviiiDefinición  administrativa  del  Servicio  de  Impuestos  Internos,  disponible  en
http://www.sii.cl/diccionario_tributario/dicc_i.htm (Julio, 2007)
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afectas al impuesto a la renta”, por el sólo hecho de que no se paga impuesto por
ellas. Entre las rentas exentas, existen las remuneraciones exentas.

Por  ello,  dado  el  alcance  de  los  términos  utilizados  en  la  frase
“remuneraciones o rentas no afectas al impuesto a la renta”, y asumiendo que la
norma  se  refiere  a  las  rentas  del  trabajo  exentas  de  impuesto  a  la  renta,
entonces  la  expresión  “o  rentas  no  afectas  al  impuesto  a  la  renta”  parece
innecesaria  y  confusa,  pues  su  sola  mención  incluye  a  los  INR,  lo  que
seguramente no es la intención del legislador.

La consecuencia de esta confusión, es que una persona que perciba INR, y
que  cumpla  los  demás  requisitos,  se  haría  acreedor  del  bono,
independientemente de cuanto gane, por sobre o bajo las 13,5 UTM mensuales.
Por  ejemplo,  personas  que  reciban  las  siguientes  cantidades,  reciban  o  no
rentas del trabajo exentas, y que las destine a efectuar cotizaciones voluntarios o
depósitos de ahorro previsional o de ahorro previsional colectivo  para adelantar
o incrementar su pensión.

i. $50.000.000  obtenidos  como  utilidad  por  la  venta  de  un  inmueble
efectuado  por una  persona natural. 

ii. $400.000 mensuales por arriendo de vivienda acogida al DFL N° 2, sobre
Plan Habitacional.

iii. $20.000.000 como indemnización por una Cía. de Seguros.
iv. Trabajador dependiente y/o independiente que por su trabajo gana una

renta afecta con impuesto a la renta, y además se le paga una beca de
estudios,  o una asignación de movilización,  de alimentación o de caja:
todos ellos constituyen INR, y por lo tanto, no están afectos a impuesto a
la renta.

b) El devengo del bono se condiciona errónea e insuficientemente a 
la percepción de remuneraciones e ingresos no afectos a 
impuesto a la renta

El proyecto condiciona la procedencia del bono, específicamente a que:
i. El trabajador efectúe ahorros en CV, APV o APVC,
ii. Al  momento  de  efectuar  estos  ahorros,  el  trabajador  perciba

remuneraciones o rentas no afectas al impuesto a la renta, y
iii. A la vez, destine total o parcialmente el saldo de CV, APV o APVC a

adelantar o incrementar su pensión.

Por lo tanto, la obtención del bono no se condiciona a que la renta exenta sea
el único ingreso del afiliado, ni a que sea destinada a los ahorros mencionados,
porque se permite que la renta exenta tenga otros destinos, y que los ahorros se
financien con otras rentas, obteniendo igualmente el bono. 

Bajo  la  norma propuesta,  si  una  persona percibe  al  mismo tiempo  rentas
afectas y rentas no afectas a impuesto a la renta, entonces igualmente cumplirá
las  condiciones  exigidas  para  hacerse  acreedor  del  bono,  aprovechando  un
beneficio tributario no destinado inicialmente para personas con rentas mayores
a 13,5 UTM.

Por ejemplo, un trabajador dependiente e independiente a la vez, que por su
trabajo  dependiente  gana  una  remuneración  exenta,  y  que  por  su  trabajo
independiente gana una renta afecta a impuesto a la renta, cualquiera que sea su
monto. Esta persona, si ahorra a través de un CV, APV o APVC,  y los destina
parcial o totalmente a anticipar o mejorar su pensión, cumple con los requisitos
para obtener el bono. 
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Finalmente,  es  imprescindible  llamar  la  atención  sobre  el  hecho  que,  el
impuesto  a  la  renta  del  trabajo,  ya  sea  dependiente  o  independiente,  y  el
impuesto  global  complementario,  gravan  las  rentas  percibidas  por  personas
naturales, en base a una escala progresiva, en que los tramos inferiores están
exentos, pagándose impuesto sólo por los tramos no exentos; el contribuyente
que paga impuesto a la renta percibida, paga sólo por los tramos no exentos, y
no paga por  los  tramos  exentos.  En  otras  palabras,  y  siendo estrictos,  todos
quienes perciben rentas del trabajo, perciben al menos una porción exenta de
impuestos.  Por  lo  tanto,  con  la  actual  redacción  de  la  norma,  todos los
trabajadores cumplen la 

condición de percibir rentas no afectas al impuesto a la renta, por lo que el bono
sería aplicable a todos.

Por ello, lo lógico es que se condicione el bono a la obtención de 
rentas totales, iguales o inferiores a 13,5 UTM mensuales, destinadas 
total o parcialmente a ahorro en CV, APV o APVC, y que a su vez, se 
destine todo o parte de estos ahorros a incrementar o anticipar 
pensiones.

3. Tributación de la bonificación

Tal como está redactada la norma, la bonificación aportada por el Estado
tributará con impuesto a la renta, pues es un incremento patrimonial, y por tanto,
constitutivo de Renta, según el artículo 2, n° 1 de la LIR, y al no estar incluida en
la enumeración taxativa de INR, del artículo 17 de la LIR, se trata de un ingreso
tributable.  Si  embargo,  la  norma  no  señala  la  tributación  aplicable  a  la
bonificación, siendo necesario distinguir entre la tributación aplicable al monto
del bono y la tributación aplicable a la rentabilidad del mismo.

4. Rentabilidad legal

El  artículo  20  letra  o),  inc.  3° establece  para  la  bonificación,  una
rentabilidad denominada “real”, de 4% anual.  No se señala quien pagará esta
rentabilidad,  pero dado que el bono se pagará sólo al  pensionarse el afiliado,
parece obvio que será el Estado, pues la AFP no contará con dicho capital hasta el
momento del pago,  por lo que no podría ella generar la rentabilidad.  De esta
manera,  el  pago  de  la  rentabilidad  operaría  de  manera  similar  al  Bono  de
Reconocimiento  (que  también  tiene  una  rentabilidad  legal  de  4%  anual)
establecido en los artículos transitorios del D.L. N° 3.500, para trabajadores que
debieron  optar  por  el  nuevo  sistema de  pensiones  (AFP),  dejando  el  antiguo
sistema (Caja), representativo de los períodos de imposiciones que el imponente
registraba en el sistema antiguo. 

Sin embargo, el artículo 9 inc. 1° transitorio del D.L. 3.500 dispone que la
rentabilidad  del  4%  de  dicho  Bono  de  Reconocimiento  se  capitalizará
anualmente. 

Podría implementarse la misma capitalización para la Bonificación Estatal
del ahorro provisional voluntario, con el objeto de aumentar el capital del afiliado
y así aumentar su rentabilidad. Tal como está redactada la norma, la rentabilidad
no es capitalizable anualmente, pero si es retroactiva, debiendo pagarse por un
capital generador, no enterado en la Institución, por todo el tiempo por el que se
haya devengado, sin señalarse si se trata de interés simple o compuesto, pero al
no ser -hasta ahora- capitalizable anualmente, se concluye que se trata de interés
simple, disminuyendo la rentabilidad del fondo.

III. CONCLUSIONES
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Para  evitar  eventuales  problemas  prácticos  y  de
interpretación  en la forma de devengarse el bono a Cotizaciones Voluntarias,
Ahorro  Provisional  Voluntario  (APV)  o  Ahorro  Previsional  Voluntario  Colectivo
(APVC), y determinación de su monto, es recomendable:

1. Especificar  el  concepto de Ingreso  Mínimo Mensual  a  que se refiere  la
norma.

2. Eliminar  toda  referencia  a  ingresos  no  tributables  o  no  gravados  con
impuestos,  señalando  que  el  bono  será  procedente  sólo  para  quienes,
además  de  cumplir  con  los  demás  requisitos,  perciban  rentas  totales,
iguales o inferiores a 13,5 UTM mensuales.

3. Especificar el carácter de tributable o no tributable, de la rentabilidad del
bono.

4. Declarar  expresamente  que  la  rentabilidad  anual  del  bono  será
capitalizable anualmente. 
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ANEXO VI

PROYECTO DE LEY QUE PERFECCIONA EL SISTEMA PREVISIONAL
(BOLETIN Nº4742-13)

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN TÉCNICA TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA
“TITULO I 
SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones

Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante,
“sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto
ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente título establece, el que
será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de
pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de
vejez e invalidez.

TITULO I 
SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones

Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante,
“sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto
ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente título establece, el que
será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de
pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de
vejez e invalidez.

Artículo  2°.-  Para  los  efectos  de  la  presente  ley,  los  conceptos  que  se  indican  a
continuación tendrán los significados siguientes:

a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán acceder las personas
que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3°.

b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la que podrán acceder las personas

Artículo  2°.-  Para  los  efectos  de  la  presente  ley,  los  conceptos  que  se  indican  a
continuación tendrán los significados siguientes:

a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán
acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3°.

b)  Pensión  básica  solidaria  de  invalidez,  es  aquella  a  la  que



que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 16.
c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión autofinanciada de referencia
del  solicitante  más las pensiones de sobrevivencia  que se encuentre  percibiendo de
acuerdo  al  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980.  Todos  los  montos  serán  expresados  en
moneda de curso legal.

d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el cual la pensión base no
tiene aporte previsional solidario de vejez.

e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga de dividir  el monto de la
pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima con aporte solidario.

f) Complemento solidario para determinar el aporte previsional solidario de vejez, es la
cantidad  que  resulte  de  restar  de  la  pensión  básica  solidaria  de  vejez,  el  producto
obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.

g) Pensión autofinanciada de referencia o estimada para determinar la pensión base, es
aquella que se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de
1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y
el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario
tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida,
cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés
real  que haya devengado a dicha fecha . Para este cálculo se utilizará la tasa de interés
promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto
ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en
que el beneficiario se haya pensionado por vejez.

En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los
depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los
depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.

El  monto  de  la  pensión  autofinanciada  de  referencia  se  expresará  en  unidades  de
fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. 

podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo
16.

c)  Pensión  base,  aquella  que  resulte  de  sumar  la  pensión
autofinanciada de referencia del solicitante más las pensiones de sobrevivencia que se
encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980. Todos los montos
serán expresados en moneda de curso legal.

d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el
cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.

e)  Factor  de ajuste,  corresponderá al  valor  que se obtenga de
dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima
con aporte solidario.

f)  Complemento  solidario  para  determinar  el  aporte  previsional
solidario de vejez, es la cantidad que resulte de restar de la pensión básica solidaria de
vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.

g)  Pensión  autofinanciada  de  referencia  o  estimada  para
determinar  la  pensión  base,  es  aquella  que  se  calculará  como  una  renta  vitalicia
inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura,
considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de
capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez o
invalidez de acuerdo  al  referido  decreto  ley,  incluida,  cuando corresponda,  la  o  las
bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a
dicha fecha . Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las
rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en
los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya
pensionado por vejez.

En  el  saldo  señalado  en  el  inciso  anterior,  no  se  incluirán  las
cotizaciones  voluntarias,  los  depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  el  ahorro
previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley
N° 3.500, de 1980.
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Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión final, se realizará en la
misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión
máxima con aporte solidario. 

h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario, a
que se refiere el artículo 10°.

i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo tercero
del presente Título.

j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo
quinto del presente título.

El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará
en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione
por vejez. 

Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión
final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria
de vejez o la pensión máxima con aporte solidario.  De igual modo, se recalculará el
complemento  solidario  y  la  pensión  base  cuando  el  beneficiario  comience  a
percibir  una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al  decreto  ley N°
3.500, de 1980, y cuando procediere otorgar una pensión de sobrevivencia a un
beneficiario de aquellos establecidos en el artículo 5° del citado cuerpo legal, que
hubiese adquirido dicha calidad en forma posterior a la fecha del cálculo original.

h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el
complemento solidario, a que se refiere el artículo 10°.

i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se
refiere el Párrafo tercero del presente Título.

j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se
refiere el Párrafo quinto del presente Título.

Párrafo segundo
Pensión Básica Solidaria de Vejez

Artículo 3°. Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que
no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos
siguientes:

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad;

b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60 % más pobre de la población de Chile
conforme a lo establecido en el artículo 30, y
c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a
veinte años continuos o discontinuos, contados desde que el peticionario haya cumplido

Párrafo segundo
Pensión Básica Solidaria de Vejez

Artículo 3°.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que
no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos
siguientes:

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad;

b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60 % más pobre de la
población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 30, y

c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por
un  lapso  no  inferior  a  veinte  años continuos  o  discontinuos,  contados desde que  el
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veinte  años  de  edad;   y,  en  todo  caso,  por  un  lapso  no  inferior  a  cuatro  años  de
residencia  en  los  últimos  cinco  años  inmediatamente  anteriores  a  la  fecha  de
presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.

peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y, en todo caso, por un lapso no inferior
a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la
fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.

Artículo  4°.-  Para  los  efectos  de  la  letra  b)  del  artículo  anterior,  se  entenderá  que
componen el grupo familiar, el eventual beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de
dieciocho años de edad y los hijos mayores de dicha edad pero menores de veinticuatro
años siempre que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media,
técnica o superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de su
grupo familiar en los casos que determine el reglamento.

Se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de
la solicitud para acceder a los beneficios de este título.

Artículo  4°.-  Para  los  efectos  de  la  letra  b)  del  artículo  anterior,  se  entenderá  que
componen el grupo familiar, el eventual beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de
dieciocho años de edad y los hijos mayores de dicha edad pero menores de veinticuatro
años siempre que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media,
técnica o superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de su
grupo familiar en los casos que determine el reglamento.

Se  considerará  el  grupo  familiar  que  el  peticionario  tenga  a  la
época de presentación de la solicitud para acceder a los beneficios de este título. 

Artículo 5°.-Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los
nacionales deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones
diplomáticas,  representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.

Artículo 5°.- Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los
nacionales deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones
diplomáticas, representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.

Asimismo,  para  las  personas  comprendidas  en  la  definición  de
exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley N° 18.994, que hubiesen
sido registradas como tales por la Oficina Nacional de Retorno, se considerará
como lapso de residencia en el país el tiempo en que permanecieron por esa causa
en el extranjero. Para tal efecto, el Ministerio de Justicia extenderá la certificación
correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la forma que
determine el Reglamento.

Las  excepciones  establecidas  en  los  incisos  precedentes  serán
aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a los beneficios de
este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres establecida en el Título III
de esta ley.

No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, para el acceso
a pensión básica solidaria de vejez, el lapso no inferior a veinte años continuos o
discontinuos de residencia, establecido en dicha norma, se computará desde la
fecha  de  nacimiento  del  peticionario,  en  el  caso  de  chilenos  que  carezcan  de
recursos conforme lo establezca el Reglamento.
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Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán
presentar  la  correspondiente  solicitud  en el  Instituto  de Previsión Social,  a  partir  del
cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3°.

Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán
presentar  la  correspondiente  solicitud  en el  Instituto  de Previsión Social,  a  partir  del
cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3°.

Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1° de julio
de 2009, de $75.000, se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud
señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún
régimen previsional.

Artículo 7°. El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1° de julio
de 2009, de $75.000, se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud
señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún
régimen previsional.

Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el
cien  por  ciento  de la  variación  que experimente el  Índice de Precios al  Consumidor
determinado por  el  Instituto  Nacional  de Estadísticas,  entre  el  mes anterior  al  último
reajuste  concedido y  el  mes en que dicha variación alcance o supere el  quince por
ciento.

Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin que la variación del
referido  índice  alcance  el  quince  por  ciento,  ella  se  reajustará  en  el  porcentaje  de
variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso este último
reajuste sustituirá al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar,
regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada
variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Artículo 8°. La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el
cien  por  ciento  de la  variación  que experimente el  Índice de Precios al  Consumidor
determinado por  el  Instituto  Nacional  de Estadísticas,  entre  el  mes anterior  al  último
reajuste  concedido y  el  mes en que dicha variación alcance o supere el  quince por
ciento.

Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin
que la variación del referido índice alcance el quince por ciento, ella se reajustará en el
porcentaje de variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso
este  último  reajuste  sustituirá  al  anteriormente  indicado.  El  nuevo  reajuste  que
corresponde aplicar, regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se
alcance la citada variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de V

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de V
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Artículo 9°.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de vejez, las personas
que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el decreto ley N° 3.500, de
1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo
3° y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima con
aporte solidario.

Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3°, respecto de las personas
que registren veinte  años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de
pensiones en Chile. 

Artículo 9°. Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de
vejez,  las personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el
decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las
letras a), b) y c) del artículo 3° y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de
la pensión máxima con aporte solidario.

Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3°, respecto de las personas
que registren veinte  años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de
pensiones en Chile. 

Artículo 10°.- Para los beneficiarios señalados en el artículo anterior, cuya pensión base
sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria de vejez, el monto del aporte
previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión
final,  la pensión o suma de pensiones que perciba de conformidad al  decreto ley N°
3.500, de 1980.

Cuando el  saldo de la cuenta de capitalización individual  del  afiliado no alcanzare a
financiar doce meses de pensión final, la pensión bajo la modalidad de retiro programado
se ajustará al monto de la pensión final.

Artículo  10.-  Para  los  beneficiarios  señalados  en  el  artículo
anterior, cuya pensión base sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria
de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que
resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba de
conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980.

Cuando  el  saldo  de  la  cuenta  de  capitalización  individual  del
afiliado  no  alcanzare  a  financiar  doce  meses  de  pensión  final,  la  pensión  bajo  la
modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión final.

Artículo 11°.- Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, cuya pensión base sea
de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero inferior a la pensión
máxima  con  aporte  solidario,  el  monto  del  aporte  previsional  solidario  de  vejez   se
determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:

a) Si percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de acuerdo al decreto ley
N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor del  complemento
solidario.

b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado de acuerdo al decreto
ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de vejez ascenderá al
monto  del  complemento  solidario  corregido  por  un  factor  actuarialmente  justo,
determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en norma
de carácter  general.  Con todo,  el  aporte  previsional  solidario  de  vejez no podrá  ser

 Artículo  11.  Para los beneficiarios señalados en el  artículo  9°,
cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero
inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del aporte previsional solidario
de vejez  se determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:

a) Si  percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de
acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor
del complemento solidario.

b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado
de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de
vejez  ascenderá  al  monto  del  complemento  solidario  corregido  por  un  factor
actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia
de Pensiones en norma de carácter general.  El citado factor reducirá el monto del
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inferior al monto necesario para que sumado a la pensión o pensiones que el beneficiario
perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, financie el valor de la pensión básica
solidaria de vejez. 

Cuando el  saldo de la cuenta de capitalización individual  del  afiliado no alcanzare a
financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión bajo la modalidad
de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.

complemento solidario de vejez en razón de que en esta modalidad de pensión, la
suma del aporte previsional solidario y de la o las pensiones que el beneficiario
perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, siempre deberá financiar al menos
el valor de la pensión básica solidaria de vejez.

Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado
no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión
bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.

Artículo 12.- Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder al aporte previsional
solidario  de  vejez,  deberán  presentar  la  correspondiente  solicitud  a  partir  del
cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3°. 

El  aporte  previsional  solidario  de  vejez,  se  devengará  a  contar  de  la  fecha  de
presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se
encuentre pensionado por vejez de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar
de la  obtención de dicha pensión,  si  ésta  la  hubiere obtenido con posterioridad a la
presentación de la referida solicitud.

Artículo 12. Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder
al aporte previsional solidario de vejez, deberán presentar la correspondiente solicitud a
partir del cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3°. 

El  aporte  previsional  solidario  de  vejez,  se  devengará  a  contar  de  la  fecha  de
presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se
encuentre pensionado por vejez de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar
de la  obtención de dicha pensión,  si  ésta  la  hubiere obtenido con posterioridad a la
presentación de la referida solicitud, y en ambos casos se pagará mensualmente.

Artículo 13.- El valor de la pensión máxima con aporte solidario será, a contar del 1° de
julio de 2012, de doscientos mil pesos y se reajustará en la forma dispuesta en el artículo
8°.

Artículo 13. El valor de la pensión máxima con aporte solidario será,
a contar del 1° de julio de 2012, de doscientos mil pesos y se reajustará en la forma
dispuesta en el artículo 8°.

Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2°, respecto de las
personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del decreto ley
N°3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión

Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2°,
respecto de las personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del
decreto ley N°3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la
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base, será calculada como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de
cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento de
60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo acumulado en la
cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse
conforme  al  mencionado  artículo  68,  incluida,  cuando  corresponda,  la  o  las
bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a
la fecha de dicha pensión.  Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio
implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley,
en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se
haya pensionado por vejez.

El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al valor que tenga a la
fecha de obtención de la pensión de vejez y se le sumarán, si correspondiere, el monto
de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha,
expresadas  también  en  cuotas.  En  dicho  saldo,  no  se  incluirán  las  cotizaciones
voluntarias,  los  depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  los  depósitos  de  ahorro
previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N° 3.500, de
1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las mujeres o 65 años en el
de los hombres, el total del saldo anterior se expresará en unidades de fomento al valor
que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.

pensión  base,  será  calculada  como  una  renta  vitalicia  inmediata  sin  condiciones
especiales de cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de
cumplimiento de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo
acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha
de pensionarse conforme al mencionado artículo 68, incluida, cuando corresponda, la o
las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado
a la fecha de dicha pensión. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio
implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley,
en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se
haya pensionado por vejez.

El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al
valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión de vejez y se le sumarán, si
correspondiere,  el  monto de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con
posterioridad  a  dicha  fecha,  expresadas  también  en  cuotas.  En  dicho  saldo,  no  se
incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los
depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario  colectivo  ni  los  depósitos  convenidos  del
decreto ley N° 3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las
mujeres o 65 años en el de los hombres, el total del saldo anterior se expresará en
unidades de fomento al valor que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.

Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo 68 bis del decreto ley
N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones otorgadas conforme
a dicho decreto ley, de un monto inferior a la pensión básica solidaria de vejez, tendrán
derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho
complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de años de
rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68 bis y siempre que
cumplan los requisitos señalados en la letras b) y c) del artículo 3°.

Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo
68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones
otorgadas  conforme  a  dicho  decreto  ley,  de  un  monto  inferior  a  la  pensión  básica
solidaria de vejez, tendrán derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de
dicha pensión básica. Dicho complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a
65 el  número de años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al  citado
artículo 68 bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en la letras b) y c) del
artículo 3°. Las personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta
la  misma  fecha  establecida  en  el  inciso  primero  del  artículo  23  y  les  serán
aplicables los artículos 27 y 28.
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Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando
cumplan  los  requisitos  establecidos  en  el  artículo  9°,  tendrán  derecho  al  aporte
previsional solidario de vejez.

Para  los  efectos  del  inciso  anterior,  la  pensión  autofinanciada  de  referencia  para
determinar  el  complemento solidario  o  la  pensión final,  se calculará  como una renta
vitalicia  inmediata  del  decreto  ley  N°  3.500,  de 1980,  sin  condiciones  especiales  de
cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la
cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse
por  vejez  de acuerdo  al  referido  decreto  ley,  incluida,  cuando corresponda,  la  o  las
bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a
la  misma fecha del  saldo.  Para este  cálculo  se utilizará la  tasa de interés promedio
implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N°
3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el
beneficiario se haya pensionado por vejez.

En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los
depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario
colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.

El  monto  de  la  pensión  autofinanciada  de  referencia  se  expresará  en  unidades  de
fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. Con
todo,  el  recálculo del  complemento solidario y de la  pensión final,  se realizará en la
misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión
máxima con aporte solidario. 

Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N°
3.500, de 1980, cuando cumplan los requisitos establecidos en el artículo 9°, tendrán
derecho al aporte previsional solidario de vejez.

Para los efectos del inciso anterior, la pensión autofinanciada de
referencia para determinar el complemento solidario o la pensión final, se calculará como
una  renta  vitalicia  inmediata  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  sin  condiciones
especiales  de  cobertura,  considerando la  edad,  el  grupo  familiar  y  el  total  del  saldo
acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha
de  pensionarse  por  vejez  de  acuerdo  al  referido  decreto  ley,  incluida,  cuando
corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real
que haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la tasa de
interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al
decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a
aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.

En  el  saldo  señalado  en  el  inciso  anterior,  no  se  incluirán  las
cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de
ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el
decreto ley N° 3.500, de 1980.

El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará
en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione
por vejez.  Con todo, el  recálculo del  complemento solidario y de la pensión final,  se
realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez
o la pensión máxima con aporte solidario. 

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez

Artículo 16.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez, las personas
que sean declaradas inválidas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, siempre

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez

Artículo 16. Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de
invalidez,  las personas que sean declaradas inválidas conforme a lo  dispuesto en el
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que  no  tengan  derecho  a  pensión  en  algún  régimen  previsional  y  cumplan  con  los
requisitos siguientes:

a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta y cinco años;

b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo 3°, y

c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a
cinco  años  continuos  inmediatamente  anteriores  a  la  fecha  de  presentación  de  la
solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.

artículo  siguiente,  siempre  que  no  tengan  derecho  a  pensión  en  algún  régimen
previsional y cumplan con los requisitos siguientes:

a) Tener entre  dieciocho años de  edad y menos de sesenta  y
cinco años;

b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo
3°, y

c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por
un lapso no inferior a cinco años continuos inmediatamente anteriores a la fecha de
presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.

Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total o parcial, será de igual valor al
de la pensión básica solidaria de vejez, se devengará desde la fecha de presentación de
la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión
de algún régimen previsional.

Artículo  19.-  La  pensión  básica  solidaria  de  invalidez  total  o
parcial,  será de igual  valor  al  de la pensión básica solidaria de vejez,  se devengará
desde la fecha de presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será
incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Párrafo quinto
Aporte Previsional Solidario de Invalidez

Artículo  20.-  Serán  beneficiarias  del  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,  las
personas inválidas señaladas en el artículo 17 que se encuentren afiliadas al sistema de
pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que no perciban pensiones
de otros regímenes previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:
a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16, y

b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N°
3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que
perciba de dicho sistema,  sea de un monto inferior  a la  pensión básica solidaria  de
invalidez.

Párrafo quinto
Aporte Previsional Solidario de Invalidez

Artículo 20.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de
invalidez, las personas inválidas señaladas en el artículo 17 que se encuentren afiliadas
al  sistema  de  pensiones  establecido  en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  que  no
perciban  pensiones  de  otros  regímenes  previsionales,  y  cumplan  los  requisitos
siguientes:

a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16, y

b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto
en el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión
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más cualquier otra que perciba de dicho sistema, sea de un monto inferior a la pensión
básica solidaria de invalidez.

Artículo 21.- El  aporte  previsional  solidario  de  invalidez  señalado  en  el
artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la
pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500,
de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.

La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior, podrá presentarse a
contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada conforme al decreto
ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.

Artículo 21.- El aporte previsional solidario de invalidez señalado en
el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la
pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500,
de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.

La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior,
podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada
conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha
solicitud.

Artículo  22.-  El  beneficiario  de  la  pensión  básica  solidaria  de  invalidez  o  del  aporte
previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades laborales, mantendrá su
derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez en la forma
que se indica a continuación:

a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte previsional solidario de
invalidez, para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso laboral mensual igual o
inferior a medio ingreso mínimo mensual. 

b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de la pensión básica solidaria de
invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la diferencia entre uno y el
resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el beneficiario menos la mitad
de un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho salario. Lo anterior, se
aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral  mensual superior  a
medio ingreso mínimo mensual  pero igual  o inferior  a  1,  5 veces el  ingreso mínimo
mensual.

Lo dispuesto en la letra anterior, no regirá durante los dos primeros años contados desde
que la persona comience a percibir ingresos laborales, período en el que percibirá el cien
por ciento del beneficio.  Durante el tercer año desde que la persona comenzó a percibir

Artículo  22.- El  beneficiario  de  la  pensión  básica  solidaria  de
invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades
laborales, mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de
invalidez en la forma que se indica a continuación:

a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte
previsional solidario de invalidez,  para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso
laboral mensual igual o inferior a medio ingreso mínimo mensual. 

b)  Al  resultado  que  se  obtenga  de  multiplicar  el  monto  de  la
pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la
diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el
beneficiario menos la mitad de un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho
salario. Lo anterior, se aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral
mensual superior a medio ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a 1, 5 veces el
ingreso mínimo mensual.

Lo  dispuesto  en  la  letra  anterior,  no  regirá  durante  los  dos
primeros años contados desde que la persona comience a percibir ingresos laborales,
período en el que percibirá el cien por ciento del beneficio.  Durante el tercer año desde
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dichos ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción a la pensión
solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, establecida en el
inciso anterior. A contar del cuarto año desde que la persona comience a percibir esos
ingresos laborales, se aplicará el cien por ciento de la reducción dispuesta en el inciso
anterior.

Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a 1,5 veces el
ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el
aporte previsional solidario de invalidez,  conforme a lo establecido en el inciso anterior.

Con todo, si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de
dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez ascenderá al señalado en
el  artículo  19  ó  21,  según  corresponda,  de  acuerdo  a  lo  que  se  establezca  en  el
reglamento.

Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario
harán  variar  el  monto  de  la  pensión  básica  solidaria  de  invalidez  o  de  su  aporte
previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 

Para los efectos de este artículo, se entenderá por ingresos laborales mensuales la suma
de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba el beneficiario de la pensión
básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez.

que la persona comenzó a percibir  dichos ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por
ciento de la reducción a la pensión solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario
de invalidez,  establecida en el  inciso anterior.  A contar  del  cuarto  año desde que la
persona comience a percibir esos ingresos laborales, se aplicará el cien por ciento de la
reducción dispuesta en el inciso anterior.

Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual
superior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica
solidaria  de  invalidez  o  el  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,   conforme  a  lo
establecido en el inciso anterior.

Con  todo,  si  el  beneficiario  deja  de  percibir  ingresos  laborales
mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez
ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21, según corresponda, de acuerdo a lo que se
establezca en el reglamento.

Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que
perciba el beneficiario harán variar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o
de su aporte previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente
artículo. 

Para  los  efectos  de  este  artículo,  se  entenderá  por  ingresos
laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba
el  beneficiario  de  la  pensión  básica  solidaria  de  invalidez  o  del  aporte  previsional
solidario de invalidez.

Artículo  23.-  El  beneficiario  de  pensión  básica  solidaria  de  invalidez  o  del  aporte
previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá dicho beneficio hasta el último día
del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa fecha podrá acceder a la
pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a
las normas establecidas en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.

Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el pensionado de invalidez en

Artículo  23.- El  beneficiario  de  pensión  básica  solidaria  de
invalidez  o  del  aporte  previsional  solidario  de  invalidez,  en  su  caso,  percibirá  dicho
beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa
fecha  podrá  acceder  a  la  pensión  básica  solidaria  de  vejez  o  al  aporte  previsional
solidario de vejez,  de acuerdo a las normas establecidas en los Párrafos segundo o
tercero del presente Título.
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virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de acuerdo a lo dispuesto en la
letra g) del artículo 2°. En este caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la
pensión de invalidez e incluirá, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas
en el artículo 64 y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

Con  todo,  la  pensión  autofinanciada  de  referencia  para  el
pensionado de invalidez en virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de
acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2°. En este caso, el cálculo se hará a la
fecha de obtención de la pensión de invalidez considerando la edad, grupo familiar y
el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha e incluirá,
cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 y los intereses
que haya devengado a dicha fecha.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones

Artículo 24.- El Instituto de Previsión Social administrará el sistema solidario. En especial,
le corresponderá conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos,
cuando proceda. El reglamento regulará la forma de operación y pago de los beneficios
del sistema solidario y las normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Los  afiliados  al  sistema  de  pensiones  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  podrán
presentar  sus  solicitudes  para  acceder  al  sistema  de  pensiones  solidarias  ante  la
administradora de fondos de pensiones a la cual se encuentren afiliados, la que deberá
remitirlas al Instituto de Previsión Social para que resuelva sobre la concesión y pago de
los beneficios que otorga dicho régimen.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones

Artículo 24.- El Instituto de Previsión Social administrará el sistema solidario. En especial,
le corresponderá conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos,
cuando proceda. El reglamento regulará la forma de operación y pago de los beneficios
del sistema solidario y las normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Los  afiliados  al  sistema  de  pensiones  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  podrán
presentar  sus  solicitudes  para  acceder  al  sistema  de  pensiones  solidarias  ante  la
administradora de fondos de pensiones a la cual se encuentren afiliados, la que deberá
remitirlas al Instituto de Previsión Social para que resuelva sobre la concesión y pago de
los beneficios que otorga dicho régimen.

Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Compañías de Seguros de
Vida, según corresponda, podrán pagar los beneficios del sistema solidario a sus
pensionados de acuerdo a la forma establecida en el Reglamento.

Artículo 26.- Las personas que gocen de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez
no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser beneficiarias de esta prestación
en relación con sus descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados
en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.

Artículo  26.- Las  personas  que  gocen  de  la  pensión  básica
solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser
beneficiarias de esta prestación en relación con sus descendientes que vivan a su cargo
en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.
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Artículo 27.- Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos
siguientes:
a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último
día del mes del fallecimiento;
b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento; 
c) Por no cobro de ellos durante seis meses continuos; 
d) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes relativos al beneficio que le
requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al
respectivo requerimiento, el que deberá efectuarse personalmente al beneficiario o en la
forma que determine el reglamento, o
e) Por obtención de residencia del beneficiario en país extranjero.

En el caso de los inválidos parciales el derecho a los beneficios del sistema solidario de
invalidez  se   extinguirá  ante  la  negativa  del  beneficiario  de  someterse  a  las
reevaluaciones  indicadas  por  las  Comisiones  Médicas  de  Invalidez,  referidas  en  el
artículo 17, para lograr su recuperabilidad.

El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al Instituto de Previsión Social, la
pérdida de alguno de los requisitos necesarios para el goce de los beneficios.

El  beneficiario  deberá   informar  al  Instituto  de  Previsión  Social  cualquiera  aumento
considerable  que  experimenten  sus  ingresos  de  acuerdo  a  lo  que  determine  el
reglamento,  a  fin   que  le  sea  aplicado  el  instrumento  de  focalización.  En  caso  de
incumplimiento de esta obligación,  el  Director del  Instituto de Previsión Social  podrá,
fundadamente, sancionar al beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro de
aquellos percibidos indebidamente.

El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de
los  beneficios  del  sistema  solidario  de  vejez  e  invalidez,  y  deberá  ponerles  término
cuando  deje  de  concurrir  alguno  de  los  requisitos  legales  establecidos  para  su
otorgamiento o haya concurrido alguna causal de cese del beneficio.

Artículo  27.  Los  beneficios  que  otorga  el  sistema  solidario  se
extinguirán en los casos siguientes:

a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se
extinguirá al último día del mes del fallecimiento;

b)  Por  haber  dejado  el  beneficiario  de  cumplir  alguno  de  los
requisitos de otorgamiento; 

c) se elimina; 
d)  Cuando  el  beneficiario  no  proporcione  los  antecedentes

relativos al beneficio que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres
meses  calendario  siguientes  al  respectivo  requerimiento,  el  que  deberá  efectuarse
personalmente al beneficiario o en la forma que determine el reglamento, o

e) Por obtención de residencia del beneficiario en país extranjero.
En el caso de los inválidos parciales el derecho a los beneficios

del  sistema solidario  de  invalidez  se   extinguirá  ante  la  negativa  del  beneficiario  de
someterse  a  las  reevaluaciones  indicadas por  las Comisiones  Médicas  de Invalidez,
referidas en el artículo 17, para lograr su recuperabilidad.

El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al Instituto
de Previsión Social, la pérdida de alguno de los requisitos necesarios para el goce de los
beneficios.

El  beneficiario  deberá   informar  al  Instituto  de  Previsión  Social
cualquiera aumento considerable que experimenten sus ingresos de acuerdo a lo que
determine el reglamento, a fin  que le sea aplicado el instrumento de focalización. En
caso de incumplimiento de esta obligación, el Director del Instituto de Previsión Social
podrá, fundadamente, sancionar al beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro
de aquellos percibidos indebidamente.

Si  el  beneficiario  no  cobrare  alguno  de  los  beneficios  del
sistema  solidario  durante  el  periodo  de  seis  meses  continuos,  el  Instituto  de
Previsión Social suspenderá el pago correspondiente.

El  Instituto  de  Previsión  Social  podrá  en  cualquier  oportunidad
revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y
deberá  ponerles  término  cuando  deje  de  concurrir  alguno  de  los  requisitos  legales
establecidos  para  su  otorgamiento  o  haya  concurrido  alguna  causal  de  cese  del
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beneficio.

Artículo 28.- Todo aquel que percibiere indebidamente cualquiera de los beneficios del
sistema  solidario,  proporcionando  datos  o  antecedentes  falsos,  será  sancionado
conforme  al  artículo  467  del  Código  Penal.  Además  deberá  restituir  al  Instituto  de
Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la
variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto
Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel
en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas
devengarán además un interés mensual de 1%. 

Al  Director  Nacional  del  Instituto  de  Previsión  Social,  le  corresponderá  ejercer  las
facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante,
la  información  señalada en el  inciso tercero del  mencionado artículo  la  remitirá  a  la
Superintendencia de Pensiones.

Artículo 28. Todo aquel que percibiere indebidamente cualquiera
de los beneficios del sistema solidario, proporcionando datos o antecedentes falsos, será
sancionado  conforme  al  artículo  467  del  Código  Penal.  Además  deberá  restituir  al
Instituto  de  Previsión  Social  las  sumas  indebidamente  percibidas,  reajustadas  en
conformidad  a  la  variación  que  experimente  el  índice  de  precios  al  consumidor
determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace,
entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las
cantidades así  reajustadas devengarán  el interés penal mensual establecido en el
artículo 53 del Código Tributario.

Al  Director  Nacional  del  Instituto  de  Previsión  Social,  le
corresponderá ejercer las facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N°
3.536,  de  1980.  No  obstante,  la  información  señalada  en  el  inciso  tercero  del
mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de Pensiones.

Artículo 29.- La pensión básica solidaria de vejez e invalidez estará afecta a la cotización
que  establece  el  artículo  85  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  excepto  para  los
beneficiarios de dichas pensiones que sean carentes de recursos de acuerdo al Libro II
del DFL N°1, del Ministerio de Salud, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y
sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469. No
estarán obligados a realizar  dicha cotización los pensionados señalados en el  inciso
segundo del artículo segundo transitorio y artículo tercero transitorio de la presente ley.

Para  los  beneficiarios  de  pensiones  de  vejez  o  de  invalidez,  que  perciban  aporte
previsional solidario de vejez o invalidez, la cotización establecida en el artículo 85 del
decreto ley N° 3.500, de 1980, se realizará sobre el monto que resulte de sumar dicha
pensión y el referido aporte.

Artículo 29. La pensión básica solidaria de vejez e invalidez estará
afecta a la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980,
excepto para los beneficiarios de dichas pensiones que sean carentes de recursos de
acuerdo  al  Libro  II  del  DFL N°1,  del  Ministerio  de  Salud,  de  2005,  que fija  el  texto
refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979 y de las leyes N°
18.933 y N° 18.469. No estarán obligados a realizar dicha cotización los pensionados
señalados  en  el  inciso  segundo  del  artículo  segundo  transitorio  y  artículo  tercero
transitorio de la presente ley.

Para los beneficiarios de pensiones de vejez o de invalidez, que
perciban aporte previsional solidario de vejez o invalidez, la cotización establecida en el
artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, se realizará sobre el monto que resulte de
sumar dicha pensión y el referido aporte.

Artículo 30.- Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social  y
suscrito  por el  Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar los requisitos

Artículo 30. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y
Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar
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establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario; determinará los
casos en que el  peticionario  podrá  solicitar  ante  el  Instituto  de Previsión Social  que
reconsidere la  composición de su grupo familiar,  para lo  cual  podrá requerir  que se
excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4°, en función de
factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario, residen o no
en  la  misma  vivienda;  señalará  el  o  los  instrumentos  técnicos  de  focalización  y
procedimientos  que  utilizará  el  Instituto  de  Previsión  Social  para  determinar  lo
establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso per cápita
del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los
mismos para toda la  población.  Además,  fijará  los criterios para definir  el  umbral  de
focalización que determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población en
Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de los
beneficios del  sistema solidario;  los sistemas de control  y evaluación que utilizará el
Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos
establecidos  en  este  título,  y  las  demás  normas  necesarias  para  la  aplicación  del
Sistema de Pensiones Solidarias.

los requisitos establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario;
determinará los casos en que el peticionario podrá solicitar ante el Instituto de Previsión
Social que reconsidere la composición de su grupo familiar, para lo cual podrá requerir
que se excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el  artículo 4°,  en
función de factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario,
residen  o  no  en  la  misma  vivienda;  señalará  el  o  los  instrumentos  técnicos  de
focalización y procedimientos que utilizará el Instituto de Previsión Social para determinar
lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso per
cápita del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán
ser los mismos para toda la población. Además, fijará los criterios para definir el umbral
de focalización que determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población
en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de los
beneficios del  sistema solidario;  los sistemas de control  y evaluación que utilizará el
Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos
establecidos  en  este  título,  y  las  demás  normas  necesarias  para  la  aplicación  del
Sistema de Pensiones Solidarias.

Artículo 32.- Las personas que carezcan de recursos y gocen de pensión básica solidaria
de vejez  causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con
fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere persona distinta del
cónyuge,  hijos  o  padres  del  fallecido,  sólo  tendrá  derecho  a  tal  beneficio  hasta  la
concurrencia  del  monto  efectivo  de  su  gasto,  con  el  límite  establecido  en  el  inciso
primero  del  artículo  6°  del  decreto  con  fuerza  de  ley  citado  en  el  inciso  anterior,
quedando  el  saldo  hasta  completar  dicho  límite  a  disposición  del  o  la  cónyuge
sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.

El Instituto de Previsión Social  pagará el  beneficio a que se refiere este artículo con
cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto.

Artículo 32.- Las personas que carezcan de recursos y gocen de
pensión  básica  solidaria  de  vejez   causarán  asignación  por  muerte  en  los  términos
establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social.

Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere
persona distinta  del  cónyuge,  hijos o  padres  del  fallecido,  sólo  tendrá  derecho a tal
beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto, con el límite establecido
en el  inciso primero del  artículo 6° del  decreto con fuerza de ley citado en el  inciso
anterior, quedando el saldo hasta completar dicho límite a disposición del o la cónyuge
sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.

El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que se refiere
este  artículo  con  cargo  a los aportes  fiscales  que se  contemplen anualmente en su
presupuesto.  

Artículo 33.- Establécese un subsidio para las personas con discapacidad mental a que Artículo  33. Establécese  un  subsidio  para  las  personas  con
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se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de edad. Este subsidio se
otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del
decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones
que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará con los
recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la tuición y fiscalización de la
observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se refiere el presente artículo,
la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para
estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y aquellas
establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 

discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de
edad. Este subsidio se otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°,
6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social, disposiciones que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se
financiará con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.

Corresponderá  a  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  la
tuición y fiscalización de la observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se
refiere  el  presente artículo,  la  administración financiera del  mismo y el  control  de su
desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas
de la Superintendencia y aquellas establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso
anterior. 

Artículo 34.-  Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las leyes Nos.  18.056;
19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del sistema solidario
siempre  que  cumplan  los  requisitos  establecidos  en  el  presente  Título,  en  lo  que
corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el inciso anterior podrán
acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última
fuere de un monto superior al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte
de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de
las leyes señaladas en el inciso anterior.

Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el  inciso primero podrán
acceder al aporte previsional solidario de vejez, siempre que perciban pensión de vejez o
sobrevivencia,  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980.  En  estos  casos  al  monto  del
complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho
inciso.

Las  personas  que  perciban  pensiones  de  las  señaladas  en  el  inciso  primero  y  se
encuentren  percibiendo  pensiones  de  algún  régimen  previsional  administrado  por  el
Instituto de Normalización Previsional, podrán acceder al aporte previsional solidario de

Artículo 34. Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las
leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del
sistema solidario siempre que cumplan los requisitos establecidos en el presente Título,
en lo que corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el
inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o
invalidez  si  ésta  última  fuere  de  un  monto  superior  al  de  la  primera.  El  beneficio
ascenderá al valor que resulte de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones
que perciba el pensionado de las leyes señaladas en el inciso anterior.

Las  personas  que  perciban  pensiones  de  las  señaladas  en  el
inciso  primero  podrán  acceder  al  aporte  previsional solidario  de  vejez,  siempre  que
perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N° 3.500, de 1980. En estos
casos al monto del complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones
señaladas en dicho inciso.

Las  personas  que  perciban  pensiones  de  las  señaladas  en  el
inciso  primero  y  se  encuentren  percibiendo  pensiones  de  algún  régimen  previsional
administrado  por  el  Instituto  de  Normalización  Previsional,  podrán  acceder  al  aporte

234



vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio,
deducidas las pensiones del inciso primero.

Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234, se considerarán
como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del artículo 9°.

previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo
octavo transitorio, deducidas las pensiones del inciso primero.

Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N°
19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del
artículo 9°.

Artículo 35.- Introdúcense a la ley N° 19.949 las modificaciones siguientes:

a) Reemplázase en el artículo 2° la oración: “a las pensiones asistenciales del decreto
ley N° 869, de 1975” por la frase “a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.

b) Sustitúyanse en el inciso primero del artículo 7° la frase “en el decreto ley N° 869, de
1975,” por la siguiente: “de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez”, y la oración
“a la pensión asistencial” por la siguiente: “a las pensiones antes mencionadas”.

c) Elimínase en el artículo 9° la oración “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales”.

Artículo 35.-  Introdúcense a la ley N° 19.949 las modificaciones
siguientes:

a)  Reemplázase  en  el  artículo  2°  la  oración:  “a  las  pensiones
asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975” por la frase “a la pensión básica solidaria
de vejez o invalidez,”.

b) Suprímase en el inciso primero del artículo 7° las frases “y
en el decreto ley N° 869, de 1975” y “y a la pensión asistencial”; reemplazase en el
mismo  inciso  las  frases  “contemplan  dichos  cuerpos  legales”  por  “contempla
dicho cuerpo legal” y ”dichos cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el
texto, por “dicho cuerpo legal”; y reemplazase en el inciso segundo la frase “Estos
beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.

c) Elimínase en el artículo 9° la oración “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales”.
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Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones

Artículo 41. Créase la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que
estará integrada por un representante de los trabajadores, uno de los pensionados, uno
de las instituciones públicas, uno de las entidades privadas del sistema de pensiones y
un académico universitario, que la presidirá. 

La Comisión tendrá como función informar a la Subsecretaría de Previsión Social y a
otros  organismos públicos  del  sector,  sobre las evaluaciones que sus representados
efectúen sobre el funcionamiento del sistema de pensiones y proponer las estrategias de
educación y difusión de dicho sistema. 

La  Subsecretaría  de  Previsión  Social  otorgará  la  asistencia  administrativa  para  el
funcionamiento de esta Comisión.

La  Comisión  de  Usuarios  podrá  pedir  asistencia  técnica  a  los  órganos  públicos
pertinentes. 

Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito
también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de la Comisión
de Usuarios y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e
inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y  las demás normas necesarias para
su  adecuado  funcionamiento.  Los  integrantes  de  la  Comisión  percibirán  una  dieta
equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión,  con un límite
máximo mensual de doce unidades de fomento.

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones

Artículo 41.- Créase una Comisión de Usuarios por cada
una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que estará integrada por dos
representantes de los afiliados, uno de los empleadores, uno de los pensionados y
un académico universitario que la presidirá. Asimismo, créase una Comisión de
Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por los presidentes de
cada una de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.

Las  Comisiones  tendrán  como  función  informar  a  la
Superintendencia  de  Pensiones  sobre  las  evaluaciones  que  efectúen  sobre  el
funcionamiento del Sistema de Pensiones.

La  Superintendencia  de  Pensiones  otorgará  la  asistencia
administrativa para el funcionamiento de estas Comisiones.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y
Previsión  Social  y  suscrito  también  por  el  Ministro  de  Hacienda,  regulará  las
funciones e integración de las Comisiones a que se refiere este artículo y la forma
de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades,
causales  de  cesación  en  sus  cargos  y  las  demás  normas  necesarias  para  su
adecuado funcionamiento. Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las
Administradoras percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de
fomento por cada sesión,  con un límite  máximo mensual de doce unidades de
fomento.

Artículo 41 bis.- Las Comisiones de Usuarios a que se refiere
este párrafo estarán especialmente facultadas para conocer y ser informadas por
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la  Subsecretaría  de  Previsión  Social,  la  Superintendencia  de  Pensiones,  la
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  respectiva  y  el  Instituto  de  Previsión
Social, según corresponda, de las siguientes materias:

a) Medidas, instrumentos y procedimientos destinados al
adecuado  cumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  en  la  ley  para  las
instituciones públicas y privadas del Sistema de Pensiones;

b)  Cumplimiento  por  parte  de  las  Administradoras  de
Fondos  de  Pensiones  de  la  normativa  sobre  información  a  los  cotizantes  en
materia de rentabilidad y comisiones;

c)  Proceso  de  licitación  del  Seguro  de  Invalidez  y
Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980;

d) Proceso de licitación para la administración de cuentas
de capitalización individual, regulado en el Título XV del decreto ley Nº 3.500, de
1980, y

e) Estrategias de educación y difusión que se implementen
para el sistema previsional, así como la asignación de los recursos del Fondo para
la Educación Previsional.

A  su vez,  la  Superintendencia  de  Pensiones  deberá  remitir
anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada Administradora,
respecto  de  los  procesos de  fiscalización realizados durante  el  año calendario
anterior.
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Artículo 41 ter.- La Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones deberá emitir
un  informe  anual  que  contenga  los  resultados  y  conclusiones  de  las
observaciones al Sistema de Pensiones y las propuestas sobre la estrategia de
educación y difusión de dicho sistema, que efectúen las Comisiones de Usuarios
de  cada  una  de  las  Administradoras.  Dicho  informe  deberá  ser  remitido  a  la
Cámara de Diputados y difundido conforme al procedimiento y modalidades que
establezca el reglamento.

Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional

Artículo  42.  Créase  el  Fondo  para  la  Educación  Previsional,  administrado  por  la
Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos,
programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de
pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante
concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 

El Comité de Selección estará integrado por el presidente  de la Comisión de Usuarios
del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social
y por un representante del Instituto de Previsión Social.
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,  suscrito
también  por  el  Ministro  de  Hacienda,  establecerá  las  normas  de  administración  y
operación  del  Fondo  para  la  Educación  Previsional,  criterios  de  adjudicación  de  los
recursos,  reglas  de  funcionamiento  del  comité  de  selección  y  todas  las  que  sean
pertinentes.

A lo  menos el  sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá
destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y
difusión para beneficiarios que no residan en la  Región Metropolitana,  siempre  que
exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que
cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.

Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional

Artículo  42.  Créase  el  Fondo  para  la  Educación  Previsional,  administrado  por  la
Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos,
programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de
pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante
concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 

El Comité de Selección estará integrado por el presidente  de la Comisión de Usuarios
del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social
y por un representante del Instituto de Previsión Social.
Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,  suscrito
también  por  el  Ministro  de  Hacienda,  establecerá  las  normas  de  administración  y
operación  del  Fondo  para  la  Educación  Previsional,  criterios  de  adjudicación  de  los
recursos,  reglas  de  funcionamiento  del  comité  de  selección  y  todas  las  que  sean
pertinentes.

A lo  menos el  sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá
destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y
difusión para beneficiarios que no residan en la  Región Metropolitana,  siempre  que
exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que
cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.

Artículo 43.- El Fondo para la Educación Previsional estará constituido por: Artículo  43.- El  Fondo  para  la  Educación  Previsional  estará
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a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;
b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la
Subsecretaría  de  Previsión  Social,  con  beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones y
asignaciones  hereditarias  estarán  exentas  de  toda  clase  de  impuestos  y  de  todo
gravamen  o  pago  que  les  afecten.  Las  donaciones  no  requerirán  del  trámite  de
insinuación;
c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y
d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

constituido por:

a)  El  aporte  que  se  contemple  anualmente  en  la  Ley  de
Presupuestos;

b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que
acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social,  con beneficio de inventario.
Dichas  donaciones  y  asignaciones  hereditarias  estarán  exentas  de  toda  clase  de
impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del
trámite de insinuación;

c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional
a cualquier título, y

d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.
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Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones

Artículo  44.  Créase  la  Superintendencia  de  Pensiones,  organismo  público
descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá
por esta ley y su estatuto orgánico y se relacionará con el Presidente de la República por
intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través, de la Subsecretaría de
Previsión Social.

La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido
en la ley N° 19.882.

La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la
República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y
gastos.

La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos los efectos, sucesora y
continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones
creada  por  el  decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  con  todos  sus  derechos,  obligaciones,
funciones y atribuciones. Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas
jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se
entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones

Artículo 44.- Créase la Superintendencia de Pensiones, organismo
público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se
regirá  por  esta  ley  y  su  estatuto  orgánico  y  se  relacionará  con  el  Presidente  de  la
República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través, de la
Subsecretaría de Previsión Social.

La  Superintendencia  estará  regida  por  el  Sistema  de  Alta
Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

La  Superintendencia  estará  sometida  a  la  fiscalización  de  la
Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de
las cuentas de entradas y gastos.

La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos
los efectos, sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de
Fondos  de  Pensiones  creada  por  el  decreto  ley  N°3.500,  de  1980,  con  todos  sus
derechos,  obligaciones,  funciones  y  atribuciones.  Las  referencias  que  las  leyes,
reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras
de Fondos de Pensiones se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.

Artículo 49. El personal de la Superintendencia de Pensiones se regirá por las normas
estatutarias,  de  remuneraciones  y  otros  beneficios  pecuniarios  y  previsionales  que
actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de
Pensiones.

Artículo 49.- El personal de la Superintendencia de Pensiones se
regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y
previsionales  que  actualmente  rigen  al  personal  de  la  Superintendencia  de
Administradoras de Fondos de Pensiones.

Artículo 50. El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones estará formado por: Artículo 50.- El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones
estará formado por:
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a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;
b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;
c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o
adquiera a cualquier título;
d) Los frutos de sus bienes;
e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio
de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda
clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no
requerirán del trámite de insinuación;
f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y
g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.

a)  El  aporte  que  se  contemple  anualmente  en  la  Ley  de
Presupuestos;

b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que
se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que
acepte  con  beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones  y  asignaciones  hereditarias
estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.
Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g)  Los  aportes  que  reciba  a  cualquier  título  por  concepto  de
cooperación internacional.
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Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral

Artículo 51. Créase el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado, y por
tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente
de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de
la Subsecretaría de Previsión Social.  Tendrá por objeto especialmente la administración
del  sistema de  pensiones  solidarias  y  de  los  regímenes  previsionales  administrados
actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.

El  Instituto constituirá un servicio  público de aquéllos regidos por el  Sistema de Alta
Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

Artículo  51.- Créase  el  Instituto  de  Previsión  Social,  servicio
público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la
supervigilancia  del  Presidente  de  la  República,  a  través  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión Social,  por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social.   Tendrá por
objeto  especialmente  la  administración  del  sistema de  pensiones solidarias  y  de los
regímenes  previsionales  administrados  actualmente  por  el  Instituto  de  Normalización
Previsional.

El Instituto constituirá un servicio público de aquéllos regidos por el
Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

Artículo 53. El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.  Administrar  el  sistema  de  pensiones  solidarias,  conceder  los  beneficios  que  éste
contempla, cesarlos o modificarlos;

2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres establecidas en el Párrafo 1°
del Título III; 

3.  Administrar  el  subsidio  previsional  a  los  trabajadores  jóvenes,  establecido  en  el
Párrafo 3° del Título III;

4.  Otorgar  y  pagar las asignaciones familiares  a  los trabajadores independientes,  de
acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;

5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de
sus funciones;

6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de previsión y del Servicio de

Artículo 53.- El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes
funciones y atribuciones:

1.  Administrar  el  sistema de pensiones solidarias,  conceder  los
beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;

2.  Administrar  las  bonificaciones  por  hijo  para  las  mujeres
establecidas en el Párrafo 1° del Título III; 

3. Administrar el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes,
establecido en el Párrafo 3° del Título III;

4. Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores
independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;

5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos
a temas propios de sus funciones;
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Seguro Social como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como
asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos
contemplados en la Ley N°16.744;

7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas, de derecho público o privado,
tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social,  con el
objeto que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar a éstas servicios
tales como recepción,  tramitación o participación en el proceso de tramitación de los
beneficios que concedan; emisión de certificaciones;  pago de beneficios;  recepción y
tramitación de solicitudes y recepción de reclamaciones. Los precios y modalidades de
pago  de  los  servicios  que  se  presten  serán  fijados  por  Decreto  Supremo  conjunto
emanado de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y

8. Efectuar publicaciones informativas dentro del ámbito de su competencia.

6.  Administrar  los  regímenes  previsionales  de  las  cajas  de
previsión  y  del  Servicio  de  Seguro  Social  como  continuador  legal  del  Instituto  de
Normalización  Previsional,  como  asimismo,  los  demás  beneficios  que  dicho  Instituto
otorga, con excepción de aquellos contemplados en la Ley N°16.744;

7.  Celebrar  convenios  con  entidades  o  personas  jurídicas,  de
derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de
seguridad social, con el objeto que los Centros de Atención Previsional Integral puedan
prestar a éstas servicios tales como recepción, tramitación o participación en el proceso
de  tramitación  de  los  beneficios  que  concedan;  emisión  de  certificaciones;  pago  de
beneficios;  recepción  y  tramitación de solicitudes  y  recepción  de reclamaciones.  Los
precios y modalidades de pago de los servicios que se presten serán fijados por Decreto
Supremo  conjunto  emanado  de  los  Ministerios  del  Trabajo  y  Previsión  Social  y  de
Hacienda, y

8.  Efectuar  publicaciones  informativas  dentro  del  ámbito  de  su
competencia.

Artículo 57.  El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;
b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;
c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o
adquiera a cualquier título;
d) Los frutos de sus bienes;
e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio
de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda
clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no
requerirán del trámite de insinuación;
f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y
g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación internacional.

Artículo 57.-  El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará
formado por:

a)  El  aporte  que  se  contemple  anualmente  en  la  Ley  de
Presupuestos;

b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que
se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que
acepte  con  beneficio  de  inventario.  Dichas  donaciones  y  asignaciones  hereditarias
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estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.
Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g)  Los  aportes  que  perciba  por  concepto  de  cooperación
internacional.

Párrafo séptimo
De los Centros de Atención Previsional Integral

Artículo 58. El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención
Previsional  Integral  de  cobertura  nacional,  con  el  objeto  de otorgar  la  prestación  de
servicios  de  información  y  tramitación  en  materias  previsionales  a  los  usuarios  del
sistema previsional, facilitando el ejercicio de os derechos que les correspondan. 

Párrafo séptimo
De los Centros de Atención Previsional Integral

Artículo 58. El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención
Previsional  Integral  de  cobertura  nacional,  con  el  objeto  de otorgar  la  prestación  de
servicios  de  información  y  tramitación  en  materias  previsionales  a  los  usuarios  del
sistema previsional, facilitando el ejercicio de los derechos que les correspondan. 
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TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero
Bonificación por hijo para las mujeres

Artículo 64.  La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en el
literal  c)  del  artículo  3°  de  esta  ley,  y  que  sólo  se  encuentre  afiliada  al  sistema de
pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica
solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de
sobrevivencia  en  los  términos  que  se  establece  en  los  artículos  siguientes,  tendrá
derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del
presente Párrafo.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero
Bonificación por hijo para las mujeres

Artículo 64.  La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en el
literal  c)  del  artículo  3°  de  esta  ley,  y  que  sólo  se  encuentre  afiliada  al  sistema de
pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica
solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de
sobrevivencia  en  los  términos  que  se  establece  en  los  artículos  siguientes,  tendrá
derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del
presente Párrafo. 

Artículo 65. La bonificación consistirá en un aporte estatal  equivalente al  10% de 12
ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los trabajadores mayores de 18
años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de nacimiento del hijo.

Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de acuerdo al procedimiento
señalado en el  inciso anterior,  se le aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes
completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que
la mujer cumpla los 65 años de edad.

Artículo  65. La  bonificación  consistirá  en  un  aporte  estatal
equivalente al 10% de 12 ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los
trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de
nacimiento del hijo.

Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de
acuerdo  al  procedimiento  señalado  en  el  inciso  anterior,  se  le  aplicará  una  tasa  de
rentabilidad por cada mes completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo
hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.
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Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará una tasa de rentabilidad
equivalente a la rentabilidad real anual promedio de todos los Fondos tipo C, descontado
el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el total de ingresos de las
Administradoras de Fondos de Pensiones por  concepto de las comisiones a que se
refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con exclusión
de la parte destinada al pago de la prima del contrato de seguro a que se refiere el
artículo 59 del mismo cuerpo legal.

Para  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  precedente,  se
aplicará una tasa de rentabilidad equivalente a la  rentabilidad real anual promedio de
todos los Fondos Tipo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de
Pensiones el  total  de ingresos  de las Administradoras de  Fondos de  Pensiones por
concepto de las comisiones a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto
ley N° 3.500,  de 1980, con exclusión de la parte  destinada al  pago  de la prima del
contrato de seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.

Artículo 66.  A la mujer afiliada al sistema del decreto ley 3.500, de 1980, se le enterará
la bonificación en la cuenta de capitalización individual en el mes siguiente a aquel en
que cumpla los 65 años de edad.
Respecto  de  la  mujer  que  sea  beneficiaria  de  pensión  básica  solidaria  de  vejez,  el
Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada de referencia, que
se  determinará  según  el  procedimiento  establecido  en  la  letra  g)  del  artículo  2°,
considerando  como  su  saldo  la  o  las  bonificaciones  que  por  hijo  nacido  vivo  le
correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.
En el caso de una mujer que perciba una pensión de sobrevivencia, que se origine del
sistema  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  o  que  sea  otorgada  por  el  Instituto
Normalización  Previsional,  sin  ser  adicionalmente  afiliada  a  cualquier  régimen
previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada
en  el  inciso  precedente.  En  este  caso,  el  monto  resultante  se  sumará  al  aporte
previsional solidario que le corresponda.

Artículo  66.-  A  la  mujer  afiliada  al  sistema del  decreto  ley  N°
3.500, de 1980, se le enterará la bonificación en la cuenta de capitalización individual en
el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65 años de edad.

Respecto  de  la  mujer  que  sea  beneficiaria  de  pensión  básica
solidaria de vejez, el Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada
de referencia, que se determinará según el procedimiento establecido en la letra g) del
artículo 2°, considerando como su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le
correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.

En  el  caso  de  una  mujer  que  perciba  una  pensión  de
sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que sea
otorgada  por  el  Instituto  Normalización  Previsional,  sin  ser  adicionalmente  afiliada  a
cualquier régimen previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la
misma forma indicada en el  inciso precedente.  En este caso,  el  monto resultante se
sumará al aporte previsional solidario que le corresponda.

Artículo  68.  En  el  caso  de  adopción,   sea  simple  o  plena,  tendrán  derecho  a  la
bonificación, tanto  las madres biológicas como las adoptivas.  Tratándose de adopción
plena, cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto de Previsión
Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la Dirección
Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos nacidos
vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.

Artículo 68.- En el caso de adopción,  sea simple o plena, tendrán
derecho a la bonificación, tanto  las madres biológicas como las adoptivas.  Tratándose
de adopción plena, cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto
de Previsión Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la
Dirección Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos
nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.

Párrafo tercero
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Subsidio Previsional a los Trabajadores Jóvenes

Artículo 72. Los empleadores tendrán derecho a un subsidio estatal mensual,  por los
trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el que será equivalente al
cincuenta  por  ciento  de  la  cotización  previsional  dispuesta  en  el  inciso  primero  del
artículo  17,  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  calculado  sobre  un  ingreso  mínimo,
respecto de cada trabajador cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso
mínimo  mensual.  Este  beneficio  se  percibirá  en  relación  a  las  primeras  veinticuatro
cotizaciones, continuas o discontinuas y se imputará a las cotizaciones que el empleador
deba declarar y pagar por el respectivo trabajador.

Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, y por
igual  periodo,  recibirán  mensualmente  un  subsidio  estatal  del  mismo  monto,  que  se
integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.
El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración
del trabajador se incremente en hasta dos ingresos mínimos desde el décimo tercer mes
de percepción del beneficio.

Artículo  72.- Los  empleadores  tendrán  derecho  a  un  subsidio
estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el
que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización previsional dispuesta en el
inciso primero del artículo 17, del decreto ley N° 3.500, de 1980, calculado sobre un
ingreso mínimo, respecto de cada trabajador cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5
veces el ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibirá en relación a las primeras
veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas y se imputará a las cotizaciones que
el empleador deba declarar y pagar por el respectivo trabajador.

Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el
inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un subsidio estatal del mismo
monto, que se integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.

El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento
que la remuneración del trabajador se incremente en hasta dos ingresos mínimos desde
el décimo tercer mes de percepción del beneficio.

Artículo 73. El beneficio establecido en el artículo anterior se dispondrá a requerimiento
del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el Instituto de Previsión Social,
organismo  que  determinará  su  monto  y  lo  integrará  en  la  cuenta  de  capitalización
individual del trabajador respectivo.

La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, los
procedimientos  que  se  aplicarán  para  la  determinación,  concesión  y  pago  de  este
beneficio y de los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de
las normas previstas en este Párrafo.

El  subsidio  establecido en el  inciso segundo del  artículo  anterior,  no  se  considerará
cotización para efectos del  cobro de comisiones por parte de las Administradoras de

Artículo  73.-  El  beneficio  establecido  en  el  artículo  anterior  se
dispondrá a requerimiento del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el
Instituto de Previsión Social, organismo que determinará su monto y lo integrará en la
cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo.

La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma
de  carácter  general,  los  procedimientos  que  se  aplicarán  para  la  determinación,
concesión y pago de este beneficio y de los demás aspectos administrativos destinados
al cabal cumplimiento de las normas previstas en este Párrafo.

El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo anterior,
no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las
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Fondos  de  Pensiones,  cuando  ingrese  a  la  cuenta  de  capitalización  individual  del
trabajador.

Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a la cuenta de capitalización
individual del trabajador.

Artículo 74. La persona que percibiere indebidamente los subsidios de que trata este
Párrafo,  proporcionando  datos  o  antecedentes  falsos,  será  sancionada  conforme  al
artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir
al  Instituto  de  Previsión  Social  las  sumas  indebidamente  percibidas,  reajustadas  en
conformidad  a  la  variación  que  experimente  el  índice  de  precios  al  consumidor
determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace,
entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las
cantidades así reajustadas devengarán además un interés mensual de 1%. 

Artículo  74.  La  persona  que  percibiere  indebidamente  los
subsidios de que trata este Párrafo, proporcionando datos o antecedentes falsos, será
sancionada conforme al artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el
infractor  deberá  restituir  al  Instituto  de  Previsión  Social  las  sumas  indebidamente
percibidas,  reajustadas  en  conformidad  a  la  variación  que  experimente  el  índice  de
precios  al  consumidor  determinado  por  el  Instituto  Nacional  de  Estadísticas  o  el
organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que
antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés
penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES

Artículo 77.  Los  trabajadores  independientes  señalados  en  el  inciso
primero  del  artículo  89,  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  serán  beneficiarios  del
Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982,
en las mismas condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre
que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 

Para  determinar  el  valor  de  los  beneficios  que  concede  el  sistema  de  prestaciones
familiares señalado en el inciso anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio
de  la  renta  del  trabajador  independiente,  devengada  por  el  beneficiario  en  el  año
calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el
evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se considerarán todos
ellos.

Ante  el  Instituto  de Previsión Social   se acreditarán las  cargas  familiares  y  éste  las
informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del inciso siguiente.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES

Artículo 77.- Los trabajadores independientes señalados en el inciso primero del artículo
89, del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán beneficiarios del Sistema Único de

Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, en las mismas
condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre que se

encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 

Para determinar el valor de los beneficios que concede el sistema
de  prestaciones  familiares  señalado  en  el  inciso  anterior,  se  entenderá  por  ingreso
mensual  el  promedio  de  la  renta  del  trabajador  independiente,  devengada  por  el
beneficiario en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la
asignación. En el evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se
considerarán todos ellos.

Ante el  Instituto  de Previsión  Social   se acreditarán  las  cargas
familiares y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del
inciso siguiente.
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Los beneficios  del  Sistema de Prestaciones  Familiares  se  pagarán  anualmente  y  se
descontarán del pago de las cotizaciones previsionales que le corresponda realizar al
trabajador independiente.

Los beneficios del Sistema de Prestaciones Familiares se pagarán
anualmente  y  se  descontarán  del  pago  de  las  cotizaciones  previsionales  que  le
corresponda realizar al trabajador independiente.

TÍTULO V

SOBRE  BENEFICIOS  PREVISIONALES,  AHORRO  PREVISIONAL  VOLUNTARIO
COLECTIVO,  INVERSIONES,  SEGURO  DE  INVALIDEZ  Y  SOBREVIVENCIA  Y
COMPETENCIA

Párrafo primero
Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 79. Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  al  decreto  ley  Nº
3.500, de 1980:

Artículo 79. Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto
ley Nº 3.500, de 1980:

5. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 11°:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo
a ser tercero:

“El afiliado podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza con el objeto
que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como
observador a las sesiones de las Comisiones Médicas Regionales, en que se analice su
solicitud.  Si  no  ejerciere  dicha  opción,  la  respectiva  Comisión  Médica  Regional
designará, sin costo para el afiliado, para los fines antes indicados, a un médico cirujano
de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores que administrará y mantendrá
la Superintendencia. Asimismo, las compañías de seguros a que se refiere el artículo 59
podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones Regionales, para
que  asistan  como  observadores  a  las  sesiones  de  éstas,  cuando  conozcan  de  la
calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El
médico asesor y el observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción

5. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 11:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual
inciso segundo a ser tercero:

El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que
señalan las  letras  a)  o  b)  del  artículo  54, podrá  nombrar,  a  su  costa,  un  médico
cirujano de su confianza con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y
calificación de invalidez y  asista  como observador a las sesiones de las Comisiones
Médicas Regionales,  en que se analice su solicitud.  Si  no ejerciere  dicha opción,  la
respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, para los fines
antes indicados, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de
Asesores que administrará y mantendrá la Superintendencia. Asimismo, las compañías
de seguros a que se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada
una de las Comisiones Regionales, para que asistan como observadores a las sesiones
de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las
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del respectivo acuerdo.”.

b) Reemplázase la  segunda oración del  actual  inciso segundo que ha pasado a ser
tercero, por las siguientes: 

“El  reglamento  normará  la  organización,  las  funciones  de  las  Comisiones  y  de  los
médicos asesores de los afiliados incluidos en el Registro Público, así como el régimen
aplicable a éstos y a los médicos integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales
serán trabajadores dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por
ésta,  a  honorarios.  Dicho reglamento  dispondrá  también  las  exigencias  que  deberán
cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro
Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las facultades que tendrán
para el cumplimiento de su cometido.”.

c) Suprímese el actual inciso tercero.

d)  Intercálese en el  enunciado del  inciso quinto  entre  las palabra “reclamables”  y  la
preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga
el reglamento,”.

e) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre la expresión “caso” y
el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también a esta sesión, con
derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de Pensiones cuando
ésta lo requiera”.

f) Reemplazase en la primera oración del inciso duodécimo la expresión “octavo” por
“noveno”.

compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el observador tendrán derecho a voz
pero no a voto durante la adopción del respectivo acuerdo.  La Superintendencia de
Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que
afectarán al médico asesor y al observador.

b) Reemplázase la segunda oración del actual inciso segundo que
ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 

El Instituto de Previsión Social contribuirá al financiamiento
de las Comisiones Médicas en la misma forma que las Administradoras respecto
de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez. Para estos efectos, la
Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en lo que
concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos. El reglamento normará la
organización, las funciones de las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados
incluidos en el Registro Público, así como el régimen aplicable a éstos y a los médicos
integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales serán trabajadores dependientes
de  la  Superintendencia  y  deberán  ser  contratados  por  ésta,  a  honorarios.  Dicho
reglamento dispondrá también las exigencias que deberán cumplir los médicos cirujanos
asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro Público a que se refiere el
inciso anterior, así como también las facultades que tendrán para el cumplimiento de su
cometido. 

c) Suprímese el actual inciso tercero.

d)  Reemplázase  la  segunda  oración  del  inciso  cuarto  por  la  siguiente:  “Los
exámenes  serán  decretados  por  dicha  Comisión  y  financiados  por  las
Administradoras, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se
refiere el artículo 59; por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación
a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho
seguro;  por  el  Instituto  de  Previsión  Social,  en  el  caso  de  los  solicitantes  de
pensión  básica  solidaria  de  invalidez;  y  por  los  propios  interesados,
exclusivamente.”. A su vez, reemplázase en la cuarta oración, la expresión “las
Administradoras de Fondos de Pensiones” por “las entidades antes señaladas”.
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e)  Intercálese en el  enunciado del  inciso quinto  entre  las palabra “reclamables”  y  la
preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga
el  reglamento,”. A  su  vez,  reemplázase  la  frase  “afiliado  afectado,  por  la
Administradora  a  la  cual  éste  se  encuentre  incorporado”  por  la  siguiente
“solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y reemplázase la palabra
“tercero” por “cuarto”.

f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 
“Los  exámenes  de  especialidad  o  los  análisis  e  informes  que  demande  la
reclamación de un dictamen emitido por la Comisión Médica Regional, deberán ser
financiados  por  la  Administradora,  la  Compañía  de  Seguros,  el  Instituto  de
Previsión Social y el solicitante afectado, en la forma que señala el inciso cuarto, si
la reclamación proviene de este último. Si la reclamación  proviene de la compañía
de  seguros  o  del  Instituto  de  Previsión  Social,  dichos  exámenes,  análisis  e
informes  serán  financiados  exclusivamente  por  estas  instituciones.  Si  se
originaren  gastos  de  traslado,  éstos  serán  íntegramente  de  cargo  de  quien
reclame, salvo que el traslado haya sido ordenado por la Comisión Médica Central,
en cuyo caso tales gastos serán de cargo de la Administradora, la Compañía de
Seguros  o  el  Instituto  de  Previsión  Social,  según  corresponda,  aun  cuando el
reclamo haya sido interpuesto por el solicitante afectado.”.

g) Reemplázase al final del inciso séptimo la expresión “en
que  se  encuentra  afiliado”  por  la  siguiente  “,  en  el  caso  de  los  afiliados  no
cubiertos por el seguro a que se refiere el  artículo 59; y por las compañías de
seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el
caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro. Estos gastos serán financiados
por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica
solidaria de invalidez.”.

h)  Reemplázase en el  inciso octavo la  palabra “afiliado”
por “solicitante afectado”.
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i) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre
la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también
a esta sesión, con derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de
Pensiones cuando ésta lo requiera”.

j)  Reemplazase  en  la  primera  oración  del  inciso  duodécimo  la
expresión “octavo” por “noveno”.

6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del punto aparte (.) la frase
“que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que produjeron la invalidez”.

6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del
punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que
produjeron la invalidez”.

8 bis. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo siguiente:

a)  Reemplácese  en  su  inciso  segundo  la  expresión  “deberán”  por  “se  deberá”  e
incorpórese a continuación del  punto aparte (.)  que pasa a ser seguido,  la  siguiente
oración:

“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de la cotización adicional destinada
al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, será de cargo del empleador,
con excepción de los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se
encuentren percibiendo dicho subsidio.”.

b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y agréguese a 
continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y empleadores”.”.

8 bis. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo 
siguiente:

a) Reemplácese en su inciso segundo la expresión 
“deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte 
(.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de 
la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se 
refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los 
trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se 
encuentren percibiendo dicho subsidio.”.

b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y 
agréguese a continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y 
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empleadores”.”.

11. Intercálense, a continuación del artículo 20 E, los siguientes artículos 20 F a 20 N
nuevos:

“Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es un contrato de ahorro suscrito
entre  un  empleador,  por  sí  y  en  representación  de  sus  trabajadores,  y  una
Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del artículo 98, con el
objeto de incrementar los recursos previsionales de dichos trabajadores. 
Tendrán derecho a adherir a este tipo de contrato, los trabajadores dependientes regidos
por  el  Código  del  Trabajo  que  se  encuentren  afiliados  al  Sistema  de  Pensiones
establecido por esta ley o tengan la calidad de imponentes de alguno de los regímenes
previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social. 
El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus trabajadores la adhesión a uno
o más contratos de ahorro previsional voluntario colectivo. Los términos y condiciones de
cada  contrato  ofrecido  serán  convenidos  entre  el  empleador  y  la  Administradora  o
Institución  Autorizada  y  deberán  ser  igualitarios  para  todos  y  cada  uno  de  sus
trabajadores,  no  pudiendo  establecerse,  bajo  ninguna  circunstancia,  beneficios  que
favorezcan a uno o más de ellos. 
Los aportes del  empleador deberán mantener la misma proporción en función de los
aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador podrá establecer en
los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus
trabajadores. 
Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se les ofrezca adherir, no
pudiendo proponer modificaciones a los mismos.
Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo establecido en la norma de
carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 
Una vez vigente un contrato, el empleador quedará obligado a efectuar los aportes que el
respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del mismo, en las Administradoras
de  Fondos  de  Pensiones  o  Instituciones  Autorizadas,  con  las  cuales  celebro  dicho
contrato.  Con todo, cesará la obligación del  empleador si  el  trabajador manifiesta su

11. Intercálense, a continuación del artículo 20 E, los siguientes
artículos 20 F a 20 N nuevos:

“Artículo  20  F.-  Ahorro  previsional  voluntario  colectivo  es  un
contrato  de  ahorro  suscrito  entre  un  empleador,  por  sí  y  en  representación  de  sus
trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del
artículo  98,  con  el  objeto  de  incrementar  los  recursos  previsionales  de  dichos
trabajadores. 

Inciso segundo eliminado

El  empleador  podrá  ofrecer  a  todos  y  a  cada  uno  de  sus
trabajadores  la  adhesión  a  uno  o  más  contratos  de  ahorro  previsional  voluntario
colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido serán convenidos entre
el empleador y la Administradora o Institución Autorizada y deberán ser igualitarios para
todos  y  cada  uno  de  sus  trabajadores,  no  pudiendo  establecerse,  bajo  ninguna
circunstancia, beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 

Los aportes del empleador deberán mantener la misma proporción
en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador
podrá establecer en los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual
para todos sus trabajadores. 

Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se
les ofrezca adherir, no pudiendo proponer modificaciones a los mismos.

Los  contratos  sólo  serán  válidos  cuando  cumplan  con  lo
establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 

Una vez  vigente  un  contrato,  el  empleador  quedará  obligado  a
efectuar los aportes que el  respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del
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voluntad de no continuar realizando su aporte.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el empleador podrá, en virtud de dichos
contratos obligarse a efectuar su aporte aun cuando el trabajador no se obligue a ello. En
tal  caso,  podrá  establecerse  en  el  contrato  una  diferenciación  en  las  condiciones
relativas  al  monto  y  disponibilidad  de  los  aportes,  en  relación  a  las  condiciones
establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  

Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el empleador como para el
trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones a través
de una entidad pagadora de subsidios, cualquiera sea el número de días de reposo total
o parcial establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se
abstendrán  de  descontar  suma  alguna  destinada  a  la  cuenta  de  ahorro  voluntario
colectivo del trabajador. 
El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima en la Administradora o
Institución  Autorizada  durante  el  cual  el  trabajador  deberá  mantener  sus  aportes  en
aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar
realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se
refiere el artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por
escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o Institución
Autorizada correspondiente. 
El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el inciso anterior, podrá
manifestar  su  voluntad  de  reanudar  sus  aportes  de  acuerdo  al  contrato  de  ahorro,
siempre y cuando éste se encontrare vigente,  para lo cual deberá comunicarlo de la
misma  forma  al  empleador  y  a  la  Administradora  o  Institución  Autorizada
correspondiente,  generando  la  respectiva  obligación  del  empleador  de  reanudar  sus
aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 
Las  controversias  suscitadas  entre  el  trabajador  y  su  empleador  con  motivo  de  la
suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los Juzgados de Letras
del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.

mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, con
las cuales celebro dicho contrato.  Con todo, cesará la obligación del  empleador si  el
trabajador manifiesta su voluntad de no continuar realizando su aporte.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el  inciso anterior,  el  empleador
podrá,  en  virtud  de  dichos  contratos  obligarse  a  efectuar  su  aporte  aun  cuando  el
trabajador  no se  obligue  a  ello.  En  tal  caso,  podrá  establecerse  en el  contrato  una
diferenciación en las condiciones relativas al monto y disponibilidad de los aportes, en
relación a las condiciones establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.

Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el
empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago
de  cotizaciones  a  través  de  una  entidad  pagadora  de  subsidios,  cualquiera  sea  el
número  de  días  de  reposo  total  o  parcial  establecidos  en  la  licencia  médica.  Las
entidades pagadoras de subsidios se abstendrán de descontar suma alguna destinada a
la cuenta de ahorro voluntario colectivo del trabajador. 

El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima
en  la  Administradora  o  Institución  Autorizada  durante  el  cual  el  trabajador  deberá
mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su
voluntad de no continuar realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de
carácter general  a que se refiere el  artículo 20 G. En tal  caso,  el  trabajador deberá
comunicar su decisión por escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la
Administradora o Institución Autorizada correspondiente. 

El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el
inciso anterior,  podrá manifestar  su voluntad de reanudar sus aportes de acuerdo al
contrato de ahorro, siempre y cuando éste se encontrare vigente, para lo cual deberá
comunicarlo  de  la  misma  forma  al  empleador  y  a  la  Administradora  o  Institución
Autorizada  correspondiente,  generando  la  respectiva  obligación  del  empleador  de
reanudar sus aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 

Las controversias suscitadas entre el trabajador y su empleador
con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los
Juzgados de Letras del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.

Artículo  20  H.-  El  empleador  deducirá  los  aportes  de  los  trabajadores  de  su
remuneración, mensualmente o con la periodicidad que las partes acuerden. 

Artículo 20 H.- inciso final.
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En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de enterar los aportes se
aplicará lo  dispuesto  en  el  artículo  19.  La Administradora  o  la  Institución Autorizada
deberá, en representación de los trabajadores comprendidos en el contrato de ahorro,
seguir las acciones tendientes al cobro de tales aportes, sus reajustes e intereses, de
conformidad al procedimiento previsto en el mencionado artículo. 

Los  aportes  que  efectúen  empleador  y  trabajador,  se  depositarán  en  una  cuenta
individual, que se abrirá en una Administradora de Fondos de Pensiones o en alguna de
las   Instituciones  Autorizadas,  de  acuerdo  a  lo  especificado  en  el  contrato.  Dichas
entidades deberán registrar separadamente en la cuenta de capitalización individual del
trabajador los aportes efectuados por éste y por su empleador. 

Los recursos originados en los aportes efectuados por el trabajador serán siempre de su
propiedad.  Por  su  parte,  los  recursos  originados  en  los  aportes  efectuados  por  el
empleador serán de propiedad del trabajador una vez que se cumplan las condiciones
establecidas en el contrato respectivo. De esta forma, si el contrato de ahorro establece
un período mínimo de permanencia en la empresa, para que los aportes del empleador
sean  definitivamente  de  propiedad  del  trabajador,  se  requerirá  que  éste  cumpla
íntegramente dicho período o que se configure algunas de las causales establecidas
expresamente en el contrato para ello. Con todo, si el contrato de trabajo terminase por
la causal establecida en el artículo 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador
pasarán a ser de propiedad del trabajador. Si el trabajador no adquiere la propiedad de
los  recursos  originados en  aportes  efectuados por  el  empleador,  éste  deberá  retirar
dichos recursos,  de acuerdo al  procedimiento que determine una norma de carácter
general que dictará la Superintendencia. 

A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será aplicable lo establecido
en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.

A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será
aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.
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Artículo  20  J.-  Los  contratos  que el  empleador  ofrezca  a  sus  trabajadores,  deberán
especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que podrán desempeñar
la función de administración de los recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de
sus trabajadores. Con todo, los contratos que ofrezca el empleador no podrán incluir una
Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a él, según lo
dispuesto en el Título XV de la Ley N° 18.045 de Mercado de Valores.

Artículo  20  J.-  Los  contratos  que  el  empleador  ofrezca  a  sus
trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que
podrán desempeñar la función de administración de los recursos de ahorro previsional
voluntario  colectivo  de  sus  trabajadores.  Con  todo,  los  contratos  que  ofrezca  el
empleador no podrán incluir una Administradora o Institución Autorizada que sea una
persona relacionada a él, según lo dispuesto en el Título XV de la Ley N° 18.045 de
Mercado de Valores.
Las  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones  no  podrán  condicionar,  bajo
ninguna  circunstancia,  la  suscripción  de  un  contrato  de  Ahorro  Previsional
Voluntario  Colectivo  a  la  afiliación  o  traspaso  a  esa  Administradora  de  los
trabajadores que adhieran al contrato. La infracción a lo dispuesto en el presente
inciso, será sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto
con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario
colectivo  y  del  ahorro  previsional  voluntario  a  que  se  refiere  el  artículo  20,  los
trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:

a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce
del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional
voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el
trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los
aportes no sea gravada con el  impuesto único establecido en el  número 3 de dicho
artículo; o 

b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del
beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional
voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el
trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma
prevista en el número 3 de dicho artículo.

Artículo 20 L.-  Para efectos del  tratamiento tributario del  ahorro
previsional  voluntario  colectivo y  del  ahorro  previsional  voluntario  a  que se refiere  el
artículo  20,  los  trabajadores  podrán  optar  por  acogerse  a  alguno  de  los  siguientes
regímenes tributarios:

a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce
del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional
voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el
trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los
aportes no sea gravada con el  impuesto único establecido en el  número 3 de dicho
artículo; o 

b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del
beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional
voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el
trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma
prevista en el número 3 de dicho artículo.
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En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario señalado en la letra a) anterior,
la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al régimen tributario aplicable a la
cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará
en la forma prevista en dicho artículo.  En este mismo caso, cuando dichos aportes sean
destinados a anticipar o mejorar las pensiones, estas últimas se exceptuarán del pago de
impuesto a la renta por la parte que no corresponda a la rentabilidad de los aportes.

Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere el inciso primero, el
afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos aportes que efectúe
por  concepto  de   cotizaciones  voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  o  ahorro
previsional  voluntario  colectivo,  de  acuerdo  a  lo  que  establezca  la  Superintendencia
mediante norma de carácter general.

Por  su  parte,  los  aportes  que  los  empleadores  efectúen  a  los  planes  de  ahorro
previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la
renta  de  aquéllos.  Los  trabajadores  no  podrán  acoger  dichos  aportes  al  beneficio
establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero
serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados
de los planes.

En caso que los recursos originados en aportes del empleador sean retirados por el
trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el número 3 del artículo 42
bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador
sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 H,
aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la
Renta. En este último caso, la Administradora o Institución Autorizada deberá efectuar la
retención establecida en el N°3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario colectivo no estarán
afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 

En  el  caso  que  el  trabajador  se  acoja  al  régimen  tributario
señalado en la letra a) anterior, la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al
régimen tributario aplicable a la cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo
22 de esta ley, y se determinará en la forma prevista en dicho artículo.  En este mismo
caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de
jubilación,  podrán  ser  rebajados  de  la  base  imponible  del  impuesto
correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad.

Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere
el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos
aportes  que  efectúe  por  concepto  de   cotizaciones  voluntarias,  ahorro  previsional
voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, de acuerdo a lo que establezca la
Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, el monto total de
los aportes que se realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá
exceder de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.

Por  su  parte,  los  aportes  que  los  empleadores  efectúen  a  los
planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario
para producir la renta de aquéllos. Los trabajadores no podrán acoger dichos aportes al
beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, pero serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no
sean retirados de los planes.

En caso que los recursos originados en aportes del  empleador
sean retirados por el trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el
número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los
aportes del empleador sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso
cuarto del artículo 20 H, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la
Ley sobre Impuesto a la Renta. (suprime ultima frase)

Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario
colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 

Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional
voluntario  y  los  aportes  del  trabajador  y  del  empleador  para  el  ahorro  previsional
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Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes
del  trabajador y del  empleador para el  ahorro previsional  voluntario colectivo que se
realicen de acuerdo a la alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario
a que  se  refiere  dicha  letra,  por  la  parte  que  no  exceda a seiscientas  unidades de
fomento anuales por cada trabajador.

voluntario colectivo que se realicen de acuerdo a la alternativa b) del  inciso primero,
gozarán del beneficio tributario  a que se refiere dicha letra, por la parte que no exceda a
seiscientas unidades de fomento anuales por cada trabajador.

Artículo  20  O.-  El  trabajador  que  al  momento  de efectuar  cotizaciones  voluntarias  o
depósitos de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo,
perciba remuneraciones o rentas no afectas al  impuesto a la  renta y  que, a  su vez,
destine todo o parte del saldo de dichos ahorros a adelantar o incrementar su pensión,
tendrá derecho, al momento de pensionarse, a una bonificación que consistirá en un
aporte estatal que se abonará a la cuenta  de capitalización individual del trabajador al
momento de pensionarse.
El monto de esta bonificación será el equivalente al diez por ciento de lo ahorrado por el
trabajador  por  concepto  de  cotizaciones  voluntarias,  ahorro  previsional  voluntario  o
ahorro  previsional  voluntario  colectivo,  que  aquél  destine  a  pensión.  En  cada  año
calendario, la bonificación no podrá ser superior a un ingreso mínimo mensual del año en
que se efectuó el ahorro.
Al monto total de la bonificación resultante se le aplicará una tasa de rentabilidad de un
cuatro por ciento real por cada año completo, contado desde el mes de enero siguiente al
año calendario en que se haya efectuado la cotización o depósito y hasta el mes en que
el trabajador se pensione. La rentabilidad real por los meses que excedan el último año
completo previo a que el trabajador se pensione, se pagará proporcionalmente al período
anual.
Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además
será  suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda,  determinará  los  procedimientos  que  se
aplicarán para el otorgamiento del beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación
y pago y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.”.

12. Sustitúyese la primera oración del inciso cuarto del artículo 21 por la siguiente:

“Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el
número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada
año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario.”.

Artículo  20  O.-  El  trabajador  que  se  hubiere  acogido  al
régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que
destine todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro
previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo, a adelantar o
incrementar  su  pensión,  tendrá  derecho,  al  momento  de  pensionarse,  a  la
bonificación que se indica en este artículo. 

El monto de esta bonificación será el equivalente al quince
por  ciento  de  lo  ahorrado  por  el  trabajador  por  concepto  de  cotizaciones
voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo,
que aquél destine a adelantar o incrementar su pensión. En todo caso, en cada año
calendario,  la  bonificación  no  podrá  ser  superior  a  seis  unidades  tributarias
mensuales correspondientes al valor de la unidad tributaria mensual vigente el 31
de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.

Con  todo,  la  bonificación  establecida  en  este  artículo,
procederá  respecto  de  las  cotizaciones  voluntarias,  los  depósitos  de  ahorro
previsional  voluntario  y  los  aportes  del  trabajador  para  el  ahorro  previsional
voluntario  colectivo,  efectuados  durante  el  respectivo  año  calendario,  que  no
superen en su conjunto la suma equivalente a diez veces el total de cotizaciones
efectuadas por el trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero
del artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.

El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente
el monto de la bonificación, informándolo a la Tesorería General de la República
para que ésta proceda a efectuar el depósito a que se refiere el inciso siguiente.
Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones remitirán al Servicio
el monto total de las cotizaciones efectuadas por el trabajador, a que se refiere el
inciso precedente.

La bonificación a que se refiere este artículo se depositará
anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto, que se

258



abrirá en la Administradora de Fondos de Pensiones o Institución Autorizada en la
que se hubiese efectuado la correspondiente cotización voluntaria,  depósito de
ahorro  previsional  voluntario  o  de  ahorro  previsional  voluntario  colectivo.  El
monto  depositado  por  concepto  de  bonificación  estará  sujeto  a  las  mismas
condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito en virtud
del cual se originó.

Para cada retiro que afecte a los montos depositados que
hayan sido objeto de la presente bonificación, la Administradora de Fondos de
Pensiones  o  la  Institución  Autorizada  de  que  se  trate,  girará  desde  la  cuenta
referida en el inciso precedente a la Tesorería General de la República un monto
equivalente al 15% de aquel retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a
dicho monto. 

La  bonificación  establecida  en  el  presente  artículo  y  la
rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no
sean retiradas.

Las  Superintendencias  de  Pensiones,  de  Valores  y
Seguros  y  de  Bancos  e  Instituciones  Financieras,  dictarán  conjuntamente  una
norma de carácter general que establecerá los procedimientos que se aplicarán
para el  otorgamiento de la bonificación a que se refiere el  presente artículo,  la
oportunidad  de  su  solicitud,  su  tramitación  y  pago,  y  toda  otra  disposición
necesaria para su adecuada aplicación.

14. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:
a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro voluntario sólo podrán
ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenido en ellas.”.
b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez, sustitúyese en la segunda
oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones señaladas en este artículo”.

14. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:
a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:
“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro

voluntario  sólo  podrán  ser  establecidas  como un  porcentaje  del  saldo  mantenido  en
ellas.”.

b)  Elimínase  la  primera  oración  del  inciso  cuarto.  A  su  vez,
sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones
señaladas en este artículo”.

22. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:
a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:

22. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:
a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:
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“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que un Fondo cuente con
menos de treinta y seis meses de funcionamiento, la Administradora será responsable de
que la  rentabilidad real  anualizada del  respectivo Fondo,  para el  período en que se
encuentre operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:

1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según
corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de  funcionamiento  del  nuevo
Fondo, menos seis puntos porcentuales, y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según
corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de  funcionamiento  del  nuevo
Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.

2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según
corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de  funcionamiento  del  nuevo
Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según
corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de  funcionamiento  del  nuevo
Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.
b) Elimínase el inciso final. 

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que
un  Fondo  cuente  con  menos  de  treinta  y  seis  meses  de  funcionamiento,  la
Administradora será responsable de que la rentabilidad real anualizada del respectivo
Fondo, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la que resulte
inferior entre:

1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos
del  mismo  tipo,  según  corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de
funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales, y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos
del  mismo  tipo,  según  corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de
funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de
dicha rentabilidad.

2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:

a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos
del  mismo  tipo,  según  corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de
funcionamiento del nuevo Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y

b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos
del  mismo  tipo,  según  corresponda,  para  el  período  equivalente  a  los  meses  de
funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de
dicha rentabilidad.”.

b) Elimínase el inciso final. 

23. Derogánse los artículos 38 y 39. 23. Derógase el artículo 38 y reemplázase el artículo 39, por el
siguiente:
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“Artículo  39.-  Las  Administradoras  serán  responsables  por
los perjuicios causados a los afiliados en sus cuentas de capitalización individual
con ocasión del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las
instrucciones dadas por el afiliado a aquéllas en el ejercicio de los derechos que le
establece esta ley. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido
una pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la
Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia
podrá  ordenar  la  restitución  de  dicha  pérdida  a  la  cuenta  de  capitalización
individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de
carácter general. En este último caso, la Administradora podrá reclamar en contra
de tal determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.

27. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:

a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i.  Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i)  a la n) a ser letras h) a la m),
respectivamente.

ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:

“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”

iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:

“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados
extranjeros,  bancos  centrales  o  entidades  bancarias  extranjeras  o  internacionales;
acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas
por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en
los mercados internacionales y  que cumplan a lo  menos con las características que
señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso
vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras,

27. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:

a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:

i.  Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i)  a la n) a ser letras h) a la m),
respectivamente.

ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:

“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”

iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:

“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados
extranjeros,  bancos  centrales  o  entidades  bancarias  extranjeras  o  internacionales;
acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas
por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en
los mercados internacionales y  que cumplan a lo  menos con las características que
señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso
vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras,
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con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos
de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros
del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal
nacional;  y celebrar  contratos de préstamos de activos;  todo lo cual  se efectuará en
conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos
antes  señalados,  podrán invertir  en otros  valores  e  instrumentos financieros,  realizar
operaciones  y  celebrar  contratos  de  carácter  financiero,  que  autorice  la
Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que
establezca el Régimen de Inversión;”.

iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:

“k)  Otros  instrumentos  de  oferta  pública,  cuyos  emisores  sean  fiscalizados  por  la
Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones
Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo
informe del Banco Central de Chile;”

v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como
objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo
de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y”
por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por
normas de carácter  general  que dictará  la  Superintendencia.”  por  lo  siguiente  “en el
inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.

b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los
actuales  incisos  quinto  y  sexto  a  ser  incisos  décimo  tercero  y  décimo  cuarto,
respectivamente: 

“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los
instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a)
a la m) del inciso segundo de este artículo. 

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la

con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos
de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros
del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal
nacional;  y celebrar  contratos de préstamos de activos;  todo lo cual  se efectuará en
conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos
antes  señalados,  podrán invertir  en otros  valores  e  instrumentos financieros,  realizar
operaciones  y  celebrar  contratos  de  carácter  financiero,  que  autorice  la
Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que
establezca el Régimen de Inversión;”.

iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:

“k)  Otros  instrumentos  de  oferta  pública,  cuyos  emisores  sean  fiscalizados  por  la
Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones
Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo
informe del Banco Central de Chile;”

v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como
objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo
de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y”
por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por
normas de carácter  general  que dictará  la  Superintendencia.”  por  lo  siguiente  “en el
inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.

b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los
actuales  incisos  quinto  y  sexto  a  ser  incisos  décimo  tercero  y  décimo  cuarto,
respectivamente: 

“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los
instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a)
a la m) del inciso segundo de este artículo. 

Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la
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letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos
clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel  N-3, a que se refiere el
artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g)
que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán
adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a
que se refiere  la  letra  h)  y  títulos representativos de capital  de la  letra  j)  que estén
aprobados  por  la  Comisión  Clasificadora  de  Riesgo,  e  instrumentos  de  la  letra  k),
autorizados por  la  Superintendencia y  en caso que ésta  lo  requiera por la  Comisión
Clasificadora de Riesgo.

Las  acciones  a  que  se  refiere  la  letra  g)  podrán  ser  adquiridas  por  los  Fondos  de
Pensiones cuando el emisor disponga de estados financieros auditados para los últimos
tres años con resultados positivos al menos en los últimos dos; un apropiado nivel de
cobertura de gastos financieros; una adecuada liquidez financiera y un determinado nivel
de endeudamiento, todo ello en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. En el
caso de acciones de bancos o de instituciones financieras o de empresas de leasing no
se  considerarán  para estos efectos el  nivel  de cobertura  de gastos financieros  ni  la
liquidez  financiera.  Aquellas  acciones  que  no  cumplan  con  los  requisitos  anteriores
podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en
primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la
Ley N° 18.045. 
El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo y
el valor límite de los indicadores y requisitos, según corresponda,  a que se refiere el
inciso anterior. La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones
Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se establezcan
en el Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de
este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que
no cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más
tardar  los  días  diez de los  meses de abril,  junio,  octubre  y  diciembre  de cada año,
pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.
Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b),  c),  d),  e),  f),  i)  y k),  las
clasificaciones  de  riesgo  a  que  refiere  el  inciso  quinto  deberán  ser  elaboradas  en
conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se
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Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b),  c),  d),  e),  f),  i)  y k),  las
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conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se
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transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser
efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.

Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser
efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el
Banco  Central  de  Chile  las  considere  para  efectos  de  la  inversión  de  sus  propios
recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en
un  mercado  secundario  formal  nacional,  la  referida  clasificación  también  podrá  ser
efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la Ley N° 18.045. 

Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda
señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá
considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren
otorgado los clasificadores privados.
Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia
dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los
instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los
respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de
Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán
los  informes  de  actualización  periódica  que  deban  presentar  a  la  referida
Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 
Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l),  podrán tener
como  objeto  la  cobertura  del  riesgo  financiero  que  pueda  afectar  a  los  Fondos  de
Pensiones  u  otros  fines  distintos.  Aquellas  operaciones  que  tengan  por  objeto  fines
diversos de la cobertura del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el
Fondo posea en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo
objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo, producto
de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen de Inversión señalará
los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en
ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo,
dicho  Régimen  podrá  condicionar  la  autorización  de  operaciones  con  instrumentos
derivados a la adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean
los resguardos suficientes para su uso.”.

transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser
efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.

Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser
efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el
Banco  Central  de  Chile  las  considere  para  efectos  de  la  inversión  de  sus  propios
recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en
un  mercado  secundario  formal  nacional,  la  referida  clasificación  también  podrá  ser
efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la Ley N° 18.045. 

Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda
señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá
considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren
otorgado los clasificadores privados.
Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia
dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los
instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los
respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de
Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán
los  informes  de  actualización  periódica  que  deban  presentar  a  la  referida
Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 
Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l),  podrán tener
como  objeto  la  cobertura  del  riesgo  financiero  que  pueda  afectar  a  los  Fondos  de
Pensiones  u  otros  fines  distintos.  Aquellas  operaciones  que  tengan  por  objeto  fines
diversos de la cobertura del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el
Fondo posea en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo
objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo, producto
de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen de Inversión señalará
los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en
ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo,
dicho  Régimen  podrá  condicionar  la  autorización  de  operaciones  con  instrumentos
derivados a la adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean
los resguardos suficientes para su uso.”.
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c)  Sustitúyase  en  el  actual  inciso  quinto,  que  ha  pasado  a  ser  décimo  tercero,  la
expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez, sustitúyase la actual letra “i)” por la
letra “h)”.

d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, la expresión “,
k)”. A su vez, reemplázase la actual letra “l)” por la letra “k)”.

e)  Agrégase  el  siguiente  inciso  décimo  quinto  nuevo,  pasando  los  actuales  incisos
séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:
“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h),
i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con
los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se
ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 

f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes
siete  incisos  nuevos,  que  pasarán  a  ser  décimo  octavo  a  vigésimo  cuarto,
respectivamente:

“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se
indican en los números 1 al  4 siguientes,  deberán ceñirse a los límites máximos de
inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan
para cada uno de ellos: 

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en
la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo,
respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente,
para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y
50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.

2)  El  límite  máximo  para  la  inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en el extranjero corresponderá al mayor valor que resulte entre el límite

c)  Sustitúyase  en  el  actual  inciso  quinto,  que  ha  pasado  a  ser  décimo  tercero,  la
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séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:
“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h),
i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con
los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se
ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 

f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes
siete  incisos  nuevos,  que  pasarán  a  ser  décimo  octavo  a  vigésimo  cuarto,
respectivamente:

“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se
indican en los números 1 al  4 siguientes,  deberán ceñirse a los límites máximos de
inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan
para cada uno de ellos: 

1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en
la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo,
respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente,
para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y
50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.

2)  El  límite  máximo  para  la  inversión  de  los  Fondos  de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en el extranjero corresponderá al mayor valor que resulte entre el límite
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establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites
fijados para cada Tipo de Fondo.

El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los
Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un
rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los
límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un
rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del
Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde
20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el
Fondo Tipo E. 
Por  inversión  en  el  extranjero  se  entenderá  la  inversión  que  se  efectúe  en  títulos
extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión
de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5°
de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de
la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del
decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen
de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a
través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los
límites señalados.

3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria
que  podrán  mantener  las  Administradoras  para  cada  tipo  de  Fondo  no  podrán  ser
inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A;
25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo,
respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el
Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo
caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste,
menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 

4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan
en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k),
todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá

establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites
fijados para cada Tipo de Fondo.

El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los
Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un
rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los
límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un
rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del
Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde
20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el
Fondo Tipo E. 
Por  inversión  en  el  extranjero  se  entenderá  la  inversión  que  se  efectúe  en  títulos
extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión
de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5°
de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de
la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del
decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen
de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a
través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los
límites señalados.

3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria
que  podrán  mantener  las  Administradoras  para  cada  tipo  de  Fondo  no  podrán  ser
inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A;
25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo,
respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el
Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo
caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste,
menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 

4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan
en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k),
todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá
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ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para
cada Tipo de Fondo A, B, C, y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la
determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los
instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 

El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las
letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que
se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j)  y k),
cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%,
20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente.
Para efectos de este límite,  no se considerarán las cuotas de fondos de inversión y
fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo, cuando la cartera de inversiones de
dichos  fondos  se  encuentre  constituida  preferentemente  por  títulos  de  deuda.  El
Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la  cartera  de los
fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por
títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un
mayor  límite  máximo  en  instrumentos  representativos  de  capital,  deberá  tener  un
porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 
El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del
o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y
contratos  del  inciso  segundo.  Adicionalmente,  el  citado  Régimen  podrá  fijar  límites
mínimos sólo para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.

En  todo  caso,  el  Régimen  de  Inversión  deberá  establecer  límites  respecto  de  los
instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de
riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una
clasificación de riesgo efectuada por  una clasificadora privada,  la  cual  en todo caso
deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones
hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para
cada Tipo de Fondo A, B, C, y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la
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cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%,
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Para efectos de este límite,  no se considerarán las cuotas de fondos de inversión y
fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo, cuando la cartera de inversiones de
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Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la  cartera  de los
fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por
títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un
mayor  límite  máximo  en  instrumentos  representativos  de  capital,  deberá  tener  un
porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 
El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del
o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y
contratos  del  inciso  segundo.  Adicionalmente,  el  citado  Régimen  podrá  fijar  límites
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En  todo  caso,  el  Régimen  de  Inversión  deberá  establecer  límites  respecto  de  los
instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:

1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de
riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una
clasificación de riesgo efectuada por  una clasificadora privada,  la  cual  en todo caso
deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones
hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;
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2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel
N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;

3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos
en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos
mutuos  a  que se  refiere  la  letra  h),  no  aprobadas por  la  Comisión  Clasificadora  de
Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos
de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos
mediante los contratos a que se refiere el  inciso sexto del  artículo 48,  cuando estos
instrumentos sean de baja liquidez;

5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de
cuotas de fondos de inversión;

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la
letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);

8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, los
límites deberán ser fijados en función de los activos objetos involucrados, del valor de las
operaciones y de la inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer
límites a la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere
el artículo 34, y 

9)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como  objeto  el  préstamo  o  mutuo  de
instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las
letras j) y m).

2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas
cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel
N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;

3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos
en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos
mutuos  a  que se  refiere  la  letra  h),  no  aprobadas por  la  Comisión  Clasificadora  de
Riesgo;

4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos
de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos
mediante los contratos a que se refiere el  inciso sexto del  artículo 48,  cuando estos
instrumentos sean de baja liquidez;

5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de
cuotas de fondos de inversión;

6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la
letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;

7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);

8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, los
límites deberán ser fijados en función de los activos objetos involucrados, del valor de las
operaciones y de la inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer
límites a la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere
el artículo 34, y 

9)  Operaciones  o  contratos  que  tengan  como  objeto  el  préstamo  o  mutuo  de
instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las
letras j) y m).
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A su vez, el  Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de
Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 

El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los
instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h)
se  considerarán  de  baja  liquidez.  La  liquidez  de  estos  instrumentos  será  calculada
trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el
Régimen de Inversión, previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI.
La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que
hayan  sido  rechazados  por  el  Consejo  Técnico  de  Inversiones  y  asimismo,  en  la
mencionada  resolución  deberá  señalar  las  razones  por  las  cuales  no  consideró  las
recomendaciones que sobre  esta  materia  haya  efectuado el  referido  Consejo.  Dicha
Resolución  será  dictada  previa  visación  del  Ministerio  de  Hacienda,  a  través  de  la
Subsecretaría de Hacienda.”

g) En la primera oración del último inciso, reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y la
expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su
vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de
Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”.

A su vez, el  Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de
Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 

El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los
instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h)
se  considerarán  de  baja  liquidez.  La  liquidez  de  estos  instrumentos  será  calculada
trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el
Régimen de Inversión, previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI.
La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que
hayan  sido  rechazados  por  el  Consejo  Técnico  de  Inversiones  y  asimismo,  en  la
mencionada  resolución  deberá  señalar  las  razones  por  las  cuales  no  consideró  las
recomendaciones que sobre  esta  materia  haya  efectuado el  referido  Consejo.  Dicha
Resolución  será  dictada  previa  visación  del  Ministerio  de  Hacienda,  a  través  de  la
Subsecretaría de Hacienda.”
g) En la primera oración del último inciso, reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y la
expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su
vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de
Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”.

28. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:

a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la
expresión “, directa o indirectamente,”.

b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los
incisos segundo y tercero, respectivamente.

c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser

28. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:

a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la
expresión “, directa o indirectamente,”.

b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los
incisos segundo y tercero, respectivamente.

c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser
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inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez,
sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.

d) Agrégase los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto
a ser sexto:

“Las  Administradoras  que  hayan  invertido  recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones  en
acciones  de  sociedades  en  que  el  Estado,  directamente  o  por  intermedio  de  sus
empresas,  instituciones  descentralizadas,  autónomas,  municipales  o  a  través  de
cualquiera  persona jurídica,  sea controlador  en dichas  sociedades,  podrán ejercer  el
derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley
Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso
sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de
segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes
causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:

a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los
servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;

b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el
precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente
en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;

c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas
u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos
o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se
ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad
y especialidad que la sociedad requiera;

d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de
subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las
acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados
directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y

inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez,
sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.

d) Agrégase los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto
a ser sexto:

“Las  Administradoras  que  hayan  invertido  recursos  de  los  Fondos  de  Pensiones  en
acciones  de  sociedades  en  que  el  Estado,  directamente  o  por  intermedio  de  sus
empresas,  instituciones  descentralizadas,  autónomas,  municipales  o  a  través  de
cualquiera  persona jurídica,  sea controlador  en dichas  sociedades,  podrán ejercer  el
derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley
Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso
sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de
segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes
causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:

a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los
servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;

b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el
precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente
en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;

c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas
u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos
o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se
ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad
y especialidad que la sociedad requiera;

d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de
subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las
acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados
directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y
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e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la
sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la
sociedad.

Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades
clasificadoras a  que se  refiere  la  ley  N°  18.045  y podrán  ser  solicitadas  por  alguna
Administradora con cargo a ella.”.
e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su
vez, intercálase a entre el número “45” y la coma (,) lo siguiente: “y títulos representativos
de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así
como  para  otros  instrumentos  definidos  en  el  Régimen  de  Inversión,  que  incluyan
comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra
al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y
otros emisores”. 

ii)  Sustitúyase  en  la  cuarta  oración  la  expresión  “volúmenes  de  inversión,  zona
geográfica, tipo de empresa en las que inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión
y  régimen  tributario  que  les  sea  aplicable”,  por  la  siguiente:  “total  de  activos
administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que inviertan los emisores de
los instrumentos antes señalados”. 

iii)  Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con todo, las citadas comisiones
máximas no podrán exceder al promedio de las comisiones cobradas para el tipo de
instrumento que se trate según las características antes mencionadas.”.
f) Agrégase a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto los siguientes dos
incisos nuevos: 

“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente
fundada  y  que  procure  reflejar  valores  de  mercado,  las  comisiones  máximas  a  ser
pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la

e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la
sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la
sociedad.

Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades
clasificadoras a  que se  refiere  la  ley  N°  18.045  y podrán  ser  solicitadas  por  alguna
Administradora con cargo a ella.”.
e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:

i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su
vez, intercálase a entre el número “45” y la coma (,) lo siguiente: “y títulos representativos
de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así
como  para  otros  instrumentos  definidos  en  el  Régimen  de  Inversión,  que  incluyan
comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra
al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y
otros emisores”. 

ii)  Sustitúyase  en  la  cuarta  oración  la  expresión  “volúmenes  de  inversión,  zona
geográfica, tipo de empresa en las que inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión
y  régimen  tributario  que  les  sea  aplicable”,  por  la  siguiente:  “total  de  activos
administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que inviertan los emisores de
los instrumentos antes señalados”. 

iii)  Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con todo, las citadas comisiones
máximas no podrán exceder al promedio de las comisiones cobradas para el tipo de
instrumento que se trate según las características antes mencionadas.”.
f) Agrégase a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto los siguientes dos
incisos nuevos: 

“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente
fundada  y  que  procure  reflejar  valores  de  mercado,  las  comisiones  máximas  a  ser
pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la
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Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos
de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j)  del  inciso segundo del
artículo  45.  Al  efecto,  se  oirá  previamente  a  las  Administradoras.  Si  las  comisiones
pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas
serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación de tales comisiones se
considerarán,  al  menos,  las  clases  de  activos,  total  de  activos  administrados,  zona
geográfica y tipos de empresas en las que se inviertan los recursos de los Fondos a
través  de  una  entidad  extranjera.  La  referida  resolución  definirá  también  la  forma  y
periodicidad de la  devolución a  los Fondos de Pensiones de las comisiones que se
hubieren  pagado  a  la  entidad  mandataria  por  sobre  las  máximas  establecidas  en
conformidad  a  este  inciso.  Con  todo,  las  citadas  comisiones  no  podrán  exceder  al
promedio de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior. 

La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas
por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos
mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones
efectivamente  pagadas  a  las  entidades  mandatarias.  Asimismo,  las  Administradoras
deberán  publicar  estas  comisiones  en  la  forma  y  con  la  periodicidad  que  señale  la
Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos
de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j)  del  inciso segundo del
artículo  45.  Al  efecto,  se  oirá  previamente  a  las  Administradoras.  Si  las  comisiones
pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas
serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación de tales comisiones se
considerarán,  al  menos,  las  clases  de  activos,  total  de  activos  administrados,  zona
geográfica y tipos de empresas en las que se inviertan los recursos de los Fondos a
través  de  una  entidad  extranjera.  La  referida  resolución  definirá  también  la  forma  y
periodicidad de la  devolución a  los Fondos de Pensiones de las comisiones que se
hubieren  pagado  a  la  entidad  mandataria  por  sobre  las  máximas  establecidas  en
conformidad  a  este  inciso.  Con  todo,  las  citadas  comisiones  no  podrán  exceder  al
promedio de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior. 

La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas
por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos
mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones
efectivamente  pagadas  a  las  entidades  mandatarias.  Asimismo,  las  Administradoras
deberán  publicar  estas  comisiones  en  la  forma  y  con  la  periodicidad  que  señale  la
Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

29.  Sustitúyese  en  la  primera  oración  del  inciso tercero del  artículo  46,  la  frase “de
cobertura  de  riesgo  señaladas  en  la  letra  m)”  por  la  siguiente  “con  instrumentos
derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de
este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras
inversiones  que  se  realicen  en  mercados  internacionales”  por  la  siguiente:  “que  se
realicen en mercados nacionales e internacionales”.”

29.  Sustitúyese  en  la  primera  oración  del  inciso tercero del  artículo  46,  la  frase “de
cobertura  de  riesgo  señaladas  en  la  letra  m)”  por  la  siguiente  “con  instrumentos
derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de
este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras
inversiones  que  se  realicen  en  mercados  internacionales”  por  la  siguiente:  “que  se
realicen en mercados nacionales e internacionales”.”

30. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones
con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos

30. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones
con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos
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en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución
financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un
múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile
y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único
aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un
múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el
siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una
misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo
giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del
patrimonio de la empresa.”. 

d) Elimínase el actual inciso sexto.

e)  Reemplázase el  actual  inciso  séptimo,  que ha pasado a ser  inciso  quinto,  por  el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso
segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones
suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el
monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 

f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.

g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el
dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.

h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo

en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución
financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un
múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile
y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único
aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un
múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el
siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una
misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo
giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del
patrimonio de la empresa.”. 

d) Elimínase el actual inciso sexto.

e)  Reemplázase el  actual  inciso  séptimo,  que ha pasado a ser  inciso  quinto,  por  el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso
segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones
suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el
monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 

f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.

g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el
dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.

h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo
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quinto.

i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h)
del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante
los  contratos  a  que  se  refiere  el  inciso  sexto  del  artículo  48  en  los  casos  que
corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas
suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de
inversión.  Cuando  se  suscriban  cuotas  de  una  nueva  emisión,  el  monto  máximo  a
suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma
de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas
de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser
superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo
mutuo.”.

j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.

k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo
emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se
transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento
de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de
Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos
mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo
emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se
transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco
por ciento  de las cuotas en circulación o suscritas del  respectivo fondo mutuo o de
inversión.”.

l) Reemplázase el actual  inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el
siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una

quinto.

i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h)
del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante
los  contratos  a  que  se  refiere  el  inciso  sexto  del  artículo  48  en  los  casos  que
corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas
suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de
inversión.  Cuando  se  suscriban  cuotas  de  una  nueva  emisión,  el  monto  máximo  a
suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma
de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas
de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser
superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo
mutuo.”.

j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.

k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el
siguiente:  “La  suma de  las  inversiones  de  los  Fondos de  Pensiones  de  una  misma
Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo
emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se
transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento
de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de
Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos
mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo
emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se
transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco
por ciento  de las cuotas en circulación o suscritas del  respectivo fondo mutuo o de
inversión.”.

l) Reemplázase el actual  inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el
siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una
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misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una
misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad
emisora.”.

m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo,
por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones
de  una  misma  Administradora,  en  bonos  y  efectos  de  comercio  emitidos  por  una
sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por
ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 
n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.

o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo
por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las
inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en
bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo
sea  la  emisión  de  bonos o  efectos  de  comercio  respaldados por  títulos  de  créditos
transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 

p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.

q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la
expresión “k)” por la siguiente “h)”.

r)  Intercálase a continuación del  inciso décimo segundo nuevo,  los siguientes cuatro
incisos nuevos:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá
establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de
Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 

Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados de
acuerdo a lo siguiente: 

misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una
misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad
emisora.”.

m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo,
por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones
de  una  misma  Administradora,  en  bonos  y  efectos  de  comercio  emitidos  por  una
sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por
ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 
n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.

o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo
por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las
inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en
bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo
sea  la  emisión  de  bonos o  efectos  de  comercio  respaldados por  títulos  de  créditos
transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 

p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.

q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la
expresión “k)” por la siguiente “h)”.

r)  Intercálase a continuación del  inciso décimo segundo nuevo,  los siguientes cuatro
incisos nuevos:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá
establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de
Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 

Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados de
acuerdo a lo siguiente: 
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1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos de deuda a que se refieren las
letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45;

2) Concentración de la propiedad accionaria y liquidez bursátil, para las acciones a que
se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45;

3) Diversificación de la cartera de inversión, para las cuotas de fondos de inversión a que
se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45 y para los montos de los aportes
comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 

4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos de comercio de las letras e), f)
e i) del inciso segundo del artículo 45; 

5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y
sexto del artículo 45, y

6) Valor de los Fondos de Pensiones y monto del instrumento objeto de cobertura, para
las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo
del artículo 45.

El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones
efectúen a través de los emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo
del artículo 45.

El  Régimen  de  Inversión  no  podrá  establecer  límites  mínimos  para  la  inversión  por
emisor.”. 

s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser
inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”.  Asimismo, agrégase a continuación de la

1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos de deuda a que se refieren las
letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45;

2) Concentración de la propiedad accionaria y liquidez bursátil, para las acciones a que
se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45;

3) Diversificación de la cartera de inversión, para las cuotas de fondos de inversión a que
se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45 y para los montos de los aportes
comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 

4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos de comercio de las letras e), f)
e i) del inciso segundo del artículo 45; 

5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y
sexto del artículo 45, y

6) Valor de los Fondos de Pensiones y monto del instrumento objeto de cobertura, para
las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo
del artículo 45.

El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones
efectúen a través de los emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo
del artículo 45.

El  Régimen  de  Inversión  no  podrá  establecer  límites  mínimos  para  la  inversión  por
emisor.”. 

s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser
inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”.  Asimismo, agrégase a continuación de la
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palabra “ley” y antes del punto (.), la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A
su vez, Sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de
Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.

t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.

u)  Sustitúyese  en  el  actual  inciso  trigésimo  segundo,  que  ha  pasado  a  ser  inciso
vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la
frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k)
y n)” por la expresión “j) y m)”.
v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a
ser  inciso  vigésimo  segundo  la  expresión  “vigesimoséptimo,  vigesimoctavo  y
vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.

w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo
tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los
plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que
corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión
establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.

x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.

y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final:
“Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros
deberán  proporcionar  trimestralmente  a  la  Superintendencia  de  Pensiones,  según
corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los
Fondos de Pensiones.”.

palabra “ley” y antes del punto (.), la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A
su vez, Sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de
Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.

t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.

u)  Sustitúyese  en  el  actual  inciso  trigésimo  segundo,  que  ha  pasado  a  ser  inciso
vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la
frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k)
y n)” por la expresión “j) y m)”.
v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a
ser  inciso  vigésimo  segundo  la  expresión  “vigesimoséptimo,  vigesimoctavo  y
vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.

w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo
tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los
plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que
corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión
establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.

x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.

y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final:
“Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros
deberán  proporcionar  trimestralmente  a  la  Superintendencia  de  Pensiones,  según
corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los
Fondos de Pensiones.”.

31. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 

a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 

31. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 

a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 
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“Artículo 47 bis.-  Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos
directa  o  indirectamente en títulos emitidos o garantizados por  la  Administradora del
Fondo respectivo,  ni  tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por
personas relacionadas a esa Administradora.”

b)  Sustitúyese  el  inciso  final  por  el  siguiente:  “El  Régimen de Inversión  regulará las
inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos
o garantizados por  la  sociedad con  la  que  la  Administradoras  hubiera  contratado  la
administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una
persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de
recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones
que  administre,  en  títulos  emitidos  por  la  Administradora  o  por  sus  personas
relacionadas.”.

“Artículo 47 bis.-  Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos
directa  o  indirectamente en títulos emitidos o garantizados por  la  Administradora del
Fondo respectivo,  ni  tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por
personas relacionadas a esa Administradora.”

b)  Sustitúyese  el  inciso  final  por  el  siguiente:  “El  Régimen de Inversión  regulará las
inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos
o garantizados por  la  sociedad con  la  que  la  Administradoras  hubiera  contratado  la
administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una
persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de
recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones
que  administre,  en  títulos  emitidos  por  la  Administradora  o  por  sus  personas
relacionadas.”.

32. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.

b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al
séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:

“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos
a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la
Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente
oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión
aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 
d) Elimínase el actual inciso octavo.
e)  Reemplazáse en el  actual  inciso noveno la  primera oración:  por  la  siguiente:  “Se
extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se
encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar

32. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.

b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al
séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:

“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos
a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la
Superintendencia mediante norma de carácter general.”.

c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente
oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión
aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 
d) Elimínase el actual inciso octavo.
e)  Reemplazáse en el  actual  inciso noveno la  primera oración:  por  la  siguiente:  “Se
extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se
encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar
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los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al
momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de
Pensiones respectivo.”.

f)  Sustitúyese  en la  segunda oración del  inciso  décimo,  la  expresión  “i)  y  k)”  por  lo
siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la letra “l)
del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente:
“contrapartes”.  Por  su parte,  elimínase la  expresión:  “para  ser  contrapartes  en estas
operaciones”.

g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la
letra “j) del inciso segundo”.

los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al
momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de
Pensiones respectivo.”.

f)  Sustitúyese  en la  segunda oración del  inciso  décimo,  la  expresión  “i)  y  k)”  por  lo
siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la letra “l)
del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente:
“contrapartes”.  Por  su parte,  elimínase la  expresión:  “para  ser  contrapartes  en estas
operaciones”.

g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la
letra “j) del inciso segundo”.

h)  Intercálase  entre  la  segunda  y  tercera  oraciones  del  inciso  duodécimo,  la
siguiente frase: “asimismo, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir, para
efectos  de  fiscalización,  directamente  a  las  bolsas  de  valores,  a  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  o  la  Superintendencia  de  Bancos  e
Instituciones  Financieras,  según  corresponda,  información  de  transacciones
efectuadas  dentro  y  fuera  de  bolsa,  de  instrumentos  susceptibles  de  ser
adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan
ser realizadas por ellos, aun cuando en dichas transacciones no haya participado
un Fondo, alguna Administradora o cualquier persona con acceso a información a
que se refiere este inciso.”.

33. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central de Chile podrá establecer,
mediante norma de carácter general,” por la siguiente: “En el Régimen de Inversión se
podrá establecer”. A su vez, reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas
establecidas en los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en
dicho Régimen”.

33. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central de Chile podrá establecer,
mediante norma de carácter general,” por la siguiente: “En el Régimen de Inversión se
podrá establecer”. A su vez, reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas
establecidas en los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en
dicho Régimen”.
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34. Incorpórase el siguiente artículo 50:

“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada
uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran. Estas políticas deberán ser
aprobadas por el directorio de la Administradora.

La  Superintendencia  establecerá  mediante  norma  de  carácter  general  las  materias
mínimas que deberán contemplar las políticas de inversión de los recursos de los Fondos
de Pensiones, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma
en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.

La  Superintendencia  podrá  requerir  a  las  Administradoras  información  adicional,  que
fundamente las políticas de inversión.

El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la
Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del D.F.L. N°
101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  

Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión cuyas
funciones serán:

a) Diseñar las políticas de inversión de cada Fondo de Pensiones
y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;

b) Supervisar  el  cumplimiento  de  las  políticas  de  inversión
aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones
establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  

c) Revisar  los  objetivos,  las  políticas  y  procedimientos  para  la
administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y

34. Incorpórase el siguiente artículo 50:

“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada
uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran. Estas políticas deberán ser
aprobadas por el directorio de la Administradora.

La  Superintendencia  establecerá  mediante  norma  de  carácter  general  las  materias
mínimas que deberán contemplar las políticas de inversión de los recursos de los Fondos
de Pensiones, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma
en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.

La  Superintendencia  podrá  requerir  a  las  Administradoras  información  adicional,  que
fundamente las políticas de inversión.

El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la
Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del D.F.L. N°
101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  

Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión cuyas
funciones serán:

a) Diseñar las políticas de inversión de cada Fondo de Pensiones
y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;

b) Supervisar  el  cumplimiento  de  las  políticas  de  inversión
aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones
establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  

c) Revisar  los  objetivos,  las  políticas  y  procedimientos  para  la
administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y
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d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los
Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros,  y evacuar un
informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.

El  Comité  de  Inversión  deberá  estar  integrado  al  menos  por  tres  Directores  de  la
Administradora. 

El  Comité  de Inversión deberá dejar  constancia  en acta  de todas sus discusiones y
acuerdos.”.

d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los
Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros,  y evacuar un
informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.

El  Comité  de  Inversión  deberá  estar  integrado  al  menos  por  tres  Directores  de  la
Administradora. 

El  Comité  de Inversión deberá dejar  constancia  en acta  de todas sus discusiones y
acuerdos.”.

35. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis nuevo:

“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación
de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las
carteras de inversión de cada uno de ellos. 

La  Superintendencia,  mediante  norma  de  carácter  general,  podrá  establecer  los
procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las
carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada
norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y
la forma cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.

35. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis nuevo:

“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación
de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las
carteras de inversión de cada uno de ellos. 

La  Superintendencia,  mediante  norma  de  carácter  general,  podrá  establecer  los
procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las
carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada
norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y
la forma cómo se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.

47. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase:
“que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos
del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta
ley,  en la  forma que señale  la  Superintendencia  de  Administradoras  de Fondos de
Pensiones,” por “calculada”. Asimismo, reemplazase la última oración de este inciso por
la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la
tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de
Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.

47. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase:
“que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos
del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta
ley,  en la  forma que señale  la  Superintendencia  de  Administradoras  de Fondos de
Pensiones,” por “calculada”. Asimismo, reemplazase la última oración de este inciso por
la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la
tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de
Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.
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57. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:

a)  Reemplázase  el  actual  número  4.  por  el  siguiente:  “Fiscalizar  la  constitución,
mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”.”.

b) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 

“10.  Efectuar los estudios técnicos necesarios para el  desarrollo y fortalecimiento del
Sistema de  Pensiones  y  para  evaluar  la  calidad  de  las  pensiones que  obtienen  los
afiliados  y  beneficiarios  del  Sistema.  Para  efectuar  los  mencionados  estudios,  la
Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de
Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus
beneficiarios, que ésta le solicite.”.

c) Agrégase el siguiente N° 13 nuevo:

“13. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el
funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando
éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior,  la Superintendencia
podrá  requerir  el  envío  de  información  y  documentación  sustentatoria  o  bien  tener
acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.

57. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:

a)  Reemplázase  el  actual  número  4.  por  el  siguiente:  “Fiscalizar  la  constitución,
mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”.”.

b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del párrafo primero del N° 8 del
artículo 94, lo siguiente: “Para estos efectos y en forma previa, la Superintendencia
oficiará  a  las  sociedades administradoras  antes  mencionadas con el  objeto  de
poner en su conocimiento los hechos que se le imputan como constitutivos de
infracción, a fin de que éstas, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde
la  recepción  del  respectivo  oficio,  procedan  a  formular  sus  descargos  y
acompañen las probanzas en que fundamentan sus alegaciones.”.

b) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 

“10.  Efectuar los estudios técnicos necesarios para el  desarrollo y fortalecimiento del
Sistema de  Pensiones  y  para  evaluar  la  calidad  de  las  pensiones que  obtienen  los
afiliados  y  beneficiarios  del  Sistema.  Para  efectuar  los  mencionados  estudios,  la
Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de
Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus
beneficiarios, que ésta le solicite.”.

c) Agrégase el siguiente N° 13 nuevo:

“13. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el
funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando
éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior,  la Superintendencia
podrá  requerir  el  envío  de  información  y  documentación  sustentatoria  o  bien  tener
acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.

e) Agrégase el siguiente Nº 17:
“17. Supervisar administrativamente las Comisiones Médicas
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Regionales  y  Central  e  impartir  las  normas  operativas  que  se  requieran  para
calificar la invalidez. Asimismo, controlar que las Comisiones Médicas den debido
cumplimiento a las funciones que les correspondan, pudiendo siempre determinar
el  número  de  Comisiones  que  debe  funcionar  en  cada  Región,  impartir
instrucciones  acerca  de  su  equipamiento  y  requerir  a  dichas  Comisiones  la
información necesaria para su adecuada fiscalización.”.
f) Agrégase el siguiente Nº 18:

“18.-  Designar  mediante  resolución  fundada  a  uno  de  sus
funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con el objeto de
resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.

La  designación del  inspector  delegado no  podrá  tener  una
duración  superior  a  seis  meses,  renovable  por  una  sola  vez  por  un  período
máximo de seis meses, y deberá fundarse en alguna de las siguientes causales:

a) Infracciones o multas reiteradas.
b)  Rebeldía  para  cumplir  las  normas y  órdenes legalmente

impartidas por la Superintendencia.
c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes

en el directorio.
d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la

gestión de los Fondos de Pensiones.
e) Presunciones fundadas de que se han violado las normas

sobre  conflictos  de  interés,  operaciones  con  personas  relacionadas  o  el  giro
exclusivo de la Administradora o de las entidades de su grupo empresarial.

f) Solicitud de quiebra o cesación de pagos de cualquiera de
sus obligaciones significativas.

g) Declaración de quiebra o liquidación forzosa de cualquier
entidad del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.

h) Existencia de antecedentes fundados de que los Estados
Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real
situación financiera.

i)  Déficit  de  patrimonio  mínimo o  de  Encaje  requeridos  de
acuerdo a lo dispuesto en esta ley.

El  inspector  visará  todas  las  operaciones  de  la
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Administradora  y  tendrá  facultades  para  suspender  cualquier  acuerdo  del
directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que hagan temer por
la  seguridad  de  los  Fondos  de  Pensiones  o  por  la  estabilidad  económica  de
aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá hacerse acompañar
por otros funcionarios  de la  Superintendencia,  así  como contratar  consultorías
privadas externas con cargo a la Administradora.

La  Administradora  afectada  podrá  reclamar  contra  la
designación del inspector a que se refiere este número, conforme al procedimiento
establecido  en  el  Nº  8  de  este  artículo.  La  interposición  de  dicho  recurso  no
suspenderá los efectos de dicha designación.”.

60. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos
puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyase las letras a), b), c), d),
e) y f) por las siguientes: 

“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por
fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la
letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k) , todas del inciso
segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de
las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;

b)  Rechazar,  de  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  artículo  105,  las  clasificaciones
practicadas por  clasificadoras  de  riesgo  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  la  ley  N°
18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas
del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones
de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 

c)  Establecer  los  procedimientos  específicos  de  aprobación  de  cuotas  de fondos de
inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de
capital  de la letra j),  de instrumentos contemplados en la letra k)  y de las entidades
contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas

60. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos
puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyase las letras a), b), c), d),
e) y f) por las siguientes: 

“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por
fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la
letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k) , todas del inciso
segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de
las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;

b)  Rechazar,  de  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  artículo  105,  las  clasificaciones
practicadas por  clasificadoras  de  riesgo  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  la  ley  N°
18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas
del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones
de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 

c)  Establecer  los  procedimientos  específicos  de  aprobación  de  cuotas  de fondos de
inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de
capital  de la letra j),  de instrumentos contemplados en la letra k)  y de las entidades
contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas
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del inciso segundo del artículo 45;
d)  Establecer  las  equivalencias  entre  las  clasificaciones  de  los  títulos  de  deuda
señalados  en  la  letra  j)  inciso  segundo  del  artículo  45,  realizadas  por  entidades
clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el
artículo 105, y

e)  Establecer,  no  obstante  lo  señalado  en  la  letra  c)  anterior,  los  procedimientos
específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la
letra  j)  inciso  segundo  del  artículo  45,  que  se  transen  en  los  mercados  formales
nacionales.”. 

del inciso segundo del artículo 45;
d)  Establecer  las  equivalencias  entre  las  clasificaciones  de  los  títulos  de  deuda
señalados  en  la  letra  j)  inciso  segundo  del  artículo  45,  realizadas  por  entidades
clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el
artículo 105, y

e)  Establecer,  no  obstante  lo  señalado  en  la  letra  c)  anterior,  los  procedimientos
específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la
letra  j)  inciso  segundo  del  artículo  45,  que  se  transen  en  los  mercados  formales
nacionales.”. 

61. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:

“a)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Pensiones  designado  por  el
Superintendente de ésta;

b)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Bancos  e  Instituciones  Financieras
designado por el Superintendente de ésta;

c)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  designado  por  el
Superintendente de ésta, y”.

b) Elimínase el inciso cuarto.

c)  Reemplázase  el  actual  inciso  quinto,  que  ha  pasado  a  ser  inciso  cuarto,  por  lo
siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en
las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su
suplente.”.

61. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:

“a)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Pensiones  designado  por  el
Superintendente de ésta;

b)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Bancos  e  Instituciones  Financieras
designado por el Superintendente de ésta;

c)  Un  funcionario  de  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  designado  por  el
Superintendente de ésta, y”.

b) Elimínase el inciso cuarto.

c)  Reemplázase  el  actual  inciso  quinto,  que  ha  pasado  a  ser  inciso  cuarto,  por  lo
siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en
las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su
suplente.”.
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62. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:

a) Elimínase los incisos primero y segundo.

b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso
único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázase la
letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”.
A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo
siguiente:  “representativos  de  capital”  y  reemplázase  la  letra  “k)”  por  la  letra  “j)”.
Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la
expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,”.

62. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:

a) Elimínase los incisos primero y segundo.

b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso
único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázase la
letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”.
A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo
siguiente:  “representativos  de  capital”  y  reemplázase  la  letra  “k)”  por  la  letra  “j)”.
Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la
expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,”.

63. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 

a) Reemplázase los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 

“Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a
que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se
tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:
1. Categoría AAA;
2. Categoría AA;
3. Categoría A;
4. Categoría BBB;
5. Categoría BB;
6. Categoría B;
7. Categoría C;
8. Categoría D, y
9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.

Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se
refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda
de corto plazo:

63. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 

a) Reemplázase los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 

“Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a
que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se
tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:
1. Categoría AAA;
2. Categoría AA;
3. Categoría A;
4. Categoría BBB;
5. Categoría BB;
6. Categoría B;
7. Categoría C;
8. Categoría D, y
9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.

Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se
refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda
de corto plazo:
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1. Nivel 1 (N 1);
2. Nivel 2 (N 2);
3. Nivel 3 (N 3);
4. Nivel 4 (N 4), y
5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.
b) Sustitúyese los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 

“Para  ejercer  la  atribución  a  que  se  refiere  la  letra  b)  del  artículo  99,  la  Comisión
Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá
ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la
ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún
hecho  que  a  juicio  de  dos  miembros  de  la  Comisión  Clasificadora  pueda  impactar
negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la
categoría de riesgo del título.

Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar
todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de
los  miembros  asistentes  a  la  sesión,  debiendo  constar  en  acta  el  fundamento  del
rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la
menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco
miembros.”.

c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la
palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.

d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá
establecer  factores  adicionales  adversos que pudieran  modificar  la  clasificación final.
Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte,
reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.

e) Elimínase el inciso octavo.

1. Nivel 1 (N 1);
2. Nivel 2 (N 2);
3. Nivel 3 (N 3);
4. Nivel 4 (N 4), y
5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.
b) Sustitúyese los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 

“Para  ejercer  la  atribución  a  que  se  refiere  la  letra  b)  del  artículo  99,  la  Comisión
Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá
ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la
ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún
hecho  que  a  juicio  de  dos  miembros  de  la  Comisión  Clasificadora  pueda  impactar
negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la
categoría de riesgo del título.

Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar
todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de
los  miembros  asistentes  a  la  sesión,  debiendo  constar  en  acta  el  fundamento  del
rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la
menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco
miembros.”.

c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la
palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.

d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá
establecer  factores  adicionales  adversos que pudieran  modificar  la  clasificación final.
Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte,
reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.

e) Elimínase el inciso octavo.
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64. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:

a) Elimínase los incisos primero al séptimo inclusive.

b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes
tres incisos nuevos:

“Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso
segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de
dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una
Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el
inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que
el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 

Los  requisitos  de  aprobación  considerarán  una  adecuada  diversificación  de  las
inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine
la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo
publicado en el  Diario  Oficial.  Adicionalmente,  se considerará que al  momento de la
aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de inversión.
La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por
los  respectivos  emisores  en  la  forma  y  oportunidad  que  determine  la  Comisión
Clasificadora.

La  especificación  conceptual,  la  metodología  de  cálculo  y  el  valor  límite  de  los
indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión
Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo
publicarlos en el Diario Oficial.”.

c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la
letra “j)”.

64. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:

a) Elimínase los incisos primero al séptimo inclusive.

b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes
tres incisos nuevos:

“Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso
segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de
dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una
Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el
inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que
el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 

Los  requisitos  de  aprobación  considerarán  una  adecuada  diversificación  de  las
inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine
la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo
publicado en el  Diario  Oficial.  Adicionalmente,  se considerará que al  momento de la
aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de inversión.
La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por
los  respectivos  emisores  en  la  forma  y  oportunidad  que  determine  la  Comisión
Clasificadora.

La  especificación  conceptual,  la  metodología  de  cálculo  y  el  valor  límite  de  los
indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión
Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo
publicarlos en el Diario Oficial.”.

c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la
letra “j)”.
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d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la
palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.

d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la
palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.

66. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.

b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la
Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los
plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar
una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.” 

d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la
expresión “su decisión respecto”. A su vez elimínase la segunda y tercera oración de
este inciso.

66. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.

b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la
Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los
plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar
una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.” 

d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la
expresión “su decisión respecto”. A su vez elimínase la segunda y tercera oración de
este inciso.

67. Reemplázase la segunda oración de inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 

“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a
que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c),
d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de
los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así
como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”

67. Reemplázase la segunda oración de inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 

“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a
que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c),
d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de
los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así
como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”
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72. Agrégase al Artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:

“Asimismo,  la  función  de  comercialización  de  los  servicios  prestados  por  la
Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o
servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al
que pertenezca la Administradora. 

En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas
comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán
ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al
que aquélla pertenezca.

Las  dependencias  de  atención  de  público  de  las  Administradoras  no  podrán  ser
compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.”

72. Agrégase al Artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:

“Asimismo,  la  función  de  comercialización  de  los  servicios  prestados  por  la
Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o
servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al
que pertenezca la Administradora. 

En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas
comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán
ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al
que aquélla pertenezca.

Las  dependencias  de  atención  de  público  de  las  Administradoras  no  podrán  ser
compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.

Si  una  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  entregare  a  cualquiera  de  las
entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la
base de datos de carácter personal de sus afiliados, las entidades involucradas
serán solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23
de la Ley N° 19.628.”
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NUMERAL 73 BIS

“73 bis.- Elimínanse la segunda y tercera oraciones de la
letra b) del inciso primero del artículo 156.”.
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74. Agrégase los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a
ser Título XVIII:

“TITULO XV
De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual

Artículo 160.- La Superintendencia efectuará,  por sí  o a través de la contratación de
servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de
las cuentas de capitalización individual  de los afiliados a que se refieren los incisos
cuarto y quinto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se
refiere  el  artículo  161.  En  cada  licitación  se  adjudicará  el  servicio  a  la  entidad  que,
cumpliendo  con  los  requisitos  de  este  Título,  ofrezca  cobrar  la  menor  comisión  por
depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 

Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo anterior, la Superintendencia
podrá  abstenerse  de  licitar  en  un  periodo  determinado cuando existan  antecedentes
técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán
estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 

El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las
respectivas bases de licitación y no podrá exceder los dieciocho  meses, contados desde
la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.

Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se
afilien  al  Sistema  durante  el  período  correspondiente  a  los  doce  meses  siguientes,
deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el
término  del  período  de  permanencia  señalado  en  el  inciso  anterior.  Lo  anterior,  sin
perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.

Los trabajadores que estén afiliados al  Sistema antes del  inicio  de cada proceso de
licitación y que deseen participar en él, deberán inscribirse en una nómina creada para
tal  efecto.  La  mencionada  nómina  será  administrada  por  la  Superintendencia  y  se
mantendrá vigente sólo durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de

74. Agrégase los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a
ser Título XVIII:

“TITULO XV
De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual

Artículo 160.- La Superintendencia efectuará,  por sí  o a través de la contratación de
servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de
las cuentas de capitalización individual  de los afiliados a que se refieren los incisos
cuarto y quinto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se
refiere  el  artículo  161.  En  cada  licitación  se  adjudicará  el  servicio  a  la  entidad  que,
cumpliendo  con  los  requisitos  de  este  Título,  ofrezca  cobrar  la  menor  comisión  por
depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 

Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo anterior, la Superintendencia
podrá  abstenerse  de  licitar  en  un  periodo  determinado cuando existan  antecedentes
técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán
estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 

El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las
respectivas bases de licitación y no podrá exceder los dieciocho  meses, contados desde
la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.

Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se
afilien  al  Sistema  durante  el  período  correspondiente  a  los  doce  meses  siguientes,
deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el
término  del  período  de  permanencia  señalado  en  el  inciso  anterior.  Lo  anterior,  sin
perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.

Los trabajadores que estén afiliados al  Sistema antes del  inicio  de cada proceso de
licitación y que deseen participar en él, deberán inscribirse en una nómina creada para
tal  efecto.  La  mencionada  nómina  será  administrada  por  la  Superintendencia  y  se
mantendrá vigente sólo durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de
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inscripción en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a
que se refiere  el  artículo  166. La inscripción en la nómina mencionada constituye la
manifestación de voluntad del afiliado de mantenerse o traspasarse a la Administradora
adjudicataria,  aceptando  de  esta  forma  la  comisión  por  depósito  de  cotizaciones
periódicas ofrecida.  No obstante lo  anterior,  estos trabajadores podrán manifestar  su
voluntad de no ser traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya
para efectos de prestar el servicio licitado, dentro del plazo de seis meses establecido en
el  inciso  anterior  o,  una  vez  afiliados  a  aquélla,  traspasarse  libremente  a  otra
Administradora. 

La inscripción en la nómina deberá efectuarse en las oficinas de la Secretaría Regional
Ministerial  del  Trabajo  y  Previsión  Social  o  en  los  Centros  de  Atención  Previsional
Integral o en otra entidad que mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar
este servicio. La inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de
otros medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la norma
de carácter general a que se refiere el artículo 166. La nómina constituirá instrumento
público para todos los efectos legales.

inscripción en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a
que se refiere  el  artículo  166. La inscripción en la nómina mencionada constituye la
manifestación de voluntad del afiliado de mantenerse o traspasarse a la Administradora
adjudicataria,  aceptando  de  esta  forma  la  comisión  por  depósito  de  cotizaciones
periódicas ofrecida.  No obstante lo  anterior,  estos trabajadores podrán manifestar  su
voluntad de no ser traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya
para efectos de prestar el servicio licitado, dentro del plazo de seis meses establecido en
el  inciso  anterior  o,  una  vez  afiliados  a  aquélla,  traspasarse  libremente  a  otra
Administradora. 

La inscripción en la nómina deberá efectuarse en las oficinas de la Secretaría Regional
Ministerial  del  Trabajo  y  Previsión  Social  o  en  los  Centros  de  Atención  Previsional
Integral o en otra entidad que mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar
este servicio. La inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de
otros medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la norma
de carácter general a que se refiere el artículo 166. La nómina constituirá instrumento
público para todos los efectos legales.

Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos
de Pensiones existentes y aquéllas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún
no  estén  constituidas  como  tales.  Estas  últimas  deberán  contar  con  el  certificado
provisional  de autorización a  que se refiere  el  artículo  130 de la  ley N°  18.046 y la
aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir
con  los  requisitos  técnicos,  económicos,  financieros  y  jurídicos  que  le  permitan
constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos
se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán
calificados previamente por la Superintendencia. 

Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos
de Pensiones existentes y aquéllas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún
no  estén  constituidas  como  tales.  Estas  últimas  deberán  contar  con  el  certificado
provisional  de autorización a  que se refiere  el  artículo  130 de la  ley N°  18.046 y la
aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir
con  los  requisitos  técnicos,  económicos,  financieros  y  jurídicos  que  le  permitan
constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos
se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán
calificados previamente por la Superintendencia. 

Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la
presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el
Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social  mediante  Decreto  Supremo.  Dichas  bases
estarán  a  disposición  de  los  interesados,  previo  pago  de  su  valor,  el  que  será
determinado  por  la  Superintendencia  y  será  de  beneficio  fiscal.  Las  bases  deberán
contener, a lo menos, lo siguiente:

Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la
presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el
Ministerio  del  Trabajo  y  Previsión  Social  mediante  Decreto  Supremo.  Dichas  bases
estarán  a  disposición  de  los  interesados,  previo  pago  de  su  valor,  el  que  será
determinado  por  la  Superintendencia  y  será  de  beneficio  fiscal.  Las  bases  deberán
contener, a lo menos, lo siguiente:
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a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;

b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;

c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;

d) Monto de la garantía de implementación;
e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;

f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;

g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 

h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;

i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;

j)  Fecha  de  inicio  de  operaciones  de  las  entidades  adjudicatarias  que  no  estén
constituidas como Administradoras al momento de la licitación;

k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales;

l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.

a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;

b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;

c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;

d) Monto de la garantía de implementación;
e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;

f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;

g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 

h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;

i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;

j)  Fecha  de  inicio  de  operaciones  de  las  entidades  adjudicatarias  que  no  estén
constituidas como Administradoras al momento de la licitación;

k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales;

l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.

Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser
inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al
momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya
comunicado una modificación a aquella, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del
artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el
Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.

La  adjudicación  del  servicio  se  efectuará  mediante  resolución  fundada  de  la

Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser
inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al
momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya
comunicado una modificación a aquella, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del
artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el
Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.

La  adjudicación  del  servicio  se  efectuará  mediante  resolución  fundada  de  la
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Superintendencia. 

La  adjudicataria  de  la  licitación  no  podrá  incrementar  la  comisión  por  depósito  de
cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no
podrá exceder de dieciocho meses contado desde el primer día del mes siguiente de
aquél  en el  cual  se cumplan seis  meses desde la fecha de adjudicación de servicio
licitado.  Esta  comisión  se  hará  extensiva  a  todos  los  afiliados  de  la  Administradora
durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme.
Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar
libremente  el  monto  de  su  comisión  por  depósito  de  cotizaciones  de  acuerdo  a  lo
establecido en el  artículo  29,  sin  perjuicio  de su  derecho  a participar  en una  nueva
licitación.  Asimismo,  concluido  el  período  de  permanencia  en  la  Administradora
adjudicataria,  aquellos  afiliados  nuevos  que  se  incorporaron  a  ésta  en  virtud  de  lo
dispuesto  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  160,  podrán  traspasarse  libremente  a  otra
Administradora.

Superintendencia. 

La  adjudicataria  de  la  licitación  no  podrá  incrementar  la  comisión  por  depósito  de
cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no
podrá exceder de dieciocho meses contado desde el primer día del mes siguiente de
aquél  en el  cual  se cumplan seis  meses desde la fecha de adjudicación de servicio
licitado.  Esta  comisión  se  hará  extensiva  a  todos  los  afiliados  de  la  Administradora
durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme.
Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar
libremente  el  monto  de  su  comisión  por  depósito  de  cotizaciones  de  acuerdo  a  lo
establecido en el  artículo  29,  sin  perjuicio  de su  derecho  a participar  en una  nueva
licitación.  Asimismo,  concluido  el  período  de  permanencia  en  la  Administradora
adjudicataria,  aquellos  afiliados  nuevos  que  se  incorporaron  a  ésta  en  virtud  de  lo
dispuesto  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  160,  podrán  traspasarse  libremente  a  otra
Administradora.

Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados
al Sistema y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al
respectivo proceso de licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de
la cual se adjudicó la licitación. 

La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre
la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al
Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:

a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora
en el plazo establecido para tales efectos;

b)  No  se  efectuare  o  no  se  adjudicare  la  licitación  por  alguna  de  las  causales
establecidas en esta ley o en las bases de licitación.
Sin  perjuicio  de lo  dispuesto  en  el  inciso  precedente,  para  evitar  una concentración
excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá asignar, aleatoria y equitativamente,
los afiliados nuevos a las Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de
cotizaciones a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de

Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados
al Sistema y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al
respectivo proceso de licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de
la cual se adjudicó la licitación. 

La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre
la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al
Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:

a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora
en el plazo establecido para tales efectos;

b)  No  se  efectuare  o  no  se  adjudicare  la  licitación  por  alguna  de  las  causales
establecidas en esta ley o en las bases de licitación.
Sin  perjuicio  de lo  dispuesto  en  el  inciso  precedente,  para  evitar  una concentración
excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá asignar, aleatoria y equitativamente,
los afiliados nuevos a las Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de
cotizaciones a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de
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carácter general a que se refiere el artículo 166. Los afiliados asignados siempre podrán
traspasarse  libremente  a  otra  Administradora.  Los  afiliados  que  se  hayan  inscrito
voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso quinto del artículo 160, no podrán
ser asignados por la Superintendencia.

Artículo  165.-  Los  trabajadores  que  se  hayan  incorporado  a  la  Administradora
adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán
traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria,
cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre
patrimonio mínimo exigido;
b)  Incumplimiento  de  la  obligación  establecida  en  el  artículo  37  respecto  de   la
rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;

c)  Cesación  de  pagos  de  cualquiera  de  sus  obligaciones  o  en  estado  de  notoria
insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 

d) En proceso de liquidación;

e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por
otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo
podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de
cotizaciones que la adjudicataria de la licitación; 

f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período
establecido en el inciso tercero del artículo 163, o

g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor
rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período
comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación
y  la  fecha  en  que  solicite  el  traspaso.  En  este  caso,  los  trabajadores  sólo  podrán
traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer

carácter general a que se refiere el artículo 166. Los afiliados asignados siempre podrán
traspasarse  libremente  a  otra  Administradora.  Los  afiliados  que  se  hayan  inscrito
voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso quinto del artículo 160, no podrán
ser asignados por la Superintendencia.

Artículo  165.-  Los  trabajadores  que  se  hayan  incorporado  a  la  Administradora
adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán
traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria,
cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre
patrimonio mínimo exigido;
b)  Incumplimiento  de  la  obligación  establecida  en  el  artículo  37  respecto  de   la
rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;

c)  Cesación  de  pagos  de  cualquiera  de  sus  obligaciones  o  en  estado  de  notoria
insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 

d) En proceso de liquidación;

e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por
otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo
podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de
cotizaciones que la adjudicataria de la licitación; 

f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período
establecido en el inciso tercero del artículo 163, o

g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor
rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período
comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación
y  la  fecha  en  que  solicite  el  traspaso.  En  este  caso,  los  trabajadores  sólo  podrán
traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer
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este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general
a que se refiere el artículo 166.

A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de
acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en
caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del
inciso precedente.

este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general
a que se refiere el artículo 166.

A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de
acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en
caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del
inciso precedente.

Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general,
las  materias  relacionadas  con  la  licitación  establecida  en  este  título.  Dicha  norma
establecerá, a lo menos, el procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados, los
requisitos que deberán cumplir las personas jurídicas que no estén constituidas como
Administradoras a la fecha de la licitación para participar en ella y la asignación de los
afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se materialice.

Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general,
las  materias  relacionadas  con  la  licitación  establecida  en  este  título.  Dicha  norma
establecerá, a lo menos, el procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados, los
requisitos que deberán cumplir las personas jurídicas que no estén constituidas como
Administradoras a la fecha de la licitación para participar en ella y la asignación de los
afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se materialice.

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones

Artículo 167.-  Créase un Consejo Técnico de Inversiones,  en adelante “Consejo”,  de
carácter  permanente,  cuyo  objetivo  será  efectuar  informes,  propuestas  y
pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto
de  procurar  el  logro  de  una  adecuada  rentabilidad  y  seguridad  para  los  Fondos.
Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el  artículo
45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar
al  mismo.  Para estos efectos,  el  Consejo  deberá emitir  un informe que contenga su
opinión  técnica  en forma previa  a  la  dictación de la  norma de carácter  general  que
apruebe o modifique dicho régimen;

2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones

Artículo 167.-  Créase un Consejo Técnico de Inversiones,  en adelante “Consejo”,  de
carácter  permanente,  cuyo  objetivo  será  efectuar  informes,  propuestas  y
pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto
de  procurar  el  logro  de  una  adecuada  rentabilidad  y  seguridad  para  los  Fondos.
Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el  artículo
45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar
al  mismo.  Para estos efectos,  el  Consejo  deberá emitir  un informe que contenga su
opinión  técnica  en forma previa  a  la  dictación de la  norma de carácter  general  que
apruebe o modifique dicho régimen;

2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos
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de Pensiones contenidas  en  el  Régimen de  Inversión,  y  en  especial  respecto  de  la
estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de
medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la
letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 

3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de
inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime
necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de
Pensiones que le  sean consultadas por  los Ministerios de Hacienda y del  Trabajo  y
Previsión Social;

5)  Entregar  una  memoria  anual  de  carácter  público  al  Presidente  de  la  República,
correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre
de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al
Senado; y

6) Encargar  la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los
Fondos de Pensiones. 

de  Pensiones contenidas  en  el  Régimen de  Inversión,  y  en  especial  respecto  de  la
estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de
medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la
letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 

3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de
inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime
necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;

4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de
Pensiones que le  sean consultadas por  los Ministerios de Hacienda y del  Trabajo  y
Previsión Social;

5)  Entregar  una  memoria  anual  de  carácter  público  al  Presidente  de  la  República,
correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre
de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al
Senado; y

6) Encargar  la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los
Fondos de Pensiones. 

Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:

a)  Dos miembros designados por  el  Presidente de la  República.  El  primero de ellos
deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en
materias financieras y de mercado de capitales. El segundo deberá haber desempeñado
el  cargo  de  Ministro  de  Hacienda  o  de  Superintendente  o  directivo  de  las
Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y
Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;

b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile; y 

Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:

a) Un miembro designado por el Presidente de la República.
La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de
Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de
Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de
Consejero o gerente del Banco Central de Chile;

b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de
Chile. La designación deberá recaer en un profesional de reconocido prestigio por
su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;
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c) Dos miembros elegidos por las Administradoras de Fondos de Pensiones. El primero
de  ellos  deberá  ser  un  académico  de  reconocido  prestigio  por  su  experiencia  y
conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales.  El  segundo deberá
poseer una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá
haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del
sector financiero.

Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de
una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo
Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.
Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o
ser reelegido, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 

Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero
de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al
respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.

En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras
anteriores,  integrará  el  Consejo,  en  calidad  de  suplente,  la  persona  que  haya  sido
nombrada  para  tales  efectos  por  quien  corresponda  efectuar  la  designación  de  los
miembros  titulares,  quienes  deberán  cumplir  con  los  mismos  requisitos  del  miembro
titular. 

Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan
la calidad de suplente.

Serán  causales  de  cesación  de  los  miembros  titulares  y  suplentes  del  Consejo  las
siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;

b) Renuncia aceptada por quien los designó;

c) Un miembro designado por las Administradoras de Fondos
de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia
experiencia  en  la  administración  de  carteras  de  inversión  y  deberá  haber
desempeñado el  cargo de gerente  o  ejecutivo principal  en alguna empresa del
sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento; y”.

 d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o
de  Economía  y  Administración  de  las  Universidades  que  se  encuentren
acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá
ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en
materias financieras y de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico
de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de
conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.

Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de
una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo
Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.
Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o
ser reelegido, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 

Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero
de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al
respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.

En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras
anteriores,  integrará  el  Consejo,  en  calidad  de  suplente,  la  persona  que  haya  sido
nombrada  para  tales  efectos  por  quien  corresponda  efectuar  la  designación  de  los
miembros  titulares,  quienes  deberán  cumplir  con  los  mismos  requisitos  del  miembro
titular. 

Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan
la calidad de suplente.
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c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;

d)  Sobreviniencia  de  algunas de  las  causales  de  inhabilidad  señaladas en  el  inciso
segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del
cargo, y

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 

Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar
reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su
función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación
será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido
valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a
que tengan acceso en el  desempeño de esta  función,  en tanto  no sea divulgada al
público.  La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la  pena de
reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el
tiempo de la condena. 

Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades
tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades
tributarias mensuales por cada mes calendario.

Serán  causales  de  cesación  de  los  miembros  titulares  y  suplentes  del  Consejo  las
siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;

b) Renuncia aceptada por quien los designó;

c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;

d)  Sobreviniencia  de  algunas de  las  causales  de  inhabilidad  señaladas en  el  inciso
segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del
cargo, y

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 

Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar
reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su
función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación
será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido
valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a
que tengan acceso en el  desempeño de esta  función,  en tanto  no sea divulgada al
público.  La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la  pena de
reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el
tiempo de la condena. 

Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades
tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades
tributarias mensuales por cada mes calendario.

Artículo  169.-  El  Consejo  de  Inversiones  será  presidido  por  uno  de  los  miembros
designados  por el Presidente de la República según éste lo disponga, sesionará con la
asistencia de a lo menos tres de sus integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría

Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por el miembro designado por
el Presidente de la República, sesionará con la asistencia de a lo menos tres de sus
integrantes  y  adoptará  sus  acuerdos  por  mayoría  absoluta  de  los  asistentes  a  la
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absoluta de los asistentes a la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación
quien presida la sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento
del Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.

El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que
subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el
tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 

El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo
convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo,
el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 

Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico
del  Consejo  y  tendrá  la  calidad  de  Ministro  de  Fe  respecto  de  sus  actuaciones,
deliberaciones y acuerdos. 

El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada
ejecución  de  las  funciones  que  le  son  encomendadas  y  las  normas  relativas  a  las
obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 

La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que
sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas
que corresponda a sus integrantes.

respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la sesión. Lo
anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del Consejo a que se refiere
el inciso quinto de este artículo.

El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que
subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el
tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 

El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo
convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo,
el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 

Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico
del  Consejo  y  tendrá  la  calidad  de  Ministro  de  Fe  respecto  de  sus  actuaciones,
deliberaciones y acuerdos. 

El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada
ejecución  de  las  funciones  que  le  son  encomendadas  y  las  normas  relativas  a  las
obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 

La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que
sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas
que corresponda a sus integrantes.

Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en
la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan
materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada,
el  Consejo  deberá  aplicar  las  normas  y  procedimientos  que  establezca  sobre  esta
materia.

Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en
la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan
materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada,
el  Consejo  deberá  aplicar  las  normas  y  procedimientos  que  establezca  sobre  esta
materia.

TITULO XVII
De la Asesoría Previsional

TITULO XVII
De la Asesoría Previsional
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1. Del Objeto de la Asesoría Previsional

Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados
y beneficiarios del  Sistema, considerando de manera integral  todos los aspectos que
dicen  relación  con  su  situación  particular  y  que  fueren  necesarios  para  adoptar
decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las
prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con
total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 

Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y
de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar
en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas
en el  artículo 61 de esta ley,  sus características y demás beneficios a que pudieren
acceder según el caso, con una estimación de sus montos.

1. Del Objeto de la Asesoría Previsional

Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados
y beneficiarios del  Sistema, considerando de manera integral  todos los aspectos que
dicen  relación  con  su  situación  particular  y  que  fueren  necesarios  para  adoptar
decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las
prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con
total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 

Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y
de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar
en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas
en el  artículo 61 de esta ley,  sus características y demás beneficios a que pudieren
acceder según el caso, con una estimación de sus montos.

Artículo  172.-  Créase  el  Registro  de  Asesores  Previsionales,  que  mantendrá  la
Superintendencia,  en  el  cual  deberán  inscribirse  las  personas  o  entidades  que
desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal
efecto,  deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el  presente
Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de
carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 

Artículo  172.-  Créase  el  Registro  de  Asesores  Previsionales,  que  mantendrá  la
Superintendencia,  en  el  cual  deberán  inscribirse  las  personas  o  entidades  que
desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal
efecto,  deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el  presente
Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de
carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 

2. De las Entidades de Asesorías Previsional y de los Asesores Previsional.

Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán sociedades constituidas en
Chile exclusivamente por personas naturales y tendrán por objeto único otorgar servicios
de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema.

Sus socios,  administradores,  representantes legales y  las personas que tengan a su
cargo  realizar  las  funciones  de  asesoría  previsional,  deberán  reunir  los  requisitos  y
estarán sujetas a las obligaciones que se establecen en este Título.

Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales deberán acreditar
ante la Superintendencia la contratación de una póliza de seguros para responder del
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correcto y cabal cumplimiento de todas las obligaciones emanadas de su actividad y,
especialmente, de los perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que
contraten sus servicios de asesoría previsional. En el caso que el Asesor Previsional esté
constituido además como corredor de seguros de rentas vitalicias, se deducirá de esta
garantía aquella que haya constituido en virtud de lo establecido en el decreto con fuerza
de ley Nº 251, de 1931.

La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto
no  inferior  a  la  suma más alta  entre  500  unidades  de  fomento  y  el  30% del  saldo
promedio de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, con un máximo
de 60.000 unidades de fomento.
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de 60.000 unidades de fomento.

Artículo  174.-  Los  socios,  los  administradores,  los  representantes  legales  de  las
Entidades de Asesoría Previsional y sus dependientes que desempeñen la función de
asesoría  previsional,  así  como  los  Asesores  Previsionales,  deberán  cumplir  con  los
siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia en Chile y cédula de identidad
de extranjería al día;

b) Tener antecedentes comerciales intachables;

c)  Estar  en  posesión,  a  lo  menos,  de  licencia  de  educación  media  o  estudios
equivalentes;

d)  Acreditar  ante  la  Superintendencia  los  conocimientos  suficientes  sobre  materias
previsionales.

El cumplimiento de los requisitos de las letras b) y d) anteriores deberán ser acreditados
mediante la presentación del certificado o declaración respectiva, para el caso de la letra
b), y de la aprobación del examen de conocimientos correspondiente, para el caso de la
letra d), y con una periodicidad que no podrá ser inferior a un año para ambos casos,
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según  se  establezca  en  la  norma  de  carácter  general,  que  al  efecto  dicte  la
Superintendencia.

No podrán ser socios,  administradores,  dependientes que desempeñen la función de
asesoría previsional, representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional o
Asesores Previsionales, las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones
siguientes:

a) Los procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva;

b) Los fallidos no rehabilitados y quienes tengan prohibición de comerciar;
c)  Las  personas  sancionadas  con  la  cancelación  o  revocación  de  su  inscripción  en
alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Administradoras
de Fondos de Pensiones, Valores y Seguros y Bancos e Instituciones Financieras, o los
que hayan sido administradores,  directores o representantes legales de una persona
jurídica sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad en
la forma que prescribe la ley;

d) Quienes tengan la calidad de controlador, a que se refiere el artículo 97 de la Ley Nº
18.045, o de persona relacionada con éste, los directores, los gerentes, los apoderados o
los  dependientes  de  una  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  o  Compañía  de
Seguros, o de las entidades que conforman su grupo empresarial, y

e) Quienes tengan la calidad de corredores y liquidadores de seguros, a que se refiere el
decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, excepto aquellos
corredores habilitados para la asesoría e intermediación de rentas vitalicias.

según  se  establezca  en  la  norma  de  carácter  general,  que  al  efecto  dicte  la
Superintendencia.

No podrán ser socios,  administradores,  dependientes que desempeñen la función de
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Artículo  175.-  Respecto  de  las  personas  o  entidades  que  hayan  acreditado  el
cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad de asesoría previsional referidos
en los artículos precedentes, la Superintendencia dictará una resolución que ordene su
inscripción en el  registro  respectivo,  conceda la  autorización para funcionar y  fije  un
plazo para iniciar sus actividades.
Será responsabilidad de las Entidades de Asesoría Previsional llevar un registro de los
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dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos
para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las
facilidades que se requieran para efectuar el  control  que respecto de estas materias
determine la Superintendencia.

dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos
para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las
facilidades que se requieran para efectuar el  control  que respecto de estas materias
determine la Superintendencia.

Artículo  176.-  Las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  y  los  Asesores  Previsionales
responderán hasta de la culpa leve en el cumplimiento de las funciones derivadas de las
asesorías  previsionales  que  otorguen  a  los  afiliados  o  sus  beneficiarios  y  estarán
obligadas a indemnizar los perjuicios por el daño que ocasionen. Lo anterior, no obsta a
las sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.

Por  las  Entidades  de  Asesoría  Previsional  responderán  además,  sus  socios  y
administradores, civil,  administrativa y penalmente, a menos que constare su falta de
participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción o incumplimiento.

Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales estarán sometidos a
la supervigilancia, control y fiscalización de la Superintendencia, la que para ello estará
investida de las facultades establecidas en esta ley.

Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría Previsional encargados de la
prestación del servicio, quedarán sujetos al control y fiscalización de la Superintendencia,
la  que tendrá respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere  el  inciso
anterior.
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la  que tendrá respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere  el  inciso
anterior.

Artículo 177.- La cancelación en el Registro de Asesores Previsionales de una Entidad
de Asesoría Previsional o de un Asesor Previsional, procederá:

a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave de ley, y

b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido en el artículo 173 de esta ley.

La declaración de infracción grave de ley corresponderá a la Superintendencia y deberá
estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  
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estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  
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Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del
inciso primero, la Superintendencia dictará una resolución fundada que ordene cancelar
la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro
de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.

Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del
inciso primero, la Superintendencia dictará una resolución fundada que ordene cancelar
la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro
de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.

3. De la contratación de la Asesoría Previsional

Artículo 178.- Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un
contrato de prestación de servicios entre la Entidad o el Asesor Previsional y el afiliado o
sus  beneficiarios,  cuyas  cláusulas  mínimas  serán  establecidas  mediante  norma  de
carácter general que dictará la Superintendencia.  
La contratación de una asesoría previsional no importa, para el afiliado o beneficiario, la
obligación de acoger la recomendación que le fuere proporcionada.
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Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no podrán pagar honorarios por
concepto de servicios de asesoría previsional con cargo a la cuenta de capitalización
individual, a excepción de lo indicado en los incisos segundo y tercero de este artículo.

Los afiliados o beneficiarios de pensión, según corresponda, que cumplan los requisitos
para  pensionarse  podrán,  al  momento  de  seleccionar  modalidad  de  pensión,  pagar
honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de
capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar la tasa máxima a que
se  refiere  el  inciso  decimocuarto  del  artículo  61  bis  por  el  saldo  de  dicha  cuenta
destinado a pensión. 

Si efectuado el pago a que se refiere el inciso anterior, quedare un porcentaje remanente
respecto de la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, los
afiliados  o  beneficiarios  de  pensión  que  se  encuentren  pensionados  por  retiro
programado y cambien de modalidad de pensión, podrán pagar honorarios por concepto
de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual,
hasta el monto que resulte de multiplicar el porcentaje remanente por el saldo de dicha
cuenta destinado a pensión al momento del cambio de modalidad. 

No obstante, lo señalado en el inciso final  del artículo 61 bis, cuando se trate de un
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cambio de modalidad de pensión las Compañías de Seguros de Vida no podrán pagar a
sus  dependientes,  a  los  intermediarios,  agentes  de  venta  de  renta  vitalicia  u  otras
personas  que  intervengan  en  la  comercialización  de  éstas,  una  comisión  por
intermediación o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere
el inciso anterior.

Las Administradoras y  las Compañías de Seguros de Vida no podrán efectuar  pago
alguno a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco
podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.

cambio de modalidad de pensión las Compañías de Seguros de Vida no podrán pagar a
sus  dependientes,  a  los  intermediarios,  agentes  de  venta  de  renta  vitalicia  u  otras
personas  que  intervengan  en  la  comercialización  de  éstas,  una  comisión  por
intermediación o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere
el inciso anterior.

Las Administradoras y  las Compañías de Seguros de Vida no podrán efectuar  pago
alguno a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco
podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.

4.  Otras Disposiciones.

Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el
registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional,
siendo aplicables en lo que corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25
de esta ley.
Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor
Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de
este Título.

4.  Otras Disposiciones.

Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el
registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional,
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Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor
Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de
este Título.

Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de
Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional,
así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna
circunstancia  a  los  afiliados  o  sus  beneficiarios  otras  prestaciones  diferentes  a  las
propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aún a título gratuito o de
cualquier otro modo.”.

Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de
Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional,
así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna
circunstancia  a  los  afiliados  o  sus  beneficiarios  otras  prestaciones  diferentes  a  las
propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aún a título gratuito o de
cualquier otro modo.”.
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75.  Intercálase  en  el  inciso  primero  del  artículo  12  transitorio  a  continuación  de  la
expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,)  la siguiente frase:  “u obtuviere
pensión de invalidez total conforme a un único dictamen.”.

75.  Intercálase  en  el  inciso  primero  del  artículo  12  transitorio  a  continuación  de  la
expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,)  la siguiente frase:  “u obtuviere
pensión de invalidez total conforme a un único dictamen.”.
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Párrafo segundo

Modificaciones a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto
ley N°824, 1974

Artículo 80.  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  a  la  Ley  de
Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N°824, de 1974:

1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el encabezado del artículo la expresión “o cotizaciones voluntarias
de  conformidad  a  lo  establecido  en  el  número  2”,  por  la  siguiente:  “cotizaciones
voluntarias y ahorro previsional voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en
los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,);

b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización voluntaria”, por la siguiente:
“cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma
(,);

c) Reemplázase en el número 2, la expresión “y cotización voluntaria”, por “cotización
voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”,  precedida por una coma (,);  y la
expresión  “y  de  las  cotizaciones  voluntarias”,  por  la  siguiente:  “de  las  cotizaciones
voluntarias y del ahorro previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);

d) Reemplázase en el número 3, la expresión “o de cotizaciones voluntarias a que se
refiere  el  número  2”,  por  “cotizaciones  voluntarias  o  ahorro  previsional  voluntario
colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).

e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:
“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al
momento  de  incorporarse  al  sistema  de  ahorro  a  que  se  refiere  este  artículo,  los
depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  las  cotizaciones  voluntarias  o  el  ahorro
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refiere  el  número  2”,  por  “cotizaciones  voluntarias  o  ahorro  previsional  voluntario
colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).

e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:
“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al
momento  de  incorporarse  al  sistema  de  ahorro  a  que  se  refiere  este  artículo,  los
depósitos  de  ahorro  previsional  voluntario,  las  cotizaciones  voluntarias  o  el  ahorro
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previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se
refieren los números  2.  y  3.  del  Título  III  del  decreto  ley  Nº  3.500,  de 1980,  no se
rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán
sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo,
cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes
estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley.
Asimismo,  cuando estos aportes se destinen a anticipar  o  mejorar  las pensiones de
jubilación no estarán gravados con impuesto a la renta en la parte que no corresponda a
rentabilidad

Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario
colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su
vez,  cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que estos generen,  sean
retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley
sobre  Impuesto  a  la  Renta.   En  este  último  caso,  la  Administradora  o  Institución
Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 de este artículo.”.

2.  Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de
ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro
previsional voluntario colectivo”.

3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se
refieren los números  2.  y  3.  del  Título  III  del  decreto  ley  Nº  3.500,  de 1980,  no se
rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán
sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo,
cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes
estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley.
Asimismo,  cuando estos aportes se destinen a anticipar  o  mejorar  las pensiones de
jubilación no estarán gravados con impuesto a la renta en la parte que no corresponda a
rentabilidad

Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario
colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su
vez,  cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que estos generen,  sean
retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley
sobre Impuesto a la Renta.  Asimismo, cuando estos aportes se destinen a anticipar
o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible
del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad.

2. Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de
ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro
previsional voluntario colectivo”.

3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos

Artículo 81. Introdúcese  la  siguiente  modificación  a  la  Ley  General  de
Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de
ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos

Artículo 81. Introdúcese  la  siguiente  modificación  a  la  Ley  General  de
Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de
ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:
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 Agréganse al artículo 70, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:

“Asimismo,  podrán  también  los  bancos  constituir  filiales  como  sociedades
Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo, a las normas
establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como
sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley N° 18.046, de
Sociedades Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de
Pensiones. 

Las  filiales  de  bancos  constituidas  como  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones
deberán observar  estrictamente el  giro  exclusivo al  cual  se refiere  el  artículo  23 del
decreto ley N° 3.500 de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia
alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aún a título gratuito, cualquier otro servicio o
producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.

El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el
otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación
o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones
de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más
favorables en razón de tales circunstancias.”.

 Agréganse al artículo 70, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:

“Asimismo,  podrán  también  los  bancos  constituir  filiales  como  sociedades
Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo, a las normas
establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como
sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley N° 18.046, de
Sociedades Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de
Pensiones. 

Las  filiales  de  bancos  constituidas  como  Administradoras  de  Fondos  de  Pensiones
deberán observar  estrictamente el  giro  exclusivo al  cual  se refiere  el  artículo  23 del
decreto ley N° 3.500 de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia
alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aún a título gratuito, cualquier otro servicio o
producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.

El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el
otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación
o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones
de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más
favorables en razón de tales circunstancias.”.

Artículo 81 ter.- Modifícase el Decreto Ley N° 825, de 
1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del 
artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que 
aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de 
ahorro previsional voluntario colectivo.”.

Artículo 81 ter.- Modifícase el Decreto Ley N° 825, de 
1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del 
artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que 
aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de 
ahorro previsional voluntario colectivo.”.

Párrafo sexto
Modificaciones a la Ley de Seguros

Artículo 81 quater.- Agréganse al artículo 4° de la
Ley de Seguros, Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, de 22 de mayo 
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de 1931, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:

“Las entidades aseguradoras podrán constituir 
filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, 
las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el 
decreto ley Nº 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán 
como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título 
XIII de la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán 
sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 

Las filiales de compañía de seguros constituidas 
como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar 
estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del 
decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u 
otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente,
ni aún a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que 
resulte ajeno a su giro exclusivo.

La compañía de seguros matriz de una 
Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el 
otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la 
afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la 
sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es 
matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de 
condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.
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TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL

Artículo 84. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.128:

1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de
vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las
pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la
pensión básica solidaria  de vejez,  la  pensión básica solidaria  de invalidez,  el  aporte
previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.

2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y
en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión
básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional
solidario de invalidez”.

b)  Reemplázase,  en  el  inciso  quinto,  la  frase  “mínima o  asistencial,  exceptuando el
reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de
la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de
invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez,
exceptuando  los  reajustes  automáticos  a  que  estos  beneficios  estén  sujetos  de
conformidad a las normas que los rigen”.

3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.

4) Modifícase el artículo 9° de la siguiente manera:

Reemplázase, en el inciso primero, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y
h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyese la letra

TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL

Artículo 84. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.128:

1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de
vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las
pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la
pensión básica solidaria  de vejez,  la  pensión básica solidaria  de invalidez,  el  aporte
previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.

2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y
en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión
básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional
solidario de invalidez”.

b)  Reemplázase,  en  el  inciso  quinto,  la  frase  “mínima o  asistencial,  exceptuando el
reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de
la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de
invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez,
exceptuando  los  reajustes  automáticos  a  que  estos  beneficios  estén  sujetos  de
conformidad a las normas que los rigen”.

3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.

4) Modifícase el artículo 9° de la siguiente manera:

Reemplázase, en el inciso primero, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y
h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyese la letra
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“l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”. “l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”.

Artículo 85.- Modifícase, en el inciso quinto del artículo 40 del decreto ley N°
1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto
ley N° 3.500,  de 1980”,  por  la  siguiente:  “pensión básica solidaria de vejez,  pensión
básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional
solidario de invalidez”. 

Artículo  85.- Modifícase,  en  el  inciso  quinto  del  artículo  40  del
decreto ley N° 1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se
refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de
vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte
previsional solidario de invalidez”. Para evaluar el financiamiento de los beneficios
que se otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social y la
Superintendencia  de  Pensiones  proporcionarán  a  la  Dirección  los  datos  e
informaciones necesarios para la realización de los estudios técnicos y actuariales
que sean necesarios para tal efecto.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones Transitorias Del Título I Sobre el Sistema de Pensiones Solidarias

Artículo primero.- Las disposiciones del  Título I  de la presente ley entrarán en
vigencia a contar del 1° de julio de 2008. No obstante, si la publicación de ésta, fuese
posterior  al  1°  de  enero  de  2008,  regirá  a  contar  del  día  primero  del  séptimo  mes
siguiente a dicha publicación. 

Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el
inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se podrá
utilizar como instrumento de focalización la Ficha de Protección Social.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones Transitorias Del Título I Sobre el Sistema de Pensiones Solidarias

Artículo primero.- Las disposiciones del  Título I  de la presente ley entrarán en
vigencia a contar del 1° de julio de 2008. No obstante, si la publicación de ésta, fuese
posterior  al  1°  de  enero  de  2008,  regirá  a  contar  del  día  primero  del  séptimo  mes
siguiente a dicha publicación. 

Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el
inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se podrá
utilizar como instrumento de focalización la Ficha de Protección Social.

Artículo segundo.- Deróganse  desde  la  entrada  en  vigencia  del  Título  I  de  la
presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el
decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de

Artículo segundo.- Deróganse  desde  la  entrada  en  vigencia  del  Título  I  de  la
presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el
decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de
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que éste último mantiene su vigencia para el sólo efecto de lo dispuesto en el artículo 33.

Las  personas  que  a  la  fecha  señalada  en  el  inciso  anterior,  sean  beneficiarias  de
pensiones  asistenciales  otorgadas  de  conformidad  al  decreto  ley  N°  869,  de  1975,
tendrán  derecho,   a  contar  de  dicha  fecha  y  por  el  solo  ministerio  de  la  ley,  a  las
pensiones  básicas  solidarias  de  vejez  e  invalidez,  según  corresponda,  dejando  de
percibir  a  partir  de esa data las referidas pensiones asistenciales.  Lo anterior  no se
aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad
que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.

Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior
que se  encuentren en trámite  a  la  entrada  en vigencia  del  Título  I,  que hayan sido
presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto  ley,  serán calificadas de
acuerdo a lo establecido en el referido título.

que éste último mantiene su vigencia para el sólo efecto de lo dispuesto en el artículo 33.

Las  personas  que  a  la  fecha  señalada  en  el  inciso  anterior,  sean  beneficiarias  de
pensiones  asistenciales  otorgadas  de  conformidad  al  decreto  ley  N°  869,  de  1975,
tendrán  derecho,   a  contar  de  dicha  fecha  y  por  el  solo  ministerio  de  la  ley,  a  las
pensiones  básicas  solidarias  de  vejez  e  invalidez,  según  corresponda,  dejando  de
percibir  a  partir  de esa data las referidas pensiones asistenciales.  Lo anterior  no se
aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad
que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.

Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior
que se  encuentren en trámite  a  la  entrada  en vigencia  del  Título  I,  que hayan sido
presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto  ley,  serán calificadas de
acuerdo a lo establecido en el referido título.

Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley,
el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 
A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental
a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se
encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán
derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido
en el artículo 33, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión
asistencial.

Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley,
el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 
A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental
a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se
encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán
derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido
en el artículo 33, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión
asistencial.

Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones
Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la
entrada en vigencia  del  Título  I  de esta  ley corresponderán al  Instituto  de  Previsión
Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.

Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N°
18.141.

Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones
Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la
entrada en vigencia  del  Título  I  de esta  ley corresponderán al  Instituto  de  Previsión
Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.

Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N°
18.141.
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Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de
la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980,
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.

Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de
la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980,
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.

Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la
presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título
VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada.
Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las
mismas condiciones.

Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley,
tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones
establecido  en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  podrán  acceder  a  las  pensiones
mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese
cuerpo legal,  vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán
optar  por  el  sistema  de  pensiones  solidarias  establecido  en  la  presente  ley,  de
conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una
sola vez. 

Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley,
sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el
derecho  de  opción  del  inciso  anterior  en  las  mismas  condiciones.  En  este  caso,  la
pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión
de acuerdo a dicho decreto  ley,  conforme lo  que establezca la  Superintendencia  de
Pensiones, en una norma de carácter general.

Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la
presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título
VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada.
Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las
mismas condiciones.

Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley,
tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones
establecido  en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  podrán  acceder  a  las  pensiones
mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese
cuerpo legal,  vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán
optar  por  el  sistema  de  pensiones  solidarias  establecido  en  la  presente  ley,  de
conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una
sola vez. 

Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley,
sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el
derecho  de  opción  del  inciso  anterior  en  las  mismas  condiciones.  En  este  caso,  la
pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión
de acuerdo a dicho decreto  ley,  conforme lo  que establezca la  Superintendencia  de
Pensiones, en una norma de carácter general.

Artículo séptimo.- Las  personas  que  se  encuentren  afectas  a  alguno  de  los
regímenes  previsionales  administrados  por  el  Instituto  de  Normalización  Previsional,
tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan
derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos

Artículo séptimo.- Las  personas  que  se  encuentren  afectas  a  alguno  de  los
regímenes  previsionales  administrados  por  el  Instituto  de  Normalización  Previsional,
tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan
derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos
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establecidos en las letras a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.

El aporte solidario de vejez a que puedan acceder las personas que estén afectas a
alguno de los regímenes de previsión administrados por el Instituto de Normalización
Previsional  y  los  pensionados  de  los  mismos,  se  regirá  por  las  respectivas  normas
transitorias del presente título, siempre que tengan derecho a alguna pensión del decreto
ley N° 3.500, de 1980.

establecidos en las letras a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.

El aporte solidario de vejez a que puedan acceder las personas que estén afectas a
alguno de los regímenes de previsión administrados por el Instituto de Normalización
Previsional  y  los  pensionados  de  los  mismos,  se  regirá  por  las  respectivas  normas
transitorias del presente título, siempre que tengan derecho a alguna pensión del decreto
ley N° 3.500, de 1980.

Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación o pensión de
viudez, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de
los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional,
o  que  obtengan dicha  pensión  o  jubilación  en  el  futuro  de  alguno de  ellos,  tendrán
derecho al  aporte previsional  solidario de vejez establecido en el  Párrafo  tercero del
Título I  de esta ley,  cuando la pensión base sea de un monto inferior  al  valor  de la
pensión máxima con aporte  solidario  que señala el  artículo  13 de la presente ley,  y
siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo
3° de esta ley.

El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en
el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en  la letra f) del artículo 2°.
Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de
alguno  de  los  regímenes  previsionales  señalados  en  el  inciso  anterior,  incluidas  las
bonificaciones de las leyes N°s 19.403; 19.539 y 19.953, según corresponda.

Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones
del  sistema  establecido  en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  el  aporte  previsional
solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los
artículos 10 u 11, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en
el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las
pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto
ley.  Respecto de aquellos que,  a  la  fecha de entrada en vigencia  del  Título  I  de la
presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto
ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de obtención de

Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación o pensión de
viudez, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de
los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional,
o  que  obtengan dicha  pensión  o  jubilación  en  el  futuro  de  alguno de  ellos,  tendrán
derecho al  aporte previsional  solidario de vejez establecido en el  Párrafo  tercero del
Título I  de esta ley,  cuando la pensión base sea de un monto inferior  al  valor  de la
pensión máxima con aporte  solidario  que señala el  artículo  13 de la presente ley,  y
siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo
3° de esta ley.

El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en
el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en  la letra f) del artículo 2°.
Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de
alguno  de  los  regímenes  previsionales  señalados  en  el  inciso  anterior,  incluidas  las
bonificaciones de las leyes N°s 19.403; 19.539 y 19.953, según corresponda.

Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones
del  sistema  establecido  en  el  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  el  aporte  previsional
solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los
artículos 10 u 11, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en
el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las
pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto
ley.  Respecto de aquellos que,  a  la  fecha de entrada en vigencia  del  Título  I  de la
presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto
ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de obtención de
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dicha  pensión  de  vejez,  de  acuerdo  a  lo  que  establezca  la  Superintendencia  de
Pensiones en una norma de carácter general.

dicha  pensión  de  vejez,  de  acuerdo  a  lo  que  establezca  la  Superintendencia  de
Pensiones en una norma de carácter general.

Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de
los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional,
tendrán derecho al  aporte previsional solidario de invalidez establecido en el  Párrafo
quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y
tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes,
siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de
cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 

Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de
los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional,
tendrán derecho al  aporte previsional solidario de invalidez establecido en el  Párrafo
quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y
tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes,
siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de
cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 

Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I
de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del
título  VII  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  continuarán  percibiendo  dicha  pensión
garantizada.  También  accederán  a  esta  garantía  estatal  de  pensión  mínima  de
sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año
posterior  a  la  publicación  de  la  presente  ley,  cumplan  con  los  requisitos  para  tener
derecho a ella.

Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I
de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del
título  VII  del  decreto  ley  N°  3.500,  de  1980,  continuarán  percibiendo  dicha  pensión
garantizada.  También  accederán  a  esta  garantía  estatal  de  pensión  mínima  de
sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año
posterior  a  la  publicación  de  la  presente  ley,  cumplan  con  los  requisitos  para  tener
derecho a ella.

Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la
pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a
$ 60.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este
mismo período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de julio
de 2008 la data inicial antes señalada será el día primero del mes siguiente al de dicha
publicación.

A  contar  del  1  de  julio  de  2009  la  pensión  básica  solidaria  de  vejez  ascenderá  a
$75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con
aporte solidario será de $75.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3°
será de 40%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con
aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del

Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la
pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a
$ 60.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este
mismo período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de julio
de 2008 la data inicial antes señalada será el día primero del mes siguiente al de dicha
publicación.

A  contar  del  1  de  julio  de  2009  la  pensión  básica  solidaria  de  vejez  ascenderá  a
$75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con
aporte solidario será de $75.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3°
será de 40%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con
aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del
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artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con
aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del
artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $
200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en
la letra b) del artículo 3° será de  45%.

A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de 2015, el porcentaje establecido
en la letra b) del artículo 3° será de  50%.

A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de 2017 el porcentaje establecido
en la letra b) del artículo 3° será de  55%.

A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será
de  60%.

artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con
aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del
artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 

A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $
200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en
la letra b) del artículo 3° será de  45%.

A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de 2015, el porcentaje establecido
en la letra b) del artículo 3° será de  50%.

A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de 2017 el porcentaje establecido
en la letra b) del artículo 3° será de  55%.

A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será
de  60%.

Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto
en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados
desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo
dispuesto en el artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de
2012.

Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto
en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados
desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo
dispuesto en el artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de
2012.
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Párrafo segundo

Disposiciones Transitorias del Título II sobre Institucionalidad

Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del
plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca
mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social,  los que también deberán ser  suscritos por el  Ministro  de
Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento
en  esta  planta  podrá  incluir  personal  de  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social  y
proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse
en  primer  lugar  a  los  funcionarios  que  sean  titulares  de  cargos  de  planta  de  la
Subsecretaría de Previsión Social;

2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en
esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradora de Fondos
de  Pensiones,  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  del  Instituto  de
Normalización  Previsional.  En  todo  caso  deberá  encasillarse  en  primer  lugar  a  los
funcionarios  que  son  titulares  de  cargos  de  planta  de  la  Superintendencia  de
Administradora de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más
Intendencias.
3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta
planta podrá incluir  personal del Instituto de Normalización Previsional.  En todo caso
deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de
planta del Instituto de Normalización Previsional.

4.  Fijar  la  planta  de  personal  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social.  El
encasillamiento  en  esta  planta  podrá  incluir  personal  de  la  Superintendencia  de
Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso,
deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de
planta de la Superintendencia de Seguridad Social.

Párrafo segundo

Disposiciones Transitorias del Título II sobre Institucionalidad

Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del
plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca
mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social,  los que también deberán ser  suscritos por el  Ministro  de
Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento
en  esta  planta  podrá  incluir  personal  de  la  Subsecretaría  de  Previsión  Social  y
proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse
en  primer  lugar  a  los  funcionarios  que  sean  titulares  de  cargos  de  planta  de  la
Subsecretaría de Previsión Social;

2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en
esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradora de Fondos
de  Pensiones,  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  del  Instituto  de
Normalización  Previsional.  En  todo  caso  deberá  encasillarse  en  primer  lugar  a  los
funcionarios  que  son  titulares  de  cargos  de  planta  de  la  Superintendencia  de
Administradora de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más
Intendencias.
3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta
planta podrá incluir  personal del Instituto de Normalización Previsional.  En todo caso
deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de
planta del Instituto de Normalización Previsional.

4.  Fijar  la  planta  de  personal  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social.  El
encasillamiento  en  esta  planta  podrá  incluir  personal  de  la  Superintendencia  de
Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso,
deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de
planta de la Superintendencia de Seguridad Social.
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5.  Fijar  la  planta  de  personal  del  Instituto  de  Seguridad  Laboral,  ex  Instituto  de
Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del
Instituto de Normalización Previsional.

6.  Disponer,  sin  solución  de  continuidad,  el  traspaso  de  funcionarios  de  planta  y  a
contrata  entre  las  instituciones  mencionadas  en  las  letras  anteriores,  conforme  a  lo
señalado en la letra siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el
Instituto  de  Normalización  Previsional  a  otras  instituciones  públicas,  transfiriéndose
asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se
efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan
entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se
realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el
funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el  cargo del  que era titular el
funcionario  traspasado se  entenderá  suprimido  de  pleno  derecho  en  la  planta  de  la
institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en
el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se
determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad
jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso.
En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos
expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se
traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

8.  En el  ejercicio de esta facultad el  Presidente de la República dictará  las normas
necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en
especial  podrá  determinar  las  normas  transitorias  para  la  aplicación  de  las
remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N°
19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando
corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de
los  mismos,  sus  denominaciones,  los  cargos  que  tendrán  el  carácter  de  exclusiva

5.  Fijar  la  planta  de  personal  del  Instituto  de  Seguridad  Laboral,  ex  Instituto  de
Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del
Instituto de Normalización Previsional.

6.  Disponer,  sin  solución  de  continuidad,  el  traspaso  de  funcionarios  de  planta  y  a
contrata  entre  las  instituciones  mencionadas  en  las  letras  anteriores,  conforme  a  lo
señalado en la letra siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el
Instituto  de  Normalización  Previsional  a  otras  instituciones  públicas,  transfiriéndose
asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se
efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan
entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se
realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el
funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el  cargo del  que era titular el
funcionario  traspasado se  entenderá  suprimido  de  pleno  derecho  en  la  planta  de  la
institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en
el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se
determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad
jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso.
En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos
expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se
traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

8.  En el  ejercicio de esta facultad el  Presidente de la República dictará  las normas
necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en
especial  podrá  determinar  las  normas  transitorias  para  la  aplicación  de  las
remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N°
19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando
corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de
los  mismos,  sus  denominaciones,  los  cargos  que  tendrán  el  carácter  de  exclusiva
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confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N°
19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del Decreto con Fuerza de Ley N°
29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el
ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la
ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.

9.  El  Presidente  de la  República  determinará la  data  de entrada  en  vigencia  de las
plantas  que  fije  y  de  los  encasillamientos  que  se  practiquen.  Igualmente,  fijará  las
dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 

10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes
restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término
de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del
personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios
fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b)  No  podrá  significar  cesación  de  funciones,  disminución  de  remuneraciones  ni
modificación  de  derechos  previsionales  del  personal.  Cualquier  diferencia  de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por
los  futuros  mejoramientos  de  remuneraciones  que  correspondan  a  los  funcionarios,
excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del
sector  público.  Dicha  planilla  mantendrá  la  misma  imponibilidad  que  aquella  de  las
remuneraciones que compensa.

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan
reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su
conjunto, fijadas en la ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto
de  las instituciones afectas a  fijación de plantas y  encasillamiento del  personal,  sin
perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.

confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N°
19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del Decreto con Fuerza de Ley N°
29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el
ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la
ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.

9.  El  Presidente  de la  República  determinará la  data  de entrada  en  vigencia  de las
plantas  que  fije  y  de  los  encasillamientos  que  se  practiquen.  Igualmente,  fijará  las
dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 

10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes
restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término
de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del
personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios
fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b)  No  podrá  significar  cesación  de  funciones,  disminución  de  remuneraciones  ni
modificación  de  derechos  previsionales  del  personal.  Cualquier  diferencia  de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por
los  futuros  mejoramientos  de  remuneraciones  que  correspondan  a  los  funcionarios,
excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del
sector  público.  Dicha  planilla  mantendrá  la  misma  imponibilidad  que  aquella  de  las
remuneraciones que compensa.

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan
reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su
conjunto, fijadas en la ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto
de  las instituciones afectas a  fijación de plantas y  encasillamiento del  personal,  sin
perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.
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11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la
Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un
período para su implementación.  Además,  determinará   la  fecha de supresión de la
Superintendencia de Administradora de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino
de sus recursos. 

12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso toda clase de bienes desde
el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.

11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la
Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un
período para su implementación.  Además,  determinará   la  fecha de supresión de la
Superintendencia de Administradora de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino
de sus recursos. 

12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso toda clase de bienes desde
el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.

Artículo  décimo  quinto.-  El  Presidente  de  la  República,  por  decreto  expedido  por
intermedio  del  Ministerio  de  Hacienda,  conformará  el  primer  presupuesto  de  la
Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los
fondos  de  las  entidades  que  traspasan  personal  o  bienes,  necesarios  para  que  se
cumplan  sus  funciones,  pudiendo  al  efecto  crear,  suprimir  o  modificar  los  capítulos,
asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los
recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la
partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

Artículo  décimo  quinto.-  El  Presidente  de  la  República,  por  decreto  expedido  por
intermedio  del  Ministerio  de  Hacienda,  conformará  el  primer  presupuesto  de  la
Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los
fondos  de  las  entidades  que  traspasan  personal  o  bienes,  necesarios  para  que  se
cumplan  sus  funciones,  pudiendo  al  efecto  crear,  suprimir  o  modificar  los  capítulos,
asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los
recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la
partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

Artículo  décimo  sexto.-  Los  altos  directivos  públicos  del  Instituto  de  Normalización
Previsional  que  estuvieren  ejerciendo  un  cargo  en  dicha  institución  y  que  sean
traspasados al Instituto de Previsión Social, continuarán sometidos a la misma normativa
que los rigen.
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Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del
encasillamiento  que  se  practique,  considerando  su  efecto  año  completo,  no  podrá
exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.

Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del
encasillamiento  que  se  practique,  considerando  su  efecto  año  completo,  no  podrá
exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.
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Párrafo Tercero

Disposiciones  Transitorias  del  Título  III,  sobre  normas  sobre  equidad  de  género  y
afiliados jóvenes

Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres
que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes
del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.

Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64°, obtenga
su pensión con posterioridad al  1 de julio  de 2009,  tendrá derecho a la  bonificación
respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se
calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar
de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en
el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos
permanentes de este Párrafo primero del Título III.

A  contar  del  1°  de  julio  de  2009,  la  bonificación  por  hijo  para  las  madres  será
considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo
señalado en el Título I de esta ley. 

Párrafo Tercero

Disposiciones  Transitorias  del  Título  III,  sobre  normas  sobre  equidad  de  género  y
afiliados jóvenes

Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres
que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes
del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.

Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64°, obtenga
su pensión con posterioridad al  1 de julio  de 2009,  tendrá derecho a la  bonificación
respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se
calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar
de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en
el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos
permanentes de este Párrafo primero del Título III.

A  contar  del  1°  de  julio  de  2009,  la  bonificación  por  hijo  para  las  madres  será
considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo
señalado en el Título I de esta ley. 

Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en
vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el inciso segundo de esta misma disposición,
lo hará a partir del 1 de julio de 2011.

Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en
vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el inciso segundo de esta misma disposición,
lo hará a partir del 1 de julio de 2011.

Párrafo Quinto

Disposiciones Transitorias del Título V  Reforma Sobre Beneficios, Ahorro Previsional
Voluntario Colectivo, Inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y Competencia

Párrafo Quinto

Disposiciones Transitorias del Título V  Reforma Sobre Beneficios, Ahorro Previsional
Voluntario Colectivo, Inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y Competencia.
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Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto  ley  N°  3.500,  de 1980,  entrarán  en  vigencia  el  primer  día  del  séptimo  mes
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Las modificaciones que el artículo 20 O, incorporado por el número 11. del artículo 79 de
esta ley, introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, serán aplicables a las cotizaciones
voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional
voluntario  colectivo  que  se  efectúen  a  contar  de  la  vigencia  de  las  disposiciones
señaladas en el inciso precedente.

Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto  ley  N°  3.500,  de 1980,  entrarán  en  vigencia  el  primer  día  del  séptimo  mes
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los
incisos siguientes.

La bonificación establecida en el artículo 20 O del decreto ley
N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 11, del artículo 79 de esta ley, será
aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario
y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo que se efectúen a contar de
la vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso precedente.”.

Las  normas  que  modifican  el
financiamiento de las Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500,
de  1980,  a  que se  refiere la  letra  b)  del  numeral  5  del  artículo  79 de esta ley,
entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I de esta ley,
según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.

El Título XVI del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado
por el número 74. del artículo 79, comenzará a regir el primer día del mes siguiente
al de la publicación de esta ley.

Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de
la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en
tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de
esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas
vigentes  a  la  fecha  de  su  presentación.  Asimismo,  los  afiliados  que  se  encuentren
percibiendo  pensiones  de  invalidez  conforme  a  un  primer  dictamen,  continuarán
rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de
declaración de su invalidez.

Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de
la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en
tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de
esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas
vigentes  a  la  fecha  de  su  presentación.  Asimismo,  los  afiliados  que  se  encuentren
percibiendo  pensiones  de  invalidez  conforme  a  un  primer  dictamen,  continuarán
rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de
declaración de su invalidez.

Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento
de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en
vigencia  de  las  modificaciones  que  el  Título  V  de  esta  ley  introduce  al  decreto  ley
N°3.500,  de  1980,  continuarán  rigiéndose  por  las  normas  vigentes  a  la  fecha  de

Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento
de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en
vigencia  de  las  modificaciones  que  el  Título  V  de  esta  ley  introduce  al  decreto  ley
N°3.500,  de  1980,  continuarán  rigiéndose  por  las  normas  vigentes  a  la  fecha  de
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otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado. otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.
Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en
vigencia  de  las  modificaciones  que  el  Título  V  de  esta  ley  introduce  al  decreto  ley
N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final
del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 53 del artículo 79 del
Título V de la presente ley.

Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en
vigencia  de  las  modificaciones  que  el  Título  V  de  esta  ley  introduce  al  decreto  ley
N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final
del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 53 del artículo 79 del
Título V de la presente ley.

Artículo trigésimo primero.-   La primera emisión de la  Resolución que establecerá el
Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980,
modificado por el  N°27 del artículo 79 del  Título V de esta ley,  no podrá contemplar
límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47
del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de
esta ley introduce al mismo decreto ley. 

Artículo trigésimo primero.-   La primera emisión de la  Resolución que establecerá el
Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980,
modificado por el  N°27 del artículo 79 del  Título V de esta ley,  no podrá contemplar
límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47
del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de
esta ley introduce al mismo decreto ley. 

Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 168 del decreto ley
N°3.500, de 1980, introducido por el N°74 del artículo 79 del Título V de esta ley, la
primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se efectuará por los
períodos que a continuación se indica:

a) Dos años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de
Pensiones entre quienes posean una amplia experiencia en la administración de carteras
de inversión y hayan desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna
empresa del sector financiero.

b) Tres años en el caso de los miembros designados por el Presidente de la República.

c) Cuatro años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de
Pensiones  entre  los  académicos  de  reconocido  prestigio  por  su  experiencia  y
conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales.

Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo
168 del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el N°74 del artículo 79 del Título V
de esta ley, la primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se
efectuará por los períodos que a continuación se indica:

a)  Dos  años  en  el  caso  del  miembro  designado  por  las
Administradoras de Fondos de Pensiones,

 b) Tres años en el caso de los miembros designados por los
Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las
Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la
Ley N° 20.129,

c) Cuatro  años  en  el  caso  del  miembro  designado  por  el
Consejo del Banco Central de Chile, y

d)  Cinco  años  en  el  caso  del  miembro  designado  por  el
Presidente de la República.
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d) Cinco años en el caso del miembro designado por el Consejo del Banco Central de
Chile.
Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia
de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de
1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que
corresponde  establecer  al  Banco  Central  de  Chile,  de  acuerdo  a  lo  señalado  en  el
número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido
por el  N°27 del  artículo 79 del  Título V de esta ley,  no podrá ser inferior  al  30% ni
superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes,
dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de
Pensiones. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el
Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser
inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.

Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que
el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de
Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde
establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del
inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el N°27
del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%, 20% y
15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre
el  décimo tercero  y  vigésimo cuarto  mes,  dichos  límites  no  podrán  ser  inferiores  ni
superiores a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el
Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para
el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo
quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a:
45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo
B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo
Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.

Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia
de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de
1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que
corresponde  establecer  al  Banco  Central  de  Chile,  de  acuerdo  a  lo  señalado  en  el
número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido
por el  N°27 del  artículo 79 del  Título V de esta ley,  no podrá ser inferior  al  30% ni
superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes,
dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de
Pensiones. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el
Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser
inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.

Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que
el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de
Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde
establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del
inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el N°27
del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%, 20% y
15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre
el  décimo tercero  y  vigésimo cuarto  mes,  dichos  límites  no  podrán  ser  inferiores  ni
superiores a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el
Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para
el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo
quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al
decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a:
45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo
B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo
Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.

Artículo trigésimo octavo bis.- La obligación del empleador de pagar la 
cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el 

Artículo trigésimo octavo bis.- La obligación del empleador de pagar la 
cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el 
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artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1° de julio 
de 2009.

En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se
encontrarán  exentos  de  cumplirla  los  empleadores  que  durante  el  respectivo  mes
declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, periodo durante el
cual  la  cotización  adicional  del  correspondiente  afiliado  deberá  incluir  el  pago  de  la
cotización  destinada  al  financiamiento  del  seguro a  que se  refiere  el  artículo  59 del
Decreto Ley N° 3.500, de 1980.

artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1° de julio 
de 2009.

En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se
encontrarán  exentos  de  cumplirla  los  empleadores  que  durante  el  respectivo  mes
declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, periodo durante el
cual  la  cotización  adicional  del  correspondiente  afiliado  deberá  incluir  el  pago  de  la
cotización  destinada  al  financiamiento  del  seguro a  que se  refiere  el  artículo  59 del
Decreto Ley N° 3.500, de 1980.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre Financiamiento Fiscal

Artículo  cuadragésimo.-  Las  modificaciones  señaladas  en  los  artículos  84  y  85,
comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre Financiamiento Fiscal

Artículo  cuadragésimo.-  Las  modificaciones  señaladas  en  los  artículos  84  y  85,
comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley.

Artículo cuadragésimo primero.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el
artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones
fiscales derivadas de la  garantía  estatal  de pensiones mínimas de vejez,  invalidez y
sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto
en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.

Artículo cuadragésimo primero.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el
artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones
fiscales derivadas de la  garantía  estatal  de pensiones mínimas de vejez,  invalidez y
sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto
en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.

Artículo  cuadragésimo segundo.-  Podrán  efectuarse  retiros  al  Fondo  de  Reserva  de
Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo
anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del
artículo 6° de dicha ley.

Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha
de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año
2016.

Artículo  cuadragésimo segundo.-  Podrán  efectuarse  retiros  al  Fondo  de  Reserva  de
Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo
anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del
artículo 6° de dicha ley.

Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha
de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año
2016.
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Artículo cuadragésimo tercero.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que
represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público.
En  los  años  siguientes,  los  recursos  serán  provistos  en  las  respectivas  leyes  de
presupuestos. 

Artículo cuadragésimo tercero.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que
represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público.
En  los  años  siguientes,  los  recursos  serán  provistos  en  las  respectivas  leyes  de
presupuestos. 
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